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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errazúriz Domínguez. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ordinarias, en 3 y 4 de enero del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04).



2.- Proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (boletín N° 6.733-06).



3.-  Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte (boletín N° 7.973-07).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



5.- Proyecto que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (boletín N° 7.862-03).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas y bajo la influencia del alcohol (boletín N° 7.652-15).



7.- Proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19)



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



2.- Proyecto que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (boletín Nº 7.849-11).



3.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones. (boletín N° 7.829-13).



4.- Proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06).



Con el séptimo y el octavo retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley relativo a normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.217-07).



2.- Proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (boletín N° 7.906-07).



Con el último hace presente el retiro de la urgencia respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



2.- El que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



3.- El referente a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



4.- El que modifica la ley N° 19.968, que creó los Tribunales de Familia, estableciendo normas especiales para la representación en juicio de adultos mayores (boletín N° 7.507-18).



5.- El que declara inembargables los bienes destinados a la rehabilitación de personas con discapacidad (boletines N°s. 7.720-31 y 7.877-31, refundidos).



Asimismo, retira la urgencia al proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s. 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes  a los señores Carlos Aldunate del Solar y Pablo Dittborn Barros, con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.440-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha dado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.829-13) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999 (boletín N° 8.058-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3.- Proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (boletines Nos. 7.559-15 y 7.565-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer en cuanto al proyecto interpretativo de los artículos 2° y 4° transitorios de la ley N° 20.322, Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros (boletín Nº 8.025-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.  



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Contesta solicitud, formulada en nombre del Senador señor Horvath, para que esa Secretaría de Estado revise el marco legal e institucional de los precios del Sector Energía y estabilizar de esa manera los correspondientes a las energías renovables no convencionales.



Del señor Ministro de Justicia:



Complementa su respuesta a una petición, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre medidas institucionales adoptadas para fortalecer la acción del Servicio Médico Legal en la comuna de Cauquenes.



Del señor Ministro de Agricultura:



Da contestación a solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de investigaciones para determinar si en la mortalidad de abejas en las comunas de Pelluhue, Cauquenes y Parral opera el factor causal común de colapso de colmenas



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Informa antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor Navarro, tocantes a cumplimiento de la resolución exenta N° 1.663, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de 2002, que fija procedimiento y plazo a  objeto de establecer y aceptar interconexiones en la red telefónica móvil para el intercambio de mensajes de texto.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Acusa recibo del discurso del Senador señor Cantero y de un ejemplar de “Calas para Andrés Sabella”, del que es autor don Sergio Gaytán, remitidos en nombre de Su Señoría con ocasión del homenaje al Centenario del natalicio del poeta antofagastino.



De la señora Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor:



Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Quintana, relativa a necesidad de recursos para funcionamiento del Hogar de Reposo de Angol.



De la señora Directora del Trabajo:



Remite, en respuesta a petición enviada en nombre del Senador señor Navarro, datos estadísticos en materia del cumplimiento de normas de seguridad laboral por las empresas mineras de mayor tamaño durante el último trienio.



Del señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería:



Informa, en contestación a solicitud de antecedentes expedida en nombre de la Senadora señora Alvear, los argumentos en que se funda el informe favorable recaído en la declaración de impacto ambiental del Proyecto Inmobiliario Fundo El Panul, en la comuna de La Florida.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Atiende petición de información, remitida en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre curso del procedimiento realizado por funcionarios de  Carabineros ante un accidente de tránsito ocurrido en la comuna de Providencia.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de  la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas y bajo la influencia del alcohol, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.652-15) (Véase en los Anexos, documento 5).


Segundo informe de  la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Girardi y Gómez, sobre beneficios y publicidad respecto de proyectos en proceso de calificación ambiental (boletín N° 7.552-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud del Instituto Nacional de Derechos Humanos concerniente a la designación que le corresponde efectuar al Senado de un integrante del Consejo de aquel, por renuncia de doña Pamela Pereira Fernández (boletín N° S 1.386-13) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Alvear y Rincón y señores Ruiz-Esquide y Sabag, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Educación y el decreto ley Nº 645, de 1925, sobre Registro General de Condenas, con el objetivo de prevenir delitos sexuales en los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.135-04) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Senadores señores Hernán Larraín, Orpis y Uriarte, con la que se da inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 18.223, sobre normas de protección al consumidor, para garantizar la obligación de los proveedores que se comprometen a proporcionar servicios técnicos y repuestos (boletín Nº 8.136-03) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores Bianchi, Gómez, Horvath, Prokurica y Tuma, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional que otorga a la Fiscalía Nacional Económica estatuto de rango constitucional (boletín Nº 8.141-03) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasan a la Comisión de Economía.



De los Senadores señor Bianchi, señora Lily Pérez y señores  Gómez, Horvath y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece la reajustabilidad de las pensiones del sistema público y privado  (boletín Nº 8.142-13) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de la Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios en materia de sanciones por el incumplimiento en las prestaciones sanitarias y el Código de Aguas, atribuyendo al Director General de Aguas facultad para declarar zonas de escasez de recursos hídricos.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Senadores señores Ruiz-Esquide y Pizarro, con la que se da inicio a un proyecto de ley que establece la obligación de llenar las vacantes existentes en el sector público y modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo al personal a contrata y a honorarios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso tercero y el número 4°, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que dan inicio a un proyecto de ley que otorga facultades a la Superintendencia de Salud para ordenar homologaciones regulares de prestaciones médicas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Permisos constitucionales


Del Senador señor Navarro, para ausentarse del territorio nacional a contar del 6 del presente mes.



Del Senador señor Muñoz Aburto, para ausentarse del país a partir del día 9 del mes en curso.



--Se autorizan.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.





)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Quiero en esta oportunidad saludar, en nombre de la Senadora señora Alvear, a las personas y organizaciones que nos visitan hoy día en las tribunas, en especial al Taller Cultural de la Mujer “Los Copihues”, de la villa San Ricardo, comuna de La Pintana.



Sean todos bienvenidos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).





)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, le pido que recabe la unanimidad de la Sala a fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece compensaciones a los usuarios cuando ocurran cortes en el suministro del agua potable, dado que el Ejecutivo presentó una indicación.



Se trata de un tiempo breve de dos días.

La señora ALLENDE.- Hasta el lunes.

El señor GIRARDI (Presidente).- Los Comités fijaron el lunes 16, a las 13.



Acordado.





)-------------(

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la  palabra la señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, se dio cuenta de la moción que presenté para modificar la Ley General de Servicios Sanitarios en materia de sanciones por el incumplimiento en las prestaciones sanitarias y el Código de Aguas, atribuyendo al Director General de Aguas más facultades para declarar zonas de escasez de recursos hídricos e  incluso para prorrogarlas por otros seis meses.



Junto con  saludar a los Ministros presentes, quiero pedirles el respaldo del Ejecutivo a esta iniciativa, que busca dar más atribuciones al Director General de Aguas y tener un mejor instrumento frente a situaciones críticas, como la escasez hídrica que en este momento afecta a Copiapó. 



Es muy importante que el Gobierno pueda colaborar y recoger tal iniciativa que, en mi opinión, es bastante concreta. Además ayudaría a ser más eficiente en la declaración de escasez hídrica.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Celebrar la sesión ordinaria del día miércoles 18 de enero, entre las 15:30  y las 19:30, suprimiéndose la hora de Incidentes.



2.- Tratar en la sesión de hoy, como si fuesen de Fácil Despacho,  las siguientes materias:



a) La proposición de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaída en la solicitud del Instituto Nacional de Derechos Humanos, sobre designación de la señora Carolina Carrera Ferrer como integrante del Consejo de tal Instituto.



b) El proyecto de reforma constitucional, signado en la tabla con el número 3, que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, en relación con territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández.



c) El proyecto que establece la Ley Marco de los Bomberos de Chile, autorizando a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda para emitir su informe de manera oral. Cada Comité que lo desee contará con tres minutos para fundamentar su posición.



3.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones.



4.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, hasta el día de mañana a las 11, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



5.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, hasta el lunes 16 de enero a las 13, en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas.





)-------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero manifestar lo siguiente.



La Comisión de Salud aprobó hoy en general el que nos parece un importante proyecto sobre donación de órganos -ello significa modificar el boletín N° 7.849-11- y acordó solicitar a la Sala que se discuta también en particular durante el trámite reglamentario del primer informe.



Eso es lo primero.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma solicitada.



--Se accede.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En segundo término, debo hacer presente que, como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, hice llegar una solicitud a la Mesa para que tenga a bien modificar el horario de las sesiones especiales del Senado, que habitualmente se citan los miércoles de 12 a 14, pues a esa hora funciona el mencionado órgano de estudio.



Por tanto, ruego ver la posibilidad de solucionar el problema.



Por último, en relación con un proyecto de ley que fue declarado inadmisible, quiero pedir al Gobierno  -a través de los Ministros presentes-que le brinde su patrocinio.



Se han generado varios problemas con motivo de despidos en el sector público. La iniciativa que presentamos implica dar estabilidad -no inamovilidad- a quienes se hallan contratados. También atiende la situación de las personas que requieren  pasar a la planta y mejora la de quienes se desempeñan a honorarios.

FOMENTO DE DONACIONES Y SIMPLIFICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 20.444 y 19.885, con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos, con informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7953-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 67ª, en 9 de noviembre de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 79ª, en 12 de diciembre de 2011.


Discusión:



Sesión 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, este proyecto se aprobó en general en la sesión del 13 de diciembre de 2011 y respecto de él no se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto.



Por lo tanto, correspondería darlo por aprobado también en particular, a menos que se solicite un nuevo plazo de indicaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay solicitud para un nuevo plazo de indicaciones, la iniciativa quedará aprobada en particular.



--Se aprueba en particular el proyecto y queda despachado en este trámite.





)------------(

El señor GIRARDI.- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, me voy a referir a dos materias.



La primera dice relación al acuerdo adoptado por los Comités la semana pasada en orden a despachar los proyectos de acuerdo al inicio del Orden del Día. Ya se despachó un buen número de ellos, pero todavía quedan otros tantos. Y quisiera que en algún momento los Comités resolvieran en qué sesión se podrían efectivamente votar.



En segundo lugar, la semana pasada la Sala aprobó un proyecto de acuerdo destinado a constituir una Comisión para el estudio de reformas al sistema previsional.



Como habitualmente se hace en estos casos, le corresponde a la Mesa convocar a la formación de dicha Comisión. Por lo tanto, le ruego que en algún minuto solicite a los Comités el nombre de los parlamentarios que los van a representar en la referida instancia.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Con relación a la última materia, señor Senador, se acordó que cada Comité debe designar a un representante en la próxima reunión.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha solicitado la autorización para el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Telecomunicaciones.



Si no hay oposición, así se procederá.

El señor PROKURICA.- Por supuesto.

La señora ALLENDE.- Sí.



--Se accede.

V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑORA CAROLINA CARRERA FERRER COMO INTEGRANTE DE CONSEJO DE INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, la propuesta de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía para designar a la señora Carolina Carrera Ferrer integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en la vacante que se ha producido por la renuncia de la señora Pamela Pereira Fernández, quien fue designada por el Senado el 20 de enero de 2010.



--Los antecedentes sobre la propuesta (S 1386-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 37ª, en 2 de agosto de 2011.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La referida Comisión recibió en audiencia a la señora Carrera, quien realizó una breve exposición acerca de su trayectoria en materia de derechos humanos.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Allende y señores Kuschel, Hernán Larraín y Ruiz-Esquide), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y las formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de la señora Carrera como integrante de dicho Consejo.



Cabe tener presente que, para aprobar el nombramiento, se requieren 20 votos favorables, esto es, cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Voy a abrir la votación.

El señor LETELIER.- “Si le parece”, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- “Si le parece”.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala,...

El señor NOVOA.- Hay que dejar constancia del quórum, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación de la señora Carolina Carrera Ferrer como integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos (25 votos), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).

El señor GIRARDI (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de la Senadora señora Rincón.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE TERRITORIOS ESPECIALES DE ISLA DE PASCUA Y ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Según lo acordado también por los Comités, corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6756-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional:



En primer trámite, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 81ª, en 14 de diciembre de 2011.



Informes de Comisión:



Gobierno, sesión 77ª, en 21 de diciembre de 2009.



Gobierno y Constitución, unidas, (nuevo), sesión 4ª, en 23 de marzo de 2010.



Gobierno y Constitución, unidas (segundo), sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.



Gobierno y Constitución, unidas (nuevo segundo), sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.



Mixta: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.



Discusión:



Sesiones 78ª, en 22 de diciembre de 2009 (pasa a Comisiones de Gobierno y Constitución, unidas); 5ª, en 24 de marzo de 2010 (se aprueba en general); 23ª, en 2 de junio de 2010 (queda pendiente su discusión particular); 36ª, en 27 de julio de 2010.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas ramas del Parlamento deriva del rechazo de la idea de legislar por parte de la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.



El Senado, en el primer trámite, incorporó un inciso segundo, nuevo, al mencionado artículo 126 bis, que declara como territorios especiales a la Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández, que permitía restringir el derecho de permanencia, de residencia y de libre circulación hacia ellos con el fin de proteger el medio ambiente y propender a su desarrollo sustentable.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, propone sustituir esta disposición por otra que establece que los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de la República, garantizados en el N° 7° del artículo 19, se ejercerán en dichos territorios en la forma que determinen las leyes especiales que regulen su ejercicio, las que deberán ser de quórum calificado.



La Comisión acordó esta proposición por 8 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Senadores señores Cantero, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar (don Andrés) y los Diputados señora Hoffmann y señores Eluchans, Farías y Godoy, y en contra, el Diputado señor Cornejo.



La Comisión Mixta deja constancia de que la norma aprobada no requeriría de una nueva consulta, pues se refiere a los mismos asuntos que fueron sometidos a la consideración de la comunidad rapanui en su oportunidad.



El texto propuesto en el artículo único requiere, para su aprobación, 23 votos favorables, esto es, las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, puesto que, según la Comisión Mixta, no obstante que la norma que propone se agrega al artículo 126 bis de la Carta Fundamental, afecta garantías constitucionales consignadas en el mencionado N° 7° del artículo 19.



La proposición de la Comisión Mixta figura en la cuarta columna del boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor GIRARDI (Presidente).- Pondré en votación la propuesta.

El señor CANTERO.- ¿Por qué no va a dar la palabra, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Estamos frente a un asunto que se acordó tratar como si fuera de Fácil Despacho, por lo que podrían intervenir solamente dos Senadores.



Han pedido la palabra los Honorables señores Letelier y Cantero. Para respetar el acuerdo y avanzar, los demás interesados en hablar podrían incorporar sus discursos.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el acuerdo de Comités, adoptado a sugerencia del Senador Letelier, fue que cada uno de ellos pudiera ocupar hasta 3 minutos. Y yo pido que se respete ese acuerdo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Esa resolución se tomó respecto del proyecto relativo a Bomberos.

El señor LARRAÍN.- Cierto. Solo en lo referente a esa iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Yo les solicito respetar los acuerdos porque, de lo contrario, no podremos avanzar.



Si quieren, podemos darles la palabra a dos miembros de la Comisión de Gobierno o a un orador por Comité.

El señor CHAHUÁN.- O a los Senadores de la Región donde se encuentran ubicados los territorios especiales.

El señor CANTERO.- Yo renuncio al uso de la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Qué les parece que intervengan los Senadores Chahuán y Lagos, ambos representantes de la Quinta Región?



Si no hay objeción, le daré la palabra primero al Honorable señor Chahuán. 

El señor LETELIER.- Deseo hablar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Y luego, al Senador señor Letelier.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, tal como señalé en la oportunidad anterior en que debatimos sobre el asunto, esta reforma constitucional, que se refiere a los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, pertenecientes a la Sexta Circunscripción, que represento en el Senado, es de suma importancia, por lo que se hace necesario que la aprobemos a la mayor brevedad.



El proyecto tiene por objeto restringir el ejercicio de los derechos de permanencia y de residencia en los referidos territorios especiales, como asimismo el de libre circulación hacia ellos, con el fin de proteger el medioambiente, propender a su desarrollo sustentable y, al mismo tiempo, resguardar el patrimonio histórico y arqueológico de dichas posesiones insulares.



La indicación sustitutiva que ha introducido el Poder Ejecutivo ha salvado los reparos que existían respecto a la legalidad de restringir esas garantías constitucionales y a si bastaba para ello una reforma a la Carta Fundamental o si solo procedía una ley orgánica constitucional o una ley de carácter ordinario.



Señor Presidente, el Archipiélago Juan Fernández ha sido declarado Reserva Mundial de la Biósfera, y en él coexisten una flora y una fauna de inmensa diversidad que lo diferencia del territorio continental de nuestro país.



Por su parte, la Isla de Pascua, o Rapa Nui, cuyas especiales características son de sobra conocidas por todos los chilenos, ha sido declarada Patrimonio de la Humanidad, dada su riqueza arqueológica.



Asimismo, ambos territorios exhiben un potencial turístico de un valor inmenso, que los hace ser objeto de visitas por parte de numerosos extranjeros que acuden de modo regular a admirar sus bellezas.



En lo que al Archipiélago Juan Fernández respecta, fue afectado por el tsunami ocurrido inmediatamente después del terremoto del 27 de febrero del año antepasado, que provocó graves daños a bienes públicos y privados, debiéndose lamentar, además, la desaparición de siete personas.



Actualmente y gracias al empuje de sus habitantes, que son muy eficientemente conducidos por su alcalde, se están efectuado las faenas de reconstrucción mediante la ayuda que les proporciona el Supremo Gobierno a través de la intendencia y de la gobernación.



Pero esa reconstrucción, que ha de mantener las características propias del archipiélago, debe tener también como objetivo primordial proteger el medioambiente y propender al desarrollo sustentable, en los términos en que lo define expresamente la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



Por tal razón, con relación a dicho territorio, se justifica plenamente, en nuestro concepto, la limitación a los derechos fundamentales de permanencia, de residencia y de libre circulación que se consagra en esta reforma cuya aprobación se nos demanda, ya que ello constituye una sana medida de resguardo al entorno ambiental que debe necesariamente preservarse en aquella hermosa posesión insular.



Y en lo referente a Isla de Pascua, aun cuando no fue afectada por el fenómeno telúrico que causó graves daños y estragos en gran parte del territorio continental, debe igualmente preservarse su especial hábitat, que es rico tanto en especies botánicas muy particulares como en fauna marina y terrestre, a lo que debe agregarse la característica de ser un verdadero museo abierto, conformado por maravillosas piezas arqueológicas que se encuentran emplazadas en diversos sectores de su superficie y que son motivo de veneración ancestral por sus habitantes.



Es de tanta importancia ese derecho fundamental, que la propia Constitución Política, en su artículo 19, N° 8°, dispone: “La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”.



Hago presente que en 1930 la población de Isla de Pascua era de unos 500 habitantes. Hoy el último censo nos dice que en ella viven más de 5 mil 500 personas.



En la actualidad, claramente Rapa Nui presenta un problema de capacidad de carga en términos ambientales: no dispone de alcantarillado y tampoco de un vertedero. Por tanto, en ella existe un riesgo serio de ver contaminadas sus napas subterráneas, elemento vital para sus habitantes.



Por eso cabe señalar que con esta reforma constitucional no hacemos sino ratificar lo que ya estableció con anterioridad el constituyente, al permitir que la ley -obviamente, ha de ser de rango orgánico constitucional- estatuya tales restricciones, que tienen un carácter específico y que, por ende, cumplen con el objetivo de proteger el medioambiente.



Por lo mismo, pido a los colegas que aprueben el informe de la Comisión Mixta relativo a un proyecto que ha impulsado en esta oportunidad el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera -la iniciativa fue presentada con anterioridad, pero la actual Administración fue la que le dio el impulso para ser votada hoy-, porque va a ir en beneficio directo de los habitantes de Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le doy la palabra al Senador Letelier o al Senador Lagos?

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo voy a ser muy breve.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir solo uno de los dos.



Ese fue el compromiso.

El señor LAGOS.- Es que no me voy a demorar más de 15 segundos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, tiene la palabra el Senador señor Letelier, a quien puede pedirle una interrupción.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, con su venia, le concedo la interrupción al Honorable señor Lagos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Señor Senador.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, entendiendo que el espíritu es tratar esta materia como si fuera de Fácil Despacho, solo quiero decir que voy a apoyar el proyecto, pues lo he empujado con fuerza.



Creo que lo acordado por la Comisión Mixta ayuda a resolver el problema inicial que se nos planteó. Pero me parece que quedará muy abierto el asunto relativo a quién va a calificar las condiciones en las cuales vamos a limitar el derecho de tránsito.



Dicho eso, le devuelvo la palabra al Senador señor Letelier, quien tiene un punto de fondo que manifestar respecto de la iniciativa.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Retoma el uso de la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, lo primero es agradecer al pueblo rapanui por haber puesto esta materia en el debate. Si hoy abordamos una reforma constitucional, es porque esa comunidad manifestó su inquietud por la dramática situación que se vive en una isla que queda a más de 2 mil 700 kilómetros de Chile continental. 



Dicha comunidad tiene escasez de agua dulce y ha sufrido una migración creciente de personas hacia la isla. Tal situación la ha facilitado muchas veces el mismo Estado, directa o indirectamente, a través del envío de funcionarios públicos.



Por ende, resulta muy importante entender el origen de la iniciativa: el pueblo rapanui, a través de sus autoridades, levantó una bandera de lucha para poner un freno a la migración, lo que nos ha llevado a este punto para legislar.



La propuesta de la Comisión Mixta que vamos a votar, a mi juicio, constituye un retroceso con relación al planteamiento original. El proyecto aprobado por el Senado señalaba: “En los referidos territorios especiales,” -mi preocupación es la Isla de Pascua- “con el fin de proteger el medioambiente y propender a su desarrollo sustentable, podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o residencia, como asimismo el de libre circulación hacia ellos”.



Ese texto es explícito en cuanto a las causales, por lo que me gusta más que el que se somete a nuestra consideración, que remite a las leyes especiales de quórum calificado que deberán dictarse. 



Prefiero la propuesta original, pues expresa que Rapa Nui tiene un problema de sustentabilidad medioambiental. ¡Porque una isla en medio del Pacífico no puede resistir cualquier población!



A ello se suma un concepto que estaba implícito en el texto de la Cámara Alta: la sustentabilidad de la cultura rapanui, de su comunidad, de su lenguaje, de su identidad.



Por eso yo era partidario de la proposición inicial. 



Entiendo que otros defiendan un concepto distinto en esta materia. Por eso el informe de la Comisión Mixta presenta un texto alternativo, que señala: “Los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de la República, garantizados en el numeral 7° del artículo 19, se ejercerán en dichos territorios” -los especiales- “en la forma que determinen las leyes especiales”.



Hay una diferencia entre incluir las causales en la Constitución y remitirlas a una ley menor. Es distinto si el Congreso precisa lo que queremos defender: la sustentabilidad de una comunidad que vive en medio del Pacífico.



En la norma propuesta no se concreta ese pronunciamiento. No se está comprendiendo, a mi juicio, por qué era necesaria esta reforma constitucional.



Por cierto, en las leyes especiales que se deberán dictar a este efecto se tendrán que definir otras materias. Por ejemplo, si los funcionarios públicos que se encuentran en Isla de Pascua pueden desarrollar actividades económicas cuando están trabajando allá, que es una de las causales que hoy provocan distorsiones, por cuanto les quitan fuentes de trabajo a los pascuenses.



Habrá que preguntarse, a la hora de debatir la normativa legal pertinente: ¿Qué se entiende por “residir”? ¿Quiénes van a tener derecho a residencia permanente en la Isla? ¿Solo los pascuenses? ¿También sus hijos, aunque uno de los padres sea del continente y no pertenezca a la etnia? ¿Y qué pasará con quienes han residido en la isla durante 20 años?



Son otros los conceptos que deberían estar en dichas leyes especiales, después de que en la Constitución se precisara por qué se restringe el derecho constitucional de la libertad de circulación en esos territorios.



Señor Presidente, reitero que el texto original era mejor.



En todo caso, voy a respaldar esta iniciativa de reforma constitucional porque considero que igual servirá al propósito que levantó la comunidad pascuense, reflejado en las opiniones que la gobernadora señora Carmen Cardinali recogió en varias ocasiones.



Estimo que esto es un avance. 



Sin embargo, espero que en la tramitación de las leyes especiales se entienda que una de las causales principales es defender la sustentabilidad de la cultura rapanui, defenderla en su plenitud, y que de la misma forma podamos restringir el que personas se desplacen a la Isla para quitarles la fuente de trabajo, para copar espacios que deberían ser propios de la comunidad.



Esta reforma constitucional -como digo- ha sido gracias a las movilizaciones, a las demandas del pueblo pascuense.



Creo que habría sido mejor el texto que aprobamos originalmente.



Empero, voy a aprobar el que se nos presenta ahora, que es producto de la Comisión Mixta. Espero que en la ley orgánica defendamos la identidad del pueblo rapanui.



Voto que sí.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay tiempo, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- A Su Señoría le restan aún 10 segundos. ¡Es para conocer el trabajo compartido con el Senador Lagos...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 32 señores Senadores. 



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior).- Señor Presidente, simplemente, por su intermedio, agradezco a todos los Senadores el apoyo que se le ha brindado a este proyecto. Es una reforma constitucional que nos ha parecido -y entiendo que también al Senado- significativa e importante, que establece un estatuto migratorio para Isla de Pascua.



Así que cumplo con agradecer en nombre del Gobierno el respaldo recibido por esta iniciativa.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

ESTABLECIMIENTO DE LEY MARCO DE BOMBEROS DE CHILE

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece la ley marco de los bomberos de Chile.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7897-22) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 78ª, en 30 de noviembre de 2011.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización (verbal): sesión 84ª, en 21 de diciembre de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo) (verbal): 87ª, en 10 de enero de 2012.


Discusión:



Sesión 84ª, en 21 de diciembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de esta iniciativa, se acordó que habrá tres minutos para cada Comité que quiera hacer uso de la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para que rinda un informe verbal sobre esta iniciativa.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados nos hizo llegar un proyecto denominado “Ley Marco de los Bomberos de Chile”, que tiene como objeto fundamental constituir el Sistema Nacional de Bomberos, el cual estará integrado por los cuerpos de bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. De tal manera que se da un marco jurídico a los cuerpos de bomberos en su accionar.



En segundo lugar, los cuerpos de bomberos integrantes del Sistema Nacional tendrán por objeto atender, gratuita y voluntariamente, las emergencias causadas por la naturaleza o el ser humano, tales como incendios, accidentes de tránsito u otras, sin perjuicio de la competencia específica que tengan otros organismos públicos y/o privados.



Señor Presidente, diría que en estos dos primeros artículos que leí se encuentra el elemento central de esta iniciativa, aprobada en forma unánime por la Cámara de Diputados.



La creación del Sistema Nacional de Bomberos es, a nuestro juicio, un paso fundamental, que tendrá un rol también esencial cuando discutamos el proyecto de ley sobre protección civil. Y dicho Sistema estará integrado a ello.



Junto con la aprobación de la Cámara de Diputados, del Senado en general y de la Comisión de Gobierno, que despachó el proyecto en forma unánime, el Ejecutivo presentó alrededor de siete indicaciones, que vienen a complementar muy adecuadamente las normas de este Sistema Nacional de Bomberos.



Entre las más relevantes, se halla la que recae en el artículo 4° de este proyecto, que tiene por objeto precisar que el Ministerio del Interior será el encargado de coordinar las acciones de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de los cuerpos de bomberos que tengan relación con los órganos de la Administración.



Esta norma podría parecer de Perogrullo, u obvia. Pero no era tan así, porque toda la legislación, por una razón histórica, estaba relacionada con la Superintendencia de Valores y Seguros, por lo que incluso cuando discutíamos en la Ley de Presupuestos los recursos de Bomberos, las normas relativas a su financiamiento iban al presupuesto de dicha Superintendencia.



Por lo tanto, aquí se coloca la realidad. La coordinación de los bomberos en las acciones de bien público que desarrollan de Arica a Magallanes siempre se hace a través del Ministerio del Interior, de las Intendencias Regionales, de las Gobernaciones Provinciales. De tal modo que este cuerpo legal viene a dar el sustento jurídico a una realidad, cuestión que se ha trabajado adecuadamente.



La segunda indicación presentada por el Gobierno tiene por finalidad determinar con claridad las fuentes de financiamiento de estas entidades: los fondos que considere la Ley de Presupuestos de cada año; los aportes que reciban de los gobiernos regionales y de las municipalidades; los ingresos por servicios prestados a terceros que no sean la atención de incendios o accidentes de tránsito; donaciones o aportes que reciban de otras personas, y los bienes que conforman su patrimonio.



Por lo tanto, a través de una ley, se va a estructurar adecuadamente todo lo que dice relación con el financiamiento. Y el Sistema Nacional, que estará integrado por la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos y por los cuerpos de bomberos, tendrá que regirse en lo relativo a su financiamiento, a sus recursos, por las normas establecidas en esta ley en proyecto.



También se establece mediante las indicaciones del Ejecutivo que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos y los cuerpos de bomberos deberán rendir cuenta respecto de la inversión de los fondos que les sean dispuestos en la Ley de Presupuestos. ¿Y a quién? A la Subsecretaría del Interior y a las Intendencias y Gobernaciones respectivas.



En consecuencia, señor Presidente, se normaliza de manera adecuada la relación del Estado, del Gobierno, con una institución fundamental para la República, que es esencial para la tranquilidad ciudadana: los cuerpos de bomberos.



Las demás indicaciones -me referiré a ellas escuetamente por el breve tiempo de que dispongo para rendir este informe- que el Ejecutivo presentó dicen relación con adecuar otras normas para que la institucionalidad con la que se van a regir los cuerpos de bomberos, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos, esté acorde con esta iniciativa legal. Por ejemplo, eliminar toda la normativa referente a la Superintendencia de Valores y Seguros que mencioné.



Señor Presidente, lo que hoy está discutiendo el Senado es un hecho relevante, porque una institución tan señera, tan fundamental, como los Bomberos de nuestro país, tendrá un cuerpo legal, un sistema, se hallarán bajo una regulación legal, que verdaderamente les va a permitir desarrollar con mucho mayor autonomía y disciplina una actividad esencial para todos y cada uno de nosotros.



Por consiguiente, como Senador informante de la Comisión de Gobierno, llamo a Sus Señorías a aprobar unánimemente este proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, como se señaló, daremos tres minutos por Comité.



Ha pedido la palabra el Senador señor Sabag a nombre del Comité Demócrata Cristiano.

El señor SABAG.- Señor Presidente, aunque parezca increíble, Bomberos de Chile, institución con más de cien años al servicio del país, no disponía de una normativa que los rigiera.



Y ahora último, a raíz de la ley N° 20.500 (sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública), se estableció con que basta que las instituciones se inscriban en los registros de las municipalidades para que obtengan personalidad jurídica en forma inmediata. Y eso, por supuesto, iba a producir una gran distorsión en la organización de los cuerpos de bomberos.



Por eso, se activó este proyecto de ley en la Cámara de Diputados -llevaba cerca de cinco años-, donde existe una Comisión especial de Bomberos que estudió esta nueva normativa que regirá a la mencionada institución. 



La semana pasada aprobamos la iniciativa en forma unánime en la Sala del Senado y hoy la acogimos también por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Estábamos a la espera de que el Ejecutivo presentara las indicaciones correspondientes. Al final, formuló ocho, las cuales, en el fondo, vienen un poco a cambiar la relación de Bomberos con las instituciones del Estado.



Hasta hoy, lo hacía a través del Ministerio de Hacienda y de la Superintendencia pertinente, cuando lo lógico y normal es que sea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante la Subsecretaría del Interior, el que se entienda y relacione con ellos.



Creo que todos tenemos la mejor opinión acerca de Bomberos de Chile, institución que suma varios mártires, quienes han entregado su vida sirviendo voluntariamente a la patria, y que constituye un ejemplo para las entidades bomberiles del mundo.



Por lo tanto, nuestra disposición siempre ha sido respaldarlos y ayudarlos con generosidad.



Actualmente, los aportes a bomberos que hacen los gobiernos regionales y las municipalidades resultan mucho más significativos que los del Gobierno central. Y aquí se han establecido las normas sobre dónde se rinden las cuentas: a los gobiernos regionales, a las intendencias y al Ministerio del Interior.



Además, con la presente normativa queda mucho más clara, más expedita la relación de este importante cuerpo de voluntarios del país con el Ejecutivo, la cual se llevará a cabo a través del Ministerio del Interior.



Por eso aprobamos por unanimidad el proyecto en la Comisión. Y le hemos dado un trato sumamente exprés: acogimos la idea de legislar la semana pasada y hoy lo estamos despachando definitivamente. Y no me cabe ninguna duda de que la Cámara de Diputados cumplirá con el último trámite mañana.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier a nombre del Comité Socialista.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este trabajo comenzó -hay que reconocerlo- en la Cámara de Diputados, donde hace varios años se formó una Comisión especial -la presidió, entre otros, el Diputado señor Ulloa- que ha trabajado muy lealmente en el debate de distintas iniciativas acerca de situaciones que afectan a este importante y prestigioso voluntariado del país, que tiene más de 160 años de presencia y actividad permanente en el territorio nacional. 



En sus primeros tiempos, la discusión versaba sobre cómo garantizar financiamiento y, mediante la Superintendencia pertinente, asegurar que se pagaran los accidentes. 



Posteriormente, se evolucionó hacia esta ley marco.



En primer término, quiero reconocer el trabajo de los Diputados y también el del Senado, pero que ha ido muy de la mano de esta tremenda institución que es Bomberos de Chile.



El establecimiento de una ley marco permite no solo reunir en un cuerpo legal normativas dispersas y darle cierta racionalidad a un debate posterior que se necesitará respecto a otras leyes, sino, por sobre todo, que se definan ciertas jerarquías y reglas básicas entre la sociedad y la mencionada institución.



Esto, hoy, reviste una tremenda importancia. Porque resulta muy relevante clarificar quién determina el proceso de constitución de un cuerpo de bomberos; quién estipula, en particular, la formación de una brigada o compañía; bajo qué estructura se rige una institución por excelencia jerárquica; cómo se vinculan estas entidades a nivel territorial con los consejos regionales y, por cierto, con la Junta Nacional, y a la vez, cómo una institucionalidad con miles y miles de voluntarios a lo largo del país se relaciona con el Estado, en particular el Ministerio de Interior y la ONEMI, y, en ocasiones, con otros organismos que combaten incendios, como las brigadas forestales de la CONAF.



Señor Presidente, somos varios los que hemos querido que este proyecto avance rápido, porque lo entendemos justo y merecido. Pero también es necesario sacarlo con celeridad para evitar ciertas distorsiones.



Junto con anunciar que los integrantes de la bancada del Partido Socialista vamos a votar a favor de la iniciativa con interés y con compromiso, asimismo queremos plantear que, en algún momento, debemos complementarla con formas de financiamiento, que son muy importantes.



Representamos con el Senador señor García-Huidobro a una de las Regiones que más aporta a Bomberos de Chile en maquinaria pesada, en cuarteles, no bajando en ningún año de una cifra de ocho ceros.



¿Qué dice, Senador señor Sabag?

El señor SABAG.- Son miles de millones.

El señor LETELIER.- Exactamente, todos los años la Sexta Región aporta miles de millones de pesos, y me siento muy contento de que así sea. 



La Región del Libertador General Bernardo O’Higgins posee 33 comunas, en 32 de las cuales hay cuerpos de bomberos que funcionan en forma regular. 



Señor Presidente, después necesitamos precisar otras normas, que dicen relación a cómo aseguramos el financiamiento cuando haya un accidentado y a que la Superintendencia correspondiente cumpla en los plazos necesarios, porque con los voluntariados, a lo menos, debemos tener como sociedad una reacción colectiva de solidaridad.



Vamos a votar a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán a nombre del Comité Renovación Nacional.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me siento particularmente honrado de que por fin se haya podido despachar un proyecto de ley que regula y establece un marco jurídico para Bomberos de Chile.



La iniciativa tuvo su origen en una Comisión especial que solicitamos junto con los actuales Senadores señores Quintana y Tuma. 



Con el primero de los nombrados nos tocó integrar su labor cotidiana y después de un trabajo arduo, semana tras semana -Su Señoría lo recordará- y con presencia de la Junta Nacional, se fue articulando esta trama jurídica, a los efectos de poder establecer un marco legal para Bomberos de Chile.



Tal como lo señalaba el Honorable señor Letelier, dicha Comisión especial fue presidida por el Diputado señor Ulloa. Durante seis meses estuvimos trabajando y le llevamos el proyecto a La Moneda a la ex Presidenta Michelle Bachelet para que lo enviara al Congreso Nacional.



La iniciativa establece un Sistema Nacional de Bomberos; un marco jurídico; la relación de los cuerpos de bomberos con la respectiva Superintendencia, y la coordinación nacional con el Gobierno, con responsabilidad en el Ministerio del Interior.



Quiero hacer un reconocimiento a la mencionada Comisión especial, en virtud de la cual surgieron proyectos importantes sobre la materia. 



Por ejemplo, aquellos que buscaban declarar inembargables determinados bienes de los cuerpos de bomberos. Tuvimos ocasión de presentarlos después de que algunas compañías sufrieran el embargo de los carros con que prestaban sus servicios.



También acudimos frente a la eventualidad de que las compañías aseguradoras restaran de los seguros a los cuerpos de bomberos.



Asimismo, se abordó la situación que se produce ante la ausencia de un marco jurídico que regule la relación de los cuerpos de bomberos y la Superintendencia respectiva, por conflictos que pudieran existir entre ellos.



En tal sentido, quiero rendir homenaje al Cuerpo de Bomberos de Chile, uno de los pocos voluntarios en el mundo, que presta sus servicios de manera muy abnegada, sin muchos recursos materiales ni económicos. En efecto, en reiteradas ocasiones vemos que los bomberos salen a la calle prácticamente a pedir limosna...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero terminó su tiempo.



Puede concluir la intervención.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Decía que los bomberos salen a la calle prácticamente a pedir limosna para estar en condiciones de atender a la ciudadanía.



En ese contexto, el Cuerpo de Bomberos de Chile merece un reconocimiento.



Más aún: en la formulación de la ley marco en proyecto les consultamos si dábamos el paso hacia su profesionalización, y señalaron que por ningún motivo, pues uno de los aspectos por los cuales se sienten orgullosos es justamente la voluntariedad del servicio que les prestan a todos los chilenos.



Por eso, los bomberos merecen un justo homenaje.



Señor Presidente, aprovecho los diez segundos que me restan para felicitar el trabajo compartido que llevamos adelante con el Senador Lagos en torno al proyecto sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández.



Muchas gracias.

El señor LAGOS.- Gracias, Senador Chahuán. Es el nacimiento de una nueva relación: ¡el hombre nuevo...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la UDI, valoro el tremendo trabajo que se realizó con Bomberos de Chile a fin de tener una ley marco de esta institución.



En este momento nos acompaña don Miguel Reyes, Presidente de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos.



Precisamente el sábado recién pasado, con motivo de la celebración de los cien años de la Cuarta Compañía de Rancagua, se conversó sobre el tema y se habló de la urgencia de las votaciones que habrían de efectuarse hoy en el Senado y mañana -¡Dios quiera!- en la Cámara de Diputados. Ello, porque en la actualidad es perfectamente posible la existencia de inscripciones y de cuerpos de bomberos con miembros que en muchos casos han sido expulsados de la institución. De modo que resulta fundamental que este proyecto pase a la Cámara Baja mañana, al objeto de que sea ley de la república en los próximos días.



Valoro esta tremenda labor, que presidió en la otra rama del Congreso el Diputado Ulloa, hombre que se ha esforzado, que ha trabajado junto con la institución y ha sido un bombero ejemplar.



Yo tengo la suerte de participar en la Tercera Compañía de Rancagua, que el 8 de diciembre próximo cumplirá cien años de labor al servicio de nuestra comunidad.



En nombre de la UDI, señor Presidente, valoro el trabajo tanto de la Comisión del Senado cuanto de la Cámara de Diputados para que Bomberos reciba el reconocimiento legal que merece.



Como bien manifestaron los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, el hecho de que los bomberos quieran seguir sirviendo en forma gratuita y voluntaria a todos nuestros ciudadanos es el mejor ejemplo de la solidaridad y el heroísmo de numerosas personas que han perecido por salvar la vida o los bienes de sus semejantes.



Señor Presidente, se han vivido momentos difíciles en los últimos días. El fuego ha sido uno de los problemas serios sufridos por nuestro país. La justicia deberá investigar, pues hay focos de incendios originados en forma absolutamente “poco voluntaria”, por decir lo menos. Y hoy tenemos víctimas fatales: siete chilenos que murieron combatiendo contra las llamas y defendiendo nuestros bosques.



En tal sentido, rindo un homenaje a Bomberos de Chile. Estamos orgullosos de esa institución. Y espero que mañana la Cámara de Diputados también apruebe este gran proyecto marco.



En nombre de la UDI, felicito a sus miembros y les manifiesto que votaremos a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, también concurrí con mi voto favorable a la aprobación de este proyecto de Ley Marco para Bomberos.



Cuando se habla de los servidores públicos, una de las instituciones que sin lugar a dudas llevan la delantera es Bomberos. Sus voluntarios otorgan un verdadero servicio público a nuestro país y salvan vidas arriesgando la propia.



Pero hay abusos. Y los hice ver durante la discusión de la iniciativa.



Por ejemplo, producto de la eficacia de los bomberos, la gran beneficiada es la industria de los seguros. En la medida que ellos son más eficaces, las compañías aseguradoras ganan más plata, y mucha. Pero el aporte de estas es mínimo -lo han expresado algunas autoridades de Bomberos; otras señalan algo distinto-, comparado con la contribución que les hace la institución en comento.



Es en ese punto donde espero que avancemos hacia una ley que posibilite, en justicia, que un porcentaje de las millonarias utilidades obtenidas por las empresas aseguradoras contribuya al financiamiento de a lo menos parte de las actividades que llevan adelante los distintos cuerpos de bomberos en nuestro país.



Obviamente, concurriré con mi voto afirmativo. Y, tal como el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, rindo homenaje a la referida institución.



Me tocó presenciar la enorme labor de Bomberos en el combate del incendio que afectó al parque nacional Torres del Paine. Fue una faena enorme, que se llevó a cabo con la participación de efectivos de Argentina y otros países que lucharon con los nuestros permanentemente, hora tras hora, contra el devastador siniestro.



Una vez más, tributo un merecido homenaje a esa noble institución, donde se encuentran las verdaderas y los verdaderos servidores públicos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Para rendir el informe verbal de la Comisión de Hacienda, tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, en esta iniciativa se presentó una indicación del Ejecutivo sobre los aportes que Bomberos recibe de los gobiernos regionales, de las municipalidades, de acuerdo a la ley vigente. 



Tengo aquí el informe financiero correspondiente, que se remite a esos puntos. En él se señala que la indicación “Incorpora dos artículos transitorios nuevos, el tercero establece que la Subsecretaría del Interior asumirá las actuales atribuciones de la Superintendencia de Valores y Seguros. El cuarto se refiere a la autorización al Presidente de la República para conformar, mediante uno o más decretos, el presupuesto de Bomberos en la partida presupuestaria del Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.



Y en cuanto al efecto del proyecto de ley sobre los gastos fiscales, el mencionado documento aclara que la indicación no irroga mayor gasto fiscal debido a que solo se contemplan reasignaciones de recursos entre diferentes Partidas ya aprobadas en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2012.



La Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad el informe financiero, para que quedara incorporado a la iniciativa de Ley Marco de Bomberos y esta fuera remitida a la Cámara de Diputados para su despacho definitivo el día de mañana.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Si le parece a la Sala, abriré la votación, aun cuando faltan las intervenciones de los Honorables señores Gómez y Quintana.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Previo a eso, debo informarles a Sus Señorías que, según me señaló la Secretaría de la Comisión, el artículo 6°, letra a), del proyecto es de rango orgánico constitucional, porque se refiere a los consejos regionales y a las municipalidades.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, aprobamos esta iniciativa en un momento de especial sensibilidad, a raíz de un incendio devastador -como dijo el Senador García-Huidobro-, pero al mismo tiempo trágico. Se trata de uno de los siniestros más infaustos de los últimos años, pues cobró la vida de siete brigadistas forestales en la Región de La Araucanía, que represento en el Senado.



Ese incendio se originó en la provincia de Cautín. Para ser preciso, en la comuna de Carahue, que representan los colegas Tuma y García. Y sus víctimas fatales son de mi zona: La Araucanía norte.



Por cierto, es un momento de mucho dolor en la Región.



Al aprobarse hoy este proyecto se establecen para los bomberos exigencias mayores, estándares mucho más altos, lo que por cierto reviste gran significación.



No es fácil para una institución privada como Bomberos de Chile, que cumple una función pública, someterse a un régimen de tales características, a un sistema tan completo como el diseñado en esta iniciativa.



Ya señaló el colega Chahuán que, cuando ambos éramos Diputados, iniciamos la discusión sobre esta materia, incluso como autores de la idea original, en la Comisión especial que funcionaba al efecto en la Cámara Baja, órgano técnico que, entre otras tareas, debió ayudar a la Junta Nacional de Bomberos en la resolución de cuestiones tan relevantes como el pago de primas puestas en duda por la Superintendencia, que hasta ahora ha tenido un rol tutelar con relación a los cuerpos de bomberos; el papel de los cuarteleros, y una serie de aspectos en que claramente se requería ley.



Por eso, saludo la presencia de los Cuerpos de Bomberos, representados por el Presidente de la Junta Nacional, don Miguel Reyes.



Ellos saben bien del trabajo acucioso hecho por la Cámara de Diputados, el cual se continuó en la Comisión de Gobierno del Senado, que debió revisar el proyecto que nos ocupa y el conjunto de las indicaciones que se le formularon.



Ahora, al igual que el colega Víctor Pérez, quiero destacar el artículo 2°, pues percibo que ahí se expresa nítidamente la misión: “Los Cuerpos de Bomberos integrantes del Sistema Nacional de Bomberos, tendrán por objeto atender, gratuita y voluntariamente las emergencias causadas por la naturaleza o el ser humano, tales como, incendios, accidentes de tránsito u otras, sin perjuicio de la competencia específica que tengan otros organismos públicos y,o privados.”.



Considero relevante ese precepto, que se halla bastante relacionado con los incendios del sur ocurridos durante los últimos días, donde los bomberos dejaron de manifiesto que para afrontar las emergencias tienen más competencia, cuentan con mayor experiencia, al igual que CONAF y muchas empresas privadas.



Reviste significación que, asimismo, podamos escuchar cuanto puede decir Bomberos, cuya capacidad investigativa es muy destacable.



Este proyecto aporta mucho a Bomberos de Chile en el ámbito de la transparencia.



Entidades como la Contraloría, las gobernaciones y las intendencias habrán de fiscalizar los recursos públicos que recibe dicha institución.



En el articulado se aborda muy bien lo concerniente a las donaciones. Y asimismo, la modalidad para el otorgamiento de personalidad jurídica. Es decir, no podrá constituirse cualquier brigada; de lo contrario, habría que disponer de infraestructura, carros, registro especial en el Servicio de Registro Civil.



En fin, señor Presidente, el proyecto es bastante completo. Contiene un sistema único -como manifestaron varios Senadores- para una institución a la que, en mi concepto, se debe seguir apoyando y escuchando.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es notable la actividad que realizan voluntariamente a lo largo de Chile los miles de bomberos existentes en todas las comunas. Ello pone de manifiesto la importancia que la tantas veces nombrada institución reviste para la vida cotidiana de los habitantes.



Por consiguiente, cada vez que se aprueba un proyecto de ley vinculado con el Cuerpo de Bomberos uno siente satisfacción, pues ello envuelve un reconocimiento a una labor no impuesta y al riesgo que implica enfrentarse voluntariamente a enormes peligros para salvar vidas y bienes, como sucede hoy, cuando el país es testigo de una dolorosa catástrofe derivada de incendios que ya provocaron la muerte de siete muchachos de una brigada forestal -no eran bomberos- que realizaban su función en condiciones bastante precarias, según han informado los propios medios.



Entonces, hay allí una cuestión muy de fondo.



Ahora, señor Presidente, quiero ir en una dirección bien específica -y le solicitaría al Ejecutivo que avanzara hacia ella-: es inadmisible que año tras año el Cuerpo de Bomberos deba salir a las calles para pedir recursos.



Pienso que, frente a una institución tan importante como esa, debería mediar una definición de Estado a los efectos de dotarla de los dineros necesarios para llevar a cabo su actividad voluntaria, en sus diversas especialidades.



Hay cosas demasiado ilógicas, como la de muchas veces tener que pedir recursos para salvar situaciones que competen al Estado.



Por ejemplo, es inentendible que todavía los peajes no sean gratis para los bomberos y las unidades de emergencia. El Senador Prokurica presentó un proyecto de ley sobre el particular; ojalá que se tramite con la urgencia requerida.



Cada cierto tiempo nos encontramos con situaciones como aquella: se denuncian públicamente; nos escandalizamos ante ellas, pero no se resuelven.



Por eso, siendo este un momento importante para el Cuerpo de Bomberos, debo connotar que quedan pendientes tareas muy significativas, sobre todo en lo concerniente al otorgamiento de recursos y al establecimiento de condiciones de seguridad para los miles de jóvenes, hombres y mujeres, que desarrollan su trabajo voluntario a lo largo de nuestro país.



Por eso, un homenaje a dicha institución y mi complacencia por la aprobación de la ley en proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (31 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido respecto de las normas que individualizó oportunamente el señor Secretario General.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, le pido que recabe autorización a los efectos de que la Comisión de Educación sesione paralelamente con la Sala desde las 19 para seguir debatiendo el proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?

La señora ALLENDE.- Sí.



--Así se acuerda.

REGULACIÓN PARA INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GIRARDI (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día, corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, con urgencia calificada de “suma” (Véase en los Anexos, documento 12). 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4991-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.


Transportes y Telecomunicaciones (nuevo): sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.


Transportes y Telecomunicaciones (segundo), sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.


Mixta: sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.


Discusión:



Sesiones 24ª, en 8 de junio de 2011 (se aprueba en general); 46ª, en 30 de agosto de 2011 (queda pendiente su votación); 47, en 31 de agosto de 2011 (se aprueba en particular).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de cinco enmiendas que efectuó el Senado:



-Artículo 1º: inclusión de artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I.



-Artículo 2º: incorporación de artículo 19 bis.



-Supresión de artículo 5º.



-Reemplazo de artículos 2º y 3º transitorios.



-Inclusión de artículos 4º y 5º, nuevos. 



Ahora bien, la Comisión Mixta, como forma de resolver esas discrepancias, formuló la siguiente proposición, que ya fue acogida por la Cámara de Diputados: 



-Aprobar con enmiendas los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I propuestos por el Senado.



-Aprobar con enmiendas el artículo 19 bis incorporado por la Cámara Alta.



-Aprobar como artículo 3º el artículo 5º propuesto por la Cámara de Diputados y suprimido por el Senado en el segundo trámite constitucional.



-Aprobar en los mismos términos los artículos 2º y 3º transitorios propuestos por la Cámara Alta.



-Aprobar con enmiendas los artículos 4º y 5º transitorios que despachó el Senado. 



La mayoría de esos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de la Comisión Mixta, vale decir por los cinco señores Senadores y los cinco señores Diputados que la integraron. Solo hubo algunas excepciones, en que el resultado registró uno o dos votos en contra.



Cabe hacer presente que el párrafo séptimo de la letra e) del inciso sexto y el inciso noveno del artículo 116 bis F; los incisos primero y tercero del artículo 116 bis G -ambos del artículo 1° permanente-, y el inciso octavo del artículo 4° transitorio requieren 20 votos para su aprobación, por contener normas de ley orgánica constitucional.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en la quinta y sexta columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de ser acogida.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, la verdad es que resulta escaso el tiempo disponible para explicar o tratar de explicar lo que ha sido la difícil y compleja tramitación del proyecto.



Y digo “difícil y compleja” porque lo que intentamos fue lograr una ecuación en orden a conseguir un cierto equilibrio entre los objetivos que se persiguen. ¿Cuáles son? Lo discutimos acá: primero, regular, obviamente, la instalación de las antenas de telefonía celular; segundo, buscar una reducción importante de la enorme cantidad de las existentes; tercero, velar por la salud, ya que, producto de la cultura o del acervo populares, se piensa que generan problemas serios en dicho ámbito; cuarto, contemplar una regulación que permita a los municipios tener algo que decir para autorizarlas, señalándose una serie de exigencias; quinto, garantizar la participación ciudadana en el emplazamiento, y sexto, posibilitar una mayor competencia y la entrada de operadores nuevos en un mercado altamente sensible y que hoy se halla prácticamente monopolizado por tres entidades, fundamentalmente.



También apuntamos a considerar formas de mitigación y compensación para los vecinos y sectores donde se sitúen las antenas. Teníamos que combinar el deseo de la mayoría de los ciudadanos de que sean retiradas con la necesidad de contar con ellas en los sectores rurales producto de la falta de conectividad. De hecho, la última semana que estuve en la Región que represento me plantearon en varias localidades, como prioridad básica, el fomento de la instalación.



Por último, desde el punto de vista de los usuarios, es evidente que perseguimos el propósito de disponer de un mejor servicio y más cobertura que garanticen el acceso general a la telefonía celular. Y, desde luego, nos interesan la difusión de Internet y de todos los mecanismos de conectividad para que niños y jóvenes puedan utilizar estos instrumentos en las escuelas, así como también, lógicamente, conseguir un servicio mucho más eficiente y barato.



Junto con lo anterior, se establecieron fórmulas para complementar la existencia de antenas con zonas turísticas.



Uno de los aspectos que más discusión generaron es qué hacer respecto de la posibilidad de retirar antenas en zonas que definimos como saturadas, donde se instalan más de dos, o sea, donde se plantea la entrada de otra. Lo que buscábamos es declarar el área en esa condición y obligar a la colocalización, es decir, a que en una sola torre se instalen varios operadores.



La cuestión más compleja para la búsqueda de una alternativa razonable dice relación con las zonas que denominamos “sensibles”, donde no pueden existir antenas -de ningún tipo- de más de 12 metros de altura, que es el otro debate que cruzó la iniciativa. Es decir, el punto radicaba en cómo regular ese tipo de instalación, que es la que más genera problemas frente a la ciudadanía. Se trata de áreas con escuelas, jardines infantiles, hogares de ancianos, hospitales, esto es, donde se registra una concentración de personas que pueden ser más vulnerables. Y ello se relaciona con lo que nos interesa proteger por sobre todas las cosas, que es la salud.



Como lo he expuesto rápidamente, he tratado de consignar las complicaciones de lograr un texto donde se puedan compatibilizar estos aspectos entre intereses distintos; entre la necesidad de contar con un buen servicio y la de que los operadores con antenas instaladas no sientan menoscabado su derecho de propiedad, porque la situación también podría haber terminado en los tribunales, en una espiral de juicios que no habrían llegado nunca a una solución, en realidad.



Lo que pretendemos con el proyecto, en definitiva, es una mayor regulación, más competencia y un servicio mejor, así como también más eficiente y barato para los usuarios, además de garantizar totalmente la salud de las personas.



Se me acabó el tiempo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene un minuto más, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias, señor Presidente.



Deseo agregar, nada más, que la propuesta no es la ideal, pero que, a veces, lo ideal es enemigo de lo bueno. Y, como lo expresaría nuestro querido ex Presidente Patricio Aylwin, es “en la medida de lo posible”. Lo digo porque buscamos cautelar los intereses de los ciudadanos; el patrimonio de quienes se ven afectados por la instalación de antenas; una mayor competencia con el ingreso de nuevos operadores, y la posibilidad de evitar la contaminación urbanística y de fomentar la mitigación y mimetización de las antenas.



Y, por último, lo que buscamos también es contemplar incentivos que obliguen a las empresas a instalar antenas de menor altura y a utilizar la tecnología moderna. Sabemos que esta última puede ser un poco más cara en una primera etapa, pero, en definitiva, es mucho más eficiente y la que se está empleando en el mundo entero.



Estimamos que con ello dictaremos una legislación muy acorde con la realidad de países mucho más desarrollados que el nuestro -expresada en las normas europeas, por ejemplo-, en términos de las exigencias relativas a las emisiones de las antenas y también a la forma como se autoriza su operación.



No es lo mejor, pero es bastante más de lo que hoy día tenemos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero agradecer a la autoridad de la Cartera de Transportes por su apertura respecto de la discusión de la iniciativa, la cual, como lo ha manifestado el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, no es simple. Se trata de un proyecto esperado, pero que daba lugar a opiniones distintas entre la Cámara y esta Corporación, y la voluntad del señor Ministro y del señor Subsecretario, como también de los asesores, permitió ir caminando en una materia nada de sencilla.



La materia que nos ocupa le interesa mucho a la comunidad, ya que en nuestras Regiones nos han reclamado con frecuencia que se levantan torres de la noche a la mañana y nadie se hace responsable. 



Alcaldes y concejales señalan: “Nadie nos preguntó”.



Todos, en definitiva, se sienten afectados por las instalaciones de este tipo, especialmente ante la preocupación que originan los efectos en la salud y la menor plusvalía de las propiedades.



Se estima que existen aproximadamente 12 mil 500 antenas en el país, pero que la necesidad que generen las comunicaciones, no solo por telefonía, sino también por Internet, y los distintos medios tecnológicos va a obligar a que en la próxima década más que se dupliquen.



La iniciativa en estudio pretende, por lo tanto, defender al menos cinco principios.



El primero de ellos es la preocupación principal por la salud de las personas. El Gobierno del Presidente Piñera ha tomado un camino que me parece extraordinariamente importante y que resguarda ese aspecto como ningún otro en relación con el asunto de que se trata, en el sentido de que se ha comprometido a exigir los mismos estándares que los cinco países de primer nivel de la OCDE. Ello, en la práctica, le da a la ciudadanía la seguridad de que los máximos cuidados que se toman en el mundo se van a aplicar en Chile.



El segundo es el funcionamiento del sistema. Porque observo que, a veces, algunos señores parlamentarios y dirigentes políticos reclaman contra la instalación de antenas, pero también al ir por la calle o por una carretera y cortarse las comunicaciones.



Mi Honorable colega Pizarro expuso el caso de las zonas rurales. Con la Senadora señora Allende representamos a la Región de Atacama, donde numerosos poblados carecen de telefonía celular. ¡Y para qué hablar de Internet! A las empresas no les ha importado la situación. Es necesario actuar a través de los subsidios que establece el Estado o de incentivos como los que hemos planteado -y lo determinó así la mayoría de la Comisión- en orden a no hacerle exigencias a la instalación en esas áreas, de manera que sus habitantes puedan acceder a la telefonía celular y a Internet.



En tercer término se encuentra la defensa del patrimonio de las personas, que se ve afectado por el emplazamiento de antenas. Hoy día, sin la legislación en proyecto, el valor de las propiedades cercanas baja ostensiblemente. La comunidad y el barrio serán compensados, entonces, con mejoramientos que autorizarán la Dirección de Obras Municipales y la junta de vecinos, lo que permitirá contar con más iluminación, con Internet, con comunicaciones, sin soportar solo una carga.



Además, será posible pedir al Servicio de Impuestos Internos, gracias a una iniciativa presentada por el Honorable señor Chahuán, la rebaja de contribuciones.



En cuarto lugar se halla la libre entrada de todas las empresas nuevas, porque de esa manera se generará una mayor competencia, un mejor servicio y un valor más bajo.



Finalmente, se apunta a la participación de las autoridades locales en las decisiones por las que tanto se ha protestado, pues no podemos ver más a presidentes de juntas de vecinos, alcaldes o concejales sorprendidos con la instalación de antenas cuando los pobladores les reclaman por ello.



Dado el tiempo que me queda, no podré referirme a otros aspectos que me parecen importantes, como la creación de un fondo de compensación concursable,...

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede concluir, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- ...la mimetización o una forma menos dura de emplazamiento, la colocalización, las zonas sensibles, la planificación en la instalación y las mayores exigencias respecto de las emisiones electromagnéticas.



En cuanto a las zonas saturadas, a través de la iniciativa en debate se hace un esfuerzo muy importante para evitar los verdaderos bosques de antenas y que ciertas comunidades o localidades sufran todos los efectos negativos, mientras el resto goza del beneficio de contar con comunicaciones.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Le pido al público asistente mantener silencio, por favor, para que sea posible proseguir con las intervenciones.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, los dos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra han explicado -no hace falta entrar en más detalles- cómo se ha ido desarrollando el trámite de la iniciativa en debate.



Es bastante complejo, por cierto, lo relacionado con la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones. Y me parece que se ha hecho un esfuerzo, efectivamente, por regular, ordenar, planificar y, sobre todo, garantizar. Ello debiera ser así.



Y digo “debiera” porque, a veces, conformarnos con el mal menor no es algo que nos tiene que satisfacer. Siempre deberíamos ir más lejos y prevenir.



El bien que debemos cautelar por encima de cualquier otro es la salud de la población.



A lo anterior se agrega el hecho de que en las zonas urbanas, en general, se observa que en los sectores pobres existen muchas antenas y terrenos baldíos para colocarlas. Esas propiedades pierden valor y los vecinos tienen menos capacidad para protestar que los más adinerados.



Ahora, el artículo 4° transitorio aprobado por la Comisión Mixta establece que los concesionarios que hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno y la arquitectura del lugar, en territorios saturados, deberán agruparse en una sola estructura. Pero ellos pueden no estar de acuerdo e instalar igualmente otra torre, para lo cual es posible optar por una palmera falsa, lo que se conoce como “minimización del impacto”, y una compensación con una obra equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo, o bien, por la realización de obras de mejoramiento que representen un monto no inferior al 50 por ciento de dicho valor.



A mi juicio, lo anterior no constituye un gran avance. Más bien implica aceptar que, a falta de acuerdo para la colocolización, se termine por agregar más antenas.



Y no solo eso. Pienso que también reviste cierta gravedad el hecho de que en las zonas saturadas, a diferencia de lo resuelto por la Cámara de Diputados, se podrán instalar, lamentablemente, nuevas antenas. Me parece que eso no es lo correcto.



Respecto de las llamadas “zonas sensibles” -salas cuna, asilos de ancianos, establecimientos de salud-, se había propuesto que se retirara el exceso de antenas. Honestamente, creo que era más adecuado lo que aprobó en ese sentido la Cámara de Diputados y no lo que estamos haciendo nosotros en cuanto a que esa medida no tendrá lugar.



Para decirlo en forma muy breve, comparto, por cierto, lo que se ha expresado -como lo expuso muy bien el Senador señor Prokurica, ambos representamos a la Región de Atacama- en orden a que en algunas zonas rurales todavía ni siquiera existe telefonía móvil.



Es más. He visitado campamentos de nuevos proyectos mineros en los que no se cuenta con instalaciones que les permitan a los trabajadores que residen allí mientras se desempeñan en las faenas comunicarse por telefonía móvil o acceder a Internet, lo cual atenta evidentemente contra la calidad de vida de personas que, de por sí, tienen que realizar una labor pesada, difícil, en condiciones muchas veces adversas.



Por lo tanto, necesitamos claramente reforzar el nivel de comunicación en zonas rurales, cordilleranas o de acceso complicado.



Dicho esto, señor Presidente, será preciso aprobar lo establecido por la Comisión Mixta, para enfrentar estos problemas de una vez por todas; pero no puedo dejar de mencionar mi preocupación por el exceso de antenas todavía existentes en las zonas sensibles y por la situación que se plantea con el desacuerdo, y al evadirse, en consecuencia, la colocalización y ser posibles nuevas instalaciones. Estimo que ello no corresponde.



Y me parece que deberíamos propender, en definitiva, a utilizar mejores tecnologías, porque, además, la historia de la mimetización es un cuento y carece de importancia. Detrás se halla una cuestión de dinero.



Lo importante es no atentar contra la salud de las personas, más allá del paisaje urbanístico, y ser capaces de garantizar que ella no será afectada por las ondas electromagnéticas.



Reitero que resulta obvio que en las zonas urbanas donde se ha registrado una mayor proliferación de antenas es en los sectores más pobres. Ni siquiera se consulta: muchas veces, aparecen las instalaciones porque un vecino logró llegar a un acuerdo, aun cuando ello desmerezca al conjunto, al pasaje. Y, como lo manifestamos, esta gente cuenta, generalmente, con menos posibilidades de defensa.



En algunos de los casos se avanza, pero no podía dejar de mencionar aspectos como los que señalé y la necesidad de perfeccionarlos.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Advierto al público asistente que aplico parejito el Reglamento. No se permiten manifestaciones desde las tribunas.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como aquí se ha señalado, hemos sostenido una discusión muy larga en el Congreso Nacional respecto de este proyecto. Y si bien -lo digo desde ya- no me parece que hayamos llegado al articulado cien por ciento perfecto que me habría gustado, de todas maneras considero que significa un hito importante, por cuanto hemos sido capaces, en alguna medida, de establecer normas para superar la verdadera “ley de la selva” que existe en este ámbito.



Hay demasiados barrios fuertemente golpeados por el emplazamiento de antenas. Represento en el Senado a la circunscripción Santiago Oriente, de la Región Metropolitana, y es una barbaridad la cantidad de enjambres de aquellas que existen y que se siguen instalando. De verdad, como se dice, hay “selvas” de antenas. Aparecen de un día para otro, a veces por necesidades de comunas vulnerables o de personas que viven una situación difícil y que, para conseguir algún ingreso, permiten la construcción de estos aparatos.



Señor Presidente, no estamos hablando de una o dos antenas de 20 metros, sino de hasta, a veces, cinco torres de gran altura en menos de una cuadra, lo que afecta la calidad de vida de los vecinos, disminuye el valor de las propiedades y genera serias incertidumbres sobre el impacto de sus radiaciones en la salud. No sabemos qué efectos tienen en ella. Pero la preocupación en esa dirección permanece latente.



Así ocurre en La Reina, Peñalolén, San Miguel, Macul, Puente Alto e, incluso, en Las Condes, en donde se han instalado verdaderas torres.



Por eso, creo que esta nueva regulación, si bien llega tarde, es de gran valor para todos los sectores urbanos, y en especial para las zonas densamente habitadas, como las comunas de clase media y de sectores más modestos.



No se trata de detener el progreso que requiere nuestro país -he conversado con diversos colegas de Regiones o de zonas rurales, quienes me han hecho ver que allí la situación es al revés: piden más antenas para estar mejor conectados-, sino de que él sea armónico con el desarrollo de las ciudades, con la planificación urbana y con las expectativas de la población.



En buenas cuentas, se trata, como lo señalé, de detener la “ley de la selva”.



La nueva normativa contendrá reglas claras a fin de que en el futuro, siempre que sea viable, se colocalicen las antenas en las torres existentes, para, de esa forma, disminuir significativamente la tasa de crecimiento del parque actual.



Además, se contemplan disposiciones distintas según la altura de la torre. Mientras más alta sea, más condiciones se deberán reunir, incentivándose la instalación de estructuras de menor tamaño.



También se establecen reglas para que las torres sean más amigables, a través de medidas de diseño y construcción que las armonicen con el entorno urbano.



Asimismo, se explicita el deterioro en el valor de las propiedades circundantes, producido fundamentalmente por estructuras sin medidas de diseño.



De esa forma, se fijan normas de compensación para los vecinos, a través de obras de mejoramiento del espacio público, por el equivalente a un porcentaje del valor de la torre.



Pero aún más relevante que lo dispuesto para el futuro es lo que se aborda para la situación del parque existente en la actualidad, ya que el número de torres experimentó un aumento explosivo en los últimos años, de lo cual somos testigos presenciales.



Los tristemente célebres enjambres de antenas van a tener que cambiar. De acuerdo a lo que se aprobó en la Comisión Mixta, donde existan tres o más estructuras de más de 12 metros en radios de 100 metros, las empresas deberán colocalizar las antenas en una sola torre, compensar fuertemente por su instalación y/o mimetizarlas.



Es decir, las cosas no quedarán como están. 



Por otra parte, en las zonas llamadas “sensibles” -ya se han señalado: establecimientos educacionales, consultorios, etcétera- derechamente se deberán retirar las torres que se encuentren a menos de 40 metros.



Creo que lo anterior implica un mínimo resguardo para los ciudadanos que requieren el cuidado de todos: niños, ancianos, enfermos.



Estas dos reglas, la de los enjambres y la de las zonas sensibles, permitirán disminuir significativamente el número actual de torres. Y eso sí que es relevante.



Señor Presidente, esperamos que tales normas se pongan en práctica para verificar sus resultados. Las empresas no debieran sentirse amenazadas por una nueva regulación, sino que debieran tomar esta legislación como una oportunidad para desarrollar sus servicios junto a la ciudadanía y de modo armónico con la ciudad.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve. 



Solo deseo expresar mi agrado por el término de la tramitación de este proyecto de ley, que lleva muchos años en trámite, que ha costado bastante despachar y que ha sido objeto de un trabajo muy grande en la Comisión de Transportes del Senado y, posteriormente, en la Comisión Mixta. Estas sesionaron durante meses y meses, semana tras semana. Y realizaron una gran labor.



Naturalmente, cabe destacar la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y del Subsecretario del ramo, quienes constantemente pugnaron por sacar adelante esta iniciativa, que resulta tan necesaria pues le va a dar tranquilidad y seguridad a la población.



Con su aprobación, también se van a terminar muchos mitos. Porque la comunidad generalmente cargaba con las municipalidades, con los alcaldes, con los concejales a propósito de las antenas, en circunstancias de que ellos no tenían ninguna facultad en esta materia, que se hallaba al margen de toda normativa.



Además, esta ley en proyecto apunta a satisfacer varios objetivos:

· Favorecer, por supuesto, la participación ciudadana en un asunto muy relevante para los vecinos y toda la comunidad.

· Buscar una compensación para las comunidades por la instalación de torres y antenas en su entorno. 

· Permitir la evolución tecnológica, que no puede quedar atrás.

· Solucionar las situaciones críticas permitidas por la ausencia de regulación sobre este tema.



Esperamos que esta iniciativa solucione todos los problemas.



Es evidente que todo el mundo requiere que ojalá donde se encuentre funcione su celular. Y cuando no hay cobertura, especialmente en las zonas rurales, la gente alega. Sin embargo, para que exista una amplia cobertura deben instalarse estas antenas, que se hallaban desreguladas y que ahora sí van a disponer de una regulación completa.



Esto nos pasa en muchas materias que analizamos: todas las personas generan basura, pero nadie quiere un vertedero cerca, ni siquiera en la comuna; todos quieren hablar por teléfono en la forma más expedita y clara, pero nadie quiere una antena cerca; a todos se nos muere alguien, pero nadie quiere un cementerio cerca; muchos caen a veces a las cárceles, pero nadie quiere una cárcel en su comuna, ni tampoco cerca de ella.



Esas son las cosas que debemos ir solucionando.



Pienso que, para evitar este enjambre de antenas, la colocalización de las que puedan servir para varias empresas es lo más razonable. No es posible que cada compañía tenga una antena. Una misma estructura debe servir para varias compañías, mediando la compensación económica pertinente, por supuesto, y la participación de cada una de ellas en los costos.



Por lo tanto, estimo que la presente iniciativa es altamente beneficiosa para la ciudadanía y, sobre todo, para miles de familias que sentían el gran temor de que su salud se viera afectada por la instalación de tantas antenas en medio de las ciudades.



Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto en trámite de Comisión Mixta, y ojalá que sea ley lo antes posible.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Abramos la votación, señor Presidente!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha pedido abrir la votación.

El señor NOVOA.- ¿Habrá cinco minutos para los oradores inscritos?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí, señor Senador, se dará ese tiempo para fundar el voto.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que en abril del 2007 ingresó el mensaje que dio origen a esta iniciativa. Prácticamente se van a cumplir cinco años y recién se podrá despachar, lo que demuestra la complejidad del asunto.



Antes de la presentación de ese mensaje existían doce mociones en discusión en el Congreso, y en ninguna se había podido avanzar.



Como Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, les agradezco a sus miembros como también a los Diputados que integraron la Comisión Mixta, porque gracias al trabajo realizado pudimos despachar en un año el proyecto y solucionar los conflictos o las dificultades que se suscitaron.



Muy brevemente, quiero manifestar que el informe de la Comisión Mixta se refiere a las normas en que hubo discrepancias entre la Cámara Baja y el Senado: la relacionada con antenas de más de 12 metros, la que regula aquellas de entre 3 y 12 metros y la que establece las zonas saturadas.



En mi opinión, la conclusión a que llegó la Comisión Mixta en esos tres puntos es bastante razonable. Yo diría que siguió, básicamente, el lineamiento adoptado en esta Corporación, sin que se le presentaran problemas en la aprobación del texto definitivo que ahora se somete a consideración de la Sala.



Se produjo una divergencia también respecto del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, que contempla las disposiciones relativas a la colocalización, donde se llegó igualmente a una solución muy satisfactoria.



Y surgieron discrepancias, asimismo, en lo concerniente a los artículos transitorios. Respecto del 1°, 2° y 3°, ellas resultaron ser de forma y se resolvieron. Sin embargo, los artículos 4° y 5° transitorios fueron, quizás, los que más problemas suscitaron, porque se refieren a la aplicación retroactiva de la ley.



El artículo 4° transitorio apunta a la aplicación retroactiva de esta normativa en proyecto en cuanto a la colocalización obligatoria de antenas en las zonas saturadas. Al respecto, cuando se habla de zonas saturadas, se alude a los sectores llenos de torres. 



Es importante señalar lo anterior, porque en la Comisión se hizo presente que, aun cuando se tratara de una zona saturada, sería posible en algunos casos emplazar una torre adicional. Esto es efectivo, porque en una estructura podría no existir capacidad para colocar otras antenas.



 Ahora bien, no se está hablando de zonas saturadas de emisiones, que tal vez resultan perjudiciales para la salud, por cuanto en tal caso no se permite instalar ninguna antena. No hay excepción al efecto.



Sobre el particular, es relevante mencionar, además, que esta iniciativa establece como parámetro para medir las emisiones el que Chile cuente con normas iguales o más estrictas que las de los cinco países más rigurosos de la OCDE en la materia. O sea, nos pondremos en el nivel más estricto del mundo para medirlas. Y si en determinado lugar ellas exceden las disposiciones, ahí sencillamente no será factible instalar nuevas antenas.



Lo referido a las zonas sensibles también generó debate.



La posición de muchos parlamentarios fue que bastaba con ser estrictos en cuanto a las normas sobre emisiones. Y, por lo tanto, no sería necesario retirar torres, porque el que tales disposiciones estuvieran dentro de los estándares más exigentes del orbe bastaría realmente para proteger la salud de las personas.



En tal aspecto surgió una discrepancia. Hubo votación dividida y, en definitiva, se aprobó establecer en forma permanente en la ley que no se puedan instalar torres en zonas sensibles. 



Por su parte, el artículo 5° transitorio dispone el retiro de las actuales torres de las zonas sensibles.



Ese punto probablemente va a generar...



--(Aplausos en tribunas).



No aplaudan tanto porque, a lo mejor, ese tema va a suscitar un problema constitucional, y es probable que se llegue a los tribunales.



¿Y qué resolvimos en la Comisión Mixta? Aprobar dicho precepto. Ahora bien, si surge alguna dificultad de ese tipo, procederá la presentación de un recurso de inaplicabilidad para los casos específicos.



Por lo tanto, si bien reconozco que este asunto es complejo, acogimos la norma que determina las zonas sensibles, aun cuando, en mi opinión, lo que garantizará la protección de la salud de las personas es que en Chile no pueda haber emisiones superiores a las contempladas en las normativas más exigentes del mundo. Y, además, existe el compromiso de que la Superintendencia de Telecomunicaciones que se va a crear deberá contar con las facultades y los recursos necesarios para medir los grados de emisión en todas partes.



En consecuencia, señor Presidente, proponemos la aprobación del informe de la Comisión Mixta. 



Por cierto, lo relativo a la constitucionalidad está abierto a la discusión. Pero -reitero- en la Comisión Mixta resolvimos acoger la disposición pertinente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, comparto la opinión casi consensual de que este proyecto constituye un avance. Pero considero que es un punto de partida y no uno de llegada.



Antes de esta iniciativa la ciudadanía se encontraba absolutamente indefensa, rehén y prisionera de los intereses de las empresas de telecomunicaciones. Y la comunidad y los municipios, muchas veces, no tenían posibilidad alguna de hacer frente a una real acción invasiva, a verdaderas tomas de terrenos, ya que de un día para otro aparecían antenas y la gente no era consultada ni había opinión respecto de esos proyectos.



Esta iniciativa avanza en la medida en que consagra, entre otras cosas, la obligación de dar aviso a la comunidad, de consultarla, de contar con una resolución de los concejos municipales, lo que nos parece que constituye un gran adelanto.



No obstante, aunque no se plantea una situación dirimente por parte de la comunidad (son temas en los cuales debemos progresar), se obliga a la empresa o  a quien quiera instalar la antena, a establecer compensaciones para la comunidad o para el municipio, cuando corresponda.



Además, como se señaló acá, se fijan áreas de protección especial en función de la altura. Asimismo, se especifica lo que hemos llamado “zonas sensibles”: colegios, jardines infantiles, hospitales, hogares de ancianos. 



Del mismo modo, se precisan una norma máxima de radiación y un criterio precautorio, porque hoy día es evidente la carencia de estudios que demuestren que las radiaciones electromagnéticas son dañinas para la salud, pero tampoco se ha asegurado que sean absolutamente inocuas. En el área de la salud, cuando no hay claridad acerca de cómo puede afectar algún tipo de contaminante, se establece un criterio precautorio. Es decir, hasta no haber certeza de que el riesgo es cero, se colocan medidas adicionales de protección. Por eso, además de la norma de emisión, hemos visto la necesidad de fijar ciertas distancias, particularmente en las zonas sensibles.



El proyecto avanza en materia de colocalización, es decir, obligar a que de tres antenas se pase, ojalá, a una; establece la mimetización, o sea, frente a estos verdaderos atentados estéticos a la comunidad, desde el punto de vista del intervencionismo del paisaje, se obliga a que haya una mimetización que simule, a veces, la presencia de árboles u otros elementos.



A mi juicio, esta iniciativa representa un avance, aunque, como hemos señalado, no resuelve todos los problemas. Sin embargo, le da poder a la comunidad, establece negociaciones y fija  normas.



Por último, me parece que el proyecto compatibiliza el legítimo anhelo de los ciudadanos, en el sentido de que no se pasen a llevar sus derechos. Pero, al mismo tiempo, todos tenemos la necesidad de contar con más celulares, con más opciones de Internet, lo que es parte del futuro; pero esto no se puede hacer a costa solamente de los vecinos y de un mal desarrollo urbano, 



Por tanto, hemos avanzado en este proyecto de ley que vamos a aprobar. Primero habrá una marcha blanca, para luego evaluar resultados y ver qué correcciones debemos hacer.



Hemos construido un instrumento que da más derechos a la comunidad, pero tenemos que ir evaluando cómo se desarrolla, porque las  tecnologías digitales a futuro van a ser cada vez más pequeñas. 



Hoy día las empresas tienen incentivos para levantar grandes torres, a futuro tenemos que ir generando incentivos para que las antenas sean cada vez más pequeñas, se puedan usar postes, se adosen y no intervengan el espacio, para que sean cada vez más automimetizadas y no se hallen expuestas a intervenciones que afectan el vivir cotidiano de las personas.



Yo, por lo menos, voy a votar a favor del proyecto en el entendido de que hay que avanzar más en la materia.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, la conectividad no solo es la que puede dotar a una localidad de un camino público, una carretera, un puerto o un aeropuerto. También la proporcionan la comunicación, la banda ancha, Internet, la telefonía móvil, la transmisión de datos. 



La conectividad digital hoy día empieza a ser cada vez más importante en la vida cotidiana de las personas, sobre todo en lugares apartados, aislados, muchas veces carentes de tecnología de punta.



Por eso este proyecto juega un rol tremendamente importante. Ya lo dijo el Senador Novoa: desde el mes de abril de 2007 se tramita en el Congreso esta iniciativa que recién ahora, después de casi cinco años, empieza a ver una posibilidad concreta de convertirse en ley.



Por lo mismo, quiero partir por felicitar al Ministro y al Subsecretario por haber hecho en muy poco tiempo algo que, lamentablemente, no fue posible realizar en los casi cinco que tuvimos para despachar este proyecto de ley.



Señor Presidente, actualmente en nuestro país hay más de 22 millones de celulares, muchos más que la cantidad de habitantes. Y eso va acompañado de un aumento explosivo de usuarios de Internet: en seis años hemos llegado a más de 2 millones de chilenos que la utilizan. Pero el dato duro, importante, es que en los últimos dos años el número de usuarios de Internet móvil ha llegado también a 2 millones y lo más probable es que en los próximos dos se duplique o triplique esa cifra. Y todo eso gracias a la infraestructura instalada y que permite que Chile esté a la vanguardia, al menos en América Latina y en muchos países desarrollados, en cuanto al avance de las tecnologías de la comunicación.



Hoy en día tenemos una enorme cantidad de torres que soportan antenas para celulares, concretamente 7 mil 300, que son estructuras con más de 28 metros de altura. 



Por esa razón era necesario legislar, porque resultaba más fácil instalar una estructura de 20 o 30 metros que subir la pandereta colindante con la casa de un vecino. Y ese contrasentido, que no lo resolvía la Ley General de Urbanismo y Construcciones ni ninguna norma especial de la Subsecretaría de Telecomunicaciones o del Ministerio de Salud, lo tenía que solucionar finalmente una ley de aplicación general como la que se estudia. Por eso, nos alegramos. 



Esta es en verdad una gran noticia para Chile, especialmente para las comunidades locales, para los dirigentes vecinales y para los pobladores que muchas veces no saben cómo defender sus derechos y que ahora, a través de este cuerpo legal, sí lo van a poder hacer.



Y es una gran noticia, porque el proyecto en análisis se  hace cargo de la salud de las personas, del derecho de los vecinos para alegar una mejor defensa de su patrimonio. Por lo pronto, podrán impetrar una compensación por el daño y el detrimento que sufren cada vez que se instale una torre como las que conocemos. Pero, además, se innova al crearse zonas sensibles o saturadas, para proteger, justamente, aquellas partes de la comunidad que son muy importantes, como jardines infantiles, colegios, hospitales, escuelas y, en general, los lugares donde la comunidad se congrega.



Por todo ello, vamos a aprobar resueltamente este proyecto de ley sin dejar de hacernos cargo de algo que el Senador Novoa ya esbozaba con relación al artículo 5° transitorio. Efectivamente, hay algo en él que debemos resolver de mejor manera.



Tal vez no sea este el proyecto para hacerlo. No me gustan algunas dudas constitucionales que surgen de él,  entre otras cosas porque de hecho van a tener también un efecto práctico. No vaya a ser cosa que se nos prive de una mejor conectividad al obligar a una empresa a que retire determinada infraestructura.



Como se trata de mejorar la situación actual, de resguardar los derechos de los vecinos y de darles a todos, a la ciudad por lo pronto, un marco regulatorio de sus derechos, vamos a aprobar resueltamente -como ya dije- esta iniciativa legal.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, siempre hemos sostenido que este es un proyecto emblemático del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera que hoy por fin estamos en condiciones de aprobar definitivamente en el Senado, siendo además un tema de indudable interés y preocupación para toda la ciudadanía, inquietudes que estuve constantemente recibiendo y que transmití e impulsé ante las autoridades sectoriales del anterior Gobierno y que constituyen un clamor ciudadano que se extiende por varios años.



Por ello, la forma como se encuentra establecida actualmente la instalación de estaciones base para telefonía móvil o radioemisoras u otras redes de telecomunicaciones, ha suscitado tan férrea oposición por gran parte de la ciudadanía, dado el peligro de que las radiaciones electromagnéticas afecten gravemente la salud, especialmente la de los niños, y que, si bien no está completamente acreditado, es causa de temor manifiesto. 



A ello se une la depreciación comercial que enfrentan las propiedades colindantes con instalaciones de torres. Por eso una de nuestras indicaciones buscaba que las contribuciones de bienes raíces aledaños a una antena base fueran revisadas a efectos de compensar, mediante una rebaja significativa, la depreciación comercial que pudieran sufrir precisamente por el emplazamiento de una de esas estructuras.



Como resultado del trabajo realizado en la Comisión Mixta, hemos podido incorporar claramente la participación ciudadana, que es la demanda constante de nuestras comunidades, en todo orden de materias, así como importantes disposiciones referidas al emplazamiento de las antenas y a sus características técnicas. 



En ese sentido, la información que se debe dar no solo a las juntas de vecinos, sino también a los ciudadanos directamente afectados en cuanto a la instalación de una antena, así como la posibilidad de que ellos tengan poder para dirimir respecto de su ubicación, nos parecen avances sustantivos en este proyecto.



Por otra parte, al introducirse relevantes modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las municipalidades, a través de sus direcciones de obras, tendrán un rol mucho más activo en la autorización de las antenas que por su altura así lo requieran, como asimismo en la evaluación de las especificaciones técnicas que para los proyectos de emplazamiento de torres y antenas deberán presentar profesionales competentes.



Tras este extenso debate jurídico y tecnológico, nos encontramos en condiciones de entregar un marco legal coherente con los tiempos actuales, por lo cual se hace indispensable aprobar el informe de la Comisión Mixta, a fin de que el proyecto se convierta en ley a la mayor brevedad.



No quiero dejar pasar esta oportunidad sin agradecer a los asesores que nos acompañaron durante toda la tramitación de esta iniciativa, tanto a los que hoy se encuentran en las tribunas como a aquellos que están ausentes. 



También deseo saludar al Alcalde Luis Plaza, gran amigo que ha estado trabajando insistentemente en la defensa de los derechos ciudadanos de los vecinos de su comuna. Por su intermedio, señor Presidente, le transmito mis felicitaciones.



--(Aplausos en tribunas).



Lo mismo a Moisés Pinilla, pieza clave en la tramitación de este proyecto de ley; a Arturo Samit, que igualmente colaboró, y a la distinguida abogada que nos acompañó en la Comisión.



Hemos logrado un proyecto que, por una parte, garantiza los derechos y la participación ciudadana y, por la otra, genera un equilibrio entre los actuales intervinientes en el mercado de las telecomunicaciones y la posibilidad de que entren nuevos participantes, con el objeto de instaurar un sistema mucho más competitivo que permita bajar los precios de la telefonía celular.



Del mismo modo, se busca incentivar algunas materias que nos parecen importantes.



Primero, establecer zonas saturadas, para entregar la posibilidad cierta de reducir el número de antenas emplazadas en ciertos lugares; luego, definir zonas sensibles, así como áreas preferentes para la instalación de antenas para celulares, y dar mayor poder a los municipios y ampliar la participación ciudadana.



Señor Presidente, creo que hemos logrado un proyecto de ley emblemático para quienes hemos resistido el abuso de las compañías que instalan antenas por doquier, sin consultar a los vecinos. 



Junto con el Senador Lagos hemos movilizado a los vecinos y presentamos múltiples recursos de protección para que la ciudadanía sea correctamente escuchada.



Hemos conseguido también, con la colaboración de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que muchas antenas sean trasladadas a lugares donde provoquen menos impacto. 



Quienes hemos estado enfrentando este problema desde hace más de 6 años nos sentimos particularmente congratulados de que tanto el Ministro de la Cartera como el Subsecretario de Telecomunicaciones hayan impulsado con tanta firmeza esta iniciativa, más allá de los intereses que cruzan una materia tan controvertida. Ellos, gracias a la disposición del Gobierno del Presidente Piñera, han sido capaces de sacar un proyecto de ley emblemático. Y lo quiero destacar, porque no vi esa misma voluntad en ninguno de los Gobiernos anteriores.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no pensaba comenzar mi intervención de la forma en que lo voy a hacer. Sin embargo, quien me antecedió en el uso de la palabra ha dejado en evidencia que la pequeñez, la falsedad y la distorsión en la comprensión del fenómeno hace que algunas personas a veces digan cosas inciertas.



Lo que ocurrió es que durante años el Parlamento se ha enfrentado a una situación dramática en la sociedad chilena, como es el problema de la política y el poder económico de grupos que a veces financian campañas de grandes empresas que han realizado un lobby sistemático para evitar la dictación de una ley sobre la materia.



El problema no está ni estuvo en los Gobiernos de turno, porque este proyecto tuvo su origen en mociones que no requerían ni requieren patrocinio del Ejecutivo para nada. Lo que ha pasado -para decir las cosas como son- es que, por un lado, los intereses de algunas grandes empresas (ENTEL, Telefónica) bloqueaban una iniciativa legal que permitiera entrar a otros actores económicos a la industria de la telefonía móvil y la tecnología inalámbrica; y, por el otro, había quienes se hacían cómplices de permitir que estos sectores siguieran plagando el país de antenas. Son más de 4 mil las que se han instalado entre la fecha de presentación de los proyectos originales, hace más de seis años (soy coautor de uno de ellos junto con el Diputado señor Cardemil) y el día de hoy.



La iniciativa que estamos discutiendo esta tarde se logró materializar por la insistencia de varios. Por eso -me van a perdonar- me parece una pequeñez tratar de atribuírsela, como un triunfo, al Gobierno de turno. Eso significa desconocer el debate en su esencia, sin que con ello quiera desmerecer, en lo mínimo -al contrario, la valoro profundamente-, la participación del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, aquí presente, así como la del señor Subsecretario, con quienes hemos trabajado responsable e intensamente para sacar adelante este proyecto, pero como un problema país y de política pública.



¿Qué ha ocurrido, señor Presidente?



Hemos estado presos de una mentalidad, de una lógica entre quienes somos partidarios de la regulación del Estado, con más potestad sobre esta materia, y aquellos que no creen que hay que regular y que estiman que la autorregulación de la industria es suficiente, como lo fue en Europa y otros continentes, pero no en América Latina y menos en Chile.



Aquí la industria ha sido incapaz de autorregularse. Es más, no ha querido invertir en una tecnología menos invasiva, que ya existe. El problema se habría podido solucionar perfectamente si las compañías del rubro hubiesen elegido una tecnología no invasiva. Optaron por lo más barato, pero el beneficio no se lo traspasaron a los consumidores. Somos el país que a nivel mundial paga más caro por la telefonía móvil, por un servicio -digámoslo derechamente- harto malo, que sufre cortes a cada rato.

El señor LAGOS.- ¡Reguleque! 

El señor LETELIER.- “Reguleque”, como dirían algunos.



Señor Presidente, este proyecto estableció un criterio que no es el que yo hubiese privilegiado: definir unas normas para las torres soportes de antenas de más de 12 metros y otras, para las de hasta 12 metros. Incluso, ahora se plantea una excepción para casos entre 12 y 18 metros.



Además, se dispone que, de aquí en adelante, antes de instalar cualquier infraestructura, se va a consultar a la comunidad. Pero digamos las cosas como son: ¡a esta ya la han hecho pebre! Le han destruido su patrimonio barrial, sus viviendas, en particular a las familias de clase media y a las que viven en sectores populares. Les han instalado torres en el medio de sus barrios, destruyendo su salud, su entorno, sin que los municipios cuenten con instrumentos para defenderse.



Tal problema lo han padecido todos los alcaldes. ¡Todos!



A partir de esta ley, habrá una norma que permitirá la entrada de otros actores. Pero estos tendrán que colocalizarse, es decir, ponerse en la misma estructura.



Gracias a la insistencia -quiero reconocerlo- del Senador señor Girardi, entre otros, se logró definir la categoría de zonas sensibles, lo que obligará a eliminar algunas torres. En la Comisión Mixta el Honorable señor Pizarro fue un tremendo defensor de este punto.



Ello, para que digamos las cosas tal como ocurrieron.



Hubo un debate transversal sobre las zonas sensibles y las zonas saturadas.



Yo era partidario del proyecto que aprobó la Cámara de Diputados, que imponía una retroactividad. En el Senado no hubo voluntad para ello...

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Cuenta con un minuto adicional para redondear la idea.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, termino señalando que esta iniciativa constituye un avance respecto de lo que había.



Las empresas van a estar obligadas a la colocalización no solo cuando las condiciones técnicas de la torre lo permitan, sino también cuando no exista otra alternativa tecnológica. Por primera vez se propone incluir este concepto en la ley, que es un aspecto para la regulación. Se busca darle al Ejecutivo (a la Subsecretaría de Telecomunicaciones) la facultad de imponer a la industria condiciones tecnológicas de desarrollo.



Esa norma es tenue, insuficiente, pero constituye un avance.



Espero que las empresas comprendan que no tienen derecho a ganar la plata que ganan a costa de destruir el patrimonio de familias de clase media que habitan barrios donde hay casas de un piso. Porque son las comunidades de esos lugares las que son destruidas. En los sectores con edificios no se presentan estos problemas.



Espero que este sea un primer paso y que podamos construir nuevos acuerdos en la materia.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que no coincido con mi colega Juan Pablo Letelier respecto de la voluntad política de mi Gobierno. Si la Concertación hubiera querido legislar, le habría puesto urgencia al proyecto.



--(Aplausos en tribunas).



Esa es la manera de actuar cuando hay voluntad política para abordar materias. 



Y eso no ocurrió en las Administraciones anteriores.



Es cierto que muchas mociones fueron recogidas por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera. Incluso se presentaron indicaciones sustitutivas. Si no me equivoco, señor Subsecretario, señor Ministro, fueron dos. Ante ello, tenemos que reconocer que hubo voluntad política para legislar.



En ese sentido le planteo a mi colega que, en mi opinión, existe una deuda tremenda de la Concertación, que no cumplió con la voluntad que expresaba el Parlamento.



Sin embargo, lo importante hoy es que hemos avanzado todos. 



Hago presente que no estuve, ni estoy, cien por ciento de acuerdo con este proyecto.



Yo era partidario -así voté en la Cámara de Diputados- de la colocalización obligatoria y retroactiva, porque se trata de un servicio público que debe beneficiar a la comunidad. En una sola torre debieran instalarse todas las empresas, y no en 3, 4, 5 o 6, como ocurre muchas veces en un mismo lugar.



Esto último es lo que pretendíamos impedir.



Creo que se avanzó en este proyecto en lo relativo a las zonas sensibles y a las saturadas, aunque estimo que su texto quedó bastante complejo.



Va a ser muy difícil progresar en ese sentido, pero al menos se observa una voluntad y una decisión política en el Gobierno para ir hacia delante en el respeto a los vecinos y en el establecimiento de normas que permitan enfrentar el problema en los planos reguladores, sobre todo en lo concerniente a la instalación de torres en áreas públicas, aspecto que no estaba considerado.



Por otro lado, señor Presidente, hago reserva de constitucionalidad del artículo 5º transitorio. 



¿Por qué? Porque uno de los problemas que tiene Chile es la mala comunicación en ciertos sectores. Somos un país de geografía difícil: hay muchas montañas, cerros, zonas rurales. Por tanto, obviamente, se necesita una mejor infraestructura de telecomunicación.



Y se habla de “zonas sensibles”. ¿Cuáles son estas? Las áreas cercanas a hospitales, asilos de ancianos, colegios.



Me pregunto: ¿vamos a mejorar la comunicación en ellas? 



Deseo formularle la consulta al Ejecutivo, ya que me preocupa que se elimine la posibilidad de que un padre tenga comunicación con su hijo o un pariente, con un enfermo que se encuentra hospitalizado.



Tal situación puede afectar gravemente la comunicación entre los chilenos.



Y no quiero que tengamos un segundo “Transantiago”, ahora en telecomunicaciones.



A mi juicio, la iniciativa legal en análisis apunta en el sentido correcto. 



Sin embargo, me preocupa lo relativo a las zonas sensibles. Y lo digo porque se ha definido que estas corresponden a algunas partes. ¡No! Las áreas sensibles en realidad son todos los sectores donde vive un ser humano. ¿Por qué son sensibles solo ciertos lugares (asilos u hospitales)? En mi opinión, la casa de una persona en una población también es una zona sensible, porque todos somos iguales y tenemos los mismos derechos.



En ese sentido, hay un problema serio en el artículo 5º transitorio. Por eso he hecho reserva de constitucionalidad.



Por último, señor Presidente, estimo que vamos por el camino correcto. 



Felicito a los señores Ministro y Subsecretario del ramo por el tremendo esfuerzo que desplegaron. La decisión del Gobierno fue precisamente sacar adelante este proyecto.



Además, valoro el trabajo de quienes estuvieron colaborando desde el primer día en esta materia: el de los asesores del Senador Chahuán -me tocó trabajar con ellos en la Cámara de Diputados-, como representantes del mundo popular, y el los alcaldes, que se preocuparon de resolver el problema.



Voy a votar favorablemente lo propuesto por la Comisión Mixta, aunque hay temas que tendrán que ser analizados luego de un tiempo. 



Queremos una comunicación expedita, eficiente pero barata, y normas que permitan que los actuales actores del mercado no impidan competir a otros.



Por eso es necesario y fundamental el avance -pese a no ser demasiado fuerte- en lo concerniente a la colocalización obligatoria en ciertos sectores.



A mi entender, el texto de la Cámara Baja iba por un muy buen camino. La norma finalmente propuesta no es la ideal, tal como lo manifesté en la primera sesión en la que participé como Senador. Pero igual constituye un avance. 



Felicito al Gobierno por el tremendo trabajo que está haciendo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad, vivimos en un mundo complejo y contradictorio.



Todos quisiéramos habitar en una zona donde no haya vertederos ni basureros; donde no tengamos cementerios que se nos atraviesen en nuestra vida cotidiana; donde no existan cárceles, porque complican nuestro entorno social, y, por supuesto, donde no se emplacen antenas, porque a lo mejor dan cáncer, porque producen interferencias, porque son feas, porque son muchas.



¿Cómo hacemos? 



Necesitamos y queremos ciudades limpias. Por tanto, requerimos basureros y vertederos.



Queremos enterrar a nuestros deudos, y en buenos lugares. Precisamos, desgraciadamente, cementerios, y que sean dignos.



No deseamos ver a ni un pillo dando vueltas por la calle; los queremos a todos metidos en las cárceles. Por lo tanto, hay que tener recintos penitenciarios, que sean dignos, amplios, espaciosos y que permitan la rehabilitación. Físicamente, deben estar en algún lugar. 



Nadie soporta dejar de estar comunicado un instante. Si en un minuto dado la señal anda mal, gritamos y pateamos el celular. Deseamos estar conectados, pero no aceptamos las antenas.



Bueno, tenemos que elegir. Parafraseando a como dicen en el campo: “¿Quiere chicha o chancho?”. Debemos entender que es preciso escoger. 



El progreso y muchas otras cuestiones conllevan costos. Y, lamentablemente, la tecnología no ha superado esto.



A lo mejor es una cuestión de tiempo. En diez años más -tal vez en menos- las antenas y los elementos para transmitir señales de teléfonos celulares y de otros aparatos tecnológicos quizás no serán visibles, no van a molestar. Y se tendrá claridad respecto de los eventuales daños a la salud.



Pero hoy día eso no existe.



Entonces, aquí debemos buscar una manera de hacer convivir el progreso y sus costos.



Esa discusión, que se arrastra por muchos años, no es fácil. 



Por eso ha habido muchos intentos parlamentarios sobre el asunto y ha costado llegar a un proyecto de ley, señor Presidente. Ante ello, valoro no solo los esfuerzos de Senadores y Diputados, sino, en particular, el compromiso del Gobierno por darle una solución a esta materia. 



Había que encontrar una manera de encauzar este fenómeno, y así lograr la mejor comunicación posible. Es lo que necesitamos. Forma parte de nuestra vida cotidiana. Hay más celulares que habitantes en Chile, por lo que no podemos tener un mal servicio.



Pero deseamos evitar los eventuales daños, ya sean estéticos o los que se produzcan a la salud. Para ello, ha de aprovecharse las instalaciones existentes. Así las torres no se multiplicarán en forma innecesaria o absurda.



Eso implica cambios radicales. Y es lo que plantea la iniciativa. 



Felicito a todos los que intervinieron en ella. Como yo no tuve participación alguna en su estudio -solo como cualquier parlamentario preocupado de que este asunto se resuelva, firmando proyectos de acuerdo- y no formo parte de la Comisión que la analizó, valoro el trabajo de todos, así como la voluntad del Gobierno, que finalmente sacó adelante el proyecto.



Quiero, sí, manifestar -por deformación profesional- que, de los muchos conceptos que se establecen, algunos me parecen poco claros desde el punto de vista constitucional.



El artículo 5° transitorio me parece, incluso, un poco contradictorio. Este dispone: “Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento” de zonas sensibles como jardines infantiles, colegios y hospitales.



“A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, sujetos a la obligación de colocalizar a otros concesionarios, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.



¿Qué me ocurre con esta norma, señor Presidente? Desde un punto de vista estrictamente jurídico, pienso que la obligación impuesta por la citada disposición, consistente en el retiro de infraestructura instalada o en el traslado de esta si se encuentra dentro de las zonas sensibles, generará cuestionamientos de constitucionalidad.



Lo más curioso es que esta norma expropiatoria encuentra su justificación en un eventual daño a la salud, a través de la aplicación de un criterio precautorio. Sin embargo, es imposible que las torres en sí provoquen un perjuicio sanitario. La eventualidad de este daño se daría por las emisiones de los elementos radiantes que se instalan en estas torres o soportes. Y las emisiones se encuentran ya reguladas, pues se les aplica una de las normas más estrictas a nivel mundial: el promedio más exigente fijado en los países de la OECD, según lo señalado en el propio proyecto de ley. 



Por lo tanto, no pareciera existir necesariamente una relación causal entre el interés que se quiere proteger, el eventual daño a la salud y la remoción de las torres instaladas de acuerdo a la normativa vigente.



Aquí es donde yo veo un problema constitucional. Esto va a generar cuestionamientos en la aplicación de dicha norma. 



Si efectivamente las torres causan daño a la salud, no hay que ponerlas cerca de los jardines infantiles y hospitales, pero tampoco, de cualquier lugar habitado. Son seres humanos no solo quienes están dentro de tales recintos, sino también los que se encuentran en un supermercado o caminando por la calle o pasando en vehículo al lado de una antena.



Entonces, aquí se evidencia una suerte de contradicción. Espero que ello no implique echar abajo la ley en proyecto. 



Desde un punto de vista estrictamente constitucional, se ha introducido, a mi juicio, un problema gratuito.



En su momento nosotros ya votamos en contra de la referida disposición en la Sala del Senado. En consecuencia, el asunto de constitucionalidad quedará flotando en el aire.



Por mi parte, votaré a favor de lo propuesto por la Comisión Mixta, por cuanto se da una solución -siempre puede ser mejor- al problema de las antenas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, algunos Senadores dicen que este proyecto lleva seis años en tramitación. Pero en realidad tiene un origen más antiguo. 



Hace muchos años me tocó participar en mociones sobre la materia. Incluso, recuerdo haberlo hecho con el entonces Diputado señor García-Huidobro. Es más, cuando ingresé a la Cámara Baja a fines de los noventa (en 1998) este asunto ya era motivo de mucha preocupación para vecinos y vecinas de distintas comunas del país.



En particular, me acuerdo, en la época en que fui electa Diputada por La Florida, de que en la Región Metropolitana estas empresas instalaban sus torres tipo comando nocturno, “entre gallos y medianoche”, sin pedir ningún permiso municipal, y a espaldas de los vecinos de la zona. Generalmente escogían sitios eriazos, pasajes ciegos o calles sin salida, para que tales soportes pasaran prácticamente desapercibidos.



Muchos reclamos comenzaron a producirse en esos momentos, o sea, desde fines de los noventa, comienzos del 2000. 



Además, la gente empezó a tomar mucha más conciencia de los riesgos para la salud, aunque hay quienes sostienen que estos no existen. Yo me quedo con todos los estudios que indican que las personas que usan marcapasos y las que padecen afecciones cardiacas sí pueden sufrir problemas debido a la instalación de este tipo de antenas.



Es cierto lo que algunos dicen: la modernidad es necesaria y hay que instalarla. Pero ¿por qué siempre las torres se levantan en los sectores más populares? ¿Por qué siempre se hace de una manera tan discrecional o discriminadora? ¿Por qué en ciertos lugares y no en todos, si la necesidad es la misma para todos los usuarios?



Señor Presidente, quiero destacar el trabajo del Ministro y, en particular, del Subsecretario Atton, quienes nos acompañan en la Sala. Sé que ha sido muy complejo para ellos.



Muchas de las empresas de telecomunicaciones -no todas- tienen intereses económicos tremendamente grandes y son bastante indiferentes y frías, a la hora de los números, con respecto a la salud de las personas.



Pero hay casos en que sí son muy conscientes. Y quiero destacarlo con un ejemplo: siendo Diputada por La Florida, logramos con los vecinos, en conjunto con Telefónica Chile, cambiar la instalación de unas antenas celulares. Ello, gracias a que esta empresa tenía -y probablemente la sigue teniendo- gran conciencia social.



Sin embargo, como todo en la vida, imagino que se producen conflictos y colusión debido a los intereses de unas y otras concesionarias. 



Nosotros, Senadoras y Senadores elegidos, estamos acá precisamente para cautelar los derechos de la gente, la que nos eligió, la que nos dio su confianza.



Por esa razón, después de tantos años de tramitación de una normativa sobre instalación de antenas celulares, considero un gran avance el rayado de cancha: tener reglas claras; que existan lugares donde se puedan construir; que no haya discriminación ni discrecionalidad según el tipo de barrio ni a quienes afecte, sino que realmente se resguarden los derechos de aquellos en situación de mayor vulnerabilidad, sea por salud, sea por corresponder a establecimientos educacionales, a centros que acogen a adultos mayores, en fin, a los más débiles.



Por lo tanto, estimo que hoy damos un paso adelante muy significativo con la aprobación de la presente iniciativa. 



Me contenta mucho haber participado en ella y, también, haber sido uno de los autores de las mociones iniciales, ya que muchísimas se fueron con el tiempo. Recuerdo que con el Senador señor Chahuán, en ese entonces también Diputado, vimos muchas veces esta materia. 



Al final, gente de todos los sectores políticos contribuyó a ir mejorando el proyecto que nos ocupa.



Así que, obviamente, mi voto es a favor.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 33 señores Senadores.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, hoy es una fecha muy importante por lo acontecido aquí, en la Sala, y constituirá una muy buena noticia para las comunidades. 



Después de muchos años de buscar una solución y de trabajar todos juntos de la mano, se logró un proyecto -por supuesto, siempre perfectible- que considero que resuelve de manera muy afortunada los distintos elementos en discusión: las cuestiones de salud, protegiéndola de manera estricta y siendo siempre líderes en comparación con los países más rigurosos de la OCDE; los asuntos relativos a urbanismo, incentivando la colocalización de antenas pequeñas, menos visibles, de modo que no desvaloricen las propiedades donde se sitúen. 



Por otro lado, se quiso asegurar que no haya restricciones que prohíban la entrada de nuevos actores a un mercado que crece en forma acelerada y que es parte esencial en la vida de todos nosotros.



Lo único que me resta decir a Sus Señorías es que estoy muy agradecido por el apoyo recibido y muy contento por la llegada de este día, que marca un hito relevante en la relación con las comunidades.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto de ley que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones (boletín N° 8.031-19), con urgencia calificada de “suma” (Véase en los Anexos, documento 13).


--Queda para tabla.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, por su intermedio solicito la unanimidad de la Sala para abrir un espacio, hasta mañana a las 10, para presentar unas indicaciones que hemos consensuado los Senadores integrantes de la Comisión de Economía en torno al proyecto de ley que establece el principio de finalidad en el tratamiento de los datos personales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.


MODIFICACIÓN DE LÍMITES INTERCOMUNALES EN REGIONES DE COQUIMBO, LOS LAGOS, LA ARAUCANÍA Y METROPOLITANA 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6733-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.


Hacienda: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son modificar los límites comunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo; Puerto Varas y Puerto Montt, en la de Los Lagos, y Freire y Padre Las Casas, en la de La Araucanía, y redefinir los de las provincias de Santiago y Cordillera y los de las comunas de La Pintana y Puente Alto, en la Región Metropolitana. 



Asimismo, se establecen normas que regulan los efectos de estas modificaciones en materia de redistribución del Fondo Común Municipal, bienes muebles e inmuebles ubicados en los territorios involucrados; causas judiciales pendientes; créditos y obligaciones de los municipios concernidos, y traspaso del personal municipal, entre otras enmiendas.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Por su parte, la Comisión de Hacienda acogió en general la iniciativa también por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Escalona, Frei (don Eduardo), García y Lagos.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el comparado que se encuentra a disposición de Sus Señorías.



Cabe tener presente que este proyecto de ley contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 20 votos favorables. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, tal como lo ha dicho el señor Secretario, este proyecto modifica los límites intercomunales de Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y de Puerto Varas y Puerto Montt, en la de Los Lagos. Además, incluye otras dos enmiendas: una que se refiere a las comunas de Freire y Padre Las Casas y otra a las comunas de La Pintana y Puente Alto.



La iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Gobierno y pasó a la de Hacienda, que la acogió solamente en general al no tener el informe de la Dirección de Presupuestos. 



Por lo tanto, pedimos que se apruebe la idea de legislar, y apenas llegue el informe financiero podemos despacharla en particular. No hay mayor objeción, pero nos faltó el mencionado documento para aprobarla en general y en particular a la vez.



Me parece que en este momento no tenemos los 20 votos para alcanzar el quórum especial requerido, por lo que sería conveniente que se tocaran los timbres. Si no, habría que votarla mañana a primera hora.

El señor LARRAÍN.- Que se abra la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de ello, se van a tocar los timbres para llamar a los señores Senadores y así reunir el quórum solicitado. De lo contrario, se estaría rechazando la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como lo ha explicado el Senador señor Frei, este proyecto fue conocido por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización -a la cual pertenezco- y también por la de Hacienda. Y en ambos órganos lo aprobamos solo en general.



Debo hacer presente que las iniciativas que modifican límites comunales requieren gran consenso entre las comunidades que las integran. Y una de las características del presente proyecto es que existe acuerdo entre ellas.



Hay muchas otras peticiones de cambios de límites que no han sido consensuados con las comunidades ni con los alcaldes de las respectivas municipalidades.



Con la iniciativa en análisis, como se ha mencionado, se modifican los límites entre las comunas de Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo; de Puerto Varas y Puerto Montt, en la de Los Lagos, y de Freire y Padre Las Casas, en la de La Araucanía. Asimismo, se redefinen los de las provincias de Santiago y Cordillera y los de las comunas de La Pintana y Puente Alto, en la Región Metropolitana.



Por otra parte, se establecen normas que regulan los efectos de las mencionadas modificaciones en materia de redistribución del Fondo Común Municipal, en bienes muebles e inmuebles ubicados en los territorios involucrados; causas judiciales pendientes; créditos y obligaciones de los municipios concernidos; traspaso de personal municipal y cambios en las inscripciones electorales.



Todo lo anterior ha sido debidamente analizado y consultado.



Señor Presidente, en la Comisión sostuvimos un largo debate relacionado con el sector de Alerce, que posee 25 mil habitantes. Es más grande que muchas comunas del país. Este lugar, que se ha poblado enormemente, pertenece a la comuna de Puerto Montt. A través de la modificación en análisis, pasará a depender de Puerto Varas. Y tanto el alcalde de esta última comuna como el delegado de Alerce están ampliamente de acuerdo con el traspaso propuesto.



Por lo tanto, la Comisión aprobó el proyecto en general. Y pido a los colegas que lo hagan en el mismo sentido.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo para abrir la votación. Varios señores Senadores han insinuado que contaremos con los votos necesarios, que son veinte.



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



Me hacen presente -eso se puede verificar- que el informe financiero fue enviado hoy. Instruiré que le remitan copia a la Comisión de Hacienda, porque allí no ha llegado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, una de las normas del proyecto modifica el límite comunal de Freire y Padre Las Casas. Así, un territorio que pertenecía a la primera de estas comunas pasará a depender de la segunda.



Es del caso señalar que este cambio fue aprobado y solicitado por ambos municipios, por unanimidad de sus concejos, y por supuesto por los alcaldes.



La historia se remonta a la época en que las municipalidades de Freire, Padre Las Casas y Temuco concuerdan en abrir la postulación a la construcción de viviendas a cerca de 4 mil familias en un terreno que adquiere la municipalidad de Padre Las Casas y que pertenece a Freire. Y esta población se instala lejos, a 56 kilómetros de la capital comunal, que es Freire, y a una distancia de solo 20 kilómetros de Padre Las Casas. Y lo natural es que estas familias, que conviven, que hacen su vida en Padre Las Casas, quieran también tener con esta última comuna una mejor relación que con Freire desde el punto de vista administrativo y territorial, porque, por razones de distancia y de convivencia, no les conviene seguir con la dependencia actual.



Pero aquí hay dos situaciones.



Existe una población urbana, nueva, y hay poblaciones antiguas rurales. Pero ambos sectores están demandando este cambio de límites no solo por la cercanía, por lo atingente al transporte, sino también porque no se han resuelto inversiones de distinta naturaleza. En el caso del mundo rural, en caminos, en riego, en infraestructura, en puentes, en distintas demandas que plantean los sectores campesinos, las comunidades indígenas. Pero también existen necesidades de infraestructura y de apoyo para quienes residen en la zona urbana.



Creo que desde ahora habrá un antes y un después para cerca de 10 mil habitantes que viven en San Ramón. Después de años de gestiones ante el Gobierno anterior y el actual, se ha dado un paso importante que terminará con la exclusión y la ausencia del Estado en este territorio respecto a la inversión pública en transporte, conectividad vial, educación, salud, seguridad ciudadana, subsidio al consumo de agua potable, luz, infraestructura, desarrollo, riego, caminos, puentes, en fin.



La comunidad ha estado esperando este acontecimiento durante mucho tiempo, porque la municipalidad a la cual pertenecía no la atendía porque se sabía de este proyecto y que la población sería trasladada a otra comuna. Y la nueva comuna tampoco la acogía porque todavía no se materializaba el cambio. En definitiva, ha estado en terreno de nadie.



Por eso, quiero felicitar a la comunidad, a sus dirigentes, a las mesas de trabajo, que permanentemente han estado detrás del objetivo antes indicado.



Pero, al mismo tiempo, aquí está en juego no solo el presupuesto para el nuevo municipio, que deberá administrar nuevas poblaciones y que sin duda en el Fondo Común Municipal tendrá una mayor participación, sino también el destino de la demanda de numerosos proyectos de inversión que no se consideran en la iniciativa.



Lo más probable es que el informe financiero refleje los recursos que los nuevos municipios necesitarán para su administración. Pero no se hallan presentes las inversiones que se requieren para las obras que se han prometido.



En consecuencia, no basta con efectuar el traslado. También hay que cumplir ese compromiso.



En tal sentido, el Subsecretario de Desarrollo Regional se comprometió a establecer una mesa de trabajo con los municipios, con el gobierno regional, con los dirigentes del territorio y con la SUBDERE, para los efectos de que se materialicen esas inversiones. Eso ocurrió en la Comisión de Gobierno, donde participé dando la unanimidad, entendiendo que se iba a reaccionar antes de que se votara el proyecto en la Sala.



Por consiguiente, hago un llamado al Gobierno, al Subsecretario, para que instale esa mesa de trabajo y se pueda dar no solo una responsabilidad al nuevo municipio, sino también recursos para satisfacer muchísimas necesidades que tiene el sector a que he hecho mención.



En consecuencia, invito a votar a favor del proyecto. Espero que todos lo aprobemos en general. Y, si llega el informe financiero, ojalá hoy o a más tardar mañana tengamos despachada esta iniciativa desde el Congreso.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el proyecto en análisis incluye, en la circunscripción que representamos junto con el Senador Tuma, el traspaso del territorio que conocemos como San Ramón, tanto en lo urbano como en lo rural, desde la comuna de Freire a la de Padre Las Casas.



Para los habitantes de San Ramón es mucho más razonable pertenecer al municipio de Padre Las Casas porque toda la conectividad fluye hacia esta comuna; están muchísimo más cerca; el gasto en movilización, en transporte público, es mucho menor. Y, por lo tanto, todo se facilita al ser parte de Padre Las Casas y, obviamente, dejar de depender de Freire.



Voy a votar favorablemente porque, además, esta iniciativa se hace cargo de una sentida demanda, tanto de los habitantes como de los dirigentes de la localidad de San Ramón. Ellos han venido luchando durante muchos años. Es más, esta es una zona que ha experimentado un crecimiento poblacional bastante grande. Se han construido varios cientos de viviendas a través de distintos programas SERVIU. Y siempre recibieron la promesa de parte de los distintos Gobiernos en orden a que se concretaría el proyecto de ley que estamos votando hoy: el traspaso de San Ramón a la administración del municipio de Padre Las Casas.



Señor Presidente, tengo no solo la impresión, sino que me pareció escucharle tanto a Su Señoría como al señor Secretario que había llegado el informe financiero y que estaba en poder de la Mesa.



Desconozco los términos o los antecedentes incluidos en ese documento. Pero, en general, esta iniciativa no implica costo fiscal. Lo que se produce es traspaso de fondos, municipios que dejarán de recibir algunos recursos, pocos. En el caso de Freire, dejará de percibir alrededor de 14 millones de pesos al año. Y Padre Las Casas, una vez que se haga cargo de la administración, va a recibir algo así como 24 millones de pesos adicionales por concepto de Fondo Común Municipal.



Estamos hablando de recursos que se mueven dentro del referido Fondo, entre comunas. Por lo tanto, hasta donde sé, no hay costo fiscal. Y así lo manifesté al interior de la Comisión de Hacienda, donde participé cuando se estudió y votó en general este proyecto.



Entonces, tengo la impresión de que no corresponde el informe financiero. Pero si llegó a la Mesa, tanto mejor.



En ese caso, yo quisiera pedir que votáramos en general y en particular, para de esta manera despachar el proyecto y de una vez por todas darles la buena noticia a todos los vecinos, de distintas comunas y regiones, que ven reflejada en él una solución definitiva a su problema.  Ellos quieren ser atendidos por el municipio más cercano a sus domicilios; por el que ha mostrado mayor interés en servirlos; por el que se ha preocupado de sus demandas. Eso es lo que ocurre al menos con la comunidad de San Ramón.



En consecuencia, cuanto antes esta iniciativa sea ley de la república, mucho mejor para los pobladores que se beneficiarán con ella. 



Voto a favor. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quiero insistir en que se nos informó del motivo por el cual no se puede votar en particular este proyecto: porque el informe financiero, que se halla en el Congreso, no llegó a la Comisión de Hacienda.



Por eso la Mesa no está en condiciones de acceder a la petición del Senador señor García y limitó el pronunciamiento de la Sala a la idea de legislar.



Esperamos completar el proceso mañana, si la Comisión de Hacienda analiza el informe financiero.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicité la palabra para intervenir a favor de este proyecto de ley porque en el caso de la Región de Los Lagos cierra asimismo un ciclo largo, que tuvo amplia participación ciudadana en Alerce, para que esta localidad, de explosivo crecimiento en el curso de los últimos años -ya se ha transformado en un asentamiento humano numeroso, con prácticamente medio centenar de miles de habitantes, chilenos y chilenas que han llegado especialmente de otros sectores de la comuna de Puerto Montt, pero también de otras comunas de la Región de Los Lagos, e incluso de otras ciudades del país-, sea incluida en su conjunto en la comuna de Puerto Montt y, en consecuencia, se modifique el límite comunal con Puerto Varas.



Decía que este proceso se llevó a cabo con amplia participación ciudadana. Las juntas de vecinos y sus dirigentes se coordinaron; llevaron a cabo un plebiscito, organizado localmente -fue masivo e inobjetable-, y se pronunciaron miles de habitantes, que en más de 80 por ciento respaldaron la incorporación de la localidad de Alerce en la comuna de Puerto Montt.



Ahora bien -hay que decir las cosas con franqueza-: aquello también tiene relación, por un lado, con la distancia que tomó el municipio de Puerto Varas ante las necesidades de la pujante y nueva localidad de Alerce, y por otro, con el hecho de que, lamentablemente, muchos servicios públicos adolecieron de gran debilidad al encontrarse situados en un límite comunal que no fue atendido con el rigor y la diligencia suficientes. Eso motivó que en varias áreas los vecinos de Alerce experimentaran un atraso y que no se recibieran las inversiones requeridas.



No me cabe ninguna duda, pues, de que en el ánimo de los habitantes pesó la necesidad de que la referida localidad fuera atendida íntegramente por un solo municipio y recibiera el trato que se merece, con la eficacia de que son capaces el país y un gobierno local.



Hasta hace poco tiempo Alerce era un asentamiento humano constituido por centenares de ciudadanos. Hoy es un asentamiento humano con decenas de miles de vecinas y vecinos. 



Creo que la ley en proyecto será un poderoso paso adelante para dotar a la mencionada localidad del conjunto de los servicios -de educación, de salud, de vivienda- indispensables para mejorar la calidad de vida de sus habitantes.



Por eso en el plebiscito de que hice mención más de 80 por ciento de los vecinos se pronunciaron a favor de modificar el límite comunal entre Puerto Montt y Puerto Varas y de que la localidad de Alerce quedara incluida íntegramente en la comuna de Puerto Montt, capital de la Región de Los Lagos.



En consecuencia, la ley en proyecto implicará un claro avance para la Región en su conjunto y -por qué no decirlo- para el resto del país, que debe dotar a la localidad en comento de todas las condiciones necesarias para garantizar la calidad de vida y la dignidad de su gente. 



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel. 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero anunciar mi voto favorable a esta iniciativa y, no obstante ello, manifestar mi preocupación por la situación económica y financiera de la comuna de Puerto Montt.



La semana recién pasada profesoras de escuelas municipales de Alerce me hicieron presente su inquietud por el hecho de que los cheques con que les pagaban su sueldo no tenían fondos (entiendo que esa situación se regularizó).



Me preocupa asimismo la situación económica de Puerto Montt, que en los últimos años ha perdido gran cantidad de patrimonio. No sé cómo se puede compatibilizar esto con la ampliación de esa comuna, particularmente con un sector tan grande como Alerce. 



Recordemos que Alerce está construido en lo que eran los faldeos pantanosos del volcán Calbuco. Desde ese punto de vista, es una zona de alto riesgo. 



Entonces, quiero reiterar -porque lo he dicho otras veces- que me gustaría que el Gobierno y las autoridades correspondientes, no solo la municipalidad de Puerto Montt sino también los gobiernos regional y nacional, pusieran particular atención a esas características de Alerce. 



Otro aspecto que afecta a dicha localidad, precisamente por el tipo de su suelo, lo constituyen el alcantarillado, la dotación de agua potable y los colectores de aguas lluvias. Porque, como los terrenos originales eran pantanosos, ahora aquellas escurren con rapidez y provocan gran cantidad de inundaciones. Los ríos Negro y Arenas a veces no son suficientes para evacuar las aguas, que hoy llegan con mayor velocidad a esos cauces. Se han hecho trabajos solo aguas arriba del camino de Alerce; pero los aguas abajo, donde se detiene el tránsito del caudal, son más necesarios.



Sin perjuicio de todas las consideraciones precedentes, que quiero que se consignen, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el cuarto lugar de la tabla figura el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.



Al inicio de esta sesión, varios Senadores manifestaron su interés en participar en el debate respectivo.



Formalmente, aún resta tiempo del Orden del Día, pero es muy limitado y no alcanza para discutir y despachar alguna iniciativa o tomar decisiones en otro sentido.



Si le parece a la Sala, levantaremos la sesión y seguiremos en la sesión ordinaria de mañana con los restantes proyectos incluidos en la tabla de hoy. Ello, sin perjuicio de dar curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

El señor COLOMA.- Me parece bien.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Acordado.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole antecedentes vinculados con REEMPLAZO DE EXPRESIÓN “DICTADURA” POR “RÉGIMEN MILITAR” EN LIBROS DE HISTORIA PARA EDUCACIÓN BÁSICA y REGISTRO DE ACTUACIONES DE CONSEJO NACIONAL DE EDUCACIÓN E INTEGRACIÓN DE ESTE ÓRGANO.



Del señor BIANCHI:



Al señor Subsecretario de Deportes, pidiéndole informar sobre ESTADO DE AVANCE DE TECHADO DE ESTADIO ANTONIO RISPOLI DÍAZ (comuna de Punta Arenas).



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, requiriendo su intervención ante EXCLUSIÓN REITERADA DE DIRIGENTES SOCIALES DE ACTIVIDADES BAJO PROGRAMA “GOBIERNO EN TERRENO” (provincia de Valdivia). Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole RESPUESTA A INTERROGANTES DE EMPRESARIOS DE ZOFRI POR ABANDONO DE AUTORIDAD FISCALIZADORA. A los señores Ministros de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndoles CONSIDERACIÓN DE PLANTEAMIENTOS DE FENABUS ANTE ALZAS CONTINUAS EN PRECIOS DEL PETRÓLEO. Y al señor Ministro de Justicia, requiriéndole tener en cuenta RESTITUCIÓN DE CABO MIRIAM VÁSQUEZ COMO PRESIDENTA DE ASOCIACIÓN DE SUBOFICIALES DE GENDARMERÍA DE REGIÓN DE LOS RÍOS.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, requiriéndole información en torno a TRANSFERENCIAS DE INMUEBLES FISCALES EN REGIÓN DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA EN 2010-2011.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:31.









Manuel Ocaña Vergara,








          Jefe de la Redacción 
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PROYECTO DE LEY, DE S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES A LOS SEÑORES CARLOS ALDUNATE DEL SOLAR Y PABLO DITTBORN BARROS

(S 1440-05)

Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a los señores don Carlos Aldunate del Solar y don Pablo Dittborn Barros.

GAB. PRES. N°034

ANT.:
No hay.

MAT.:
Acuerdo del H. Senado para nombramiento de miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes.

Santiago, 09 de enero de 2012

DE:
SEBASTIAN PINERA ECHENIQUE


PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
A:
GUIDO GU1RARDILAVÍN

PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. La Ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, establece que la dirección superior del Consejo corresponderá a un Directorio compuesto por once miembros.

2. El articulo 5° N° 5) de dicho precepto, establece que dos de los miembros del mencionado Directorio deben ser personalidades de la cultura, que tengan una conocida vinculación con la cultura y una destacada trayectoria y que sean representantes de las distintas actividades de la cultura, los cuales serán designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.

3. Mediante el presente oficio, solicito el acuerdo del H. Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por un periodo de cuatro años.

CARLOS ALDUNATE DEL SOLAR
RUN Nº 4.103.052-6

PABLO DITTBORN BARROS

RUN Nº 5.471.242-1

4. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.

(Fdo.): SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE,

Presidente de la República

2

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA LA INTENDENCIA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO, FORTALECE EL ROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y ACTUALIZA SUS ATRIBUCIONES Y FUNCIONES

(7829-13)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7829-13.                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.395, de Organización y Atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social:

1) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1°.- La Superintendencia de Seguridad Social, en adelante la Superintendencia, es un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.

La Superintendencia tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de institución fiscalizadora, en los términos del Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981.

La Superintendencia constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su domicilio es la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente establezca en otras ciudades del país.

Le corresponderá a la Superintendencia la supervigilancia y fiscalización de los regímenes de seguridad social, como asimismo de las instituciones que los administren, dentro de la esfera de su competencia y en conformidad a la ley.”.
2) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- Son funciones de la Superintendencia las siguientes:

a) Fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las normas legales y reglamentarias de seguridad social de su competencia. 
b) Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones a las entidades sometidas a su supervigilancia, en tanto sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.

Asimismo, deberá impartir instrucciones a las instituciones sometidas a su fiscalización sobre los procedimientos para el adecuado otorgamiento de las prestaciones que en cada caso correspondan.

Previamente a dictar circulares o instrucciones de carácter general, la Superintendencia podrá convocar a un proceso de consulta pública y recepción de comentarios. Dicho proceso se realizará por medios electrónicos u otros que se fijen al efecto. Los comentarios que se reciban serán evaluados, sin ser vinculantes.
c) Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores, pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso.
d) Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en materias de su competencia y proponer las reformas legales y reglamentarias que la técnica y experiencia aconsejen.

e) Realizar estudios e informes sobre aspectos médicos, actuariales, financieros o jurídicos, referidos a materias de su competencia.
f) Sistematizar y proponer la estandarización de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo, propendiendo a su uniformidad, mediante revisiones periódicas.
g) Administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo, el que deberá contener, a lo menos, la información de las denuncias de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales, los diagnósticos de enfermedad profesional, los exámenes y las evaluaciones realizadas, las calificaciones de los accidentes y enfermedades, y las actividades de prevención y fiscalización que correspondan, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles.
h) Evacuar los informes técnicos que soliciten los tribunales de justicia, en materias propias de su competencia.
i) Velar porque las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieren corresponder a otros organismos fiscalizadores.
j) Examinar, calificar y observar los estados contables y financieros de las entidades sometidas integralmente a su fiscalización, los que, según una norma de general aplicación que establezca la Superintendencia, deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.
k) Ordenar la realización de auditorías o, en casos calificados, instruir los procedimientos sancionatorios a las entidades fiscalizadas, procediendo a la aplicación de las sanciones que corresponda, sin perjuicio de la facultad de formular denuncias y querellas ante el Ministerio Público y los tribunales que correspondan por las eventuales responsabilidades de ese carácter que afectaren a aquéllas o a sus directores, ejecutivos o trabajadores.

l) Impartir instrucciones de carácter general a los organismos fiscalizados, para que publiquen con la periodicidad que la Superintendencia señale, información suficiente y oportuna de interés para el público, sobre su situación jurídica, económica y financiera.

m) Elaborar y publicar las estadísticas referentes a los regímenes de seguridad social dentro del ámbito de su competencia.

n) Elaborar la Memoria Anual del Sistema Nacional de Seguridad y Salud Laboral, que incluirá los resultados alcanzados, los principales hitos en el desarrollo de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, y los avances que se registren en el logro de los objetivos, indicando niveles de cumplimiento de los mismos y perspectivas para el futuro. Además, recopilará, consolidará y sistematizará la información que proporcionen los organismos administradores de la ley Nº 16.744 y las diversas instituciones públicas con competencias en materias de seguridad y salud laboral, directamente o  a través del Sistema Nacional de Información de Seguridad y Salud en el Trabajo.

Dicha Memoria se remitirá al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a más tardar el mes de mayo de cada año.
ñ) Difundir los principios técnicos y sociales de seguridad social, mediante la divulgación de los textos legales correspondientes y del resultado de su aplicación.
o) Desempeñar las demás funciones que le encomienden las leyes.”.
3) En el artículo 3°:

a) Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “control” por “fiscalización”, y

b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “El control” por “La supervigilancia”.

4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Un funcionario con el título de Superintendente de Seguridad Social es el Jefe Superior de la Superintendencia y tiene la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

El Superintendente de Seguridad Social, el Fiscal y los Intendentes, serán nombrados por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882. Al efecto, el Superintendente tendrá el grado 1°, de la escala de fiscalizadores correspondiente al primer nivel jerárquico, y los cargos de Fiscal e Intendentes, grado 2° de la escala de fiscalizadores, correspondientes al segundo nivel jerárquico.
Corresponderá al Superintendente, especialmente: 

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia.

b) Establecer oficinas regionales o provinciales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.

c) Dictar los reglamentos e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento de la Superintendencia.
d) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes.
e) Ejercer, respecto del personal de la Superintendencia, todas las atribuciones que corresponden a un jefe superior de servicio.

f) Encomendar a las Intendencias de la Superintendencia, a su Fiscalía, y a las unidades que componen su organización interna, las funciones que estime necesarias.
g) Aplicar las sanciones que señalen las leyes.
h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Rendir cuenta anualmente de su gestión, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.
j) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.”.
5) Derógase el artículo 6°.

6) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- El personal de la Superintendencia se regirá por la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal que se asigne a tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la institución.”.

7) Sustitúyase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8°.- La Superintendencia se estructurará orgánica y funcionalmente en la Fiscalía, la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo y la Intendencia de Beneficios Sociales.

En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y las funciones que correspondan a cada una de sus unidades.”.
8) Deróganse los artículos 9° y 10.

9) En el artículo 11:

a) Elimínase la frase “de la planta”, y

b) Sustitúyese la oración “de las entidades que fiscalice” por “en las entidades que fiscalice”.

10) Deróganse los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20.

11) En el artículo 23:

a) Sustitúyese la expresión “el artículo 15° del decreto con fuerza de ley N°245, de 1953”, por la siguiente: “la ley N° 18.833”, y

b) Reemplázase la expresión “al control”, por “a la supervigilancia”.
12) Deróganse los artículos 26, 28 y 29. 

13) Sustitúyese en el artículo 30 la oración “seguro sobre accidentes del trabajo se regirá por las disposiciones pertinentes de las leyes de previsión social”, por “Seguro Social contra Riesgos del Trabajo y Enfermedades Profesionales que se rige por la ley N° 16.744 y sus reglamentos”.

14) Derógase el artículo 31.

15) Deróganse los artículos 33 y 34.

16) Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- En el ejercicio de su labor fiscalizadora, la Superintendencia deberá siempre informar a la entidad respectiva  acerca de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias proporcionales al objeto de la fiscalización.

Para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, la Superintendencia podrá inspeccionar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las instituciones sometidas a su supervigilancia, y requerir de ellas o de sus administradores, asesores, auditores o personal, los antecedentes y explicaciones que juzgue necesarios. Igualmente, podrá solicitar la entrega de los documentos  o libros o antecedentes que sean necesarios para   fines    de   fiscalización,   sin   alterar  el

desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos de las entidades fiscalizadas que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en su domicilio o en la sede principal de su actividad.

También la Superintendencia podrá requerir a los organismos fiscalizados que le proporcionen la información necesaria para desarrollar sus funciones a través de medios electrónicos, como asimismo que se le otorgue acceso a los sistemas de información que posean estas instituciones, en los casos que determine a través de sus instrucciones y adoptando todas las medidas necesarias para asegurar el resguardo de la confidencialidad de la información sensible.

Además, podrá solicitar declaración por escrito o citar a declarar a los jefes superiores, representantes, administradores, directores, asesores, auditores y dependientes de las entidades o personas fiscalizadas, en los casos en que lo estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.”.
17) Deróganse los artículos 36 y 37.

18) En el artículo 38:

a) Agrégase en el párrafo inicial, a continuación de la frase “instituciones de previsión social”, la siguiente: “sometidas a su fiscalización”.

b) Elimínase en la letra b) la expresión “los funcionarios de”.

c) Derógase la letra c), pasando las siguientes a ser letras c), d) y e), respectivamente, y

d) Sustitúyese la letra f), que pasa a ser letra e), por la siguiente:

“e) Fijar la interpretación de las leyes y reglamentos de previsión social y ordenar a las instituciones sometidas a su fiscalización que se ajusten a esta interpretación.”.

19) Reemplázase el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- La Superintendencia de Seguridad Social tendrá competencia para investigar, examinar, revisar y pronunciarse sobre todos los actos de las gestiones administrativas y técnicas de las instituciones fiscalizadas, en las materias de su competencia, y en el otorgamiento de los beneficios a sus asegurados; establecerá si se han cumplido las leyes vigentes referentes a inversiones y otorgamiento de beneficios y, en especial, conocerá los gastos e inversiones de las entidades sometidas integralmente a su supervigilancia.”.

20) Agrégase en el artículo 40, a continuación de la expresión “y servicios”, la palabra “públicos”.

21) Deróganse los artículos 41, 42 y 43.

22) Elimínase en el artículo 45 la oración “ésta litigará en papel simple y”.

23) Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:
“Artículo 46.- El Superintendente deberá observar todo acuerdo de los Directorios o Consejos de las instituciones fiscalizadas que estime contrario a las leyes vigentes o al interés de las instituciones. Esta facultad deberá ejercerla por escrito y dentro del plazo de siete días hábiles, contado desde la fecha en que conste la recepción del acuerdo en la Superintendencia.

Los Directorios o Consejos de las entidades cuyos acuerdos hayan sido observados por el Superintendente en razón del interés de dichas entidades, podrán, con  los votos de los dos tercios de sus integrantes, insistir en dicho acuerdo, en cuyo caso deberá cumplirse.”.
24) Derógase el artículo 47.

25) En el artículo 48:

a) Sustitúyese el inciso primero por los siguientes: 

“Artículo 48.- Será facultad de la Superintendencia de Seguridad Social ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios que correspondan a las instituciones públicas sometidas a su fiscalización, para acreditar las infracciones y las responsabilidades en los hechos investigados, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tienen los Jefes de Servicios respectivos.
En las demás entidades fiscalizadas, la Superintendencia podrá ordenar que se realicen auditorías o instruir los procedimientos sancionatorios pertinentes para acreditar las infracciones y las responsabilidades que correspondan en los hechos investigados.”, y
b) Agrégase en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, entre las palabras “instituciones” y “fiscalizadas”, la palabra “públicas”.

26) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- De conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 35, los Consejeros, Directores, Vicepresidentes y Administradores de las instituciones sujetas a la fiscalización de la Superintendencia estarán obligados a prestar declaración en los casos en que sean requeridos y, si no lo hicieren, previa aplicación del procedimiento sancionatorio y mediante resolución fundada, se les podrá aplicar una multa de hasta cincuenta Unidades de Fomento.”.
27) Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Superintendente podrá requerir a las entidades fiscalizadas o al jefe de servicio respectivo evaluar la suspensión de sus funciones a los Consejeros, Directores, Vicepresidentes y Administradores, hasta por 30 días, como medida preventiva durante la tramitación de un procedimiento sancionatorio, cuando estime que esta medida es indispensable para el desarrollo y buen resultado de las diligencias decretadas.”.
28) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Si de los procedimientos sancionatorios resultare comprometida la responsabilidad de algún Consejero, Director, Vicepresidente o Administrador de las instituciones sometidas a su fiscalización, se aplicarán las sanciones del artículo 57 de esta ley.”.
29) En el artículo 53:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el correspondiente sumario,” por “el procedimiento sancionatorio que corresponda,”, y
b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Las sanciones que resulten del procedimiento indicado se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil de los Directores, Consejeros, Vicepresidentes o Administradores de las instituciones sometidas a su fiscalización, que responderán, solidariamente, con arreglo a las leyes, por los perjuicios que hayan irrogado a la institución o a los beneficiarios de los regímenes de seguridad social que administren, por la aplicación del acuerdo insistido.”.
30) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- En caso  de  realizar  auditorías, las instituciones fiscalizadas deberán informar a la Superintendencia los resultados de las mismas y las medidas correctivas aplicadas en caso de ser necesarias, conforme a lo instruido por dicho Servicio.”.
31) Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, los que se notificarán al presunto infractor por carta certificada, remitida al domicilio que éste tenga registrado ante la Superintendencia, confiriéndole un plazo de 15 días para formular los descargos.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o a las instrucciones o dictámenes emitidos por la Superintendencia en uso de sus atribuciones en que se habría incurrido, y la sanción asignada.

Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia examinará el mérito de los antecedentes, y podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan. 

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.”.

32) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Articulo 56.- Cumplidos los trámites señalados en el artículo anterior, el instructor del procedimiento sancionatorio emitirá, dentro de cinco días hábiles, un dictamen fundado en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente, quien resolverá en el plazo de quince días hábiles, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos. En este caso deberá dar  audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.”.

33) En el artículo 57:

a) Sustitúyese en el inciso primero el guarismo “1.000” por “15.000”, y 

b) Agrégase en el artículo 57 el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En todo caso, los Consejeros, Directores, Vicepresidentes y Administradores de las instituciones sometidas a la fiscalización de la Superintendencia que hubieren sido sancionados de acuerdo al N° 3 del artículo 28 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, no podrán ser nuevamente designados ni elegidos en los cargos señalados anteriormente, por el período de cinco años.”.
34) En el artículo 58:

a) Reemplázase en el inciso primero  el vocablo “diez” por “quince”;

b) Elimínase su inciso segundo, y

c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser segundo, por el siguiente:

“La reclamación se tramitará en cuenta y con preferencia, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, que deberá remitirse en el plazo de seis días hábiles. Vencido este plazo, el tribunal procederá a la vista de la causa y resolverá sin más trámite. En contra de la resolución que dicte la Corte, no procederá recurso alguno.”.
35) Reemplázase en el artículo 59 la palabra “transcrita” por “notificada”.

36) Sustitúyese el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen una multa tendrán mérito ejecutivo.
El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 58°.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a esta ley deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.

La cobranza de las multas impagas corresponderá a la Tesorería General de la República, que para estos efectos aplicará los procedimientos administrativos y judiciales establecidos por el Código Tributario para el cobro de los impuestos morosos.
Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legal o convencionalmente serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario. Si la multa no fuere procedente y, no obstante hubiese sido enterada, la Superintendencia o la Corte en su caso, deberán ordenar que se devuelva, debidamente reajustada, en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del citado Código.”.
37) Deróganse los artículos 61 y 65.

38) Reemplázase el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d) Los frutos de sus bienes.

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

h) Otros recursos que establezcan las leyes.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que crea las Plantas de la Superintendencia de Seguridad Social y fija requisitos de ingreso:

1) Agrégase a continuación de la expresión “JEFE SUPERIOR DE SERVICIO” la siguiente: “Primer Nivel Jerárquico”.

2) Sustitúyese la expresión “De exclusiva confianza” por “Segundo Nivel Jerárquico”.

3) Reemplázase la palabra “Subdirector” por “Intendentes”, y, en el número de cargos frente a dicha denominación, sustitúyase el guarismo “1” por “2”.

4) Reemplázase la denominación “Subdirector Fiscal” por “Fiscal”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Superintendencia de Seguridad Social y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos.

Artículo segundo.- Auméntase la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Seguridad Social en 15 cupos.

Artículo tercero.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo cuarto.- En tanto los cargos calificados como de Alta Dirección Pública no se provean conforme a las normas del Título VI de la ley N° 19.882, los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que los sirvan continuarán percibiendo las remuneraciones propias del régimen al que se encuentren afectos.”.


                    Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL "ACUERDO DE ASUNCIÓN SOBRE RESTITUCIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES TERRESTRES Y/O EMBARCACIONES QUE TRASPONEN ILEGALMENTE LAS FRONTERAS ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, LA REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE", SUSCRITO EN MONTEVIDEO, REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, EL 7 DE DICIEMBRE DE 1999

(8058-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8058-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 


              "Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile", suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999.".

    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.290, DE TRÁNSITO, INCORPORANDO EN EL CERTIFICADO DE INSCRIPCIÓN EL KILOMETRAJE REGISTRADO EN EL DISPOSITIVO Y SANCIONANDO A QUIENES LO ADULTEREN

(7559-15 Y 7565-15)


Con motivo de las Mociones refundidas, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.290, de Tránsito, de la siguiente forma:

1.- Agrega, en  el artículo 39, el siguiente inciso final:

"Tratándose de la compraventa de vehículos motorizados, el vendedor estará obligado a señalar de manera fidedigna, al momento de la inscripción, el kilometraje del vehículo respectivo y la fecha de la última transferencia. Sin este esencial requisito la inscripción a que se refieren los incisos anteriores será rechazada de plano.".

2.- En el inciso cuarto del artículo 53, reemplázase en el numeral 5 la expresión ",y", por un punto y coma (;); sustitúyese  el punto aparte (.) del numeral 6 por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y", y agrégase el siguiente numeral 7:

"7. El kilometraje que registra el dispositivo, instrumento de medición de distancia u odómetro.".

3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:

a) En el inciso segundo, sustitúyese la conjunción copulativa "y" entre las expresiones  "neumáticos" y "combustión interna" por una coma (,) y agrégase  a continuación de esta última expresión la siguiente: "y kilometraje".

b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:

"Si del examen realizado en la revisión técnica correspondiente se detectara la adulteración del kilometraje del vehículo, se considerará una infracción gravísima de conformidad al artículo 199.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, AUMENTANDO LAS SANCIONES POR MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD, BAJO LA INFLUENCIA DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES O SICOTRÓPICAS, Y BAJO LA INFLUENCIA DEL ALCOHOL

(7652-15)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en el trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República,  con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el 3 de enero de 2012.

- - - - - - - 


En sesión 62ª, ordinaria, de 12 de octubre de 2011, la Sala del Honorable Senado acordó que este proyecto de ley en su discusión en particular fuera conocido por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y, luego, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Posteriormente, en sesión 86ª, ordinaria de 4 de enero de 2012, la Sala del Honorable Senado revocó el acuerdo anterior en el sentido de que este proyecto de ley sólo fuera debatido en particular por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, sin pasar después a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - - - - - - - 


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Gómez.


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación de la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt; de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yañez; del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González y de la Asesora Legislativa de la Subsecretaria de Transportes, señora Romina Garrido.

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Con fecha 6 de septiembre de 2011, la Honorable Cámara de Diputados, mediante oficio Nº 065/2011, remitió este proyecto de ley a la Excma. Corte Suprema, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, por estimar que contenía normas que inciden en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


La Excma. Corte Suprema, con fecha 13 de septiembre de 2011, mediante oficio Nº 139, informó favorablemente este proyecto de ley, formulando algunas observaciones y señalando que las modificaciones propuestas se refieren a aspectos sustantivos de la Ley de Tránsito, y que no dicen directa relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, desde que están destinados a alterar las penas aplicables a determinados delitos. 

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Nº 2 (artículo 111) y Nº 9 (artículo 209).


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  no hay.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2, 6 (artículo 192, inciso primero), 20, 21, 29 (artículo 197 bis y artículo 197 ter) .


IV.- Indicaciones rechazadas: 3 (artículo 167), 4, 5, 31 (artículo 217).


V.- Indicaciones retiradas: 3 (artículos 175, 177 y 178); 6 (artículo 192, inciso final), 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 (artículo 198 bis; artículo 204, inciso quinto  e inciso final), 30 (artículo 208), 31 (artículo 209 bis, artículo 211 y artículo 215), 32, 33, 34 y 35.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 35 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que a través de nueve numerales modifica la Ley de Tránsito. 


El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, señaló que existe un acuerdo con el Honorable Senador señor Gómez para sacar de esta iniciativa legal todas las indicaciones que dicen relación con procedimientos y las penas.


En consecuencia, se ratifica el acuerdo anterior, retirándose las indicaciones relativas al procedimientos y a las penas.

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1)

Artículo 87

Nº 3


El actual artículo 87, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, prohíbe a los conductores del transporte público de pasajeros, en su Nº 3, admitir individuos ebrios, desaseados, que fumen o que no guarden compostura debida, o que ejerzan la mendicidad o cualquier clase de comercio en el vehículo.


El numeral 1) aprobado en general por el Honorable Senado, elimina el número 3 del artículo 87, pasando los actuales números 4, 5, 6 y 7 a ser 3, 4, 5 y 6, respectivamente. 


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 1 y 2. 

Indicaciones Nos 1 y 2

1.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 2.- del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para suprimirlo.



La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, expresó que la idea contenida en la eliminación del artículo 87, número 3, obedece a que los bebedores tienen que tener algún medio de movilización, puesto que al aumentarse los niveles de alcohol para considerar el manejo bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad y no poder conducir un vehículo motorizado es necesario considerar alguna forma en que puedan regresar a sus casas.


La aplicación de la norma contenida en el artículo 87, número 3, ha presentado algunos problemas a los conductores del transporte público de pasajeros, cuando se ha recurrido a la autoridad policial para bajar del medio de transporte a personas ebrias y se cursa la infracción al conductor por haberle permitido abordar el vehículo de transporte.


Los conductores profesionales, por regla general, distinguen cuando se puede transportar a una persona ebria, no obstante, el problema se presenta cuando la autoridad policial cursa la infracción.


En general, esta situación se produce durante las noches o en la madrugada, en que es muy difícil buscar un medio de transporte para estas personas que están ebrias y no pueden conducir sus vehículos, por lo que propuso que admitir personas ebrias al interior de los buses no constituya una infracción para el conductor.


El Honorable Senador señor Prokurica se manifestó a favor de las indicaciones presentadas, haciendo presente que el artículo 87, número 3, tiene por objetivo proteger a los demás pasajeros del transporte público. Agregó que la comunidad exige cada vez un mejor servicio y el hecho de permitir a personas ebrias en el transporte público es un retroceso.


Señaló que el transporte en un taxi es diferente puesto que la persona ebria puede viajar sola junto al conductor y éste puede decidir si lo lleva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, propuso aprobar estas indicaciones con modificaciones, en el sentido de eliminar esta prohibición para los conductores de taxis y mantenerla para los de transporte público mayor, en consideración a que en estos casos la presencia de una persona ebria puede significar un riesgo para los demás pasajeros.


Para regular la situación de los conductores del transporte público mayor, propuso agregar la siguiente frase: “salvo que el conductor estime que el estado del pasajero no significará un problema para los demás pasajeros”.


La eliminación propuesta por la Honorable Cámara de Diputados tiene por objetivo que personas que no puedan conducir por estar ebrias puedan, volver a sus casas.


El Honorable Senador señor Gómez concordó con la necesidad de proteger al resto de los pasajeros, por lo que propuso mantener esta prohibición para los buses y micros. Sin embargo, en relación a la facultad que se pretende otorgar al conductor para transportar a personas ebrias, siempre que estime que no hay riesgos para los otros pasajeros, es complejo, puesto que hace responsable al conductor de una situación que puede ser de difícil control.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que la aplicación de esta norma se puede considerar una discriminación, en especial en relación a las personas desaseadas. En cuanto a la prohibición de no admitir personas ebrias, manifestó que no se las puede dejar abandonadas en la vía pública.


El Asesor Legislativo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, expresó que al bajar los límites de la graduación alcohólica va a aumentar el número de pasajeros que podrían estar ebrios, la iniciativa legal tiene por objetivo que las personas ebrias no conduzcan vehículos motorizados.


En seguida, informó que en el año 2009 se eliminó la prohibición de realización de comercio al interior de los buses, sin embargo, como se produjo un error de referencia se mantiene la norma.


Añadió que el artículo 88, establece las obligaciones de los pasajeros. La eliminación del Nº 3 del artículo 87 aprobado en la Honorable Cámara de Diputados propone eliminar la carga que se establece para el conductor en el sentido de que está prohibido admitir personas ebrias.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que la norma contenida en el artículo 87 resulta inaplicable porque nadie la puede hacer cumplir. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, propuso modificar el artículo 88 en el sentido de establecer que el conductor de un vehículo de transporte público podrá no admitir a las personas que puedan causar problemas.


En consecuencia, se eliminaría la prohibición contenida en el artículo 87, número 3 y se modificaría el artículo 88, entregando al conductor la facultad para no admitir a las personas que puedan causar desordenes al interior del vehículo.


El problema que se presenta con la actual redacción del artículo 88 es que no impide que se suban 8 personas ebrias y causen problemas al interior del vehículo.


Se explicó que el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados elimina como sanción al conductor el hecho de admitir personas ebrias, desaseadas, que fumen o que no guarden la compostura debida, o que ejerzan la mendicidad o cualquier clase de comercio en el vehículo, lo que no significa que no esté prohibido para el pasajero fumar, puesto que el inciso final del artículo 88 señala que está estrictamente prohibido fumar.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó su disconformidad con la proposición relativa a excluir a los conductores de los taxis de la obligación contenida en el artículo 87, número 3, haciendo presente que no todas las personas cuentan con los recursos para pagar un pasaje de un taxi.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, propuso establecer la facultad de los conductores para no admitir a personas que estén en manifiesto estado de ebriedad, en el artículo 88. 


De esta forma, se entrega la señal de que las personas ebrias tienen la posibilidad de volver a sus hogares sin conducir, sin embargo, al mismo tiempo, se otorga la facultad al conductor para no admitir a una persona en manifiesto estado de ebriedad.


En consecuencia, se aprueban con modificaciones las indicaciones Nos 1 y 2, sustituyéndose el Nº 1, por el siguiente:


“1) Admitir individuos que fumen o que no guarden compostura debida, o que ejerzan la mendicidad.”.


Como Nº 2) se incorpora el artículo 91 bis, nuevo, contenido en el Nº 2 del artículo único, de la ley Nº 20.388, de 7 de noviembre de 2009, que modificó la ley Nº 18.290, de Tránsito.


Esta ley Nº 20.388, se encuentra actualmente vigente y se publicó ocho días después del DFL. Nº 1, de 29 de octubre de 2009, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito. Como consecuencia de lo anterior, las referencias que hace la ley Nº 20.388 se hicieron a la Ley 18.290 y no al texto refundido que cambió la numeración de los artículos.


Por lo tanto, para corregir lo anterior, vuestra Comisión acordó contemplar un numeral 2), nuevo, que incorpora el artículo 91 bis de la ley Nº 20.388, contenido en el Nº 2 del artículo único de dicha ley, como artículo 87 bis al texto refundido. 


Además, se acordó sustituir el artículo 88, que señala las obligaciones de los pasajeros, por el siguiente:


“Artículo 88.- Los pasajeros tienen la obligación de pagar la tarifa, respetar las normas de comportamiento que determinan la ley, la moral y las buenas costumbres y abstenerse de ejecutar cualquier acto que impida el normal desempeño del conductor. Este último tendrá la facultad de no admitir a personas que puedan causar problemas o desórdenes al interior del vehículo o que se encuentren en manifiesto estado de ebriedad.


Asimismo, les estará estrictamente prohibido fumar.”.


- En votación estas indicaciones y los acuerdos señalados respecto de los numerales 1), 2) y 3), fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez, Prokurica y Novoa.

- - - - - - -

Número 2)

Artículo 111


Pasó a ser Nº 4) sin enmiendas. No fue objeto de indicaciones.

- - - - -

Artículo 167


El artículo 167, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito,  señala que en los accidentes del tránsito, constituyen presunción de responsabilidad del conductor:  Nº 3.- Conducir en condiciones físicas deficientes o bajo la influencia del alcohol o de estupefacientes o sustancias sicotrópicas.

Indicación Nº 3 (artículo 167)

3.- Del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar los siguientes numerales, nuevos, a continuación del número 2):


“…) Intercálase, en el número 3 del artículo 167, luego de la palabra "deficientes" la expresión "o en estado de ebriedad".


Se explicó que la norma vigente contiene una presunción de culpabilidad cuando se conduce en condiciones físicas deficientes y se propone agregar el estado de ebriedad.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que la norma actual es más exigente al establecer la presunción de culpabilidad en caso de conducir bajo la influencia del alcohol.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que es preferible que esté considerado en forma expresa que conducir en estado de ebriedad constituye una presunción de culpabilidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, expresó que es evidente que el conductor en estado de ebriedad está bajo la influencia del alcohol.


La ley se refiere a las condiciones físicas deficientes, influencia del alcohol o influencia de estupefacientes y es irrelevante que reciba una condena por la comisión de un delito, lo importante es que estando bajo la influencia del alcohol se presume responsable. 


El Honorable Senador señor Chahuán coincidió con el planteamiento anterior, haciendo presente que la modificación propuesta puede tener efectos en los procesos judiciales que se encuentren actualmente en tramitación porque se está introduciendo una presunción de culpabilidad relativa al manejo en estado de ebriedad, por lo que debería revisarse la jurisprudencia en esta materia.


En su opinión, no puede haber duda en cuanto a que una persona que conduce bajo la influencia del alcohol o habiendo consumido estupefacientes o sustancias sicotrópicas, tiene un grado de responsabilidad, sin importar si el grado de alcohol lo califica como conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad.


La Asesora Legislativa de la Subsecretaria de Transportes, señora Romina Garrido, explicó que la ley establece dos delitos; en el artículo 193, se tipifica el manejo bajo la influencia del alcohol y el artículo 196, consagra como delito el manejo en estado de ebriedad, así, se trata de dos conductas distintas definidas por la graduación alcohólica. 


El hecho de manejar bajo la influencia del alcohol o de estupefacientes, constituye una presunción de culpabilidad.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó sus dudas en el sentido de que la introducción de esta nueva presunción pudiera significar la aplicación del principio pro reo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, propuso consultar la forma en que se aplica esta norma, a los jueces de policía local.


- En votación esta indicación Nº 3 (artículo 167), fue rechazada, con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa y Prokurica y con la abstención del Honorable Senador señor Gómez.

Artículo 175

Inciso segundo


El actual artículo 175, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que Carabineros retirará la licencia, permiso o documento para conducir a los infractores y los enviará, junto con la denuncia respectiva, al Tribunal que corresponda o al Ministerio Pública. 


Su inciso segundo, indica textualmente lo siguiente:


“En tal caso, la licencia, permiso o documento, será reemplazado por la boleta de citación del inculpado, que le servirá para conducir sólo hasta el día y hora de la comparecencia indicada en ella.”.


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Gómez incorpora el siguiente numeral:


…) Intercálase en el inciso segundo del artículo 175, luego de la coma (,) que sigue a la expresión "documento", lo siguiente: "con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis,".


El Honorable Senador señor Gómez explicó que la ley vigente permite al conductor seguir manejando con una boleta de citación al juzgado cuando se ha cursado una infracción, por lo que propuso que en caso de manejo bajo la influencia del alcohol y en estado de ebriedad, no se les permita conducir, se les retire la licencia de conducir debiendo presentarse ante al tribunal correspondiente.

La señal que se pretende entregar es que no se puede manejar cuando se ha consumido alcohol, ya sea bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad, la norma vigente da cuenta de un sistema permisivo.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que las modificaciones legales tienden a establecer un sistema más exigente lo cual va a significar que una persona que ha bebido muy poco resulte sancionada, lo anterior sin perjuicio de establecer sanciones drásticas para el que conduzca en estado de ebriedad, puesto que es un irresponsable y no se le debe permitir que siga conduciendo. 


El Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, informó que el proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados considera el retiro de la licencia de conducir a partir del control de detención, vale decir, cuando se trata de la comisión de un delito, el juez de garantía, está facultado para decretar la medida cautelar de retención de la licencia de conducir.


- Esta indicación fue retirada por su autor, Honorable Senador señor Gómez quien hizo presente que se retirarán éstas y otras indicaciones que se han formulado al proyecto de ley de su autoría y del Honorable Senador señor Cantero que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol (Boletín Nº 7.266-07).

Artículo 177


El artículo 177 de la ley vigente dispone textualmente lo siguiente:


“Artículo 177.- Si en un accidente sólo resultaren daños materiales y los conductores acudieren a dar cuenta a la unidad de Carabineros del sector, dicha unidad hará constar el hecho en el Libro de Guardia, y sólo formulará la respectiva denuncia ante el Juzgado de Policía Local competente, si alguno de los interesados lo solicitare, sin retirarle la licencia, permiso u otro documento para conducir.”.


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Gómez incorpora el siguiente numeral:


…) Reemplázase en el artículo 177 el "punto final (.)" por una "coma (,)" y agrégase a continuación lo siguiente: "con excepción de los artículos 192, 193,196, 198 bis inciso quinto y 209 bis".


Esta indicación fue retirada por su autor.

Artículo 178

Inciso tercero

El artículo 178, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que en las denuncias por simples infracciones o por accidentes del tránsito en que se causaren daños o lesiones leves, las unidades de Carabineros enviarán la denuncia y los documentos o licencias al Juzgado de Policía Local correspondiente.


Su inciso tercero, señala textualmente lo siguiente:


“Cuando en los accidentes del tránsito resulten lesiones menos graves, graves o la muerte de alguna persona y en los casos de manejo de vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas, Carabineros remitirá, junto con la denuncia, los documentos o licencias al Juzgado del Crimen correspondiente o al Ministerio Público.”.


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Gómez incorpora el siguiente numeral:


…) Reemplázase en el artículo 178, inciso tercero, la frase "y en los casos de manejo de vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas" por la oración "y en los casos de los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis,".


Esta indicación fue retirada.

Número 3)

Artículo 183

Pasó a ser Nº 5).


El actual artículo 183, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que cuando fuere necesario someter a una persona a un examen científico para determinar la dosificación del alcohol en la sangre o en el organismo, los exámenes podrán practicarse en cualquier establecimiento de salud habilitado por el Servicio Médico Legal, de conformidad a las instrucciones generales que imparta dicho Servicio. El responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que dichos exámenes se efectúen en forma expedita y para que los funcionarios de Carabineros empleen el menor tiempo posible en la custodia de los imputados que requieran la práctica de los mismos.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el conductor y el peatón que hayan tenido participación en un accidente de tránsito del que resulten lesionados o muertos serán sometidos a una prueba respiratoria o de otra naturaleza destinada a establecer la presencia de alcohol o de sustancias estupefacientes o sicotrópicas en sus cuerpos. En esos casos, los funcionarios de Carabineros deberán practicar al conductor y peatón las pruebas respectivas y, de carecer en el lugar de los elementos técnicos necesarios para ello, o de proceder la práctica de la alcoholemia, los llevarán de inmediato al establecimiento de salud más próximo. Se aplicarán al efecto las reglas del inciso precedente.


La negativa injustificada a someterse a las pruebas o exámenes a que se refieren este artículo y el artículo 182, o la circunstancia de huir del lugar donde se hubiere ejecutado la conducta delictiva, en su caso, serán apreciadas por el juez como un antecedente calificado, al que podrá dar valor suficiente para establecer el estado de ebriedad o influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas en que se encontraba el imputado


El numeral 3) aprobado en general por el Honorable Senado, agrega en el artículo 183 los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando los actuales incisos primero, segundo y tercero, a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Artículo 183.- Carabineros podrá someter a cualquier conductor a una prueba respiratoria evidencial u otra prueba científica, a fin de acreditar la presencia de alcohol en el organismo y su dosificación, o el hecho de encontrarse la persona conduciendo bajo la influencia del alcohol o de estupefacientes o sustancias sicotrópicas o en estado de ebriedad. 


Con el objeto de garantizar la precisión de la prueba que se practique, ésta deberá ser realizada con instrumentos certificados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, conforme a las características técnicas que defina el reglamento. En caso que en el momento de efectuarse el procedimiento de fiscalización no se encuentre disponible el instrumento para realizar la prueba, Carabineros podrá llevar al conductor a la Comisaría más cercana que cuente con dicho equipo, o podrá disponer que se realice un examen, de acuerdo a lo dispuesto en los incisos siguientes.”.


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 4 y 5. 

Indicaciones Nos 4 y 5

4.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 5.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:


“3) Sustitúyense los dos primeros incisos del artículo 183 por los siguientes incisos primero, segundo, tercero y cuarto:


“Artículo 183.- Carabineros podrá someter a cualquier conductor a una prueba respiratoria o de otra naturaleza destinada a detectar la presencia de alcohol en el organismo y su dosificación, o el hecho de conducir bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas.


Con el objeto de garantizar la precisión de la prueba que se practique, ésta deberá ser realizada con instrumentos certificados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, conforme a las características técnicas que defina el reglamento.


Carabineros, asimismo, podrá practicar estos exámenes a toda persona respecto de la cual tema fundadamente que se apresta a conducir un vehículo en lugar público y que presente signos externos de no estar en plenitud de facultades para ello. En este caso, si Carabineros no tuviere disponible el instrumento para realizar la prueba al momento de realizar la fiscalización, podrá llevar al conductor a la Comisaría más cercana que cuente con dicho equipo o disponer que se realice un examen en un centro de salud.


Si en alguno de los casos anteriores la prueba resulta positiva, Carabineros deberá prohibirle la conducción del vehículo por un plazo no superior a 3 horas, en caso de encontrarse bajo la influencia del alcohol, ni de 12 horas, en caso de encontrarse en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas. Durante el período de tiempo que fije Carabineros, el afectado podrá ser mantenido o llevado a la unidad policial respectiva, a menos que se allane a inmovilizar el vehículo por el tiempo que fije Carabineros o señale a otra persona que, haciéndose responsable, se haga cargo de la conducción durante dicho plazo. Esta disposición se aplicará sin perjuicio de las demás medidas o sanciones previstas en la leyes.”.


El Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, explicó que se pretende incorporar la tecnología, utilizada internacionalmente, de alcotest evidencial, que es una prueba respiratoria que entrega una información exacta en cuanto a la graduación alcohólica que la persona presenta en su cuerpo. Las pruebas actuales sólo entregan una referencia aproximada.


La realización de alcoholemia no es un procedimiento muy eficaz, puesto que implica levantar el punto de fiscalización para llevar al infractor a un centro asistencial para practicarle el examen. 


El artículo 183 está relacionado con el artículo 182, que se refiere a la realización de la alcoholemia.


El alcotest evidencial permitirá contar con diversos puntos de fiscalización, detectar estas infracciones sin necesidad de trasladar a los Carabineros, junto con los infractores a los centros asistenciales, teniendo presente que la realización del examen de alcoholemia no tiene ninguna prioridad.


La Subsecretaria de Telecomunicaciones, señora Gloria Hutt, acotó que existen tecnologías intermedias que cambian de color, sin embargo, no son precisas como evidencias puesto que no indican la graduación alcohólica. El alcotest evidencial indica con precisión el contenido de alcohol en la sangre, con lo cual es una tecnología confiable para su aplicación.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que el artículo 183 se refiere al conductor que se apresta a conducir, luego, en relación al texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados señaló que el sistema respiratorio evidencial no presenta problemas en el caso de la conducción bajo los efectos del alcohol, sin embargo, en el caso del manejo bajo la influencia de sustancias sicotrópicas es más compleja la definición del examen.


Además, para la aplicación del examen que detecta el grado de alcohol en la sangre se debe considerar que existen distintas realidades en el país, por lo que es importante determinar cómo se va a asegurar de que el sistema tenga cierta regularidad en el país.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó cómo se realiza la medición en el caso de una persona que consume sustancias sicotrópicas o estupefacientes lícitos.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, explicó que los estupefacientes o sustancias sicotrópicas, que afectan la capacidad de conducción, tienen indicación de no conducir porque afectan los reflejos de los conductores. 


El alcotest evidencial agrega una tecnología como evidencia, no anula la forma de control actual.


El Honorable Senador señor Gómez propuso reducir la prueba respiratoria evidencial a la influencia del alcohol. En el caso del consumo de sustancias sicotrópicas se requiere la realización de un examen de sangre. 


En consecuencia, solicitó una precisión en relación al examen que se realiza para detectar la conducción bajo la influencia de sustancias sicotrópicas y estupefacientes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, estableció que lo importante en esta materia es que el examen permita detectar que se está conduciendo bajo la influencia de estupefacientes y si el examen está certificado es suficiente. Además, se propone que las nuevas tecnologías puedan ser consideradas evidencias.


En seguida, propuso agregar en el inciso segundo de esta disposición que con el objeto de garantizar la precisión de la prueba que se practique, ésta deberá ser realizada con instrumentos certificados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones conforme a las características técnicas que defina el reglamento, distinguiendo aquellos que son capaces de detectar la conducción bajo la influencia del alcohol de los otros.


El Honorable Senador señor Chahuán consultó cuántas infracciones se han cursado por conducir bajo los efectos de sustancias sicotrópicas. 


- En votación estas indicaciones Nos 4 y 5, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez, Prokurica y Novoa.


En mérito al debate anterior, vuestra Comisión acordó sustituir en el inciso segundo del artículo 183, el punto (.) que figura a continuación de la palabra “reglamento” por una coma (,) y agregar la siguiente oración: “distinguiendo entre aquellos que son capaces de detectar la conducción bajo la influencia del alcohol de los otros.”.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Gómez, Novoa y Prokurica, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - 

Número 6, nuevo

Artículo 192


El actual artículo 192, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo y, en su caso, con la suspensión de la licencia de conductor o inhabilidad para obtenerla, hasta por 5 años, el que:


a) Falsifique una licencia de conductor, boleta de citación, o un permiso provisorio o cualquier certificado o documento requerido por esta ley para obtenerlos;


b) Conduzca, a sabiendas, con una licencia de conductor, boleta de citación o permiso provisorio judicial para conducir, falsos u obtenidos en contravención a esta ley o pertenecientes a otra persona;


c) Presente, a sabiendas, certificados falsos para obtener licencia de conductor;


d) Obtenga una licencia de conductor, sin cumplir con los requisitos legales para ello, mediante soborno, dádivas, uso de influencias indebidas o amenaza;


e) Conduzca, a sabiendas, un vehículo con placa patente ocultada o alterada o utilice, a sabiendas, una placa patente falsa o que corresponda a otro vehículo;


f) Certifique, indebida o falsamente, conocimientos, habilidades, prácticas de conducción o realización de cursos de conducir que permitan obtener una licencia de conductor;


g) Otorgue un certificado de revisión técnica sin haber practicado realmente la revisión o que contenga afirmaciones de hechos relevantes contrarios a la verdad; detente formularios para extenderlos, sin tener título para ello; falsifique un certificado de revisión técnica o de emisión de gases, permiso de circulación o certificado de seguro obligatorio.


El que adultere un certificado de revisión técnica o de emisión de gases, permiso de circulación o certificado de seguro obligatorio o utilice a sabiendas uno falsificado o adulterado, será sancionado con la pena señalada en el artículo 490, Nº 2, del Código Penal.


Las penas señaladas en este artículo se aplicarán también al responsable de la circulación de un vehículo con permiso de circulación, certificado de seguro automotor o certificado de revisión técnica falsos, adulterados u obtenidos en contravención de esta ley o utilizando una placa patente falsa, adulterada o que correspondiere a otro vehículo.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 6.

Indicación Nº 6


6.- Del Honorable Senador señor Gómez, para consultar el siguiente numeral nuevo a continuación del número 3):


“…) Modifícase el artículo 192 de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la "coma (,)" que sigue a la expresión "años", la frase "y multa de 500 a 1000 UTM".


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“El que conduzca obteniendo una licencia de conducir infringiendo las letras a), b), c), d), e) y f), y el inciso precedente, todos de este mismo artículo y se determine que estaba bajo la influencia del alcohol, o en estado de ebriedad, de acuerdo al artículo 111 o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, infringiendo los artículos 193, incisos primero, segundo y tercero, 196, incisos primero y segundo, o 198 bis, inciso quinto, será sancionado con las penas del inciso primero del artículo 209 bis. El que infringiere los artículos 193, inciso cuarto y 196 inciso tercero, será sancionado con las penas del artículo 209 bis inciso final.”.”.

Indicación Nº 6

Letra a)

Artículo 192, inciso primero


El Honorable Senador señor Gómez explicó que tiene por finalidad aumentar la pena, incluyendo una multa puesto que la falsificación de una licencia de conducir es una conducta muy grave y deben considerarse elementos disuasivos para impedir esta acción.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, coincidió con el objetivo de la indicación, no obstante, señaló que el monto de la multa resulta excesivo, por lo que propuso que se considere como parámetro el valor de los vehículos.


En consecuencia, la Comisión acordó aprobar esta indicación reduciendo el valor de las multas propuestas de 50 a 100 UTM y no de 500 a 1000.


- En votación esta indicación Nº 6, artículo 192, letra a), inciso primero, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Gómez y Prokurica.

Letra b)

artículo 192, inciso final


Esta indicación fue retirada por su autor.

Número 4)

Artículo 193


Pasó a ser Nº 7).


El artículo 193, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, indica que el que infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, conduzca, opere o desempeñe las funciones bajo la influencia del alcohol, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por un mes.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado mínimo o multa de cuatro a diez unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir de dos a cuatro meses.


Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será aquélla señalada en el artículo 490, Nº 2, del Código Penal y la suspensión de la licencia de conducir de cuatro a ocho meses.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1, del Código Penal o la muerte, se impondrá la pena de reclusión menor en su grado máximo, multa de ocho a quince unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia para conducir por el plazo que determine el juez, el que no podrá ser inferior a doce ni superior a veinticuatro meses.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.


En caso de reincidencia el infractor sufrirá, además de la pena que le corresponda, la suspensión de la licencia para conducir por el tiempo que estime el juez, el que no podrá ser inferior a veinticuatro ni superior a cuarenta y ocho meses.


El numeral 4) aprobado en general por el Honorable Senado, introduce, mediante siete letras, diversas modificaciones al artículo 193, del siguiente tenor:


“4) En el artículo 193:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


"Artículo 193.- El que, infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, conduzca, opere o desempeñe las funciones bajo la influencia del alcohol, será sancionado con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por tres meses. Si a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren daños materiales o lesiones leves, será sancionado con una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por seis meses. Se reputarán leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a siete días.".


b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión "de dos a cuatro meses", por "por nueve meses”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la expresión "de cuatro a ocho meses", por "de dieciocho a treinta y seis meses.".


d) En el inciso cuarto, sustitúyense la expresión “de ocho a quince”, por “de veintiuno a treinta”; y la frase “inferior a doce ni superior a veinticuatro meses”, por “inferior a treinta y seis ni superior a sesenta meses”.


e) Elimínase el inciso quinto, pasando el actual inciso sexto a ser inciso quinto.


f) Sustitúyese en el inciso final la frase “el que no podrá ser inferior a veinticuatro ni superior a cuarenta y ocho meses.”, por la siguiente: “el que no podrá ser inferior a cuarenta y ocho ni superior a setenta y dos meses.”.


g) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,) lo siguiente: “excepto cuando la conducta constitutiva de reincidencia se refiera a la situación prevista en el inciso cuarto de este artículo, o que exista condena previa por ese delito, en cuyo caso se aplicará además la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica. Con todo, el tribunal a petición del fiscal, el querellante o la víctima, podrá decretar la medida cautelar de suspensión provisoria de la licencia de conducir desde que se realice la audiencia de control de detención, debiendo quedar constancia en la hoja de vida del conductor. El tiempo que medie entre dicha audiencia y la dictación de la sentencia se imputará a la condena.”.


A este numeral se presentaron quince indicaciones signadas con los Nos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 21. 

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Gómez, para reemplazarlo por el siguiente:


"4) Sustitúyese el artículo 193 por el siguiente:


"Artículo 193.- El que infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, conduzca, opere o desempeñe funciones bajo la influencia del alcohol, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de 10 a 20 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 1 a 2 años.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado máximo, con multa de 25 a 50 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 2 a 3 años.


Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será aquella señalada en el artículo 490, número 2, del Código Penal, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de 3 a 5 años. Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, número 1 del Código Penal o la muerte, se impondrá la pena de reclusión menor en su grado máximo, multa de 100 a 200 UTM, y la suspensión de la licencia de conducir por 15 años.


En caso de reincidencia, al infractor se le aplicará la pena aumentada en un grado, el doble de la multa y el doble de tiempo en las suspensiones de la licencia de conducir.".”.


Esta indicación fue retirada.

Letra a)

Indicaciones Nos 8 y 9

8.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 9.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para sustituir los términos “tres” y “seis” por “dos” y “cuatro”, respectivamente.


Estas indicaciones fueron retiradas.

Letra b)

Indicaciones Nos 10 y 11

10.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 11.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazar la expresión “por nueve meses” por “por cinco meses”.


Estas indicaciones fueron retiradas.
Letra c)

Indicaciones Nos 12 y 13

12.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 13.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para sustituirla por la siguiente:


“c) Reemplázase el inciso tercero por el que sigue:


“Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será aquélla señalada en el artículo 490, N° 2, del Código Penal o multa de diez a quince unidades tributarias mensuales, y la suspensión de la licencia de conducir de seis a doce meses.”.”.


Estas indicaciones fueron retiradas.
Letra d)

Indicaciones Nos 14 y 15

14.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 15.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para sustituirla por la siguiente:


“d) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, No. 1, del Código Penal o la muerte, se impondrá la pena de reclusión menor en su grado máximo, multa de quince a treinta unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia para conducir por el plazo que determine el juez, el que no podrá ser inferior a doce meses ni superior a veinticuatro meses.”.


Estas indicaciones fueron retiradas.
Letra e)

Indicaciones Nos 16 y 17

16.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 17.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para suprimirla.


Estas indicaciones fueron retiradas.
Letra f)

Indicaciones Nos 18 y 19

18.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 19.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para eliminarla.


Estas indicaciones fueron retiradas.
Letra g)

Indicaciones Nos 20 y 21

20.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 21.- del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazarla por la siguiente:


“g) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las penas de multas de este artículo podrán siempre ser reemplazadas, a voluntad del infractor, por trabajos a favor de la comunidad y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio a costa del infractor, salvo que éste cuente con el privilegio de pobreza a que se refiere el artículo 591 del Código Orgánico de Tribunales.”.





La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, expresó que el hecho de que el cumplimiento de las penas de multas puedan ser reemplazadas a voluntad del infractor por trabajos a favor de la comunidad le resta seriedad. 


Por otra parte, la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, que serán impartidas por el respectivo municipio resulta muy difícil de controlar.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló su conformidad con la norma propuesta en atención a que mediante esta iniciativa legal se pretenden corregir ciertas conductas de los infractores. En su opinión, esta proposición tiene una connotación social que es importante y en muchos casos puede producir efectos más importantes que el simple pago de una multa.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó su conformidad con la indicación en debate puesto que puede ser ejemplificadora.


El Asesor Jurídico de la Subsecretaria de Transportes, señor Juan Carlos González, señaló que esta modalidad existe y está sometida a que los municipios la habiliten y se puede producir una discriminación en el sentido de que los infractores de la Ley de Tránsito podrán acceder a esta forma de cumplir la pena, en circunstancias que los infractores de otras normas municipales deberán pagar las multas.


Luego, propuso modificar la expresión “a voluntad del infractor” por “a petición del infractor”.


La Comisión no estuvo de acuerdo en la modificación anterior porque en ese caso el juez podría denegar la solicitud y se pretende que sea “a voluntad del infractor” para que éste decida la forma en que cumplirá la pena.


La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yañez, hizo presente que comparte la idea contenida en la indicación, sin embargo, su implementación y cumplimiento no será efectivo. La experiencia internacional exhibe la aplicación de otras medidas ejemplificadoras para los infractores, como puede ser un fin de semana en la cárcel, o la realización de trabajos sociales.


En consideración al debate anterior, el Honorable Senador señor García Huidobro propuso modificar la indicación, eliminando la siguiente frase final: “a costa del infractor, salvo que éste cuente con el privilegio de pobreza a que se refiere el artículo 591 del Código Orgánico de Tribunales”.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, expresó que esta norma debe mantenerse como una alternativa para infractores de escasos recursos que no pueden pagar las multas y es preferible a que ingrese a la cárcel.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Gómez, Pizarro y Prokurica.

Número 5) 

Artículo 196


Pasó a ser número 8), sin enmiendas.


El actual artículo 196, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, dispone que el que infrinja la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad, o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, ya sea que no se ocasione daño alguno, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves. Se reputarán leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor de siete días.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones graves o menos graves, se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio menor en su grado máximo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales.


El tribunal, en todo caso, podrá hacer uso de la facultad que le confiere el inciso final del artículo 193.


En los delitos previstos en este artículo se aplicarán como pena accesoria la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de seis meses a un año; de uno a dos años, si se causaren lesiones menos graves o graves, de dos a cuatro años, si resultare la muerte. En caso de reincidencia, los plazos máximos señalados en este inciso se elevarán al doble, debiendo el juez decretar la cancelación de la licencia cuando estime que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública; lo que fundará en las anotaciones que registre la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas.


Las medidas indicadas en el inciso precedente no podrán ser suspendidas, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, cumplidos a lo menos seis años desde que se canceló la licencia de conducir, el juez podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.


El numeral 5) aprobado en general por el Honorable Senado, introduce, mediante cuatro letras, diversas modificaciones al artículo 196, del siguiente tenor:


“5) En el artículo 196:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la frase “y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales”, lo siguiente: “además de la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de dos años, si fuese sorprendido en una primera ocasión, la suspensión por el término de cinco años, si es sorprendido en un segundo evento y, finalmente, con la cancelación de la licencia al ser sorprendido en una tercera ocasión,”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “además de la suspensión de la licencia de conducir por el término de treinta y seis meses en el caso de producirse lesiones menos graves, y de cinco años en el caso de lesiones graves. En caso de reincidencia, el juez deberá decretar la cancelación de la licencia.”.


c) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.


d) Deróganse los incisos cuarto, quinto y sexto.”.


A este numeral se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 22, 23 y 24.

Indicación Nº 22


22.- Del Honorable Senador señor Gómez, para reemplazarlo por el que sigue:


"5) Sustitúyese el artículo 196 por el siguiente:


"Artículo 196.- El que infrinja la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad, o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de su licencia de conducir de 3 a 5 años, ya sea que no se ocasione daño alguno, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves. Se reputarán leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a siete días.


Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones graves o menos graves, se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de 100 a 200 UTM y la suspensión de su licencia de conducir de 5 a 10 años.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal o la muerte de una o más personas, se impondrían las penas de presidio menor en su grado máximo, multa de 200 a 500 UTM y la cancelación de la licencia para conducir vehículos motorizados por toda la vida del infractor.


En caso de reincidencia, al infractor se le aplicará la pena aumentada en un grado, el doble de la multa y el doble de tiempo en las suspensiones de la licencia de conducir.".”.


Esta indicación fue retirada.

Indicaciones Nos 23 y 24

23.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 24.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:


“5) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 196, el término “final” por “quinto” y agrégase la siguiente oración: “y será aplicable al infractor lo señalado en el inciso final del mismo artículo”.


Estas indicaciones fueron retiradas.

Número 6)

Artículo 197

Pasó a ser Nº 9, sin enmiendas.


El artículo 197, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que para el juzgamiento de los delitos previstos en esta ley, salvo los descritos en el artículo 198, se aplicarán, según corresponda, los procedimientos establecidos en el Código Procesal Penal, con las siguientes reglas especiales:


Tratándose de procedimientos por faltas, el fiscal podrá solicitar la aplicación del procedimiento monitorio establecido en el artículo 392 del Código Procesal Penal, cualquiera fuera la pena cuya aplicación requiriere. Si el juez de garantía resuelve proceder en conformidad con esta norma, reducirá las penas aplicables en la proporción señalada en la letra c) del mismo artículo.


Para los efectos de la aplicación del artículo 395 del Código Procesal Penal, el juez deberá informar al imputado todas las penas copulativas y accesorias que de acuerdo a la ley pudieren imponérsele, cualquiera sea su naturaleza.


En el caso de los delitos de conducción, operación o desempeño en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, el juez de garantía podrá decretar, de conformidad a las reglas del Código Procesal Penal, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, por un plazo que no podrá ser superior a seis meses.


Asimismo, en los procedimientos por estos delitos, el fiscal podrá solicitar al juez de garantía la suspensión del procedimiento, reuniéndose los requisitos establecidos en el artículo 237 del Código Procesal Penal. En tal caso, el juez podrá imponer, además de cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, la suspensión de la licencia para conducir por un plazo no menor de seis meses ni superior a un año.


Tratándose del procedimiento simplificado, la suspensión condicional del procedimiento podrá solicitarse en la audiencia que se llevare a efecto de acuerdo con el artículo 394 del Código Procesal Penal.


Si el conductor se encuentra bajo la influencia del alcohol, se procederá a cursar la denuncia correspondiente por la falta sancionada en el artículo 193.


Si del resultado de la prueba se desprende que se ha incurrido en la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas castigadas en el artículo 196, el conductor será citado a comparecer ante la autoridad correspondiente. En los demás casos previstos en el mismo artículo, también podrá citarse al imputado si no fuera posible conducirlo inmediatamente ante el juez, y el oficial a cargo del recinto policial considerara que existen suficientes garantías de su oportuna comparecencia.


Lo establecido en el inciso anterior procederá siempre que el imputado tuviere control sobre sus actos, o lo recuperare, y se asegure que no continuará conduciendo. Para ello, la policía adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en el que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas, a fin de que sea conducido a su domicilio, bajo su responsabilidad. Podrá emplearse en estos casos el procedimiento señalado en el inciso final del artículo 7, en lo que resultare aplicable.


Si no concurrieren las circunstancias establecidas en los dos incisos precedentes, se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, el que podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo con las reglas generales. Sin perjuicio de la citación al imputado, o de su detención cuando corresponda, aquél será conducido a un establecimiento hospitalario para la práctica de los exámenes a que se refiere el artículo 183.


El numeral 6) aprobado en general por el Honorable Senado, introduce, mediante tres letras, diversas modificaciones al artículo 197, del siguiente tenor:


“6) En el artículo 197:


a) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “el juez de garantía podrá decretar, de conformidad a las reglas del Código Procesal Penal, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, por un plazo que no podrá ser superior a seis meses.”, por la siguiente: “el tribunal, a petición del fiscal, el querellante o la víctima, podrá decretar la medida cautelar de suspensión provisoria de la licencia de conducir desde que se realice la audiencia de control de detención, debiendo quedar constancia en la hoja de vida del conductor. El tiempo que medie entre dicha audiencia y la dictación de la sentencia se imputará a la condena.”.


b) Modifícase el inciso quinto de la siguiente manera:


1) Sustitúyese la frase “por estos delitos”, por “por los delitos a que se refiere el inciso primero”.


2) Sustitúyese la frase “En tal caso, el juez podrá imponer, además de cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, la suspensión de la licencia para conducir por un plazo no menor de seis meses ni superior a un año.”, por la siguiente: “En tal caso, el juez podrá imponer cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, debiendo siempre decretar la suspensión, cancelación o inhabilitación perpetua, conforme a lo establecido en los artículos 193 y 196, según corresponda. En estos delitos no procederá la atenuante de responsabilidad penal contenida en el artículo 11 N° 7ª del Código Penal.”.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Las penas de suspensión, cancelación o inhabilitación perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal, no podrán ser suspendidas, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal.”.


A este numeral se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 25, 26, 27 y 28.

Indicaciones Nos 25 y 26

25.- Del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 26.-, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para eliminarlo.


Estas indicaciones fueron retiradas.

Indicación Nº 27


27.- Del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar como letra a), nueva, la siguiente:


"a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase "el artículo 198" por "los artículos 192, 193, 196, 198, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis.".


Esta indicación fue retirada.

Letra a)

Indicación Nº 28


28.- Del Honorable Senador señor Gómez, para sustituirla por la siguiente:


"…) En el caso de las infracciones al artículo 203 por la conducción, operación o desempeño a exceso de velocidad, el tribunal, a petición del fiscal, el querellante o la víctima, podrá decretar la medida cautelar de suspensión provisoria de la licencia de conducir desde que se realice la audiencia de control de detención, debiendo quedar constancia en la hoja de vida del conductor. El tiempo que medie entre dicha audiencia y la dictación de la sentencia se imputará a la condena. En el caso del artículo 198 bis inciso quinto, el juez deberá decretar la medida cautelar de retención de carné, permiso o licencia de conductor hasta la sentencia definitiva.".


Esta indicación fue retirada.

- - - - - - - 


Números 10 y 11, nuevos

Artículo 197 bis, nuevo

Indicación Nº 29


29.- Del Honorable Senador señor Gómez, para agregar, a continuación del numeral 6), los siguientes, nuevos.


“…) Agrégase el siguiente Artículo 197 bis:


"Artículo 197 bis.- En el caso de los delitos de conducción, operación o desempeño descritos en el artículo 192, 193 y en el artículo 196, incisos primero y segundo, y 198 bis, inciso quinto; el juez podrá decretar una sanción mayor a la señalada en el artículo, llegando hasta la cancelación de la licencia, cuando los antecedentes de la causa fundados en las anotaciones que registren la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la segundad pública.


Las medidas indicadas en el artículo 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis no podrán ser suspendidas, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal.


Si del resultado de las pruebas señaladas en el artículo 183 se desprende que se ha incurrido en la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, o manejo a exceso de velocidad, castigadas en los artículos 192,193,196,198 bis, inciso quinto, y 209 bis se le conducirá en forma inmediata ante el juez, si esto no fuere posible se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, junto con los documentos o licencias y todos los antecedentes pertinentes, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo a las reglas generales.


Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Carabineros procederá a retirar el vehículo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


En los casos de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis, el tribunal decretará en forma inmediata y de oficio una medida de embargo sobre el vehículo que ha sido puesto a su disposición, comunicando u oficiando al Registro Civil para su anotación. Asimismo, procederá a decretar, de conformidad a las normas legales, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, hasta la dictación de la sentencia definitiva.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.".


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que el inciso quinto del artículo 197 vigente es una facultad muy amplia y dice relación con la convicción que se forme el juez de un conductor.


Mediante esta norma, un juez podría determinar que el infractor no puede tener licencia de conducir, porque será reincidente, porque es incurable o por cualquier otro motivo.


El Asesor Jurídico de la Subsecretaria de Transportes, señor Juan Carlos González, explicó que el Ejecutivo está de acuerdo en que se retire la licencia de conducir al que protagoniza un accidente.


El Honorable Senador señor García Huidobro consultó qué sucede con las recetas médicas que indican que no se debe conducir y si esa decisión médica debe ser informada a alguna entidad.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, explicó que en esos casos la detección de sustancias sicotrópicas, que son los medicamentos que ingiere el conductor, serán detectados como una alteración en un examen de sangre. 


La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yañez, señaló que esta iniciativa legal está enfocada en el consumo de alcohol y el país está atrasado en la detección de drogas en los conductores, incluso respecto del consumo de las drogas ilícitas no existe un sistema generalizado para detectarlo.


Esta materia se está analizando en conjunto con el Ministerio del Interior y se realiza mediante una prueba desechable y rápida con saliva, para lo cual se seleccionan ciertas drogas. No existe un sistema único para detectar la amplia gama de drogas.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que hay ciertas enfermedades en que el médico debe indicar que no se debe manejar, como es el caso de la epilepsia, en que existe una conducta permanente, sin embargo, debe tenerse en consideración la confidencialidad de la enfermedad. Además, existe un alto consumo de los medicamentos inductores del sueño lo cual importa un tema muy específico.


En su opinión, se deben establecer ciertas normas de control relativas al consumo de las drogas ilícitas más comunes.


El Honorable Senador señor Gómez precisó que esta iniciativa legal es de aplicación general, por lo tanto, se aplica al manejo en estado de ebriedad y bajo los efectos del consumo de sustancias sicotrópicas y si no existen forma reales de control se está generando un problema.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, expresó que el consumo de drogas también afecta a la conducción y es causa de accidentes, sin embargo, no existen graduaciones que permitan medir el consumo. El objetivo de esta iniciativa legal es abordar los problemas que se pueden controlar de manera más precisa, con seguridad en el futuro se analizará la conducción bajo los efectos de sustancias sicotrópicas y se contará con alguna escala que las permita detectar en forma más precisa.


Por otra parte, informó que la Subsecretaría de Transportes está analizando la forma en que se otorgan las licencias de conducir, por lo que se podría establecer un registro de las personas que padecen de alguna enfermedad por la cual consumen medicamentos que pueden influir en una adecuada conducción, pudiendo determinarse restricciones para el otorgamiento de esas licencias.


El Honorable Senador señor García Huidobro consultó qué sucederá con un conductor drogado que causa un accidente y da muerte a una persona. Al mismo tiempo, se pueden producir situaciones en que el consumo de drogas no se pueda detectar.


El Honorable Senador señor Girardi solicitó que el Ejecutivo efectúe una proposición que contenga una metodología similar a la medición del alcohol para las drogas ilícitas más frecuentes. Junto con lo anterior, solicitó que la Biblioteca del Congreso Nacional realice un estudio de legislación comparada en esta materia.


Luego, en cuanto a los medicamentos que pueden producir efectos en la conducción, que son una gran variedad que incluye a los inductores de sueño, tranquilizantes, ansiolíticos y antiestamínicos, propuso que el Gobierno realice una campaña educativa.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que no existe gradualidad para el consumo de las sustancias sicotrópicas por lo que es importante determinar qué sanciones se podrán aplicar. Se deben establecer criterios porque una droga lícita puede provocar efectos similares a la ingesta de alcohol y no existe gradualidad.

La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señora María Francisca Yañez, informó que a nivel internacional no existe graduación para el consumo de drogas y por ello se establece en la ley que se asimila al estado de ebriedad. En el caso de las drogas no se consideran dos estados como es el caso del consumo de alcohol en que se establece el estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol.


Cuando se produce un accidente y existe la sospecha de que el conductor haya consumido drogas se realiza un examen de sangre específico, sin embargo, no existe un sistema preventivo de detección de consumo.


En Australia, existe un sistema preventivo en el Estado de Victoria y tiene mucho avance en la reducción de accidentes de tránsito, en especial los que se producen como consecuencia del consumo de alcohol y de drogas. Cuentan con un sistema de fiscalización en terreno muy efectivo y tiene un alto costo, porque un dispositivo se puede usar sólo en una persona con un valor cercano a U$S 10 (10 dólares).

El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Prokurica, hizo presente que el inciso primero del artículo 197 bis propuesto se puede considerar una ley penal en blanco, por lo que propuso una nueva redacción para la idea contenida en dicha norma.


En consideración a lo anterior, la Comisión acordó una nueva redacción del siguiente tenor:


“Artículo 197 bis.- En el caso de los delitos descritos en los artículos 193 y 196, el juez podrá decretar la cancelación de la licencia, cuando de los antecedentes de la causa fundados en las anotaciones que registren la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas, conste que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública.


Si del resultado de las pruebas señaladas en el artículo 183 se desprende que se ha incurrido en la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, sancionadas en los artículos 193 y 196, se le conducirá en forma inmediata ante el juez. Si esto no fuere posible se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, junto con los documentos o licencias y todos los antecedentes pertinentes. El tribunal podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo a las reglas generales.


Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Carabineros procederá a retirar el vehículo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


En los casos de los artículos 193 y 196, el tribunal decretará de oficio una medida cautelar de embargo sobre el vehículo que ha sido puesto a su disposición, comunicando u oficiando al Registro Civil para su anotación y notificando al propietario, quien podrá oponerse a dicho embargo dentro de quinto día hábil.  Asimismo, procederá a decretar, de conformidad a las normas legales, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, hasta la dictación de la sentencia definitiva.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.”.


En votación este artículo 197 bis, contenido en la indicación Nº 29,  fue aprobado con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Pizarro y Prokurica.

Artículo 197 ter, nuevo


…) Agrégase el siguiente artículo 197 ter:


"Artículo 197 ter.- Las condenas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis, que no establezcan penas de privación de libertad, deberán contemplar la participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor y a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, las que no pueden ser inferiores a 30 horas ni superiores a 50 horas. Para estos efectos, cada municipalidad deberá anualmente informar al o a los tribunales correspondientes acerca de los programas en beneficio de la comunidad de que disponga. El juez deberá indicar el municipio a cargo, el tipo de actividades a que se refiere este artículo, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de la supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada educacional o laboral del infractor.".


En votación este artículo 197 ter, contenido en la indicación Nº 29,  fue aprobado con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Pizarro y Prokurica.


Se dejó constancia que se agrega la siguiente oración, a continuación de la palabra “infractor”: y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio.


El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que se está creando un sistema de rehabilitación y no existe la institucionalidad correspondiente.

Artículo 198 bis, nuevo


…) Agrégase el siguiente artículo 198 bis:


"Artículo 198 bis.- El que infringiendo el artículo 203, conduzca, opere o desempeñe las funciones a exceso de velocidad, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de 1 a 5 UTM y la suspensión de la licencia de conducir por un mes.


Si a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado mínimo, multa de 5 a 15 UTM y la suspensión de la licencia de conducir de dos a cuatro meses.


Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será prisión en su grado máximo, multa de 15 a 30 UTM y la suspensión de la licencia de conducir por un año.


En caso de reincidencia de los incisos anteriores, el infractor sufrirá las penas aumentadas en un grado, las multas se duplican y los plazos señalados se elevan al doble.


Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 número 1 del Código Penal o la muerte se impondrá la pena del artículo 490 número 2 del Código Penal, multa de 50 a 100 UTM y la suspensión de licencia de cinco a diez años.


En caso de reincidencias del inciso precedente, se le aplicará la pena aumentada en un grado, multa de 100 a 300 UTM y la cancelación de la licencia de conducir.


En todos los casos de este artículo, el juez podrá decretar la cancelación de la licencia, cuando estime que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública, lo que fundará en las anotaciones que registre la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas.".


Esta indicación fue retirada.

Artículo 204

Inciso quinto


El actual artículo 204, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, en su inciso quinto, señala que en casos calificados, por resolución fundada, el Juez podrá imponer una multa de monto inferior a las señaladas, atendidas las condiciones en que se cometió el hecho denunciado o la capacidad económica del infractor.


La indicación Nº 29, del Honorable Senador señor Gómez, agrega el siguiente numeral:


…) Intercálese en el inciso quinto del artículo 204, entre la coma (,) que sigue a la expresión "fundada" y la frase "el Juez", la siguiente frase: "con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis,".


Esta indicación fue retirada.


…) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 204:


“A las multas aplicadas por las sanciones de los artículos 192, 193, incisos segundo, tercero y cuarto, artículo 196,198 bis, inciso quinto, y 209 bis se les aplicará lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal.”.”.


Esta indicación fue retirada.

Números 7)


Pasó a ser Nº 10, sin enmiendas.

Número 8)

Artículo 208


El actual artículo 208, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, dispone que sin perjuicio de las multas que sean procedentes y de lo señalado en los artículos 193 y 196, el juez decretará la cancelación de la licencia de conducir del infractor, en los siguientes casos:


a) Ser responsable por tres veces dentro de los últimos 12 meses de conducir un vehículo bajo la influencia del alcohol o ser responsable por tres veces dentro de los últimos 24 meses de conducir en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o sustancias sicotrópicas;


b) Ser reincidente, dentro de los últimos sesenta meses, en cuasidelito de homicidio o de lesiones con alguno de los resultados señalados en el número 1º del artículo 397 del Código Penal o por conducir vehículos motorizados o a tracción animal en estado de ebriedad o con pérdida notoria de conciencia debido al consumo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas;


c) Ser responsable, durante los últimos doce meses, de tres o más infracciones o contravenciones gravísimas;


d) Haber sido condenado con la suspensión de la licencia de conducir por tres veces dentro de los últimos doce meses, o cuatro veces dentro de los últimos veinticuatro meses.


El infractor, transcurridos que sean dos años desde la fecha de cancelación de su licencia de conducir, podrá solicitar una nueva al Departamento de Tránsito y Transporte Público de la municipalidad de su domicilio, de acuerdo a las normas establecidas en el Título I de esta ley, salvo que la sentencia condenatoria haya impuesto una pena superior, en cuyo caso regirá ésta.


El numeral 8) aprobado en general por el Honorable Senado, introduce, mediante tres letras, diversas modificaciones al artículo 208, del siguiente tenor:


“8) En el artículo 208:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando los actuales primero y segundo, a ser segundo y tercero, respectivamente:


“Artículo 208.- La pena de suspensión para conducir vehículos de tracción mecánica o animal conlleva la imposibilidad de usarla durante el tiempo de la condena; la de inhabilitación para conducir vehículos de tracción mecánica o animal conlleva la cancelación de la licencia de conducir o la imposibilidad de obtenerla.”.


b) Elimínanse las letras a) y b), pasando las actuales letras c) y d) a ser letras a) y b), respectivamente.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“En los casos que, como consecuencia de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 193 y 196, se hubiere cancelado la licencia de conducir, el juez, transcurridos doce años desde que se canceló la licencia, podrá alzar esta medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.”.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 30.

Indicación Nº 30


30.- Del Honorable Senador señor Gómez, para reemplazarlo por el siguiente:


"8) Modifícase el artículo 208 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la frase "y de lo señalado en los artículos 193 y 196".


b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:


"a) Ser responsable por tres veces dentro de los últimos 12 meses de conducir un vehículo a exceso de velocidad.".


c) Elimínase la letra b), pasando las letras c) y d) a ser b) y c), respectivamente.


d) Agrégase en el inciso final, luego de la coma (,) que sigue a la palabra "conducir", lo siguiente: "con excepción de los artículos 192, 193, 196, 198 bis inciso quinto, y 209 bis,".”.


Esta indicación fue retirada.

Número 9)

Artículo 209


Pasó a ser Nº 14), sin enmiendas.

Artículo 209 bis, nuevo

Indicación Nº 31


31.- Del Honorable Senador señor Gómez, para agregar los siguientes numerales nuevos a continuación del número 9):


“…) Agrégase el siguiente artículo 209 bis:


"Artículo 209 bis.- El que haya sido sancionado por los artículos 192 inciso final, 193, incisos primero, segundo y tercero y artículo 196, incisos primero y segundo, con la cancelación o suspensión de su licencia de conducir, y, no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, multa de 300 a 500 UTM y la cancelación definitiva de su licencia.


El que haya sido sancionado por los artículos 192, 193, inciso cuarto, o por el artículo 196, inciso tercero y 198 bis inciso quinto, con la cancelación o suspensión de su licencia de conducir, y no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado medio y multa de 500 a 1.000 UTM, y en el caso del inciso final del artículo 193, y el artículo 198 bis, inciso quinto, además con la cancelación definitiva de su licencia.".


Esta indicación fue retirada.

Artículo 211


El actual artículo 211, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, su numeral 3, establece textualmente: 


“3.- Anotar las condenas por los delitos de conducir en estado de ebriedad o conducir bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas;”


La indicación Nº 31, del Honorable Senador señor Gómez, agrega el siguiente numeral.


…) Sustitúyese el número 3 del artículo 211 por el siguiente:


"3.- Anotar las condenas por los delitos de los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis.".


Esta indicación fue retirada.

Artículo 215

Inciso primero


El artículo 215, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, su inciso primero indica que los Tribunales de Justicia y los Juzgados de Policía Local y cualquier otro Tribunal de la República, deberá comunicar al Registro toda sentencia ejecutoriada que condene a una persona como autor de delitos e infracciones a la ley Nº 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, y a la ley Nº 20.000, sobre Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, o que cancele o suspenda la licencia de conductor o que condene a una persona por delitos, cuasidelitos, infracciones gravísimas o graves tipificadas en esta ley.

La indicación Nº 31, del Honorable Senador señor Gómez, agrega el siguiente numeral.


…) Intercálase, en el inciso primero del artículo 215, entre la frase "esta ley" y el punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: ", y las condenas de los artículos 192, 193, 196, 198, inciso quinto, y 209 bis, en todos los casos".


Esta indicación fue retirada.

Artículo 217


El actual artículo 217, del decreto con fuerza de ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala que las anotaciones en el Registro de las sentencias ejecutoriadas de condenas por infracciones gravísimas o graves podrán eliminarse una vez trascurridos tres años, en el caso de infracciones gravísimas, y dos años, en el caso de infracciones graves. Estos plazos se computarán y podrán hacerse valer separadamente para cada una de dichas categorías de infracciones, y se contarán desde la fecha de la anotación de la última infracción de la respectiva categoría.


Las demás anotaciones en el registro, que también figuren en el Registro General de Condenas, se borrarán, según corresponda, cuando se haya procedido a la eliminación de las anotaciones prontuariales o del prontuario penal mismo, en conformidad con la ley.


La eliminación se solicitará directamente al Servicio, el que la practicará previo pago de un derecho cuyo monto se determinará anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Justicia.


Las anotaciones en el Registro también podrán eliminarse por decreto judicial o por resolución administrativa del Jefe Superior del Servicio, fundada en la existencia de un error notorio, o por el juez de policía local abogado del domicilio del peticionario, de oficio o conociendo en única instancia y sin forma de juicio de la solicitud de eliminación de una anotación no comprendida en los incisos anteriores y que se encuentre fundada en un error notorio o en causa legal.


Las anotaciones se eliminarán definitivamente, por el solo ministerio de la ley, al inscribirse en el Registro de Defunciones del Servicio de Registro Civil e Identificación el fallecimiento de una persona anotada.


La indicación Nº 31, del Honorable Senador señor Gómez, agrega el siguiente numeral.


…) Modificase el artículo 217 de la siguiente forma:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre la frase "gravísimas o graves" y la frase "podrán eliminarse", lo siguiente: ", con excepción de las emanadas de los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis,".


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la coma que sigue a la palabra "condenas" y la frase "se borrarán", lo siguiente: ", con excepción de las originadas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis,".”.


El Presidente Accidental, Honorable Senador señor Prokurica, señaló que en la actualidad una persona que comete un delito puede limpiar sus antecedentes mediante un procedimiento, por lo que no resulta lógico que no lo pueda hacer un conductor sancionado por manejo en estado de ebriedad.

El Honorable Senador señor Gómez anunció que no retirará la indicación presentada porque la defenderá en la Sala.


- En votación esta indicación, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Pizarro y Prokurica y con el voto a favor del Honorable Senador señor Girardi.

ARTÍCULO 2º, NUEVO


El artículo 30, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2 de julio de 2010, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, señala que la educación media tendrá como objetivos generales, sin que esto implique que cada objetivo sea necesariamente una asignatura, que los educandos desarrollen los conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan:


1) En el ámbito personal y social:


a) Alcanzar el desarrollo moral, espiritual, intelectual, afectivo y físico que los faculte para conducir su propia vida en forma autónoma, plena, libre y responsable.


b) Desarrollar planes de vida y proyectos personales, con discernimiento sobre los propios derechos, necesidades e intereses, así como sobre las responsabilidades con los demás y, en especial, en el ámbito de la familia.


c) Trabajar en equipo e interactuar en contextos socio-culturalmente heterogéneos, relacionándose positivamente con otros, cooperando y resolviendo adecuadamente los conflictos.


d) Conocer y apreciar los fundamentos de la vida democrática y sus instituciones, los derechos humanos y valorar la participación ciudadana activa, solidaria y responsable, con conciencia de sus deberes y derechos, y respeto por la diversidad de ideas, formas de vida e intereses.


e) Desarrollar capacidades de emprendimiento y hábitos, competencias y cualidades que les permitan aportar con su trabajo, iniciativa y creatividad al desarrollo de la sociedad.


f) Tener hábitos de vida activa y saludable.


2) En el ámbito del conocimiento y la cultura:


a) Conocer diversas formas de responder a las preguntas sobre el sentido de la existencia, la naturaleza de la realidad y del conocimiento humano.


b) Pensar en forma libre y reflexiva, siendo capaces de evaluar críticamente la propia actividad y de conocer y organizar la experiencia.


c) Analizar procesos y fenómenos complejos, reconociendo su multidimensionalidad y multicausalidad.


d) Expresarse en lengua castellana en forma clara y eficaz, de modo oral y escrito; leer comprensiva y críticamente diversos textos de diferente nivel de complejidad, que representen lo mejor de la cultura, y tomar conciencia del poder del lenguaje para construir significados e interactuar con otros.


e) Usar tecnología de la información en forma reflexiva y eficaz, para obtenerla, procesarla y comunicarla.


f) Comprender el lenguaje oral y escrito de uno o más idiomas extranjeros, y expresarse en forma adecuada.


g) Comprender y aplicar conceptos, procedimientos y formas de razonamiento matemático para resolver problemas numéricos, geométricos, algebraicos y estadísticos, y para modelar situaciones y fenómenos reales, formular inferencias y tomar decisiones fundadas.


h) Comprender y aplicar conceptos, teorías y formas de razonamiento científico, y utilizar evidencias empíricas, en el análisis y comprensión de fenómenos relacionados con ciencia y tecnología.


i) Conocer la importancia de la problemática ambiental global y desarrollar actitudes favorables a la conservación del entorno natural.


j) Comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan.


k) Conocer los principales hitos y procesos de la historia de la humanidad y en especial aquellos aspectos de carácter político, culturales y religiosos de relevancia para la sociedad chilena y tener conciencia de ser parte de un mundo globalizado.


l) Tener un sentido estético informado y expresarlo utilizando recursos artísticos de acuerdo a sus intereses y aptitudes.


En el caso de los establecimientos educacionales con alto porcentaje de alumnos indígenas se considerará, además, como objetivo general, que los alumnos y alumnas desarrollen los aprendizajes que les permitan mantener su dominio de la lengua indígena y el conocimiento de la historia y la cultura de su pueblo.


En el caso de los establecimientos educacionales que ofrezcan la formación diferenciada técnico-profesional y artística, se consideran, además, como objetivos generales, los aprendizajes requeridos por el perfil de egreso de las respectivas especialidades que impartan.


Se presentó una indicación signada con el Nº 32.

Indicación Nº 32


32.- De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para consultar un artículo 2°, nuevo, del tenor que se indica, pasando el artículo único a ser artículo 1°:


“Artículo 2°.- Agrégase al número 1 del artículo 30 de la ley N° 20.370, Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2009, el siguiente párrafo segundo:


“Con este objeto y en miras al pleno desarrollo personal y social de los educandos, y sin perjuicio de que con este mismo objeto se consideren otros programas, las bases curriculares que se determinen en conformidad al artículo31 de esta ley y los programas de estudio que en base a ellas se realicen, deberán necesariamente contemplar un plan de estudios cuya duración se extenderá durante todo el nivel de educación media, sobre educación en el consumo de alcohol y sustancias psicotrópicas y el manejo bajo la influencia del alcohol o estas sustancias con el objeto de generar una conciencia de las consecuencias tanto personales como sociales que esta conducta genera, tanto en el ámbito humano como en el ámbito legal.”.


La Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, informó que el Ejecutivo ha presentado propuestas de currículo en el Ministerio de Educación para la educación preescolar y de primero a sexto básico.

Se deja constancia que esta indicación se aprobó ad referéndum, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Pizarro y Prokurica. 


El Ejecutivo, se comprometió a patrocinarla señalando que presentará indicación durante la discusión en particular en la Sala del Honorable Senado


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Pizarro y Prokurica.


Posteriormente, la Honorable Senadora señora Lily Pérez solicitó reapertura de debate con la finalidad de retirar su indicación, signada con el Nº 32.


Consultados los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Pizarro y Prokurica accedieron a la reapertura del debate y al retiro de la indicación.

Indicación Nº 33


33.- Del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar como artículo 2° el que sigue:


"Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Agrégase el siguiente número 21 nuevo al artículo 12 del Código Penal:


“21ª El que ejecute la conducción, operación o desempeño de vehículos bajo la influencia del alcohol, estupefacientes o psicotrópicos o en estado de ebriedad de acuerdo a lo establecido en artículo 111 de la ley N° 18.290.”.


b) Elimínase el inciso final del artículo 49.".


El artículo 12 del Código Penal dispone que son circunstancias agravantes:


1a. Cometer el delito contra las personas con alevosía, entendiéndose que la hay cuando se obra a traición o sobre seguro.


2a. Cometerlo mediante precio, recompensa o promesa.


3a. Ejecutar el delito por medio de inundación, incendio, veneno u otro artificio que pueda ocasionar grandes estragos o dañar a otras personas.


4a. Aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su ejecución.


5a. En los delitos contra las personas, obrar con premeditación conocida o emplear astucia, fraude o disfraz.


6a. Abusar el delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en términos que el ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa.


7a. Cometer el delito con abuso de confianza.


8a. Prevalerse del carácter público que tenga el culpable.


9a. Emplear medios o hacer que concurran circunstancias que añadan la ignominia a los efectos propios del hecho.


10a. Cometer el delito con ocasión de incendio, naufragio, sedición, tumulto o conmoción popular u otra calamidad o desgracia.


11a. Ejecutarlo con auxilio de gente armada o de personas que aseguren o proporcionen la impunidad.


12a. Ejecutarlo de noche o en despoblado.


El tribunal tomará o no en consideración esta circunstancia, según la naturaleza y accidentes del delito.


13a. Ejecutarlo en desprecio o con ofensa de la autoridad pública o en el lugar en que se halle ejerciendo sus funciones.


14a. Cometer el delito mientras cumple una condena o después de haberla quebrantado y dentro del plazo en que puede ser castigado por el quebrantamiento.


15a. Haber sido condenado el culpable anteriormente por delitos a que la ley señale igual o mayor pena.


16a. Haber sido condenado el culpable anteriormente por delito de la misma especie.


17a. Cometer el delito en lugar destinado al ejercicio de un culto permitido en la República.


18a. Ejecutar el hecho con ofensa o desprecio del respeto que por la dignidad, autoridad, edad o sexo mereciere el ofendido, o en su morada, cuando él no haya provocado el suceso.


19a. Ejecutarlo por medio de fractura o escalamiento de lugar cerrado.


20.ª Ejecutarlo portando armas de fuego o de aquellas referidas en el artículo 132.


El Honorable Senador señor Gómez explicó que el artículo 49 establece que cuando se trata de una pena de rango mayor la persona queda eximida del pago de la multa.


Esta norma afecta al régimen general.

El artículo 49 del Código Penal indica que si el sentenciado no tuviere bienes para satisfacer la multa, sufrirá por vía de substitución y apremio, la pena de reclusión, regulándose un día por cada un quinto de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda nunca exceder de seis meses.


Queda exento de este apremio el condenado a reclusión menor en su grado máximo o a otra pena más grave.


Esta indicación fue retirada.

ARTÍCULO 3º, NUEVO


El inciso segundo del artículo 149 del Código Procesal Penal, señala que tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal , y los de la ley N° 20.000, que tengan pena de crimen, el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto a disposición del tribunal en calidad de detenido. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia, gozará de preferencia para su vista y fallo y será agregado extraordinariamente a la tabla el mismo día de su ingreso al tribunal de alzada, o a más tardar a la del día siguiente hábil. Cada Corte de Apelaciones deberá establecer una sala de turno que conozca estas apelaciones en días feriados.


Se presentó una indicación signada con el Nº 34.

Indicación Nº 34


34.- Del Honorable Senador señor Gómez, para consultar un artículo 3°, nuevo, del tenor siguiente:


"Artículo 3°.- Introdúcese la siguiente modificación al Código Procesal Penal:


"Agrégase al artículo 149, en el inciso segundo, luego de la frase "pena de crimen", lo siguiente: "y los señalados en los artículos 192, inciso final, 193, inciso cuarto, 196, inciso tercero, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley N° 18.290,".”.


Esta indicación fue retirada.

- - - - - - - 


El artículo 4º del decreto ley Nº 321, de 12 de marzo de 1925, del Ministerio de Justicia, que establece la libertad condicional para los penados, dispone que la petición de libertad condicional la hará una comisión especial que funcionará en la Corte de Apelaciones respectiva, durante los meses de Abril y Octubre de cada año, previo informe del jefe del establecimiento en que esté el condenado.


La comisión de libertad condicional estará integrada por los funcionarios que constituyan la visita de cárceles y establecimientos penales en la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones y dos jueces de juzgados de garantía o de tribunales de juicio oral en lo penal elegidos por ellos, si hubiere más de dos en las comunas asientos de las respectivas Cortes. En Santiago, la integrarán diez jueces de juzgados de garantía o de tribunales de juicio oral en lo penal elegidos por ellos.


Serán presidente y secretario de la comisión los que lo sean de la visita.


Los jueces elegidos serán subrogados, en caso de impedimento o licencia, por los otros jueces con competencia en lo criminal en orden decreciente conforme a la votación obtenida. El empate se resolverá mediante sorteo.


La comisión podrá pedir también la libertad condicional en favor de aquellos procesados que cumplan el tiempo mínimo de su condena en los dos meses siguientes a los indicados en el inciso primero.


Se presentó una indicación signada con el Nº 35.

Indicación Nº 35


35.- Del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar el siguiente artículo 4°, nuevo:


“Artículo 4°.- Agrégase al artículo 4° del decreto ley N° 321, sobre libertad condicional para los penados, el siguiente inciso sexto:


“Los condenados por los artículos 192, inciso final, 193, inciso cuarto, 196, inciso tercero, 198 bis, inciso quinto, y 209 bis de la ley N° 18.290, podrán obtener el mismo beneficio una vez cumplida la mitad de la condena.”.”.


Esta indicación fue retirada.

- - - - - - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1)

(Artículo 87)


- Sustitúyese, por el siguiente:


“1) Reemplácese el Nº 3 del artículo 87, por el siguiente:


“3.- Admitir individuos que fumen o que no guarden compostura debida, o que ejerzan la mendicidad.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 1 y 2).

- - - - -


Consultar, como Nos 2) (artículo 87 bis) y 3) (artículo 88), los siguientes:


“2) Incorpórese como artículo 87 bis, el artículo 91 bis, nuevo, contenido en el Nº 2 del artículo único, de la ley Nº 20.388, de 7 de noviembre de 2009, que modificó la ley Nº 18.290, de Tránsito.”.


(Unanimidad 4x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

“3) Sustitúyese, el artículo 88, por el siguiente: 


“Artículo 88.- Los pasajeros tienen la obligación de pagar la tarifa, respetar las normas de comportamiento que determinan la ley, la moral y las buenas costumbres y abstenerse de ejecutar cualquier acto que impida el normal desempeño del conductor. Este último tendrá la facultad de no admitir a personas que puedan causar problemas o desórdenes al interior del vehículo o que se encuentren en manifiesto estado de ebriedad.


Asimismo, les estará estrictamente prohibido fumar.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 1 y 2).

- - - - - - -

Nº 2) 

(Artículo 111) 


- Pasó a ser Nº 4), sin enmiendas.

Nº 3) 

(Artículo 183) 


- Pasó a ser Nº 5), sustituyendo en su inciso segundo, el punto (.) que figura a continuación de la palabra “reglamento” por una coma (,) y agregando la siguiente oración: “distinguiendo entre aquellos que son capaces de detectar la conducción bajo la influencia del alcohol de los otros.”.


(Unanimidad 4x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - - - - - -

Nº 6), nuevo

(Artículo 192)

Consultar como Nº 6), nuevo, el siguiente:


“6) Modifíquese el artículo 192, de la siguiente manera: Intercálese en el inciso primero, luego de la coma (,) que sigue a la expresión “años”, la frase “y multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 6, letra a)).

- - - - - - 

Nº 4)

(Artículo 193)


- Pasó a ser Nº 7), sustituyendo la letra g), por la siguiente:


“g) Agréguese el siguiente inciso final, nuevo:


“Las penas de multas de este artículo podrán siempre ser reemplazadas, a voluntad del infractor, por trabajos a favor de la comunidad y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 20 y 21).

Nos 5) y 6)

(Artículos 196 y 197)


- Pasaron a ser Nos 8) y 9), respectivamente, sin enmiendas.

- - - - - 

Nos 10) y 11), nuevos

(Artículo 197 bis y 197 ter)


Consultar como Nos 10) y 11), nuevos, los siguientes:


“10) Agréguese, el siguiente artículo 197 bis:


“Artículo 197 bis.- En el caso de los delitos descritos en los artículos 193 y 196, el juez podrá decretar la cancelación de la licencia, cuando de los antecedentes de la causa fundados en las anotaciones que registren la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas, conste que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública.


Si del resultado de las pruebas señaladas en el artículo 183 se desprende que se ha incurrido en la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, sancionadas en los artículos 193 y 196, se le conducirá en forma inmediata ante el juez. Si esto no fuere posible se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, junto con los documentos o licencias y todos los antecedentes pertinentes. El tribunal podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo a las reglas generales.


Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Carabineros procederá a retirar el vehículo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


En los casos de los artículos 193 y 196, el tribunal decretará de oficio una medida cautelar de embargo sobre el vehículo que ha sido puesto a su disposición, comunicando u oficiando al Registro Civil para su anotación y notificando al propietario, quien podrá oponerse a dicho embargo dentro de quinto día hábil.  Asimismo, procederá a decretar, de conformidad a las normas legales, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, hasta la dictación de la sentencia definitiva.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 29).


“11) Agréguese el siguiente artículo 197 ter: 


“Artículo 197 ter.- Las condenas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis, que no establezcan penas de privación de libertad, deberán contemplar la participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio y a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, las que no pueden ser inferiores a 30 horas ni superiores a 50 horas. Para estos efectos, cada municipalidad deberá anualmente informar al o a los tribunales correspondientes acerca de los programas en beneficio de la comunidad de que disponga. El juez deberá indicar el municipio a cargo, el tipo de actividades a que se refiere este artículo, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de la supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada educacional o laboral del infractor.".


(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 29).

- - - - - - - 

Nos 7), 8) y 9)

(Epígrafe del párrafo 3 del Título XVII, artículos 208 y 209)


- Pasaron a ser Nos 12), 13) y 14), respectivamente, sin enmiendas.

- - - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las consideraciones y modificaciones anteriores, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os recomienda que prestéis vuestra aprobación al siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


1) Reemplácese el Nº 3 del artículo 87, por el siguiente:


“3.- Admitir individuos que fumen o que no guarden compostura debida, o que ejerzan la mendicidad.”.


2) Incorpórese como artículo 87 bis, el artículo 91 bis, nuevo, contenido en el Nº 2 del artículo único, de la ley Nº 20.388, de 7 de noviembre de 2009, que modificó la ley Nº 18.290, de Tránsito.”.


3) Sustitúyese, el artículo 88, por el siguiente: 


“Artículo 88.- Los pasajeros tienen la obligación de pagar la tarifa, respetar las normas de comportamiento que determinan la ley, la moral y las buenas costumbres y abstenerse de ejecutar cualquier acto que impida el normal desempeño del conductor. Este último tendrá la facultad de no admitir a personas que puedan causar problemas o desórdenes al interior del vehículo o que se encuentren en manifiesto estado de ebriedad.


Asimismo, les estará estrictamente prohibido fumar.”.


4) En el artículo 111:


a) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo "1,0" por "0,8".


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase "superior a 0,5 e inferior a 1,0 gramos por mil" por "superior a 0,3 e inferior a 0,8 gramos por mil".


5) Agréganse en el artículo 183 los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando los actuales incisos primero, segundo y tercero, a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Artículo 183.- Carabineros podrá someter a cualquier conductor a una prueba respiratoria evidencial u otra prueba científica, a fin de acreditar la presencia de alcohol en el organismo y su dosificación, o el hecho de encontrarse la persona conduciendo bajo la influencia del alcohol o de estupefacientes o sustancias sicotrópicas o en estado de ebriedad. 


Con el objeto de garantizar la precisión de la prueba que se practique, ésta deberá ser realizada con instrumentos certificados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, conforme a las características técnicas que defina el reglamento, distinguiendo entre aquellos que son capaces de detectar la conducción bajo la influencia del alcohol de los otros. En caso que en el momento de efectuarse el procedimiento de fiscalización no se encuentre disponible el instrumento para realizar la prueba, Carabineros podrá llevar al conductor a la Comisaría más cercana que cuente con dicho equipo, o podrá disponer que se realice un examen, de acuerdo a lo dispuesto en los incisos siguientes.”.


6) Modifíquese el artículo 192, de la siguiente manera: Intercálese en el inciso primero, luego de la coma (,) que sigue a la expresión “años”, la frase “y multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.”.

7) En el artículo 193:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


"Artículo 193.- El que, infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 110, conduzca, opere o desempeñe las funciones bajo la influencia del alcohol, será sancionado con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por tres meses. Si a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren daños materiales o lesiones leves, será sancionado con una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por seis meses. Se reputarán leves, para estos efectos, todas las lesiones que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a siete días.".


b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión "de dos a cuatro meses", por "por nueve meses”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la expresión "de cuatro a ocho meses", por "de dieciocho a treinta y seis meses.".


d) En el inciso cuarto, sustitúyense la expresión “de ocho a quince”, por “de veintiuno a treinta”; y la frase “inferior a doce ni superior a veinticuatro meses”, por “inferior a treinta y seis ni superior a sesenta meses”.


e) Elimínase el inciso quinto, pasando el actual inciso sexto a ser inciso quinto.


f) Sustitúyese en el inciso final la frase “el que no podrá ser inferior a veinticuatro ni superior a cuarenta y ocho meses.”, por la siguiente: “el que no podrá ser inferior a cuarenta y ocho ni superior a setenta y dos meses.”.


g) Agréguese el siguiente inciso final, nuevo:


“Las penas de multas de este artículo podrán siempre ser reemplazadas, a voluntad del infractor, por trabajos a favor de la comunidad y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio.”.


8) En el artículo 196:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la frase “y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales”, lo siguiente: “además de la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de dos años, si fuese sorprendido en una primera ocasión, la suspensión por el término de cinco años, si es sorprendido en un segundo evento y, finalmente, con la cancelación de la licencia al ser sorprendido en una tercera ocasión,”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “además de la suspensión de la licencia de conducir por el término de treinta y seis meses en el caso de producirse lesiones menos graves, y de cinco años en el caso de lesiones graves. En caso de reincidencia, el juez deberá decretar la cancelación de la licencia.”.


c) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.


d) Deróganse los incisos cuarto, quinto y sexto.


9) En el artículo 197:


a) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “el juez de garantía podrá decretar, de conformidad a las reglas del Código Procesal Penal, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, por un plazo que no podrá ser superior a seis meses.”, por la siguiente: “el tribunal, a petición del fiscal, el querellante o la víctima, podrá decretar la medida cautelar de suspensión provisoria de la licencia de conducir desde que se realice la audiencia de control de detención, debiendo quedar constancia en la hoja de vida del conductor. El tiempo que medie entre dicha audiencia y la dictación de la sentencia se imputará a la condena.”.


b) Modifícase el inciso quinto de la siguiente manera:


1) Sustitúyese la frase “por estos delitos”, por “por los delitos a que se refiere el inciso primero”.


2) Sustitúyese la frase “En tal caso, el juez podrá imponer, además de cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, la suspensión de la licencia para conducir por un plazo no menor de seis meses ni superior a un año.”, por la siguiente: “En tal caso, el juez podrá imponer cualquiera de las condiciones contempladas en el artículo 238 de dicho Código, debiendo siempre decretar la suspensión, cancelación o inhabilitación perpetua, conforme a lo establecido en los artículos 193 y 196, según corresponda. En estos delitos no procederá la atenuante de responsabilidad penal contenida en el artículo 11 N° 7ª del Código Penal.”.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Las penas de suspensión, cancelación o inhabilitación perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal, no podrán ser suspendidas, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal.”.


10) Agréguese, el siguiente artículo  197 bis:


“Artículo 197 bis.- En el caso de los delitos descritos en los artículos 193 y 196, el juez podrá decretar la cancelación de la licencia, cuando de los antecedentes de la causa fundados en las anotaciones que registren la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas, conste que la conducción de vehículos por parte del infractor ofrece peligro para el tránsito o para la seguridad pública.


Si del resultado de las pruebas señaladas en el artículo 183 se desprende que se ha incurrido en la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, sancionadas en los artículos 193 y 196, se le conducirá en forma inmediata ante el juez. Si esto no fuere posible se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, junto con los documentos o licencias y todos los antecedentes pertinentes. El tribunal podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo a las reglas generales.


Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Carabineros procederá a retirar el vehículo de circulación para ser puesto a disposición del tribunal.


En los casos de los artículos 193 y 196, el tribunal decretará de oficio una medida cautelar de embargo sobre el vehículo que ha sido puesto a su disposición, comunicando u oficiando al Registro Civil para su anotación y notificando al propietario, quien podrá oponerse a dicho embargo dentro de quinto día hábil.  Asimismo, procederá a decretar, de conformidad a las normas legales, la medida cautelar de retención del carné, permiso o licencia de conductor del imputado, hasta la dictación de la sentencia definitiva.


Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconsejan.”.

11) Agréguese el siguiente artículo 197 ter: 


“Artículo 197 ter.- Las condenas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis, que no establezcan penas de privación de libertad, deberán contemplar la participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes, las que serán impartidas por el respectivo municipio y a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, las que no pueden ser inferiores a 30 horas ni superiores a 50 horas. Para estos efectos, cada municipalidad deberá anualmente informar al o a los tribunales correspondientes acerca de los programas en beneficio de la comunidad de que disponga. El juez deberá indicar el municipio a cargo, el tipo de actividades a que se refiere este artículo, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de la supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada educacional o laboral del infractor.”.

12) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 3 del Título XVII por el siguiente:


“§ 3. DE LA SUSPENSION E INHABILITACIÓN PARA CONDUCIR VEHICULOS A TRACCIÓN MECÁNICA Y LA CANCELACION DE LA LICENCIA DE CONDUCTOR.”.


13) En el artículo 208:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando los actuales primero y segundo, a ser segundo y tercero, respectivamente:


“Artículo 208.- La pena de suspensión para conducir vehículos de tracción mecánica o animal conlleva la imposibilidad de usarla durante el tiempo de la condena; la de inhabilitación para conducir vehículos de tracción mecánica o animal conlleva la cancelación de la licencia de conducir o la imposibilidad de obtenerla.”.


b) Elimínanse las letras a) y b), pasando las actuales letras c) y d) a ser letras a) y b), respectivamente.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“En los casos que, como consecuencia de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 193 y 196, se hubiere cancelado la licencia de conducir, el juez, transcurridos doce años desde que se canceló la licencia, podrá alzar esta medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.”.


14) Sustitúyese el artículo 209 por el siguiente:


“Artículo 209.- El conductor que hubiere sido condenado a las penas de suspensión o inhabilitación perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica o animal, y fuere sorprendido conduciendo un vehículo durante la vigencia de la sanción impuesta, será castigado con prisión en su grado máximo y multa de hasta diez unidades tributarias mensuales.


Si los delitos a que se refieren los artículos 193 y 196 de la presente ley, fueren cometidos por quien no haya obtenido licencia de conducir, o que, teniéndola, hubiese sido cancelada o suspendida, el tribunal deberá aumentar la pena en un grado.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, José Antonio Gómez Urrutia (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica; 4 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente accidental), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Jovino Novoa Vásquez), José Antonio Gómez Urrutia (Guido Girardi Lavín) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2012.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE BENEFICIOS Y PUBLICIDAD RESPECTO DE PROYECTOS EN PROCESO DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL

(7552-12)

Honorable Senado:


La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado tiene el honor de emitir su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional e iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Isabel Allende y señores Guido Girardi, José Antonio Gómez y Juan Pablo Letelier.

A la sesión que celebró la Comisión asistieron, además de sus miembros, el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; y, la asesora de la Honorable Senadora señora Von Baer, señorita Constanza Hube.

- - -

Cabe hacer presente que, en sesión de 27 de septiembre de 2011, la Sala del Senado acordó abrir plazo para presentar indicaciones hasta el 17 de octubre del mismo año. La indicación entonces recibida por la Secretaría del Senado fue signada con el número 1.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

IV.- Indicaciones rechazadas: número 1.

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa obliga a los proponentes de un proyecto que deba someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental a informar al Servicio de Evaluación Ambiental, si han convenido el ofrecimiento o entrega a personas, de algún beneficio que pudiese incidir en la evaluación o calificación del proyecto. 
Asimismo, señala que la infracción a esta obligación será sancionada por la Superintendencia del Medio Ambiente.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR




A continuación se efectúa una relación de las disposiciones del proyecto, en los términos en que fueron aprobadas en general por la Sala del Senado, sobre las que se formularon indicaciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo único

Número 1)

Sustituye el actual artículo 13.- bis de la ley N° 19.300, estableciendo la obligación para los proponentes de un proyecto que deba someterse para su aprobación al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, o cualquier interesado en su aprobación o rechazo, de informar al Servicio de Evaluación Ambiental, si han convenido el ofrecimiento o entrega a personas, de algún beneficio de carácter ambiental o de cualquier otra naturaleza que pudiese incidir en la evaluación o calificación del proyecto.

Asimismo, señala que la infracción a esta obligación será sancionada por la Superintendencia del Medio Ambiente, de acuerdo a la normativa establecida en el artículo 35.- de su ley orgánica.

Fue objeto de la indicación número 1, del Honorable Senador señor Letelier, para agregar al artículo 13.- bis que se propone, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“En todo caso queda prohibido a los proponentes hacer publicidad con el objeto de promover su iniciativa.”

La Honorable Senadora señora Alvear mantuvo la opinión expresada en la discusión en general del presente proyecto de ley, en orden a rechazar la indicación propuesta, ya que la prohibición de efectuar publicidad, recordó, puede adolecer de un vicio de inconstitucionalidad. Al respecto, reiteró lo expuesto, en su oportunidad, por el profesor señor Bermúdez, en cuanto a que una prohibición de desarrollar cualquier tipo de publicidad sobre una actividad que se encuentra en proceso de evaluación podría afectar la libertad de expresión, el derecho de propiedad y el derecho a desarrollar actividades económicas lícitas.

La Honorable Senadora señora Allende estuvo de acuerdo con Su Señoría, pues la prohibición de desarrollar publicidad y su posible vicio de inconstitucionalidad ya fue tratada en la discusión general. En ese momento, acotó, se acordó un texto con el Ejecutivo, que fue el que en definitiva se aprobó.

La Honorable Senadora señora Von Baer concordó con lo antes expuesto e hizo presente además, que el acuerdo logrado con el Ejecutivo permitió destrabar la discusión de la iniciativa legal, por tal motivo, manifestó, aprobar una indicación como la propuesta podría dificultar la tramitación legislativa del presente proyecto de ley, retrasando innecesariamente su sanción.

Puesta en votación, la indicación número 1 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende, Alvear y Von Baer.

- - -

En virtud del acuerdo señalado anteriormente, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de las consideraciones señaladas, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de proponer la aprobación en particular del proyecto de ley en los siguientes términos:



PROYECTO DE LEY:


“Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.300 y al artículo segundo de la ley N° 20.417:





 1) Sustitúyese el artículo 13.- bis de la ley N° 19.300, por el siguiente:

“Artículo 13 bis.- Los proponentes de un proyecto que deba someterse para su aprobación al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, o cualquier interesado en su aprobación o rechazo, deberán informar al Servicio de Evaluación Ambiental, a través del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, si han convenido, ya sea por sí o por medio de un tercero, antes, durante o después del proceso de evaluación ambiental, cualquier acuerdo que importe el ofrecimiento o entrega a personas, de algún beneficio de carácter ambiental o de cualquier otra naturaleza que pudiese incidir en la evaluación o calificación del proyecto. En el evento de existir tales negociaciones, éstas no serán vinculantes para la calificación del proyecto o actividad.”.

2) Agrégase la siguiente letra ñ), nueva, al artículo 35.- contenido en el artículo segundo de la ley N° 20.417:

“ñ) El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 bis.- de la ley N°19.300.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de enero de 2012, con asistencia de las Honorables Senadoras señoras Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta accidental), Isabel Allende Bussi y Ena Von Baer Jahn.


Sala de la Comisión, a 4 de enero de 2012.

(Fdo.): MAGDALENA PALUMBO OSSA,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN LA DESIGNACIÓN QUE CORRESPONDE EFECTUAR AL SENADO DE UN INTEGRANTE DEL CONSEJO DEL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS, POR RENUNCIA DE DOÑA PAMELA PEREIRA FERNÁNDEZ

(S 1386-13)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros la propuesta que hicieran los Comités del Senado en sesión de 3 de enero de 2012, para designar a la señora Carolina Carrera Ferrer como integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por renuncia de doña Pamela Pereira Fernández, de conformidad a lo establecido en el artículo 6°, de la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

- - -

QUÓRUM

Cabe hacer presente que, en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo, del citado artículo 6° de la ley N° 20.405, los consejeros que designe el Senado deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.

- - -

I.- ANTECEDENTES DE LA LEY N° 20.405

La ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, publicada en el Diario Oficial de 10 de diciembre de 2009, señala que el Instituto tiene por objeto la promoción y la protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional. 

En cuanto a su organización, el artículo 6° dispone que la Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:

a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas regiones del país.

b) Dos consejeros designados por el Senado.

c) Dos consejeros designados por la Cámara de Diputados.

d) Un consejero designado por los decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, en la forma determinada por el estatuto.

e) Cuatro consejeros designados en la forma que establezcan los estatutos, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.

Cabe hacer presente que de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo, del artículo 6° de la citada ley, los consejeros señalados en las letras b) y c), esto es, los designados por el Senado y por la Cámara de Diputados, respectivamente, deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.

Asimismo, el inciso tercero de la norma en comento establece que los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y que serán nombrados por un período de 6 años, renovándose por parcialidades cada tres.

Por otra parte, su inciso séptimo señala que producida una vacante el reemplazo será proveído por el mismo órgano y en la misma forma al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir.

- - -

II.- ANÁLISIS DE LOS ANTECEDENTES

Cabe hacer presente que doña Pamela Pereira Fernández, fue designada como consejera del Instituto Nacional de Derechos Humanos por el Honorable Senado de la República, en sesión 84, de 20 de enero de 2010, como consta en el Oficio N° 44 SEC-10, de esa misma fecha, dirigido al señor Ministro del Interior mediante el cual se comunica la designación de doña Pamela Pereira Fernández y de don Luis Edgardo Hermosilla Osorio como integrantes del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por un período de seis años, que vence el año 2016.

La señora Pamela Pereira Fernández ha presentado su renuncia a este cargo, la que fue aceptada por el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos en la Sesión 52, de fecha 18 de julio de 2011, en consecuencia, su cargo ha quedado vacante y corresponde designar un reemplazante.

En virtud de lo anterior, se viene en solicitar el acuerdo del Senado, con el objeto de designar como miembro del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en la vacante que existe y por el período que falta a la integrante que se reemplaza, esto es hasta el año 2016, a la señora Carolina Carrera Ferrer.

La Comisión de Derechos Humanos Nacionalidad y Ciudadanía procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto, particularmente el currículum vitae de la candidata propuesta por los Comités del Senado, esto es la señora Carolina Carrera Ferrer.

La señora Carolina Carrera Ferrer, profesora destacada y Psicóloga de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, Magíster en Estudios Teóricos Psicoanalíticos de la Universidad Andrés Bello.

Desde el año 2004 ha ocupado los cargos de Presidenta y Vicepresidenta de la Corporación Humanas. También, se ha desempeñado como investigadora en temas de violencia de género en el área ciudadanía y en los derechos humanos de la Corporación La Morada. Ha estado a cargo de los Tribunales Ético Políticos y del trabajo sobre esterilización forzada de las mujeres que tienen VIH, en conjunto con Vivo Positivo. Asimismo, ha sido asesora del Centro de Estudios del Desarrollo (CED) en la evaluación cualitativa del Programa de Apoyo a Iniciativas de Empleo, componente del Programa Chile Barrios y ha participado en la Fundación Ideas Programa Filantropía Ciudadana y en el Programa Actividades Curriculares de Libre Elección (MECE-MEDIA). Colaboró en el Instituto Nacional de la Juventud como Jefa del Área Psicosocial.

En cuanto a su experiencia académica, debe señalarse que actualmente es docente de la Universidad Bolivariana y que está a cargo de los electivos de Autismo y Psicosis Infantil en Psicosomática en la Infancia. Como investigadora ha encabezado el proyecto “La paridad un componente para la gobernabilidad democrática” (PNUD-Fundación Ford) y la investigación “La experiencia del Gabinete Paritario y su Impacto en los Medios de Comunicación Escritos”, financiado por UNIFEM, entre otros. También, ha sido coordinadora del Observatorio Parlamentario y ha participado en varios proyectos del SERNAM.

Dentro de sus publicaciones, deben mencionarse: “La Experiencia del Gabinete Paritario y su Tratamiento en los Medios de Comunicación Escritos”; “Balance Anual al Poder Legislativo”; “De la Demanda de Clase a la Demanda de Género: Evolución del voto femenino y las candidaturas de mujeres en los procesos electorales: 1992-1996 y 2000-2004”; “La Participación de las Mujeres en espacios de Decisión de las Organizaciones de la Sociedad Civil”; “Violencia sexual como tortura durante la represión política chilena”; “Juventud y Consumo de Drogas en Chile”; “Embarazo en Adolescentes, desde una mirada Psicosocial”, y “Juventud y Consumo de Drogas en Chile”.

- - -

La Comisión recibió en audiencia a la señora Carolina Carrera Ferrer, quien realizó un breve resumen de su trayectoria en materia de derechos humanos, es profesora,  psicóloga, y magíster en estudios psicoanalíticos. Al respecto, comentó que lleva más de treinta años trabajando en el área e informó que en los años ochenta colaboró con la Vicaría de la Zona Sur de Santiago, conociendo de cerca los casos de violación de los derechos humanos del pasado. Paralelamente, indicó que trabajó en la Fundación Misiones, ligada a la Iglesia, que atendía hogares de menores. De esta manera, refirió que comenzó a trabajar con la temática de los derechos humanos de los niños y de los jóvenes. Posteriormente, sostuvo que se desempeñó en la Fundación Ideas, en donde se vinculó con los temas de racismo y de xenofobia. Actualmente, acotó que está ligada a los temas de derechos humanos de las mujeres y de la justicia de género. 

Además, hizo notar que conoce la operatoria del sistema universal de los derechos humanos de los distintos Comités de Naciones Unidas y las obligaciones que pesan sobre los Estados en esta materia. Asimismo, precisó que domina el sistema regional de los derechos humanos de la Corte y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En esta misma línea, comentó que dirige el trabajo que realiza la Corporación Humana, que ya cuenta con una representante en la ciudad de Ginebra.

En seguida, resaltó que los países tienen la obligación de evitar las violaciones a los derechos humanos y acotó que éstos no pueden ser entendidos sólo como las violaciones de los derechos humanos del pasado, ya que existen ciertos derechos que también pueden ser vulnerados en tiempos de democracia. En este contexto, sostuvo que un país que desea avanzar en una institucionalidad de derechos humanos debe evitar cualquier tipo de abuso.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, luego de agradecer su disposición para asumir este cargo, valoró la postura de doña Carolina Carrera de no circunscribir el tema de los derechos humanos a una coyuntura específica de la historia de Chile. Al respecto, sostuvo que si bien forma parte de nuestra historia, el país debe hacerse cargo de ella, tal como se ha constatado a través de diversas legislaciones y de fallos de los Tribunales de Justicia. Acotó que lo importante es determinar la perspectiva que uno tiene de los derechos humanos en general de aquí hacia el futuro, sin dejar de tener presente la lección que aprendimos como país. En efecto, recalcó la necesidad de definir las visiones y las prioridades sobre el tema.

Posteriormente, destacó la labor del Instituto Nacional de Derechos Humanos por involucrarse en diversas tareas y temas que en nuestra cultura cotidiana forman parte del debate y que aún provocan reacciones encontradas, como ha sucedido con el proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación, que fue despachado por este Senado y que personalmente apoyó. En este caso en particular, consideró que existe una contraposición de visiones culturales que ha motivado la presentación de recursos y de acciones de un sector.

En seguida, comentó que propuso al ex Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, luego de haber estudiado esta iniciativa con el Pleno del Instituto de Derechos Humanos, y con distintos especialistas y profesores. Explicó que esta propuesta viene a satisfacer la necesidad del Gobierno de contar con un órgano que coordine y que se preocupe de las políticas públicas en materia de derechos humanos y destacó que este Gobierno hizo suya esta propuesta y que de hecho Su Excelencia el Presidente de la República anunció la presentación de esta iniciativa legal el pasado 21 de mayo. 

La señora Carolina Carrera compartió que la visión de los derechos humanos debe asumir la historia y la memoria de cada país, porque es vital para toda sociedad no olvidar su pasado, para así darle un sentido a su futuro y no volver a reproducir los mismos hechos. Además, enfatizó que los derechos humanos no pueden restringirse a las violaciones del pasado, porque hoy se cuenta con un marco internacional de los derechos humanos que representa un consenso de los países para forjar un acuerdo mínimo suscrito por los Estados.

En cuanto a la propuesta de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, apoyó esta iniciativa porque consideró fundamental transformar el Departamento de Derechos de Humanos de la Cancillería en una Subsecretaría, vinculada al Ministerio de Justicia, especialmente porque al Gobierno le corresponde realizar un seguimiento de los juicios y coordinar todas las actuaciones en materia de derechos humanos, tarea que hoy día realiza el Ministerio de Relaciones Exteriores, que además debe elaborar las presentaciones de Chile sobre los estados de avance del cumplimiento de los diversos tratados de derechos humanos. Acotó que no es lo mismo presentar estos informes desde la Cancillería que desde el Ministerio de Justicia, porque en cierta forma revela la importancia que los Estados dan al tema de los derechos humanos. Por otra parte, sugirió crear una Defensoría de los Derechos Humanos de las Personas. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, resaltó que la iniciativa de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos surgió a propósito de la experiencia de la Dirección General de Derechos Humanos de la Cancillería, que tiene la misión de analizar el cumplimiento de los convenios que Chile ha suscrito en materia de derechos humanos y de definir la postura del país frente a los tratados que se están discutiendo. Comentó que si bien el Coordinador de esta Dirección solicita ayuda a los otros ministerios, no siempre todos colaboraban. Por lo anterior, planteó la idea de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos bajo la dependencia del Ministerio de Justicia, transformando esta Cartera en un Ministerio de Justicia y de Derechos Humanos. 

Por otra parte, resaltó que el tema de los derechos humanos no puede circunscribirse sólo a los temas de muerte, tortura y desaparición de personas, puesto que existe una amplia gama de otros derechos que también pueden verse afectados, como sucede en el caso de los derechos de los niños, los adultos mayores, los pueblos indígenas o las personas privadas de libertad por haber cometido algún delito. Enfatizó que se requiere de un esfuerzo institucional en materia de derechos humanos de cara al futuro más educador, que sancionador.

La Honorable Senadora señora Allende informó que la señora Carolina Carrera fue propuesta por su Bancada y explicó que buscaron a una persona que tuviera un perfil idóneo con el cargo a desempeñar y que dada su lata experiencia en materia de derechos humanos decidieron proponerla. Precisó que participó activamente en la protección de los derechos humanos a partir de la década de los ochenta y que hoy ha seguido trabajando en el área pero con una mirada más amplia. Refirió que su formación de profesora y de psicóloga sin duda ha ayudado a forjar esta visión de los derechos humanos, lo que se ha reflejado en sus diversas iniciativas para proteger los derechos de los niños, de los jóvenes y de las mujeres. Por lo anterior, consideró que reúne todos los requisitos que la ley exige para desempeñar el cargo para el que está siendo propuesta y que está habilitada para reemplazar a doña Pamela Pereira, abogada de reconocida trayectoria en materia de derechos humanos. 

Además, apoyó lo expuesto por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en cuanto a la necesidad de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, dependiente del Ministerio de Justicia, porque no comparte que el Ministerio de Relaciones Exteriores sea el ente encargado de informar sobre el cumplimiento de los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Por último, la señora Carolina Carrera entregó a la Comisión un texto sobre “Informe Regional de Derechos Humanos de las Mujeres y Justicia de Género 2011”, editado por la Corporación Humanas Chile, que actualmente preside.

- - -

La Comisión constató que en lo concordado por los Comités, en cuanto a proponer a la señora Carolina Carrera Ferrer para la designación que corresponde efectuar al Senado de un integrante del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, se da cumplimiento a los requisitos y procedimientos de designación regulados en la ley Nº 20.405. 

- - -

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Ruiz-Esquide, tiene el honor de informaros que en la designación de la consejera en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, para designar a doña Carolina Carrera Ferrer para el cargo propuesto, dada su reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día de 4 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), señora Isabel Allende Bussi (Juan Pablo Letelier) y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Hernán Larraín Fernández.

Sala de Comisión, a 4 de enero de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegman,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER (DON PATRICIO); SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN; Y SEÑORES RUIZ-ESQUIDE Y SABAG, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN Y EL DECRETO LEY N° 645, DE 1925, SOBRE REGISTRO GENERAL DE CONDENAS, CON EL OBJETIVO DE PREVENIR DELITOS SEXUALES EN LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(8135-04)
En las últimas semanas hemos visto con desazón las noticias que dan cuenta de casos de abusos sexuales masivos al interior de establecimientos educacionales, perpetrados por personas que trabajaban en los mismos.
El espacio de confianza que constituye un establecimiento educacional para los padres de millones de niños, niñas y adolescentes, debe protegerse de la manera más estricta. Todo mecanismo de prevención de situaciones que puedan dañar a nuestros niños es bienvenido. En distintos ámbitos, como evitar accidentes, la buena alimentación o el abuso por parte de sus mismos compañeros, para lo cual hemos legislado recientemente en la denominada ley sobre violencia escolar (bullying).
Sin embargo, en el ámbito de los delitos sexuales contra niños, niñas y adolescentes, creemos que es necesario dar pasos adicionales. Hoy existen normas como la obligación de denunciar casos de delitos sexuales contra menores que pesa sobre los responsables de establecimientos educacionales. Pero eso no basta.
Nuestra propuesta tiene como base establecer responsabilidad concreta para los establecimientos educacionales en orden a efectuar una serie de medidas tendientes a prevenir que sigan sucediendo casos tan repudiables como lo son el abuso de, a veces, decenas de niños al interior de una escuela o colegio por un profesor o funcionario que trabaja en el mismo lugar. En estos casos uno no puede dejar de preguntarse si se podría haber hecho más por evitarlos.
En ese contexto, se propone incluir en el título preliminar de la ley general de educación un párrafo nuevo sobre prevención de delitos sexuales, señalándose que los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, deberán efectuar varias medidas con el objeto de prevenir la comisión de delitos sexuales en contra de niños, niñas y adolescentes, al interior de los mismos.
En primer lugar, solicitar la información a que se refiere el artículo 6° bis del Decreto Ley N° 645, de 1925, sobre Registro General de Condenas, para cada funcionario que sea contratado, en cualquier calidad, para trabajar o prestar servicios al interior del establecimiento y que pueda tener contacto regular con los niños, niñas o adolescentes que a éste asistan.
Actualmente dicha norma señala que toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, podrá solicitar que se le informe, para fines particulares, si ésta se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, es decir, inhabilitación absoluta temporal para cargos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.
La propuesta consiste en hacer obligatorio dicho trámite, haciéndose las enmiendas pertinentes también en el Decreto Ley que regula el Registro General de Condenas.
En segundo término, se propone que los referidos establecimientos educacionales soliciten respecto de las personas señaladas, evaluaciones psicológicas acreditadas para efectos de descartar patologías de base inhabilitantes para trabajar con niños, niñas y adolescentes, y detectar posibles conductas de riesgo.
Tanto para el caso de estas evaluaciones, como para la información contenida en el Registro General de Condenas, se establece un deber de reserva de los establecimientos educacionales en orden a evitar discriminaciones o mal uso de la información sensible que contienen.
Con todo, dentro del debate del proyecto deberá perfeccionarse esta regulación más allá de las posibilidades propias de una moción parlamentaria, estableciendo atribuciones para la Superintendencia del ramo en orden a regular qué tipo de evaluaciones se harán, por quiénes y con qué resguardos, precisamente para evitar un uso arbitrario de las mismas por parte de los establecimientos educacionales.
A continuación se propone algo muy relevante: que los establecimientos educacionales capaciten a su personal en la materia, de manera tal de detectar tempranamente conductas o señales de abusos e ir creando una cultura preventiva, que no minimice los hechos cuando se produzcan, situación que muchas veces se verifica por ignorancia de las personas involucradas.
Todas estas medidas se proponen como obligatorias y se responsabiliza en el contexto de la ley general de educación a las autoridades de los establecimientos educacionales para su cumplimiento, pudiendo aplicarse multas de hasta 50 UTM en caso de infracción de estas obligaciones o el doble en caso de reincidencia.
Como hemos señalado, la idea es abrir un debate respecto de la responsabilidad de los establecimientos educacionales en orden a evitar este tipo de conductas tan perniciosas para los niños, y que dichos establecimientos empiecen a asumir un rol más activo en la configuración del espacio de confianza que representan para los niños y sus familias.
En una encuesta realizada en Estados Unidos entre 2002 y 2004 para estudiantes entre 8° y 11° grado, la “American Association of University Women” (AAUW) concluyó que el 83% de las niñas han sido acosadas sexualmente, en distintos niveles de gravedad por cierto; un 78% de los niños, y, la cifra que más nos llama la atención, un 38% de los estudiantes fueron acosados por profesores o empleados del establecimiento. Si estas cifras son extrapolables a la realidad chilena, debemos actuar con urgencia.
Atendidas las consideraciones formuladas, vengo en proponer el siguiente,
PROYECTO DE LEY

Artículo 1°. Incorpórese un párrafo 4° nuevo en el Título Preliminar de la ley N° 20.370, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se establece en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 de 2009, del siguiente tenor:
“Párrafo 4° Prevención de delitos sexuales
Artículo 16 F. Los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, deberán efectuar las siguientes medidas con el objeto de prevenir la comisión de delitos sexuales en contra de niños, niñas y adolescentes, al interior de los referidos establecimientos:
a) Solicitar la información a que se refiere el artículo 6° bis del Decreto Ley N° 645, de 1925, sobre Registro General de Condenas, para cada funcionario que sea contratado, en cualquier calidad, para trabajar o prestar servicios al interior del establecimiento y que pueda tener contacto regular con los niños, niñas o adolescentes que a éste asistan;
b) Requerir respecto de las personas señaladas en el literal precedente, evaluaciones psicológicas acreditadas para efectos de descartar patologías de base inhabilitantes para trabajar con niños, niñas y adolescentes, y detectar posibles conductas de riesgo, y
c) Establecer programas de capacitación para el personal que labore en los establecimientos sobre abuso sexual.
Los establecimientos educacionales deberán guardar reserva de los antecedentes a que tengan acceso de conformidad a lo establecido en los literales a) y b) del inciso precedente. El que vulnere la referida obligación será sancionado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 247 del Código Penal.
Si las autoridades del establecimiento no adoptaren las medidas preventivas a que se refiere el presente artículo, podrán ser sancionadas de conformidad con lo previsto en el artículo 16 de este cuerpo legal.”
Artículo 2°. Reemplácese en el inciso primero del artículo 6° bis del Decreto Ley N° 645, de 1925, sobre Registro General de Condenas, la expresión “podrá” por “deberá”.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LARRAÍN (DON HERNÁN), ORPIS Y URIARTE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.223, SOBRE NORMAS DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, PARA GARANTIZAR LA OBLIGACIÓN DE LOS PROVEEDORES QUE SE COMPROMETEN A PROPORCIONAR SERVICIOS TÉCNICOS Y REPUESTOS

(8136-03)

En el mercado existen muchos bienes de uso masivo que requieren mantenciones periódicas o reparaciones, como por ejemplo los vehículos, televisores, equipos de música y electrodomésticos, entre otros.

En relación a este tipo de bienes, se ha podido observar la práctica de algunos proveedores de esperar a que el consumidor solicite el servicio de mantención o de reparación para, recién en ese momento, iniciar los trámites de importación del componente o repuesto necesario para poder prestarlo.

Esta práctica permite a los proveedores ahorros importantes, pues les evita tener capital inmovilizado invertido en componentes o repuestos; sufrir el riesgo de que no puedan recuperar el valor del componente o repuesto cuando éste no sea requerido por los usuarios; e invertir en un local para almacenar dichos componentes o repuestos.

Si bien es comprensible que el proveedor haga todos los esfuerzos posibles para rentabilizar lo más posible su negocio, se estima que este esfuerzo es válido siempre y cuando sea a costa de sí mismo y no a costa del cliente o consumidor, como es el caso. En efecto, si el proveedor importa e componente o repuesto recién cuando éste es requerido, el consumidor deberá esperar entre dos a tres meses hasta que llegue desde el exterior, a veces desde países muy alejados del nuestro. Sin duda, el perjuicio que se provocará al consumidor será especialmente grave cuando se trate de bienes difíciles de reemplazar o utilizados en el día a día.

Peor aún, se ha podido observar que esta práctica ha fomentado el robo en nuestro país, especialmente el robo de vehículos, los que son desarmados y vendidos por partes puesto, que cada uno de sus piezas han pasado a ser repuestos muy bien valorados. En efecto, en muchos casos, la única forma de reparar el vehículo dentro de plazos prudentes es utilizando repuestos robados.

Todo lo anterior hace necesario incluir expresamente en la ley una norma que obligue a los proveedores que se comprometan de tal forma a contar con los repuestos y a proporcionar servicio técnico y de reparación para el bien adquirido, a cumplir su promesa y efectuar las mantenciones o reparaciones en forma oportuna.

Contenido del proyecto de ley
La ley Nº 19.496, que establece los derechos y deberes de los consumidores, derogó, en artículo transitorio, la ley Nº 18.223, que establece normas de protección al consumidor y deroga decreto ley Nº 280, de 1974, con excepción de sus artículos 5° y 13°.

El artículo 5°, por su parte, establece que el proveedor que se comprometiere a proporcionar servicio técnico y repuestos e, injustificadamente, no prestare el servicio o no vendiere los repuestos dentro del plazo ofrecido, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales.

Se estima que esta norma no ha sido suficiente para evitar las prácticas abusivas que se han podido observar en algunos casos, probablemente porque la sanción es muy baja y porque el consumidor no tiene cómo probar la promesa que se le hizo al comprar el bien.

Por ello, en la presente moción se propone agregar a este artículo 5° una norma que obligue al proveedor que se comprometiere a prestar servicio técnico y a proporcionar los repuestos necesarios para ello, indicar en el local de venta, de un modo claramente visible, las condiciones en que proporcionará el servicio técnico y los repuestos y a entregar por escrito dichas condiciones al consumidor. Además, el proyecto de ley considera el incumplimiento de las condiciones comprometidas publicidad engañosa, infracción contemplada en la Ley del Consumidor y que es sancionada, en general, con multas de hasta 750 UTM.

Con el objeto de prohibir esta negativa práctica, procedemos a presentar al H. Senado el siguiente:

Proyecto de Ley

Agrégase al artículo 5° de la ley Nº 18.223, que establece normas de protección al consumidor y deroga decreto ley Nº 280, de 1974, el siguiente inciso segundo:

“En estos casos, el proveedor deberá indicar en el local de venta, de un modo claramente visible, las condiciones en que se compromete a proporcionar el servicio técnico y los repuestos. Además, al momento de la venta, el proveedor deberá entregar por escrito dichas condiciones al consumidor. El incumplimiento de las condiciones comprometidas será considerado publicidad engañosa, en conformidad al artículo 28 de la ley Nº. 19.496.”

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, GÓMEZ, HORVATH, PROKURICA Y TUMA CON EL QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE OTORGA A LA FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA ESTATUTO DE RANGO CONSTITUCIONAL

(8141-03)
En los últimos años, se ha vuelto cada vez más frecuente la aparición de casos que dicen relación con atentados cometidos en contra de la libre competencia, cuestión que ha afectado notablemente la confianza que debe existir para un sano y equitativo desarrollo económico, bajo el modelo de libre mercado que desde hace más de 30 años existe en nuestro país
Diversos ámbitos de la economía hoy se encuentran fuertemente cuestionados en cuanto a sus condiciones de libre competencia, tales como el financiero, el del retail, el de las farmacias y ahora último el de la alimentación, que son sólo algunos ejemplos en los que han existido verdaderos escándalos de abusos, siendo los principales afectados los usuarios y consumidores de dichos productos y servicios, quienes se enfrentan a monopolios u oligopolios de empresas que {orinan verdaderos carteles que "hacen y deshacen'', aprovechando su evidente posición dominante del mercado.
En materia de libre competencia el decreto ley 211 establece en su artículo primero que dicha "ley'' tiene por objeto promover y defender la libre competencia en los mercados.
Para esto encarga al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y a la Fiscalía Nacional Económica, en la esfera de sus respectivas atribuciones, dar aplicación a dicha ley para el resguardo de la libre competencia en los mercados.
El Tribunal de Defensa de la Libre Competencia es definido como un órgano jurisdiccional especial e independiente, sujeto a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, gozando por esto de la suficiente autonomía e independencia para poder "prevenir, corregir y sancionar los atentados a la libre competencia"
A diferencia de este último, la "Fiscalía Nacional Económica" es un servicio público descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, cuyo Fiscal Nacional es de confianza exclusiva del Presidente de la República.

Sobre esta institución creemos que los elementos de la supervigilancia del Presidente de la República -a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción sobre dicho servicio público, así como también el mecanismo de designación del Fiscal Nacional Económico- le restan la debida independencia y autonomía que una institución como ésta debe tener frente a la autoridad de turno, puesto que finalmente son las ''instrucciones" que da el Presidente o el Ministro de Economía las que determinan las políticas de defensa de la libre competencia.
En el ámbito penal, en nuestro país se realizó una profunda reforma a la institucionalidad que tuvo como uno de sus pilares la creación de un órgano de carácter constitucional y autónomo denominado "Ministerio Público", que tiene como función dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley.
Con esta reforma se produjo un gran cambio en la justicia penal en nuestro país, separando en forma clara las funciones de investigar y juzgar, que antes se confundían en el mismo órgano jurisdiccional, y se reforzó la investigación y persecución de los delitos con un órgano autónomo y constitucional, cuestión que sin duda ha mejorado en forma sustancial la trasparencia y eficiencia de la justicia penal.
Es por esto que creemos que, al igual que en materia penal, en el ámbito de la libre competencia deben efectuarse una serie de reformas que aseguren una institucionalidad que vele por la libre competencia de manera efectiva, imparcial, ajena a intereses económicos y políticos y de esa manera se garantice una economía sana, libre, igualitaria y de acceso universal, cuestión claramente en crisis en los tiempos actuales, lo que sin duda obliga a una profunda reforma.
Como parte de esta gran reforma a la institucionalidad de la libre competencia, creemos que revisar el carácter de la Fiscalía Nacional Económica es fundamental.
Es por esto que proponemos iniciar el debate con este proyecto de reforma constitucional, que establece a la Fiscalía Nacional Económica como un órgano cíe rango constitucional autónomo, jerarquizado, descentralizado, independiente de todo organismo o servicio y que tiene la función de resguardar y garantizar la libre competencia.
Para esto se incorpora un nuevo capítulo XI de la Constitución denominado de la Fiscalía Nacional Económica.
De esta forma la Fiscalía Nacional Económica deja de ser un servicio público sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y queda como un órgano totalmente autónomo e independiente a estos.
De manera de reforzar esta autonomía es que proponemos también que El Fiscal Nacional Económico sea designado por el Presidente de la República, a propuesta de una quina elaborada por la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto y no como es en la actualidad en que es designado por el Presidente de la República únicamente.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de Reforma Constitucional.

Artículo Único: Incorpórese el siguiente Capítulo XI nuevo en la Constitución Política de la República
Capítulo XI
De la Fiscalía Nacional Económica

Artículo 101°.- La Fiscalía Nacional Económica es un órgano autónomo, jerarquizado, descentralizado e independiente de todo organismo o servicio, que tiene la función de resguardar y garantizar la libre competencia en las actividades económicas mediante las atribuciones que la ley le confiere.
La Fiscalía Nacional económica podrá instruir las investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a la libre competencia, actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el orden económico, ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y los tribunales de justicia, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan en esa calidad y velara por el cumplimiento de los fallos, decisiones, dictámenes instrucciones que dicten el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o los tribunales de justicia en materia de libre competencia
Artículo 102º El Fiscal Nacional Económico será designado por el Presidente de la República, a propuesta de una quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.
El Fiscal Nacional Económico deberá tener a lo menos diez años cíe título profesional, tal como abogado, ingeniero comercial u otro, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.
Artículo 103º Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional Económico designar Fiscales adjuntos para actuar en cualquier ámbito territorial cuando la especialidad y complejidad o urgencia de una investigación así lo requiera. Los Fiscales Adjuntos tendrán las atribuciones que el Fiscal Nacional les delegue
Artículo 104º El Fiscal Nacional Económico sólo podrá ser removido por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES GÓMEZ, HORVATH Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS) CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE LA REAJUSTABILIDAD DE LAS PENSIONES DEL SISTEMA PÚBLICO Y PRIVADO

(8142-13)
La Constitución Política de la República, establece en su artículo 19 número 18 el "derecho a la seguridad social".
En dicho artículo se establece igualmente el principio de que "La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas."

Sin embargo, dicho principio de acceso a todos los habitantes al goce de "prestaciones básicas uniformes" no es -a la fecha- cumplido por el Estado en una serie de prestaciones básicas, ya que en nuestra sociedad existen grandes desigualdades en cuanto al acceso y goce de las mínimas prestaciones básicas.
Uno de los más claros ejemplos de dicha desigualdad, es el sistema de pensiones de nuestro país, el cual -no obstante los perfeccionamientos introducidos en los últimos años- continúa siendo absolutamente precario e insuficiente, discriminándose con esto en forma clara a un alto porcentaje de los adultos mayores que reciben pensiones, muchas veces inferiores a los ingresos mínimos a que tiene derecho cualquier ciudadano.
Una lógica explicación de esta desigualdad se encuentra dado por el sistema de reajuste de las pensiones establecido en los distintos sistemas previsionales existentes
En primer lugar, el antiguo régimen previsional de reparto, administradas por el Instituto de Previsión Social (ex INP) y el sistema de las Fuerzas Armadas (FF.AA.) y Carabineros, se reajusta en el 100% de la variación del IPC entre el mes anterior al último reajuste y el mes en que dicha variación alcance o supere el 15%.
Por otra parte, el sistema de Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) o de capitalización individual, creado en 1980 por el Decreto Ley N° 3.500 (DL N° 3.500) estima el valor de las pensiones de acuerdo a la Unidad de Fomento.
Por último, el Sistema Solidario, incorporado por la Ley N° 20.255, se reajusta por la variación del IPC en los últimos 12 meses, desde el último reajuste y, si aquel es superior al 10%, el reajuste es inmediato.
Esta forma de reajuste de las pensiones va en directo perjuicio de miles de jubilados, puesto que muchas veces las variaciones del IPC son muy menores e incluso puede llegar a cero o ser negativas, lo que no refleja el real costo de vida que experimentan los adultos mayores, quienes tienen muchas veces necesidades de insumes que experimentan una variación de precios mucho más alta que la que refleja el IPC.
Al comparar en los últimos años el reajuste que se otorga por ley al ingreso mínimo con el reajuste que han experimentado las pensiones observamos que claramente estas últimas han experimentado un reajuste considerablemente menor que los primeros, lo que sin duda demuestra el incumplimiento por parte del Estado de su deber de garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes.

Así, por ejemplo, el año 2005 el reajuste del salario mínimo fue 6,3% y la variación del IPC sólo de un 3,1 en los últimos 12 meses, a partir de julio de ese año.
Este año 2011, el reajuste del salario mínimo fue 5,8% y la variación del IPC sólo de un 3,8%.
Todos estos antecedentes nos hacen plantear la necesidad de realizar una profunda reforma a los sistemas de las pensiones de vejez, de manera de establecer un mecanismo que iguale sus condiciones a otras prestaciones básicas, tal como es el ingreso mínimo.
Por esto es que a fin de complementar el principio constitucional de prestaciones básicas uniformes, en especial respecto a las pensiones, es que venimos en presentar el siguiente proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 19 número 18 de la Constitución Política, estableciendo que los sistemas de pensiones deberán contemplar un sistema de reajuste de las mismas, que nunca podrá establecer una reajustabilidad inferior a la establecida por ley al ingreso mínimo.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único: Sustitúyase en el artículo 19 de la Constitución Política el número 18 por el siguiente número 18 nuevo:
18°.-E1 derecho a la seguridad social.
Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quorum calificado.
La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias.
Los sistemas provisionales, tanto públicos como privados, deberán contemplar un sistema de reajuste de las pensiones igual o superior al reajuste del ingreso mínimo mensual establecido por ley.

El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social.;
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES
(4991-15)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS;

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”, el 12 de diciembre de 2011.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que el párrafo séptimo de la letra e) del artículo 116 bis F y el inciso noveno de esta norma, contenidas en el artículo 1º; los incisos primero y tercero del artículo 116 bis G y el inciso octavo del artículo 4º transitorio de este proyecto de ley deben ser aprobadas como normas de ley orgánicas constitucionales, por cuanto inciden en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - - - - - - - -


En sesión del Honorable Senado, celebrada el día 4 de octubre de 2011, se dio cuenta del Oficio Nº 9.735 de 29 de septiembre de 2011, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas introducidas por el Honorable Senado, con excepción de las que se señalarán, y la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya denominación recayó en los Honorables Diputados señores René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona.


Posteriormente, el Honorable Diputado señor René Manuel García García fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Leopoldo Pérez Lahsen.


En esa misma sesión, el Honorable Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en los señores Senadores miembros de su Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jovino Novoa Vásquez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 11 de octubre de 2011, en la Sala Nº 5 de Comisiones del Senado, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Jovino Novoa Vásquez y Baldo Prokurica Prokurica, y de los Honorables Diputados señores Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García), Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, al Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez, quien lo es también de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, abocándose de inmediato a su cometido.

- - - - - - - - - - - -


Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron además de sus miembros, los Honorables Senadores Carlos Cantero, Carlos Ignacio Kuschel, Juan Pablo Letelier, Alejandro Navarro y Hosaín Sabag y los Honorables Diputados señores Cristián Monckeberg, Carlos Montes y Leopoldo Pérez.


Asimismo, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez.

- - - - - - - - -

MATERIA DE LA DIVERGENCIA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a algunas de las enmiendas propuestas por el Honorable Senado, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley, recaídas en los artículos 1°, 2° y 3° (artículo 1° del Honorable Senado), solamente en lo que respecta a la inclusión de los artículos 116 bis F, 116 bis G y artículo 116 bis I; en el artículo 4° (artículo 2° del Honorable Senado), exclusivamente en lo que se refiere a la incorporación del artículo 19 bis; en la supresión del artículo 5°; en los artículos 2° y 3°transitorios, y en la incorporación de los artículos transitorios 4° y 5°, nuevos.

 
A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto. 

ARTICULO 1º, 2 y 3 (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional aprobó como artículos 1º, 2º y 3º de este proyecto de ley, los siguientes:


“Artículo 1º.- Intercálase en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el decreto con fuerza de ley Nº 458, del año 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, el siguiente artículo 116 bis B:


“Artículo 116 bis B.- La solicitud de instalación de torres soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, en áreas urbanas o rurales, requerirá permiso de la Dirección de Obras Municipales respectiva. Para estos efectos se entenderá por torre soporte de antenas de transmisión de telecomunicaciones, al conjunto específico de elementos soportantes de una antena, de dos metros o más de altura. Los soportes de antenas de telecomunicaciones de menos de dos metros de altura, incluidas en ella sus respectivas antenas, no requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales.


Para los efectos de otorgar el permiso correspondiente, el Director de Obras Municipales deberá verificar el cumplimiento de los requisitos que se señalan a continuación:


1) Las torres soporte de antenas de telecomunicaciones, incluidas para ello sus respectivas antenas, deberán cumplir con el ángulo máximo de rasantes conforme a lo establecido en la Ordenanza General, debiendo cumplir, además, con un distanciamiento mínimo de un tercio de su altura total, salvo cuando estas estructuras se instalen sobre edificios de más de 5 pisos. Con todo, en las zonas industriales exclusivas se entenderán siempre admitidas.


Las torres soporte de antenas instaladas en la parte superior de las edificaciones de más de 5 pisos, podrán sobrepasar las rasantes, siempre que su altura no sobrepase el 30% de la altura de la edificación.


2) Las instalaciones en zonas residenciales exclusivas no podrán estar iluminadas, salvo para cumplir requisitos de seguridad de aviación o para la iluminación del sector.


3) La solicitud de autorización de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, comprenderá los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del predio donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas. 


b) Proyecto firmado por un arquitecto en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre soporte de antenas que grafique el cumplimiento de las rasantes a que se refiere este artículo y que detalle las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre su entorno urbano.


c) Proyecto de cálculo estructural de la torre soporte de antenas, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas de la torre, elaborado y suscrito por un ingeniero calculista, e informado por un revisor de proyecto de cálculo estructural. El proyecto deberá acreditar que la señalada capacidad de soporte puede permitir la colocalización de equipos o sistemas de otros concesionarios.


d) Autorización suscrita ante notario público de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente a menor distancia que la equivalente a 1,5 veces la altura de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus respectivas antenas, esto es, de los propietarios de todos los predios que se encuentren total o parcialmente en la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre en el suelo natural y un radio equivalente a 1,5 veces la altura de la misma incluidas sus antenas, lo que deberá singularizarse en un plano con los inmuebles afectados. Con todo, esta autorización no será necesaria para el predio en que se instale la torre, así como para las torres que se instalen sobre edificios de 5 o más pisos.


e) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea.


f) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que consigne el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre soporte de antenas cuya autorización de instalación se solicita.


g) Presupuesto detallado de la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, elaborado por un profesional competente.


El Director de Obras Municipales respectivo, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles contado desde que se ingresó la solicitud, concederá el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones cumple con las disposiciones establecidas en este artículo, previo pago de los derechos municipales que procedan. Si la Dirección de Obras Municipales no hubiere emitido pronunciamiento dentro del plazo señalado, se entenderá otorgada la autorización.


La autorización identificará claramente al beneficiario, los elementos que comprende y la localización de las instalaciones autorizadas.


El rechazo de la solicitud sólo podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos, antecedentes y obligaciones establecidos en el presente artículo. Con todo, estará prohibida la instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones en zonas típicas, en monumentos históricos y en inmuebles de conservación histórica. Asimismo, no podrán instalarse torres soporte de antenas de telecomunicaciones en una zona declarada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá instalar torres soporte de antenas ni antenas dentro de colegios, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, ni tampoco en los sitios ubicados a menos de 20 metros del deslinde de estos establecimientos, salvo para los casos en que el servicio respectivo sea requerido por tales establecimientos para sus fines propios. En las zonas protegidas a que se refiere la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, se determinarán las medidas de mitigación que se deberán adoptar para instalar las torres soporte de antenas conforme a las disposiciones de dicha ley.


Artículo 2°.- En los casos en que no se cuente con la autorización de todos los propietarios de los predios a que se refiere la letra d) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el operador podrá presentar sólo la autorización notarial de más del 50 por ciento de los propietarios de los inmuebles señalados en tal disposición, acreditando haber hecho en favor de cada uno de los que resten, la consignación en la tesorería municipal de una suma de dinero equivalente al promedio del valor actualizado del total de las compensaciones o acuerdos, estimados pecuniariamente, que el operador hubiese pactado con los distintos propietarios que sí suscribieron la autorización. Para los efectos de este cómputo, no se incluirá al o los propietarios del o los inmuebles en que se pretenda emplazar la torre.


La consignación deberá haber sido precedida por la correspondiente oferta, para cuyo efecto y los demás que procedan, se aplicarán en lo que resulte compatible con lo establecido precedentemente, las reglas establecidas en los siguientes artículos del Código Civil: 1600, a excepción de su circunstancia tercera; 1601 incisos primero y cuarto; 1602, cuyas circunstancias deberán de acreditarse específica, exhaustiva y fehacientemente; 1603, y 1605, inciso primero. En el caso que el destinatario de la oferta no sea habido por el ministro de fe, deberá acreditarse al menos la concurrencia a su domicilio para tal efecto en tres días distintos entre los cuales no podrá intermediar un lapso inferior a diez días. El ministro de fe deberá dejar aviso escrito de su concurrencia en el domicilio respectivo, especificando el motivo de la misma y los datos necesarios para que el destinatario de la oferta pueda ponerse en contacto con un representante del operador, si lo desea.


El cumplimiento de lo dispuesto en este artículo se acreditará ante la Dirección de Obras Municipales, mediante certificación notarial. Dicha certificación consignará además, la declaración jurada del representante legal del operador respecto del valor actualizado total a que han ascendido cada una de las compensaciones o acuerdos a que haya arribado, sobre cuya base se ha calculado el monto que se deberá consignar. Sin perjuicio de las sanciones penales que procedieren, la falta de veracidad en esta declaración acarreará la denegación de la solicitud, o quedará ella sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Artículo 3°.- Las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se otorgarán el derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas, así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, que disminuyan su impacto sobre el entorno urbano. La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora.


Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso anterior, la municipalidad deberá solicitar un pronunciamiento de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la que deberá evacuarlo dentro de un plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial. Vencido dicho plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento solicitado, la municipalidad podrá prescindir del mismo.


Asimismo, previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Respecto a las características urbanísticas y arquitectónicas de las torres soporte de antenas, la ordenanza municipal deberá establecer a lo menos:


a) Las distancias mínimas que deberá cumplir la instalación hacia los deslindes con predios de propiedad pública y privada, así como con monumentos o inmuebles de valor patrimonial, pudiendo para estos efectos establecer una distancia mínima de 10 metros y una distancia máxima de 30 metros, medidos desde el eje de la instalación. 


b) Las condiciones arquitectónicas del emplazamiento de la torre, las cuales podrán considerar características tales como el color, la iluminación y los diseños específicos de las torres y de las obras en el espacio público circundante. 


No podrá denegarse el otorgamiento del derecho de uso en las zonas preferentes, si es que se cumplen las condiciones de la ordenanza, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones.


El derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para estos fines podrá ser otorgado a cualquier persona, sea prestador o no de servicios de telecomunicaciones. Lo anterior es sin perjuicio que, mediante esta ley, se autoriza a las municipalidades para instalar torres soporte de antenas en los bienes nacionales de uso público, a fin de contratar su uso posterior con las concesionarias de servicios de telecomunicaciones respectivas.


El acto por el que se otorgue el derecho de uso de los bienes nacionales de uso público, deberá contemplar que la torre soporte de antenas tenga una capacidad estructural que permita su uso compartido por distintos operadores de telecomunicaciones. Aunque nada se dijere en dicho acto o en la ordenanza, esta capacidad estructural se entenderá que forma parte esencial de ambas. La colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Las torres soporte de antenas que se instalen en los bienes nacionales de uso público no estarán sujetas a la autorización previa de la Dirección de Obras Municipales. No obstante, dicha unidad emitirá un informe previo al otorgamiento del derecho de uso de dichos bienes para la instalación, relativo al cumplimiento de la ordenanza dictada al respecto y de lo preceptuado en las letras b), c), e) y g) del número 3) del artículo 116 bis B de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como de lo dispuesto en su inciso final.”.


El Honorable Senado, en el segundo trámite constitucional, los reemplazó por un artículo 1º, que mediante tres literales modificó la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


La Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional aprobó las modificaciones introducidas por el Honorable Senado con excepción de la que agrega los artículos 116 bis F; 116 bis G y 116 bis I.

ARTÍCULO 1º (Senado)

Artículo 116 bis F

Este artículo establece que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la antena se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como alternativa o conjuntamente la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de circulación local con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre mimetizada, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo segundo de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en la letra e) anterior, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud a que hace referencia este artículo se refiera a torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones mimetizadas y comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere este último literal, g) y h) anteriores. A este régimen deberán someterse siempre las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), d), g), y h) del artículo 116 bis F.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra f) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.

En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para incorporar el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros de altura, en armonía con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil y/o datos móviles, se regirán por lo dispuesto en el artículo 116 bis G), debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, lo dispuesto en la letra d) precedente y el acuerdo de colocalización respectivo.”. 


El Honorable Diputado señor Hales, junto con lo anterior, propuso reemplazar el término “mimetizadas”  todas las veces en que aparece en el texto por la expresión “en armonía con la arquitectura y el entorno urbano”, haciendo presente que este concepto se puede dirimir jurídicamente en el evento en que se presente un conflicto. El término “mimetizadas” es propio de la zoología y de la defensa militar.


Explicó que si las torres de altura mayor a 12 metros tienen demasiadas dificultades para aprobarse su instalación, la ciudad corre el peligro de una proliferación de antenas de 12 metros, por ello se propone incentivar que las empresas que instalen nuevas torres y que ofrezcan colocalización, cuenten con las facilidades para la instalación de torres entre 12 y 18 metros de altura. De esta forma, se trata de requisitos similares a los establecidos en el artículo 116 bis G.


En caso de no aprobarse esta proposición, sucederá que será casi imposible instalar torres de 18 metros de altura, con lo cual se instalarán más torres de baja altura (de 12 metros). En cambio, las torres de 18 metros de altura facilitan la colocalización.


De esta forma, se establece una subcategoría con lo cual las torres de más de 12 metros y hasta 18 metros de altura, que tengan ciertas características y que ofrezcan colocalizar, se regirán por la norma del artículo 116 bis G, que es menos exigente.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de quince metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.”.


El Honorable Diputado señor Hasbún explicó esta proposición señalando que tiene por finalidad establecer que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de más de tres y hasta quince metros de altura mimetizada, incluidos en ellos sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 bis G.


Señaló que se pretende elevar la altura a 15 metros, pudiendo ser a 18 metros como lo ha propuesto el Honorable Diputado señor Hales, porque es una buena forma de evitar la proliferación de más torres de 12 metros de altura. Las antenas sobre 15 metros de altura permiten la colocalización.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que durante la discusión en el Honorable Senado se estimó por parte de algunos señores Senadores que 12 metros de altura era excesivo. 


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el ideal serían las torres de menor altura, sin embargo, ello significará la proliferación de torres soporte de antenas en las ciudades. La instalación de una torre de mayor altura no sólo permitirá la colocalización, sino que va a frenar la instalación masiva de las torres, mientras no se disponga de la tecnología adecuada para que las torres sean de menor altura.


La realidad indica que son necesarias las torres de gran altura, por lo que se busca incentivar la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hales manifestó su temor en el sentido de que la instalación de torres de baja altura obstará a la colocalización, los técnicos han expresado que es más fácil ofrecer la colocalización en una torre de 18 metros de altura que en una torre más baja. La facilidad que se pretende otorgar para la instalación de antenas de 18 metros de altura es sólo para colocalizar, la garantía definitiva es que la oferta elimina otra torre, a lo menos una si es que se colocalizan, si se colocalizan 4, se eliminan 3 torres. De esta forma, se asegura que tratándose de la instalación de nuevas torres sean menos.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que la proposición del Honorable Diputado señor Hales está en armonía con el artículo 116 bis G, que se refiere a las torres que están de acuerdo con el entorno urbano y la participación ciudadana se limita a la elección del diseño.


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que debe existir un óptimo técnico y los cambios en la tecnología deberán permitir contar con soluciones más armónicas y menos invasivas para la comunidad.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que la modificación del término “mimetizadas” por “en armonía con la arquitectura y el entorno urbano” es positiva. Sin embargo, el concepto del proyecto de ley resulta más claro con lo que se intenta establecer. La proposición puede ser muy clara para los arquitectos, pero no lo es para los abogados, ni tampoco para los ingenieros y la interpretación de lo que se pretende puede resultar conflictiva. Se debe buscar una redacción que sea indiscutida desde el punto de vista de lo que se pretende lograr.


Luego, en relación a la altura de las torres soporte de antenas, señaló que se debe resolver en forma satisfactoria, porque mientras más altas sean las torres se emite de mejor forma su radiación y tiene un efecto directo en la instalación del número de antenas. Desde el punto de vista de la colocalización es evidente que una torre de 15 metros o 18 metros de altura, permite una mayor colocalización que una de 12 metros de altura. 


Anunció que está de acuerdo en aumentar la altura de 12 metros de las torres soporte de antenas.


El Honorable Diputado señor Pérez manifestó su conformidad con el aumento de la altura de las torres soporte de antenas y consultó si la colocalización desde el punto de vista de las emisiones puede significar que se excedan las normas de emisión.  


El Honorable Senador señor Prokurica recordó que durante la tramitación de esta iniciativa legal se reiteró en el Honorable Senado el interés por la instalación de torres de menor altura. Los vecinos no quieren torres de mayor altura en sus entornos, la nueva categoría propuesta es diferente a lo acordado por el Honorable Senado.


Es evidente que mientras más altas sean las torres existirá una mayor cobertura, sin embargo, esa no es la aspiración de la mayoría de los vecinos, este proyecto de ley debe regular de alguna manera el funcionamiento del sistema, la cobertura telefónica versus el interés de la comunidad, que no es tener grandes torres en sus alrededores. 


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que está de acuerdo en analizar la proposición anterior que es radicalmente diferente a los acuerdos del Honorable Senado.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que las normas de radiación son válidas para todas las torres, la tendencia mundial indica que los sistemas radiantes son de menor tamaño, menos potencia y radiación. El proyecto de ley plantea contar con un número mínimo de antenas y cuando hay más de dos antenas, se opte por mimetizar con el entorno urbano, compensar a los vecinos, o tener una torre colocalizada.


La proposición del Honorable Diputado señor Hales es un nuevo régimen para antenas mimetizadas y permite la colocalización, por lo tanto, va en la misma lógica del proyecto de ley, menos antenas y mimetizadas. 


En una torre de 30 metros pueden entrar 3 operadores; en una de 18 metros, con la tecnología actual, no es posible la colocalización de más de 2 operadores, se requieren 2,6 metros para cada sistema radiante más la separación de medio metro, lo que equivale a 3.5 metros, con sistemas más bajos puede ser incluso peligroso.


El Ejecutivo entiende la proposición presentada en la lógica de contar con menos antenas, mimetizadas y que se permita la colocalización.


En cuanto al óptimo técnico, informó que los sistemas radiantes actuales son de 2,6 metros, la lógica apunta a que disminuyan porque se asocian a la frecuencia y a las potencias, además, en el futuro se usará el mismo sistema radiante para propagar 2 ó 3 frecuencias.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados fomentaba la colocalización y se produjo la discusión en cuanto a la constitucionalidad de esta proposición. En el Honorable Senado, con un nuevo Ejecutivo, se aprobó un sistema en que la colocalización es la excepción y se estableció una exigencia de altura que no es indiferente, porque permite colocalizar.


La realidad indica que si se pretende un cierto equilibrio en este proyecto de ley, se debe tener claridad que mediante la instalación de torres de 12 metros de altura se prolifera su instalación con un efecto directo sobre la eventual capacidad de colocalización. 


Se debe intentar lograr un acuerdo para determinar la altura con lo cual se genera una posibilidad real de colocalización.


Cuando se elige la torre de 12 metros de altura, la diferencia urbanística y de radiación no es tan distinta. Entre torres de 12 y 15 metros de altura, se está eliminando una posibilidad de colocalización porque los 3 metros de altura permiten colocalizar.


En seguida, recordó que con el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados se pretendía evitar la proliferación de antenas que perjudica el patrimonio de los vecinos y la radiación porque la comunidad supone que la antena irradia y se le puede afectar la salud.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que el Ejecutivo propuso en el Honorable Senado la instalación de menos torres. Se discutió el establecimiento de una altura de 12 metros, porque se pretende usar la infraestructura existente, tales como luminarias y que no se llene de torres. Para la instalación de torres de 12 metros de altura el régimen de autorización es más flexible.


Asimismo, se consideran ciertas flexibilidades para las torres mimetizadas, para resolver la colocalización se determinó establecer una carga económica a las existentes, que equivale a un 30% del costo, que se destinará a compensar a los vecinos o a mimetizar. Cuando hay 3 antenas se sugiere la mimetización, el pago de una compensación a los vecinos o la colocalización. 


También, se establece que toda antena sobre 30 metros tiene que ser colocalizada.


Con ocasión de la aprobación de la ley de reconstrucción de las telecomunicaciones, se creó un concepto nuevo que son los operadores de infraestructura. Al establecer una carga económica se incentivará la existencia de estos operadores de infraestructura que instalan torres colocalizadas.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que hay grandes diferencias entre los textos aprobados por ambas ramas del Congreso. En el Honorable Senado se consideró la dictación de una normativa legal que tienda a incentivar la instalación de antenas pequeñas, de menos de 3 metros de altura. 


Respecto de la norma relativa a la altura de las antenas, se pretendía incentivar antenas de baja altura, la utilización de la infraestructura existente, que sean mimetizadas y que las antenas de menor altura tuvieran las menores trabas para su instalación.


Para la instalación de antenas de 12 metros de altura se establecían diversas exigencias, con lo cual la proposición del Honorable Diputado señor Hales, es contraria a la postura aprobada en el Honorable Senado. 


Las antenas de 12 metros de altura equivalen a edificios de 3 pisos y cuando se analizó la instalación de antenas de 15 metros se señaló que equivalen a 4 pisos y a contar del 5º piso se permite la instalación de antenas en los techos de los edificios, con lo cual se pierde la lógica de la discusión en las zonas urbanas.


El Honorable Diputado señor Hernández  recordó que el ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, informó en los inicios de la discusión de este proyecto de ley que Chile contaba con 9.000 torres y se necesitaba duplicar la cantidad de torres, por lo que consultó si esa información está obsoleta por el avance de la tecnología. Agregó que para instalar los monopostes se requiere una torre central que los irradie y en la actualidad son de propiedad de las empresas más grandes e impiden el acceso de nuevos actores al mercado. De esta forma, hay dos problemas, el respeto a los vecinos, intentando entregarles el poder de decisión en cuanto a la infraestructura y dejar el aspecto técnico a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y generar más competencia en este ámbito.


En la Honorable Cámara de Diputados se concluyó que en las torres de gran altura se debía obligar a colocalizar puesto que era la única forma de disminuir la cantidad de torres y el impacto negativo en los vecinos. Por su parte, en el Honorable Senado la colocalización no se considera en la misma magnitud anterior y se establece la importancia de usar los monopostes.


Con la forma propuesta por el Honorable Senado van a existir más antenas, si los monopostes son más baratos las empresas van a preferir esa opción, sin embargo, entran en colisión los intereses de los vecinos que se deben resguardar y obligar a la existencia de una competencia en esta industria. 


Cuando se limita la cantidad de torres de gran altura se están sacando del centro de Santiago a todas las pequeñas empresas que no se pueden instalar porque necesitan una matriz. Los monopostes necesitan un punto de irradiación para que les llegue la información. 


El Honorable Diputado señor Hales señaló que su proposición recoge las inquietudes manifestadas por los Honorables Senadores señores Pizarro y Prokurica, porque se parte de la base que se mantiene el artículo 116 bis G, que es la norma que otorga facilidades para la instalación de antenas de baja altura.


Una torre de 12 metros de altura equivale a un edificio de 4 pisos y una torre de 18 metros de altura corresponde a 6 pisos de altura y es preferible tener como impacto en un barrio una sola torre y no dos torres con el equivalente a 4 pisos. 


Las facilidades para la instalación de antenas de 18 metros supone el acuerdo de colocalización, porque las antenas de 12 metros de altura presentan problemas técnicos para instalar a otro operador en la misma torre. De otra forma, como existen facilidades para instalar antenas de 12 metros existirán más impactos en los barrios.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que en el actual artículo 116 bis F, letra d), las torres de más de 12 metros tienen que permitir la colocalización de otro operador y si tiene más de 30 metros tiene que permitir la colocalización de más operadores.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que la proposición es que las torres nuevas establezcan desde un comienzo la portación de dos antenas, sin embargo, en su opinión deben existir más antenas y menos torres. A las personas no les molestan las antenas instaladas en la infraestructura preexistente, como las luminarias. Por el contrario, existe un alto rechazo a la instalación de torres soporte de antenas.


El aspecto de salud está resguardado con un criterio precautorio y se establecieron ciertas distancias mínimas, porque no existe la garantía de que las antenas sean inocuas, pero tampoco la certeza de que puedan dañar la salud de las personas.


Se debe analizar cómo afecta la instalación de una antena nueva que debe ser colocalizada. La competencia es fundamental para asegurar precios reales.


El Honorable Senador señor Chahuán explicó que participó en la discusión de esta iniciativa legal en la Honorable Cámara de Diputados, luego en la discusión en el Honorable Senado y se produjo un cambio de posición del Ejecutivo. En la primera discusión en la Honorable Cámara de Diputados el objetivo fue la reducción del número de antenas y se creó la figura de la colocalización, sin embargo, la discusión en el Honorable Senado fue diferente, se analizó el incentivo de las microceldas, reemplazar la tecnología, que es distinto a la reducción de las antenas.


Se intentó armonizar ambas posiciones y se optó por incentivar las microceldas y para las antenas de 12 metros de altura forzar el otorgamiento de compensaciones o colocalización, para que la empresa hiciera el cálculo económico y decida la instalación de microceldas.


En consecuencia, es importante conocer cuál criterio apoyará el Ejecutivo para asegurar potencialmente la salud de las personas y abordar los temas urbanísticos asociados a esta materia. En su opinión, se debe potenciar una tecnología que diga relación con la microcelda que genera menor impacto visual, de radiación y que permitiría generar conectividad sin riesgos.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que los bienes jurídicos protegidos en este proyecto de ley son el resguardo de la salud de las personas, que está resuelto con el criterio adoptado por el Ejecutivo, en el sentido de establecer las más altas exigencias mundiales en esta materia, el funcionamiento del sistema de comunicaciones, el menor impacto posible en el entorno vecindario, que es lo que más pide la comunidad y el ingreso de nuevos actores a esta industria para que haya competencia.


La instalación de torres de 12 metros de altura fue duramente criticada por algunos señores Senadores, por lo que resulta difícil conciliar los diversos planteamientos.


El Honorable Diputado señor Latorre aclaró que en la Honorable Cámara de Diputados se consideró que la colocalización es muy conveniente y positiva. En ese sentido, se aprobó un proyecto de ley relativo a la reconstrucción en materia de telecomunicaciones, que contiene normas que posibilitan el negocio de la colocalización en esta materia, lo que es un avance positivo.


En la actualidad, en la industria de las telecomunicaciones se han adoptado posiciones en relación a esta materia. El hecho de discutir que la norma que se aprueba puede constituir una barrera de entrada no es un misterio y existen diversas opiniones al respecto.


Se debe tener conciencia del significado de cada una de las normas técnicas que se someten a la aprobación y de las limitaciones que conllevan.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que durante la discusión en el Honorable Senado se estableció una estructura en la que los nuevos entrantes tuvieran las mismas posibilidades que los operadores existentes y cuando un entrante deba ingresar a una zona se establecen las mismas obligaciones para todos. Si se deja de lado la colocalización obligatoria se puede establecer un bloqueo a nuevos operadores o hacer más gravoso a los nuevos y se intentó que ello no se produzca.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que comprende el espíritu de la proposición, sin embargo, no tiene claridad respecto de las facilidades que tendrá esa instalación.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aclaró que se aplicará el mismo régimen de las torres mimetizadas. El artículo 116 bis G, se refiere al régimen aplicable a las antenas mimetizadas en que se estableció que los vecinos sólo se pronuncian en relación al diseño. 


El estímulo que se buscó fue la instalación de microceldas y el Honorable Senado reconoció que cuando no queda otra alternativa que instalar una torre deben ser los vecinos los que decidan si prefieren un monoposte con compensación o una torre mimetizada. 


En el caso de la proposición en debate, se combinan ambas posiciones y no está la disyuntiva para que los vecinos decidan porque la torre permite la colocalización y a la vez está armonizada con el medio ambiente, con lo cual se recoge la lógica del texto aprobado por el Honorable Senado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó en qué consiste el acuerdo de colocalización, si se trata de una manifestación de voluntad en el sentido de que existirá un acuerdo o si existe un acuerdo específico con otros operadores.


El Honorable Diputado señor Hales precisó que se tiene que acompañar en forma obligatoria el acuerdo de colocalización y que se respeten todas las normas. Se debe acreditar que la torre está capacitada, que el ingeniero calculista lo certifique, que no es lo mismo que un acuerdo de colocalizacion. 


El Honorable Senador señor Chahuán consultó si la proposición del Honorable Diputado señor Hales se refiere a las antenas bases o a los microceldas. En seguida, señaló que las empresas buscan la forma de realizar convenios, como es el caso de VTR, que suscribió un contrato con Movistar, para tener cobertura nacional, ocupando la infraestructura de Movistar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aclaró que el concepto de antenas es diferente al de torres. Se requieren más antenas o sistemas radiantes para el desarrollo de las telecomunicaciones que tiende al uso de tecnología inalámbrica.


Las torres instaladas donde se ubica la tecnología de telefonía móvil es un sistema radiante, que es 2G, después se considera 3G, que es Internet móvil, otra plataforma de sistema radiante y luego, se realizará la licitación de 4G, que es una segunda plataforma de Internet móvil, que requiere otros sistemas radiantes. De no existir operadores entrantes existiría la colocalización de tres sistemas.


El proyecto de ley aprobado incentiva el establecimiento de una carga económica a los operadores existentes para que les resulte caro operar estas infraestructuras y las vendan a operadores que hacen un negocio inmobiliario de infraestructura, no es un negocio de telecomunicaciones. Son empresas que conciben un modelo de inversión a 30 años, en algunos casos son empresas operadoras de autopistas.


Las grandes estructuras colocalizadas van a desaparecer con el transcurso del tiempo, sólo se van a usar en las zonas rurales o suburbanas. En las zonas urbanas se usarán las antenas de menor tamaño o las microceldas porque dado el consumo de tráfico, la cobertura y la capacidad del radio es menor. Se estima que para el año 2020 se requierirán más de 30.000 sistemas radiantes y por ello se desarrolla la tecnología multifrecuente de sistemas radiantes para que en el mismo sistema se puedan irradiar tres tipos de tecnología o de servicios.


El concepto de compartimiento de infraestructura no sólo se refiere a las torres y a los ductos, los acuerdos que han suscrito Movistar, VTR y Nextel, son tendencias mundiales, porque las redes se facilitan para nuevos servicios y nuevos operadores, por lo tanto, se debe buscar una estructura que incentive estas plataformas tecnológicas que serán multioperadoras. 


Se debe considerar la protección a la salud, minimizar el impacto urbano y la proposición del Honorable Diputado señor Hales está en la lógica del texto aprobado en el Honorable Senado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, apoyó la proposición del Honorable Diputado señor Hales en relación a la armonización con el entorno porque estará sujeta a normas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo donde se considerará el diseño urbano y la armonía, además si se presenta un problema se aplicarán las normas de interpretación de las leyes, por lo que propuso sustituir la palabra “mimetizar”  por la frase “en armonía con la arquitectura y con el entorno urbano”.
Zonas Preferentes


En seguida, el  Ejecutivo formuló una proposición para introducir cinco incisos nuevos al artículo 116 bis F, que toman la figura de las zonas preferentes del texto aprobado en el artículo 3º de la Honorable Cámara de Diputados y que supone que las municipalidades mediante la Ordenanza Municipal fijan o señalan en los bienes nacionales de uso público de administración municipal que estarán disponibles para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, sin necesidad de contar con todo el sistema de autorización que se establece en el artículo 116 bis F.


Se trata de torres de más de 12 metros de altura.


El texto de esta proposición es el siguiente:


“Con todo,  las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se podrán instalar torres soporte de antenas de más de doce metros así como las características urbanísticas y arquitectónicas de éstas, las que se aplicarán en caso que la torre no se encuentre comprendida en el catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F letra b). 


La ordenanza deberá ser elaborada e informada técnicamente por un arquitecto y renovarse al menos cada cinco años. En los bienes nacionales de uso público que no administran, las municipalidades deberán obrar previa aprobación de la entidad administradora. Aunque nada se dijere en la ordenanza, la capacidad estructural de las torres emplazadas en estas zonas para permitir la colocalización en los términos establecidos en la letra d) del presente artículo se entenderá que forma parte esencial de ella salvo excepciones legales. La negativa a la colocalización respectiva se regirá por el artículo 19 bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Previo a la dictación o renovación de la ordenanza municipal a que se refiere el inciso primero de este artículo, la municipalidad deberá obtener un informe técnico favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Este informe se referirá a las circunstancias de orden técnico sometidas a su competencia, particularmente a la suficiencia de las zonas escogidas, atendida la necesidad de resguardar la debida prestación de los servicios de telecomunicaciones, y a la condición de zonas saturadas de sistemas radiantes o zonas de propagación radioeléctrica restringida que pudieren revestir el todo o parte de los espacios públicos de la comuna respectiva.


Para la instalación de torres de más de doce metros en las zonas preferentes, se requerirá que el solicitante acompañe al aviso de instalación los antecedentes previstos en la letra b) salvo lo referido a la firma de los propietarios del inmueble donde se emplazará, c), d), f), g) y h) del presente artículo. Las torres que reúnan las condiciones de armonización con el entorno a que se refiere la letra b) del presente artículo y se encuentren en el catálogo indicado en el mismo literal, no deberán acompañar la memoria explicativa ni quedarán sujetas a la obligación de colocalización establecida en la letra d). 


No podrá denegarse la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes en las zonas preferentes, si se cumplen las condiciones de la ordenanza o del respectivo catálogo, según corresponda, sin perjuicio del pago de los derechos o tarifas que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones y de las observaciones que pudieran formularse por la Dirección de Obras a la propuesta de obras de mejoramiento por no ajustarse al porcentaje del total del presupuesto que corresponde.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que este artículo 116 bis F fue rechazado en la Honorable Cámara de Diputados porque no consideraba la existencia de zonas preferentes que debían ser definidas por los municipios a través de una Ordenanza Municipal y el Honorable Diputado señor Hales precisó que el término “mimetizadas” no se entendía en forma correcta desde el punto de vista urbanístico.


En consecuencia, la propuesta del Ejecutivo en relación al artículo 116 bis F consiste en recoger los textos asociados a las zonas preferentes aprobados por la Honorable Cámara de Diputados y una redacción en materia urbanística.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó qué sucede en caso que las municipalidades no se pronuncien en relación a esta materia.


Se explicó que la propuesta considera la introducción de un artículo 3º transitorio que recoge el artículo aprobado por la Honorable Cámara de Diputados y establece un régimen que regula el tiempo intermedio entre la dictación de la Ordenanza Municipal. Mientras no se dicta se entiende autorizada la instalación de torres en esos lugares.


Se establecen los incentivos para que las municipalidades dicten las Ordenanzas Municipales.


El Honorable Senador señor Girardi señaló su conformidad con la existencia de zonas preferentes, sin embargo, estimó que no se pueden establecer por la vía de los hechos y debe existir una decisión clara y preestablecida del municipio como parte de un ordenamiento territorial. No está de acuerdo en que se entienda que está autorizada la instalación por el hecho de no dictar la Ordenanza respectiva.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg explicó que esta norma se elaboró en el sentido de que se estimó preferible que se usen terrenos o bienes nacionales de uso público en vez de bienes privados para la instalación de antenas. Se consideró que se debería establecer mediante una Ordenanza Municipal para que el poder político del municipio adopte la decisión porque la alternativa era que las zonas preferentes las determinarán los técnicos de las municipalidades.


Sin perjuicio de lo anterior, concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Girardi, en el sentido de que no se puede castigar a los municipios que no dicten las Ordenanzas, en especial porque se puede tratar de los más pequeños y que no cuenten con los profesionales necesarios.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que en el texto aprobado por el Honorable Senado se otorgaba el mismo tratamiento que se da a los bienes privados, se regulaban en la letra a).


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que en caso de no existir zonas preferentes debe existir una autorización para cada caso.


El Honorable Senador señor Prokurica recordó que la obligación que se establecía en los bienes nacionales de uso público era la obligación de la colocalización aunque no existiere saturación.


El Honorable Diputado señor Hales consultó si existe peligro en que la aplicación de esta norma sea extendida a la totalidad del territorio urbano donde hay bienes nacionales de uso público. Por último, manifestó su temor de que la aplicación de esta norma se transforme en una licencia territorial excesiva.

El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que esta norma es muy confusa y  puede ser muy perjudicial su aplicación.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que en la actualidad si se pretende instalar una torre en un bien nacional de uso público, administrado por una municipalidad, tiene que tener la autorización respectiva. Sin embargo, esta norma establece que la municipalidad debe dictar una Ordenanza en la cual señala los lugares de los bienes nacionales que administra en que se pueden instalar en forma permanente antenas. 


En consecuencia, cada municipalidad tendrá que dictar una Ordenanza, en caso que no se dicte se deberá precisar que en esos casos se aplicará la norma general que exige la autorización para cada caso. 


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que existe una opinión común, en el sentido de que es positivo que los municipios puedan establecer zonas preferentes, sin embargo, se debe establecer qué sucede cuando el municipio no dicta la Ordenanza en cuyo caso se debe aplicar la norma general para que se dé cumplimiento a todas las exigencias.


En caso de incumplimiento por parte del municipio los vecinos podrán representarlo y además no podrá planificar la comuna.


Por último, propuso agregar a esta norma los bienes fiscales de administración municipal.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que se trata de bienes nacionales de uso público que eventualmente pueden ser atractivos para empresas que pretenden instalar sus antenas o desarrollar negocios de colocalización y el texto propuesto sólo está redactado en beneficio de las empresas y no prevee que un tercero pueda prestar el servicio de colocalización y necesite la concesión sobre el lugar porque después intentará vender el servicio a un tercero.


Se deberían recoger en forma satisfactoria ambas situaciones.


El Honorable Diputado señor Pérez manifestó su conformidad por el establecimiento de zonas preferentes en aquellas comunas donde la invasión de una estructura de antenas genera mucho impacto o molestia en la comunidad, por lo tanto, se otorga la alternativa que determinados bienes nacionales de uso público pueden solucionar problemas. 


En seguida, consultó si a esas zonas preferentes se les aplican las normas relativas a la saturación y de distanciamiento. 


Luego, en términos de compensación consultó si el municipio podrá cobrar por la instalación de estas torres y si existirá una diferencia entre las empresas que ofrecen la infraestructura a terceros y aquellas que lo hacen para fines propios.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg señaló que el inciso tercero del artículo 116 bis F, se refiere a bienes nacionales de uso público que no administre el municipio, por lo tanto, también pueden ser objeto de catálogos de zonas preferentes siempre cuando exista aprobación de la entidad administradora.


En seguida, consultó de qué requisitos se libera la instalación de antenas en las zonas preferentes.


El Honorable Diputado señor Hernández recordó que durante la discusión realizada ante la Honorable Cámara de Diputados se consideró inicialmente regular el uso del espacio público y después se determinó traspasar la responsabilidad al sistema político municipal porque era imposible comprender todas las situaciones, como son las zonas turísticas, monumentos, etc.


En su oportunidad se consideró excluir a las zonas rurales porque en ese caso se limitan las posibilidades de desarrollo técnico para entregar un servicio a esas zonas. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, reiteró que este concepto se estableció en la Honorable Cámara de Diputados y obedece a una petición de los alcaldes que indicaron que es un elemento muy importante de ordenamiento territorial.


A través de la Ordenanza Municipal se indicarán los bienes nacionales de uso público de administración municipal en los cuales se pueden instalar torres soportes de antena de más de 12 metros de altura. Para efectuar esta instalación bastará con un aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales, porque se entiende implícito el permiso y se requerirá presentar todos los documentos establecidos en el artículo 116 bis F, letras b), c), d), f), g) y h).


La instalación de las torres soportes de antenas en estos lugares sólo estará sujeta a la obligación del pago de una compensación equivalente al 30% del valor de la obra y la proposición se efectuará a la Dirección de Obras Municipales respectiva. La reclamación en relación a esta materia sólo podrá referirse al valor efectivo de la obra porque el sentido de las zonas preferentes es contar con un régimen más flexible para su instalación porque si se someten al régimen común no existirá incentivo para instalar estas torres en las zonas preferentes.


El permiso que se exige para la instalación de torres soporte de antenas en zonas no preferentes supone un pronunciamiento previo de la Dirección de Obras antes de la instalación, el aviso de instalación que se propone supone que el operador no necesita pedir el permiso previo, sin embargo, debe remitir a la Dirección de Obras un conjunto de antecedentes. La diferencia está en la oportunidad en que la Dirección de Obras efectúa el análisis, si lo hace antes de pronunciarse sobre el otorgamiento de un permiso para esos efectos o lo hace después cuando le corresponda fiscalizar la instalación.


Finalmente, expresó que mientras no se dicte la Ordenanza respectiva para la instalación de estas torres soporte de antena, se aplicarán las reglas generales y deberá analizarse en forma particular para cada caso.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que cuando se analizó la instalación de torres soporte de antenas en bienes nacionales de uso público, siempre se consideró la posibilidad de una compensación para la comunidad, como puede ser dotar de Wi Fi al barrio. Se consideró que no sólo los propietarios afectados merecen una compensación sino que cuando se instale en un bien nacional de uso público la municipalidad puede recibir una compensación.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que el atractivo de las zonas preferentes es que el poder político de cada comuna pueda determinar estas zonas en su territorio, por lo tanto, no se entiende que esta materia se intente regular mediante normas generales. Cada comuna estudia su situación y se manifestó contrario a que para estas instalaciones sólo sea necesario un simple aviso.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que la proposición del Ejecutivo genera diversas dudas en cuanto a la entrega de esta facultad a los municipios, no todos tienen la misma capacidad, además, conlleva un riesgo de corrupción por la decisión del lugar en que se podrán instalar las torres soporte de antena.


No todas las municipalidades cuentan con un arquitecto, las Ordenanzas Municipales tienen que ser diferentes para hacer frente a un tema que se ve como una problemática común en el país.


Finalmente, expresó que esta proposición es confusa.

El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el establecimiento de las zonas preferentes está asociado a la posibilidad de usar los bienes nacionales de uso público administrados por los municipios y se debe resolver que el municipio tenga la posibilidad de indicar localizaciones para la instalación de estas torres soporte de antenas y la forma de liquidar este concepto es agregar el cumplimiento de todas las normas que regulan la instalación de las torres en otros lugares.


El concepto de zona preferente permite una localización que está prevista por el encargado de administrar la comuna, pero en ningún caso se debe establecer que la instalación de torres soporte de antenas en esos lugares se eximirán del resto de las exigencias.


Se debe distinguir el tema de la localización de las torres en zonas preferentes determinadas por el municipio y otra situación es eximir a estas instalaciones del cumplimiento de algunos requisitos de este procedimiento.


La instalación de torres en zonas preferentes tiene que estar asociada a un pago, se está entregando a un ente privado la posibilidad de instalar su estructura y debe existir un pago que lo determinará el propio municipio porque se debe considerar la existencia de empresas que instalarán sus torres para prestar servicios de telecomunicaciones a terceros. Estos espacios se pueden concesionar por parte del municipio.


Finalmente, reiteró la necesidad de establecer zonas preferentes y asociarlo a una fórmula que no sólo implique el establecimiento de exenciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que la proposición del Ejecutivo en esta materia es un gran avance que no sólo permitirá la colocalización sino que también una mejora sustancial en que los vecinos indicarán a sus autoridades los lugares en que se podrán instalar estas torres.


No obstante lo anterior, estimó que la proposición es ambigua en relación a los beneficios que se otorgan para las instalaciones de torres en las zonas preferentes, por lo que solicitó una nueva redacción más precisa en esta materia. 


Respecto del uso de los bienes nacionales de uso público, informó que la Ley Orgánica de Municipalidades establece claramente que hay dos formas para la entrega de las autorizaciones, ya sea a través de un permiso precario o mediante una concesión. Ninguna empresa que realice una gran inversión se conformará con un permiso precario y lo más seguro es que solicite la concesión.


Cada municipio, a través de sus Ordenanzas Municipales, tiene el derecho para cobrar por el uso de estos bienes nacionales de uso público. Esta materia está normada mediante Ordenanza Municipal de acuerdo a cada realidad comunal.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el hecho de establecer en la ley que mediante las Ordenanzas Municipales se fijarán las zonas preferentes, tiene el efecto práctico de que si un concesionario pretende instalarse en un lugar que no es zona preferente deberá sortear muchas dificultades para obtener la autorización municipal. El municipio no está obligado a aceptar que se instale una torre soporte de antena.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la proposición del Ejecutivo acogió la realidad, en el sentido de que la Subsecretaría ha realizado diversas mediaciones para resolver la instalación de torres soportes de antena. En estos casos, participan en forma activa los municipios, las empresas y se ha observado que en muchas comunas como consecuencia de la oposición de los vecinos a la instalación de estas torres, los municipios ofrecen espacios de uso público que son de su administración.


La proposición señala que mientras no se dicte la Ordenanza la instalación de estas torres soporte de antena se regirá por las normas generales que se aplican para la instalación normal en otro lugar.


La excepción consiste en acompañar a la solicitud de permiso respectivo todos los antecedentes, menos los consignados en la letra a) que se refiere a la autorización del propietario del inmueble, puesto que es el mismo municipio el que administra el inmueble.


Si existe la Ordenanza Municipal se entiende que se definieron todos los elementos para que la instalación de torres en zonas preferentes no afecte a los vecinos, si no hay Ordenanza Municipal se debe hacer la consulta a los vecinos.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que esta materia debe regularse con precisión porque por la vía de la Ordenanza se podría dejar sin efecto la norma que obliga a hacer la consulta a los vecinos ubicados dentro de un radio. En su opinión, sólo se puede eximir de la exigencia de la autorización del propietario porque en este caso es el administrador del bien nacional de uso público que se entiende que otorgó la autorización mediante la dictación de la Ordenanza. 


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg hizo presente que la proposición del Ejecutivo elimina el aviso a los vecinos y se confía en que las zonas preferentes estarán alejadas de los vecinos, sin embargo, en caso que así no fuere y el municipio señale como zona preferente una plaza residencial va a operar la zona preferente y los vecinos no tendrán conocimiento, por lo que se debe mejorar esta redacción.


En relación al artículo 3º transitorio, solicitó mejorar la redacción del inciso segundo que da cuenta de los bienes nacionales de uso público no administrados por el municipio y que son bienes fiscales los que requerirían la autorización del organismo, y también requieren del cumplimiento de los requisitos generales.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que la participación ciudadana se produce con ocasión de la Ordenanza Municipal
La proposición del Ejecutivo tendía a buscar una solución en base a la incorporación del concepto de zonas preferentes para incentivar la instalación de antenas en esos lugares y no hacerlo en bienes particulares.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que si existe una Ordenanza Municipal que fija una zona preferente el municipio no podrá autorizar estas instalaciones en cualquier lugar de los bienes nacionales de uso público, es decir, hay una mayor responsabilidad en relación con los vecinos.


El Honorable Diputado señor Latorre recordó que la existencia de las zonas preferentes está asociada al origen del problema de la instalación de las torres soportes de antenas en que la comunidad señala que no se consulta ni siquiera a los municipios para la instalación. Este proyecto de ley es una reacción a esta acción indiscriminada en que no es consultada la autoridad municipal ni tampoco las juntas de vecinos.


El establecimiento de zonas preferentes se justifica en el sentido de que la autoridad municipal tenga una opinión en relación a la ubicación de estas estructuras, porque no puede resolver respecto de los predios particulares porque no son de su propiedad. De esta forma, una Ordenanza establecerá los lugares en que se instalarán preferentemente estas estructuras, con las exigencias legales que establece la ley vigente.


En su opinión, se debe rescatar la idea de la zona preferente y si el punto de discusión es la consulta a las juntas de vecinos debe analizarse, no obstante, tratándose de bienes nacionales de uso público en que el municipio los declara zonas preferentes no sería lógico que el alcalde lo incluya dentro de la Ordenanza si no tiene la certeza de que cuenta con la aprobación de la comunidad o con los argumentos necesarios para enfrentar a la junta de vecinos.


En relación a la consulta a las juntas de vecinos, señaló que la participación ciudadana no es imperativa en sus resultados, sino que es una referencia.


Si no se permite al alcalde establecer estas zonas preferentes en la Ordenanza no habría otra autoridad que lo hiciera y además esta norma reivindica el rol de los municipios en esta materia.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que el establecimiento de las zonas preferentes es un atractivo para una tramitación más sencilla y como la ley no obliga al municipio a que cuando se le solicite en otro lugar del espacio público a autorizar la instalación de una torre soporte de antena no se entiende la concesión de más beneficios.


En seguida, propuso establecer que se trate de una Ordenanza con consulta a los vecinos, con participación ciudadana y manifestó su preocupación por el hecho de que se esté intentando eliminar la zona preferente porque la dictación de la Ordenanza de urbanismo, con estudios de suelo para la instalación de antenas, es un trámite muy largo, excede a la aprobación de la instalación de una torre soporte de antenas.


Finalmente, en relación a la instalación con un simple aviso y una fiscalización posterior, manifestó su oposición porque no tendrá ningún sentido, la estructura debe instalarse cuando esté aprobado el permiso.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el desconocimiento que existe en relación al daño que podría causar la instalación de antenas va a significar que ningún vecino otorgará la autorización, con lo cual esta disposición será letra muerta.


No obstante lo anterior, como existen los concejos municipales y las Ordenanzas Municipales, tienen que ser aprobadas por 2/3 del Concejo, se podrá debatir y adoptar una decisión. La norma propuesta indica claramente que existe disposición para entregar esa autorización a los municipios para que adopten medidas locales.


En su opinión, la norma relativa a las zonas preferentes se debe aprobar porque mejora la ley al permitir un incentivo adicional. 


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el establecimiento de las zonas preferentes puede ser atractivo porque genera un incentivo a los operadores y permite la posibilidad de que los municipios asuman la responsabilidad de ordenar el territorio. Sin embargo, en su aplicación práctica se puede transformar en un gran problema, la dictación de una Ordenanza para esta materia, que es lo que puede impedir el establecimiento de zonas preferentes por parte de algunos municipios.


Actualmente, los municipios tienen la facultad de dictar las Ordenanzas, pero carecen del imperio para decidir en relación a las futuras instalaciones de antenas y los alcaldes se transforman en mediadores para esta materia, por lo que propuso establecer en forma facultativa que los municipios puedan señalar estas zonas preferentes.


Por su parte, es importante determinar quiénes participarán en la dictación de estas Ordenanzas en que en las comunas grandes sólo le afecta a un porcentaje mínimo la futura reglamentación y al resto le interesa que se instalen las torres porque las necesitan, con lo cual se puede producir una situación de abuso y desequilibrio ante los vecinos que resulten afectados.


Con el procedimiento establecido en esta iniciativa legal los municipios tendrán la posibilidad de opinar en relación a estas instalaciones, sin necesidad de definir zonas preferentes. Qué pasa si no existen suficientes espacios públicos o que éstos no sean adecuados para el servicio de la comunidad.


La solución puede ser establecer en la ley la facultad de los municipios para sugerir zonas preferentes. Asimismo, se debe analizar qué sucede cuando a las empresas les interese instalarse en otros lugares después de determinados los lugares preferentes.


En este proyecto de ley se debe combinar la percepción pública del temor de la comunidad en cuanto a los daños a la salud y a pesar de establecerse los rangos más altos, las personas no lo creen. Cuando se señala que se debe regular la instalación la comunidad considera que ellos tendrán derecho a opinar y los municipios decidirán.


Junto con lo anterior, es necesario considerar los abusos que se generan en esta materia, el poder económico que tienen los operadores para generar las condiciones e instalarse en los lugares que prefieren. Además, se debe analizar si existirá un pago en favor de los municipios y la situación de los bienes nacionales de uso público que no son administrados por los municipios.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que la denominación de bienes nacionales de uso público no puede ser genérico y se debe considerar si la propiedad fiscal queda eximida.


Agregó que se deben respetar todas las normas, como es el distanciamiento y establecer la facultad y no la obligación de los municipios para la dictación de estas Ordenanzas.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que esta proposición obedece a una realidad que es la mediación de los municipios ante la instalación de torres soporte de antenas, buscando alternativas para no afectar la salud de los vecinos y la plusvalía de las propiedades.


En seguida, señaló que se debe resolver si existirá un pago para estas instalaciones y concordó con los planteamientos de los Honorables Senadores señores Girardi y Pizarro, en el sentido de que debería ser una facultad de los municipios la dictación de estas Ordenanzas.


Asimismo, señaló que se puede generar un abuso respecto de las propiedades de los vecinos que estén ubicadas en las zonas contiguas a las zonas preferentes, sin embargo, existirá certeza jurídica en relación a los impactos que podrán tener en los respectivos predios.


El Honorable Diputado señor Hernández informó que cuando se inició el estudio de esta iniciativa legal se abordó la situación de la comunidad en el sentido de que se instalan torres en forma indiscriminada y el reclamo permanente de los municipios por la falta de atribuciones para determinar la instalación de estas torres.


El establecimiento de restricciones en las zonas residenciales genera el problema que obstaculiza el desarrollo tecnológico de las empresas. De esta forma, se consideró el establecimiento de zonas preferentes y su regulación en la ley era imposible por las múltiples dificultades que se presentan, por lo que se optó por establecerlo en las Ordenanzas Municipales, habida consideración de que el municipio está obligado a discutirlo en reuniones del Concejo Municipal y además se debe publicar.


La idea de las zonas preferentes es otorgar las facilidades para que se instalen las torres soporte de antenas y no lo hagan en los barrios residenciales.


En caso de agregar todas las limitaciones que se han propuesto en esta discusión no tendrá sentido establecer una zona preferente porque pasará a ser el mismo régimen general, lo que obligará a las empresas a intentar ubicarse en las propiedades privadas.


Finalmente, expresó que es necesario confiar en las autoridades municipales, es absurdo pensar que declararán zonas preferentes todos los bienes nacionales de uso público de la comuna.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que este proyecto de ley presenta un problema en el sentido de que la comunidad quiere contar con comunicación, pero no está dispuesta a tener torres soporte de antenas en sus proximidades que los pueda contaminar, afectar la salud, el valor de la propiedad, con lo cual no es fácil la decisión y se debe abordar por las instituciones, por lo que propuso establecer que las municipalidades “deberán” dictar estas Ordenanzas.


Tiene que ser una obligación, porque las municipalidades dictarán estas Ordenanzas en forma sensata, cuidando los intereses de la comunidad, con respeto a las juntas de vecinos y se definirán zonas preferentes en lugares en que no haya conflicto con la ciudadanía.


Lo que sucede con la instalación de estas torres es lo mismo que ocurre con las torres de alta tensión, uso del subsuelo, construcción de canales, alcantarillados y son obras que deben hacerse.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que hay que entregarle la potestad a los municipios para que adopten las decisiones y en ese sentido se debe establecer el término “deberán”. Los municipios fueron elegidos para gobernar la comuna y tienen el deber de dictar las políticas locales.


Los municipios deben tener la obligación de planificar sus comunas.


En relación a los cobros señaló que los municipios administran los bienes nacionales de uso público y pueden cobrar a través de Ordenanzas Municipales los derechos, pudiendo hacerlo cuando hay permisos precarios y concesiones. El cobro se realiza de acuerdo a la realidad de cada municipio. 


El Honorable Senador señor Cantero expresó que esta iniciativa legal propone normas de general aplicación respecto de las cuales no hay ninguna objeción. En relación a las normas especiales, se ha suscitado controversia porque las municipalidades podrán o deberán, establecer zonas preferentes y, en su opinión, debe otorgarse la facultad a las municipalidades para la dictación de estas Ordenanzas Municipales y no establecerlo como una obligación porque depende de otros factores.


En esta materia entran en colisión dos aspectos que son la facilitación de la localización de la torre y la adecuada cautela de la participación ciudadana.


Respecto de facilitar la localización señaló que se debe hacer todo lo posible para lograrlo y para cautelar la participación ciudadana se debe tener la mayor participación al momento de dictación de la Ordenanza. En la ciudadanía hay serios cuestionamientos en relación a la actuación de los cuerpos colegiados, con lo cual es preferible establecer la participación ciudadana en la definición de la Ordenanza.


El beneficio es que se produce economía en la tramitación de la instalación, en los costos, se favorece la colocalización, la mimetización, entre otros.


Si existen normas generales de común aplicación no puede haber excepción y la única sería la que es sustituida por la consulta para efectos de la Ordenanza y en el futuro las reclamaciones serán problema de la autoridad municipal.


Los requisitos de altura, de distanciamiento, quedarían cubiertos.


Por último, en relación al cobro que puede efectuar el municipio propuso dejarle un amplio margen a éste, porque algunos pueden exceptuarse del pago.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, efectuó el siguiente ordenamiento de las materias contenidas en la proposición del Ejecutivo:


1.- Existe consenso en la necesidad de establecer Ordenanzas que señalen las zonas preferentes como una forma de regular el desarrollo territorial, por lo que es importante decidir si se impone una obligación a los municipios de dictarla o sólo se señala que es una facultad.


2.- La consecuencia clara de tener una Ordenanza con zonas preferentes es que se exime de la necesidad de que exista autorización del propietario del bien porque la Ordenanza lo señala.


3.- En cuanto a si la participación afecta a propietarios circundantes no puede omitirse la comunicación y la participación de los vecinos afectados.


4.- La duda es considerar otras etapas de participación, como la notificación a la Junta de Vecinos y la publicación de avisos para que toda la comunidad se informe.


5.- Obras de compensación en beneficio de la comunidad que están determinadas en función del valor de la torre y sus instalaciones.


6.- En cuanto a los cobros, el proyecto de ley establece un cobro de derechos municipales por la instalación de estas torres y el cobro por el arriendo del espacio, si está en la ley general no se debería innovar.

Votaciones a estas preguntas


En primer lugar, se puso en votación si las Municipalidades podrán o deberán establecer Ordenanzas que señalen las zonas preferentes como una forma de regular el desarrollo territorial.


Se explicó que el término “deberán” se emplea en la Ley Orgánica de Municipalidades cuando se refiere a los bienes que administra la municipalidad, como “bienes municipales o nacionales de uso público que administran las municipalidades”.


Junto con lo anterior, se consigna que la Ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad podrá cobrar, sin perjuicio de los derechos que se cobran por el permiso que están regulados en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcción.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, anunció su voto a favor del término porque el hecho de establecer la obligación de que los municipios dicten la Ordenanza es una señal más clara del legislador, sin perjuicio de no contar con las atribuciones para sancionarlos en caso de incumplimiento.


El hecho de que las municipalidades estén obligadas a dictar una Ordenanza en relación a esta materia y la presión de la comunidad los debería obligar a hacerlo. Es preferible contar con una Ordenanza que señale los lugares en que se instalarán estas torres en forma preferente a mantener el caos actual.


En seguida, señaló que con la redacción propuesta se soluciona el tema relativo al cobro de una tarifa por el derecho de uso del bien nacional de uso público. La ley sólo establece el cobro de los derechos municipales.


Votaron por establecer esta norma en forma obligatoria mediante el verbo “deberán” los Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez.


Votaron por establecer esta norma en forma facultativa mediante el verbo “podrán” los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro.


Repetida la votación se mantuvo el mismo resultado, quedando pendiente la decisión.


En votación realizada en la sesión siguiente con la finalidad de dirimir este empate se obtuvo el siguiente resultado: Votaron a favor del término “deberán”, los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


Votaron por el concepto “podrán” los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro.


En consecuencia, se aprobó el término “deberán” por 7 votos a favor y 2 en contra.


2.- Participación ciudadana, en el sentido de si todos los mecanismos de consulta a los propietarios afectados, si los hubiere, deberían ser notificadas y participar en todo el proceso normal.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que un tema es el establecimiento de zonas preferentes y otro anular el resto de los derechos establecidos en la ley, por lo que da por supuesto que tienen que ser notificados.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que el establecimiento de zonas preferentes dice relación con el otorgamiento de facilidades para la instalación, pero no puede inhibir los derechos de los ciudadanos. 


El Honorable Diputado señor Pérez señaló que si la Ley Orgánica de Municipalidades faculta para la dictación de Ordenanzas Municipales, no se entiende la razón por la cual en ésta se puede participar y en otras no, como son las de cobro de derechos.


En consecuencia, anunció su voto en contra de esta idea señalando que se hace en el entendido de que la ciudadanía ya participó. En la dictación de una Ordenanza, en la autorización de una zona preferente está considerada la participación.


Sometida a votación esta materia, votaron a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro, y los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández y Latorre.


Votó en contra de esta idea el Honorable Diputado señor Pérez 


Aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra, esta idea.


3.- Notificación a la junta de vecinos y que se comunique a toda la comunidad mediante avisos publicados en los diarios. Es el procedimiento que está establecido.


La pregunta es si ese procedimiento se aplica también para la zona preferente o no. Es a toda la comunidad.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que se debe resolver si la Ordenanza va a generar algunas facilidades, sin embargo, si se considera además un procedimiento idéntico de notificación podría ser un exceso. A los puros afectados o a todos.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la notificación se hace sólo a los propietarios u ocupantes afectados en el radio en que se instala o a toda la comunidad.


Preguntó si la Ordenanza siempre tiene que ser consultada.


El Honorable Diputado señor Hasbún explicó que cada vez que se dictan ordenanzas territoriales van a consulta a las direcciones de organizaciones comunitarias. De otra forma, la Ordenanza termina siendo un tema conflicto y los concejales exigen la opinión de las organizaciones territoriales del sector.


Votaron porque se comunique a toda la comunidad los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro y los Honorables Diputados señores Hales y Pérez.


Votaron porque se comunique sólo a los propietarios afectados el Honorable Senador señor Cantero y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández y  Latorre.


Resultado: 6 votos a favor de que se comunique a toda la comunidad por 4 votos de que se comunique sólo a los afectados.


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que esta regulación deja sin efecto la zona preferente, no obstante, es partidario de aprobar la idea. Sin preferencia la zona no tiene lógica.


El Honorable Diputado señor Latorrre hizo presente que hay juntas de vecinos que tienen 10 kilómetros a la redonda dentro de su territorio, por lo que este criterio de participación de la comunidad es una exageración y pueden terminar decidiendo vecinos que están muy lejos del lugar. 


El Honorable Diputado señor Hasbún informó que cuando se crea la Ordenanza existe preocupación e información a las organizaciones sociales, además, una vez emitida, se publica por lo que consultar a los vecinos es excesivo. Hay una contradicción, si es zona preferente tiene preferencia, puede haber un grupo afectado, sin embargo, no se puede consultar en forma permanente a todos los vecinos de toda la comuna sobre el mismo tema.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que los bienes nacionales de uso público son patrimonio de todos los vecinos y tienen derecho a saber de la instalación.


El Honorable Senador señor Cristián Monckeberg propuso eliminar las zonas preferentes con lo cual sucederá que las torres se instalarán en bienes privados.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, solicitó al Ejecutivo la presentación de un texto más simple para decidir en relación a “deberán” o “podrán”.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que después de todas las modificaciones introducidas se debería considerar el término “deberán”.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg señaló que debería ser facultativo para el municipio dictar esta Ordenanza porque no están los incentivos para generar zonas preferentes en consideración a los requisitos establecidos que son los mismos que se exigen para los demás lugares.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que lo lógico es establecer “deberán” porque la sensatez se puede lograr en un concejo municipal para que determinen cuáles son las zonas preferentes. De otro modo, no existirá la posibilidad de que un municipio realice un esfuerzo por planificar su territorio.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que no está de acuerdo con el concepto de zonas preferentes, se pretende que los municipios busquen soluciones para que los operadores encuentren lugares donde instalar las torres soporte de antenas. Se debería establecer la obligación de dictar una Ordenanza respecto de los bienes nacionales de uso público que son administrados por las municipalidades, sin indicar que se trata de zonas preferentes.


El establecimiento de zonas preferentes supone el otorgamiento de facilidades.


Luego, señaló que se debe establecer la facultad de los municipios respecto de los bienes nacionales de uso público que no son administrados por los municipios.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que se puede establecer que resuelva el propietario de ese bien, de acuerdo a las normas generales.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg indicó que eliminar el término “zonas preferentes” implica entregar facultades absolutas a los municipios para decidir la instalación de estas torres y puede suceder que se nieguen a la instalación en bienes nacionales de uso público, con lo cual se desvíe el problema a la propiedad privada, que es lo que sucede en la Municipalidad de Las Condes, con lo cual se produce una distorsión. 


El término preferente es para que el municipio fije los lugares en que se recomienda la instalación.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, se manifestó partidario de mantener el término “zona preferente” haciendo presente que imponer a todos los municipios la obligación de dictar Ordenanzas puede no tener mucho sentido. El concepto de la Honorable Cámara de Diputados es de la zona preferente.


Lo más importante es el desarrollo de la norma y es un avance que la Ordenanza Municipal establezca el concepto de zona preferente, con lo cual el operador sabe que se debe instalar en ese lugar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, reiteró que el artículo 116 bis F, fue rechazado en la Honorable Cámara de Diputados por no contemplar el concepto de “Zonas Preferentes” y además señaló que se modificó el texto presentado para obtener un mejoramiento de la redacción, quedando redactado en los siguientes términos:


“Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a) de este artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.”


El artículo 116 bis F, señala que a la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:

Letra a)


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


El Ejecutivo propone la eliminación de la oración final de esta letra por cuanto se supone que esa materia se regulará en las zonas preferentes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que en caso que no se trate de una zona preferente debe regirse por el régimen normal, por lo que propuso mantener la redacción de la letra a).


La Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus miembros mantener la redacción aprobada en el Honorable Senado para la letra a) y sustituir el términos “operador” por “concesionario”.

Letra b)


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el operador responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la antena se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


Se acordó cambiar la expresión “operador” por “concesionario”, puesto que el término “operador” no tiene una definición en la Ley General de Telecomunicaciones y lo correcto es “concesionario”.


A continuación, se acordó introducir adecuaciones de redacción del término “mimetizado” acogiendo el planteamiento del Honorable Diputado señor Hales, sustituyéndose la frase “medidas de diseño adoptadas para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplaza.” , por la frase “medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan.”. Asimismo se sustituyó el vocablo “antena” por “torre”.

Letra c)


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


La Comisión Mixta acordó incorporar, a continuación de la palabra “estructuras,” en forma expresa la mención a los “sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones” porque es lo de mayor costo o valor de la infraestructura, por lo tanto, se consideró preferible establecerlo en forma explícita.

Letra d)


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.

La Comisión Mixta no le introdujo modificaciones.

Letra e)


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como alternativa o conjuntamente la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


El Ejecutivo propuso enmiendas formales a esta letra e) dejando el primer párrafo de esta letra hasta la palabra “Notario”, y contemplando como párrafo segundo de ella el resto,  proposición que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


En seguida, propuso eliminar las palabras “alternativa o conjuntamente” e intercalar la frase “indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal.”, a continuación de la frase “la letra f) de este artículo.”. Esta enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


Finalmente, el Ejecutivo propuso agregar la siguiente oración final: “Del mismo modo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación a los ocupantes del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada a dicho inmueble.


El Ejecutivo fundamentó esta proposición señalando que en el proceso de participación ciudadana es necesario completar algunos aspectos del procedimiento por lo que se señala que cuando el operador comunica a los vecinos la decisión de mimetizar o compensar de acuerdo a ciertas alternativas, se considera adecuado establecer una priorización para el caso de que los vecinos no se pronuncien. No se ha regulado qué sucede si los vecinos, a pesar de estar notificados, no se oponen y no formulan observaciones. En estos casos se debe entender que corresponde aprobar la propuesta priorizada.


En seguida, el Ejecutivo recordó que en el Honorable Senado se aprobó que se debe notificar a los propietarios y a los ocupantes. En el caso de los propietarios la ley establece expresamente cuándo se entienden notificados, por el contrario, en el caso de los ocupantes, señaló que no es un concepto jurídico, sino que es una situación de hecho, por lo que es necesario establecer una norma de certeza para saber cuándo se entiende que los ocupantes han recibido esa comunicación.


La situación del ocupante es muy incierta, puede ser un “cité” y se puede generar una gran discrepancia en cuanto al cumplimiento de este requisito.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó cómo se obtendrá la seguridad tratándose de los ocupantes puesto que en el caso de los propietarios existe certeza porque se remite la carta al domicilio actual y además el que está registrado para el pago de contribuciones, que no siempre es el mismo.


Junto con lo anterior, se debería, de acuerdo a esta proposición remitir además una carta dirigida al domicilio para los ocupantes. Van a llegar dos cartas al mismo lugar.
El propietario se puede identificar fácilmente, sin embargo, esta proposición dificultará el procedimiento.


El Honorable Senador señor Girardi consideró adecuada esta proposición que asegura que se tendrá conocimiento de la instalación de la torre soporte de antena.


El Honorable Diputado señor Hales propuso modificar el término “ocupantes” por “moradores”.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que el término “ocupante” es confuso y no asegura el cumplimiento efectivo de este requisito, por lo que propuso buscar otro término o establecer que se remitirá una sola carta. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que durante la discusión en el Honorable Senado se analizó la situación que se podría producir en el caso que el propietario viva en otro lugar y no le avisa al arrendador. 


Por otra parte, cabe considerar que no se puede remitir una carta certificada a una persona innominada, por lo que propuso mantener la carta certificada al propietario, avisar a través de los medios de comunicación y no establecer en la ley un procedimiento que es muy difícil de practicar.


El Honorable Senador señor Prokurica advirtió que en diversas oportunidades es muy difícil determinar al propietario por lo que se notifica al ocupante presumiendo que es dueño o tiene que avisarle.


Cuando no se pueda determinar al propietario o no se lo pueda ubicar no podrá continuar el trámite del proceso.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que en esta iniciativa legal se establece que para los efectos de esta ley se considera propietario al que esté registrado en esa calidad en el Servicio de Impuestos Internos, para los efectos del pago de las contribuciones y se remitirá la notificación a ese domicilio registrado. Junto con lo anterior, se considera la publicación en un diario de la región o provincia y la notificación a la Junta de Vecinos, con lo cual la duda jurídica se limita.


En mérito a la discusión anterior, la Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros acordó eliminar el término “ocupantes” y rechazó la proposición del Ejecutivo de agregar la oración final que se transcribió anteriormente y, además,  se acordó establecer el envío de la carta certificada al propietario al domicilio registrado para el pago de las contribuciones y la publicación de un aviso en el diario de la capital de la provincia y región para igualarlo con el procedimiento concesional regulado por la Ley General de Telecomunicaciones para que sea un solo aviso.


Se informó que se modificó el artículo 15 de la Ley General de Telecomunicaciones para que el plazo coincidiera, sin embargo, dicho artículo se refiere a un periódico de la capital de la provincia o región y se debe publicar un solo aviso.


Se dejó constancia para la historia de la ley que la Subsecretaría de Telecomunicaciones concordará las publicaciones para que se hagan en forma conjunta.


Por lo tanto, el párrafo tercero de la letra e), quedó redactado como sigue:


“Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.”.


En seguida, se precisó, en el párrafo quinto de esta letra e)  que las observaciones que pueden formular los propietarios que están en el área se deben hacer a través de la Dirección de Obras al Concejo Municipal, que es la vía de ingreso.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso agregar en la primera oración de este párrafo quinto de la letra e), a continuación del término “observaciones” la siguiente frase: “cumpliendo los plazos y procedimientos establecidos”, haciendo presente su temor por el cumplimiento de los plazos en el caso de las observaciones presentadas en épocas en que no sesiona el Concejo Municipal o no está en funcionamiento la Dirección de Obras Municipales.


En consecuencia, el párrafo quinto de la letra e), quedó redactado en los siguientes términos:


“Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada.”.


En seguida, el Ejecutivo explicó que en el párrafo sexto se agregó la frase “por razones técnicas” para que se entienda que la oposición que se formula ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones es dentro del ámbito de competencia de ésta. Las observaciones relativas a temas urbanísticos deben presentarse ante la Dirección de Obras Municipales, cada uno dentro del ámbito de sus competencias. 


En consecuencia, el párrafo sexto de la letra e), quedó redactado en los siguientes términos:


“Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.”.


En el párrafo séptimo, relativo al Concejo Municipal se explicó que sólo se trasladó de la letra f) a la letra e), porque la secuencia del procedimiento estaba dividida en tres letras.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que se presentó una indicación relativa a las sesiones del Concejo Municipal en que se pronunciaría en relación a las observaciones, por lo que propuso agregar la frase: “ y cumplidas dos sesiones de Concejo”. En la primera sesión del Concejo se da cuenta y en la segunda se pronunciaba respecto de esas materias.


El párrafo séptimo quedó redactado en los siguientes términos:


“El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.”.

Letra f)


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en la letra e) anterior, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


Las obras de mejoramiento mencionadas en el párrafo anterior deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.

Se explicó que la segunda oración del párrafo primero de esta letra se trasladó como párrafo séptimo de la letra e), porque el procedimiento y sequencia lógica del procedimiento estaba dividido en tres partes: en la letra e), la otra mitad en la letra f) y una tercera parte al final del artículo. Se redactó de manera que el procedimiento siga un orden lógico y continuo.


Esta letra f), quedó redactada así:


“f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.”.
Letra g)


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.

Se aprobó, sin enmiendas.

Letra h)


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión.”.


Se explicó que todavía no vencen los plazos para que los concesionarios de infraestructura obtengan la concesión, el reglamento que regula la concesión se encuentra en trámite, con lo cual es muy probable que cuando se apruebe esta iniciativa legal no esté concluido el procedimiento, por lo que se considera adecuado establecer que se admite esta certificación.


De otra forma, los concesionarios de infraestructura no podrán instalar las antenas.


Por las razones anteriores, esta letra quedó redactada en los siguientes términos:


“h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.”.

Letra i)


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud a que hace referencia este artículo se refiera a torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones mimetizadas y comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere este último literal, g) y h) anteriores. A este régimen deberán someterse siempre las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), d), g), y h) del artículo 116 bis F.


En relación a este párrafo que regulas las torres soportes de antena con el propósito de realizar un objeto de arte urbano, se explicó que se propone un régimen especial, al igual que para las torres mimetizadas. A nivel internacional existe experiencia en el sentido de hacer un esfuerzo con artistas de renombre para hacer intervenciones a la infraestructura, tanto de telecomunicaciones como para las torres de alta tensión eléctrica.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que para la instalación de estas obras que contribuyen a la mejora de la ciudad, una vez resuelto el tema de la radiación y protegida la salud de las personas, se debe abordar el deterioro urbano y de la arquitectura, por lo que considera que una empresa que realiza ese esfuerzo no debe ser sometida a la obligación de colocalizar. Si una empresa ha realizado un concurso de arte, de urbanismo, ha hecho participar a la ciudadanía y se realiza una contribución al espacio urbano no resulta lógico aceptar una intervención para colocalizar.


El Honorable Senador señor Girardi compartió la proposición anterior, no obstante, hizo presente que debe intervenir otro organismo que no sea el Colegio de Arquitectos en relación a la conceptualización de lo que se debe entender por arte urbano, puesto que dicho Colegio sólo juzga a la ciudad.


Esta norma debe ser de aplicación excepcional puesto que se está entregando una ventaja adicional a una empresa, a pesar de la existencia de las torres soporte de antenas mimetizadas.


Respecto de estas torres soporte de antenas que se consideren un objeto de arte, se explicó que se acordó establecer un Comité convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos, dos artistas de reconocida trayectoria y un representante del Consejo nombrado por el Presidente de la República que tendrá el voto dirimente.


Se trata de casos muy excepcionales y estas torres soporte de antenas no estarán sujetas a la colocalización.


Además, se otorga una mayor responsabilidad al Estado a través del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que en estos casos sólo se califica que se trate de una obra de arte.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que lo que se califica es que la obra de arte sea una obra de contribución a la arquitectura o entorno urbano.


Luego, propuso agregar que los dos arquitectos deban ser nombrados por el Colegio respectivo y los artistas por el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y eliminar la expresión “y/o”, dejando sólo la expresión “y”.


Se aprueba esta proposición con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández y Pérez y con la abstención del Honorable Diputado señor Latorre.


Esta letra, con el inciso quinto, del texto aprobado por el Honorable Senado, que pasó a ser inciso séptimo y octavo, quedaron redactados en los siguientes términos:


“i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones  comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un comité convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del colegio de arquitectos, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente y un representante del Consejo nombrado por su Presidente quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal.  Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.”.


Vuestra Comisión Mixta aprobó los incisos sexto, séptimo, octavo y noveno del artículo 116 bis F, del Honorable Senado, que pasaron a ser incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo del artículo 116 bis F, sin enmiendas, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


En votación la proposición de texto para este artículo 116 bis F, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, con las enmiendas señaladas.

Artículo 116 bis G 


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 116 bis G, que dispone que toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura mimetizada, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se deberá minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la antena y sistemas radiantes cuyo permiso de instalación se solicite. La correspondiente solicitud de permiso de instalación deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios y ocupantes a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.


La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de mimetización en relación a la edificación a la que se adhieran o adosen.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para incorporar el artículo 116 bis G aprobado por el Honorable Senado, con la única enmienda de sustituir la palabra “mimetización” por “armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se adhieran o adosen”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta quince metros de altura mimetizada, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales, conforme a lo dispuesto en este artículo.”.


Esta proposición fue retirada por su autor.


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituir el inciso quinto, por el siguiente:


“Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta quince metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior.”.


Esta proposición fue retirada por su autor.


La proposición presentada por el Honorable Diputado señor Hales, para agregar un inciso final al artículo 116 bis F, a proposición del Ejecutivo, se trasladó como inciso final de este artículo 116 bis G.


Esta proposición es del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados precedentemente, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.”.

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, explicó que la incorporación de esta proposición como inciso final de este artículo es para establecer como excepción a esta norma la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Hales relativa a las torres entre 12 y 18 metros de altura mimetizadas y que ofrecieran la colocalización, que se consignaba en el artículo 116 bis F.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que la proposición formulada se comprende mejor como una excepción en el artículo 116 bis F y no dentro del artículo 116 bis G. 


En su opinión, queda más evidente el carácter excepcional en el artículo 116 bis F. No obstante lo anterior, no tiene inconveniente en el cambio propuesto.


- En votación la incorporación de este inciso como inciso final de este artículo 116 bis G y no en el artículo 116 bis F fue aprobada con la abstención de los Honorables Senadores señores Girardi y Pizarro y del Honorable Diputado señor Hales.


En mérito al debate precedente, en el inciso segundo del texto del Honorable Senado se suprimió la oración “sin perjuicio de lo anterior, se deberá minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la antena y sistemas radiantes cuyo permiso de instalación se solicite.”


Asimismo, se eliminó el vocablo “y ocupantes”.


En el inciso tercero se suprimió la frase “o ésta fuere denegado”.


- En votación este artículo 116 bis G del Honorable Senado fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Novoa y Pizarro y Honorables Diputados señores Hales, Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez, con las enmiendas señaladas.

Artículo 116 bis I 


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 116 bis I, que indica que se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cada vez que se pretenda instalar una nueva torre dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, cuando aquellas fuesen dos o más y siempre y cuando todas ellas tuviesen una altura de doce metros o más. En este caso, el solicitante sólo podrá instalar torres mimetizadas o conforme al inciso siguiente.


En caso de que, por declaración de un territorio urbano como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar un sistema radiante en condiciones de colocalización, se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, explicó que por un error en la forma de votación en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados se rechazó este artículo 116 bis I pese a que hubo acuerdo en la Comisión para aprobarlo.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Ejecutivo para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cada vez que se pretenda instalar una nueva torre dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes, cuando aquellas fuesen dos o más y siempre y cuando todas ellas tuviesen una altura de doce metros o más. En este caso, el solicitante sólo podrá instalar torres que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o conforme al inciso siguiente. 


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. La calificación de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en la respectiva comuna, al momento de pronunciarse sobre el permiso de instalación correspondiente.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para eliminar en la proposición del Ejecutivo en su inciso segundo a continuación de la expresión “instalar” y antes de la expresión “en condiciones”, la frase “un sistema radiante” e intercalar la siguiente frase: “una o más antenas y/o uno o más sistemas radiante de trasmisión de telecomunicaciones”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.


- En votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Novoa y Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que se estaban instalando muchas torres en el límite con lo cual se afectaba el radio urbano, para lo cual se estableció esta franja de protección. 


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que 500 metros es excesivo y determinará que las torres que se instalen sean más altas y más potentes. En las zonas rurales existen problemas de comunicaciones y aspiran a contar con señal para tener cobertura celular e Internet.


La distancia obliga a aumentar la altura en el vertical por lo que señaló que si el Subsecretario le garantiza que esta norma no significará la instalación masiva de antenas sobre 18 metros.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esta proposición surge como consecuencia de una inquietud planteada por la Honorable Diputada señora Alejandra Sepúlveda en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en el sentido de que se podían instalar en el límite urbano para evadir la ley. La distancia sugerida es adecuada porque la cobertura de estas torres en las zonas rurales es sobre 5 kilómetros, tratándose de antenas sobre 12 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que la distancia es muy importante porque el corte del perfil horizontal de cualquier elemento que se instala en la vertical en el espacio abierto es mucho mayor. Si se instala un objeto en un espacio urbano rodeado de otros elementos la percepción está entremezclada.


El Honorable Senador señor Girardi expresó su conformidad con la franja propuesta para evitar abusos y aprovechar la zona urbana para obtener más ventajas.


Posteriormente, se volvió a debatir esta norma.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, explicó que el Honorable Senador señor Pizarro realizó un planteamiento, en el sentido de establecer en las zonas saturadas la obligación de colocalizar, en la norma permanente, sin alternativas, salvo que por razones técnicas no fuere posible, calificado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, en cuyo caso el nuevo entrante tendrá que entrar mimetizado.


El Honorable Diputado señor Hales propuso eliminar la expresión “salvo que”, porque técnicamente desde el punto de vista del diseño estructural, se pueden hacer todas las mejoras adicionales para recibir a un nuevo operador. De esta forma, explicó que acepta la proposición que en las zonas saturadas no se pueden instalar nuevas antenas, la obligación es colocalizar, no se acepta la alternativa de mimetizar ni de compensar a la comunidad, en el entendido de que se trata de un mandato obligatorio.


Si la empresa a la cual se le obliga colocalizar y no se puede hacer desde el punto de vista de la ingeniería, deberá demostrar que se le solicita algo imposible.


Consignar la expresión “salvo que” significará que la empresa rechace con toda facilidad la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que es necesario considerar que en los casos en que técnicamente no se pueda colocalizar tiene que existir la posibilidad de mimetizar.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó su conformidad con la proposición efectuada y solicitó la revisión del concepto de zona saturada porque es confuso.


El Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder  conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante de la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación.


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrá instalar torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


El Honorable Diputado señor Hernández otorgó su conformidad con la proposición formulada, siempre que quede claro que la obligación de colocalización es absoluta y se aplica con efecto retroactivo y que la excepción a esta norma debe fundarse en una prueba irrefutable.

El Honorable Senador señor Prokurica también consideró apropiada la proposición haciendo presente que mediante ella se puede resolver la situación que se produce en las zonas sensibles, reemplazando la norma que se aplica para esos casos con este criterio.


La propuesta formulada reduce el número de estructuras en los lugares en que están instaladas y en caso de adoptarse ese mismo criterio se evitará la instalación de nuevas estructuras y se producirá la remoción de torres para colocalizar.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que establecer para las zonas saturadas un criterio restrictivo y además eliminar antenas en zonas sensibles, puede significar un gran problema para las telecomunicaciones.


La proposición del Honorable Senador señor Prokurica para las zonas sensibles puede ser muy exigente.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se resuelva previamente la redacción del artículo 19 bis, puesto que es un principio rector.


En las zonas saturadas se pretende reforzar la colocalización y recordó que presentó una indicación en este sentido.


Se reabre el debate.


Se acordó mejorar la redacción de zona saturada, que se gatilla cuando se pretende instalar una nueva torre cuando hay 2 torres y un tercero pretende entrar y está obligado a colocalizar.


Cada vez que se pretenda instalar una nueva torre estará obligado a colocalizar, sólo podría instalar una nueva torre en caso que exista imposibilidad técnica de colocalizar acreditado ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


El Honorable Diputado señor Hales consultó si se aprueba la idea de prohibir la instalación de nuevas torres.


La respuesta fue negativa, no se va a eliminar el concepto.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la propuesta del Ejecutivo precisa la redacción del inciso primero y deja en claro que en los territorios saturados, primero, se debe intentar entrar colocalizado y si no es posible por razones técnicas definidas conforme al procedimiento del artículo 19 bis, se podría ingresar con una nueva antena mimetizada.


Este artículo tiene por objeto regular qué sucede con el entrante en un territorio saturado, debe intentar colocalizar en alguna torre existente y si no es posible por razones técnicas debidamente acreditadas conforme al procedimiento del artículo 19 bis, deberá entrar mimetizado.


Las torres existentes en un territorio saturado se regulan en el artículo 4º transitorio.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones declara un territorio saturado con lo cual existe la obligación de colocalización o sólo se puede entrar mimetizado. Esta declaración de la Subtel debería tener lugar cuando se pronuncia respecto de la solicitud de colocalización del artículo 19 bis o cuando exista una solicitud de modificación de otorgamiento de concesión.


Es necesario definir con precisión cuándo la Subtel declara un territorio saturado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que este artículo establece con claridad que un entrante, que quiera instalar una tercera torre, tiene que colocalizarse, que se resuelve por el procedimiento del artículo 19 bis y sólo si la Subtel establece que no hay condiciones para colocalizar puede entrar mimetizado.


Esta norma establece con claridad que en una zona saturada en el futuro no se podrá instalar una nueva torre, salvo que la Subtel resuelva que la negativa a colocalizar es fundada, porque es técnicamente imposible.


El Honorable Diputado señor Hales manifestó su oposición a la idea de la instalación de torres nuevas en zonas saturadas, puesto que resulta incomprensible que una nueva ley permita la instalación de torres en territorios saturados. Debe existir la obligación de las empresas para resolver técnicamente esta situación.


Los artículos 116 bis I, 19 bis y 4º transitorio, están relacionados. El artículo 4º transitorio, establece que se podrá mimetizar o compensar para instalar una torre en las zonas saturadas que están definidas en el artículo 116 bis I, es decir, se están definiendo las condiciones en que se aplica el artículo 4º transitorio.


La definición de la tecnología por parte de la Subtel puede prestarse para muchas interpretaciones y la prueba está en la instalación de torres en los lugares fuera de Santiago que no son iguales a las que se instalan en los barrios acomodados, hay menos torres aunque hayan más antenas, se aplican soluciones técnicas.


En consecuencia, consideró preferible impedir la instalación de torres nuevas en zonas saturadas. 


El Honorable Senador señor Letelier expresó que el Estado es neutro en materia de tecnología, por lo tanto, no se otorga la facultad a la Subtel para exigir la colocalización y si no es posible con la tecnología actual se debería obligar a usar otra tecnología más avanzada que lo permita, seguramente con mayores inversiones y solicitó que se considere en la norma.


El problema es que en las zonas saturadas el costo de la instalación de nuevas torres lo asume la comunidad.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que el artículo 19 bis establece que la Subtel puede rechazar por razones técnicas y si hay tecnología no rechaza.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que el clamor ciudadano es muy fuerte en contra de las antenas, por lo tanto, todo el esfuerzo que realizará la Subtel será para colocalizar y evitar el aumento de antenas.


En la Subsecretaría de Telecomunicaciones existe un equipo que se dedica en forma permanente a negociar entre las empresas, las comunidades y los municipios para encontrar soluciones. Sin embargo, se debe considerar que la condena por no tener desarrollo por establecer un texto muy rígido es un riesgo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la Subsecretaría de Telecomunicaciones tiene facultades para indicar a un concesionario la necesidad de cambiar de tecnología para evitar la proliferación de antenas. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la negativa por razones técnicas es muy estricta, además, siempre el mayor costo de reemplazo de sistemas radiantes más antiguos por otros más pequeños es de cargo del requirente, con lo cual si está dispuesto a pagar se podría lograr el cambio de tecnología.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con el artículo 116 bis I, sin embargo, la excepción que contiene el artículo 19 bis, cuando se pretende colocalizar en una zona que está saturada, no es la apropiada, porque no debería haber otra opción distinta a la colocalización. Esto no significa que no exista el servicio porque está la alternativa de instalar torres de menor altura o usar la infraestructura existente, o instalarse en la cercanía.


La declaración de zona saturada, cuando se instala la tercera torre, pasará a ser letra muerta porque por la vía de la excepción la Subsecretaría va a autorizar más torres mimetizadas.


El Honorable Diputado señor Hernández hizo presente que en estos casos se producirá una barrera de entrada a los nuevos operadores, puesto que los existentes van a hacer crecer la estructura y van a colocalizar de acuerdo a sus requerimientos. 


Las torres existen en los puntos ideales y ello provoca la concentración de las empresas.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si la dictación de la resolución fundada puede incluir la exigencia de nuevas tecnologías o podría indicar que la torre nueva deba instalarse en otro lugar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió que el artículo 116 bis I, no permite negar la colocalización en zonas restringidas, porque son estratégicas y representan una barrera de entrada a los nuevos operadores, como tampoco en las zonas saturadas, por lo tanto, debe existir una razón de orden técnico que impida colocalizar y recién se podría autorizar una nueva torre, para no establecer una barrera de entrada privilegiando a los operadores existentes.


El hecho de que se pronuncie la Subsecretaría de Telecomunicaciones, es porque se supone que otorga un informe técnico, de otra forma, se habría establecido un pronunciamiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o de la Dirección de Obras respectiva. Si existe una tecnología para los sistemas radiantes múltiples existirá la obligación de colocalización.


Esas atribuciones están consideradas en la Ley General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría puede modificar las concesiones por razones técnicas, de frecuencias, por estructura, etc.


Con el tiempo la colocalización será tecnológica.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se deben adoptar todas las medidas necesarias para que la excepción que permite la instalación de una torre en estas zonas no se transforme en la normalidad.


Propuso agregar, en el inciso tercero que “se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas”.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que vulnerar las zonas saturadas implica un retroceso, porque era un impedimento definido en el sentido de que no se pueden instalar nuevas torres. El hecho de permitir la instalación de torres en zonas saturadas vulnera el proyecto de ley.


Desde la perspectiva de compatibilizar el interés ciudadano, garantizar la competencia y el desarrollo de la tecnología, esta norma va a constituir un cuestionamiento a los derechos de los ciudadanos que se pretenden garantizar.


- En votación esta proposición de texto para el artículo 116 bis I, fue aprobada con las modificaciones señaladas, por 9 votos a favor y 1 en contra del Honorable Diputado señor Hales.


El Honorable Senador señor Letelier dejó constancia de que aprueba esta norma agregando que en el caso de las zonas rurales se efectuará una consulta a la comunidad, no basta con el simple aviso.
ARTÍCULO 4º (Cámara de Diputados)


El artículo 4º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, pasó a ser artículo 2º de este proyecto de ley, enmienda que fue aprobada por esa Cámara.


ARTÍCULO 2º (Senado)


Este artículo 2º está estructurado en 5 numerales mediante los cuales se modifican los artículos 7, 14, 15, 19 bis y 36 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.

Artículo 19 bis


La Honorable Cámara de Diputados en su tercer trámite constitucional rechazó el artículo 19 bis, contenido en el numeral 4), cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso de que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, ni en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. Sin perjuicio de lo anterior, el concesionario requerido que negare la autorización antes mencionada argumentando razones técnicas, podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. Para dichos efectos, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) salvo la memoria, d), g) y h)  del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización.


Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada, a operadores que hubieren instalado sus respectivos sistemas al momento de la solicitud denegada.


El concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres. Entre los derechos no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito, ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores respecto del monto al que deben ascender los pagos aludidos, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


El procedimiento establecido en el presente artículo será aplicable frente a toda negativa para la colocalización por parte de un concesionario cuando se trate de antenas de más de doce metros.


Para efectos de este artículo se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones todo dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos, y cuyo ámbito de aplicación será definido en el reglamento, de acuerdo a su tecnología, naturaleza y uso. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio.”.


En discusión este artículo, se formularon las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, para reemplazar su inciso primero y segundo, por los siguientes:


“Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los treinta días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni en aquellas zonas de propagación radioeléctrica restringida, ni en áreas sensibles de protección a que se refiere el artículo 116 bis E inciso 6º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ni en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes a que se refiere el artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, sin que sea técnicamente factible acceder a la solicitud de colocalización de todos los requirentes, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. Sin perjuicio de lo anterior, el concesionario requerido que negare la autorización antes mencionada argumentando razones técnicas, deberá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios, dentro de los 6 meses siguientes a la fecha de la solicitud. Para dichos efectos, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) salvo la memoria, d), g) y h)  del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para intercalar el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser segundo y así sucesivamente:


“Artículo 19 bis.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes, deberán tener una oferta de facilidades para colocalizar antenas de terceros concesionarios no relacionados, en  torres de 18  metros o más que les hayan sido autorizadas. La oferta de facilidades deberá ser actualizada a lo menos cada 6 meses y publicada en un diario de circulación nacional, debiendo a lo menos indicar la altura y ubicación de la torre y la oferta técnica de colocalización.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que se trata de un texto aprobado por el Honorable Senado y rechazado en la Honorable Cámara de Diputados.


El Ejecutivo propone un texto que recoge proposiciones presentadas por el Honorable Senador señor Letelier y por el Honorable Diputado señor Hales, del siguiente tenor:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


En todo caso, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización.

 
El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento, y podrá negar la autorización cuando la instalación no haya sido autorizada con las condiciones de colocalización y argumentando razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada. 


En caso que el concesionario requerido negare la solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis. El concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en las áreas sensibles a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes salvo que ya hubiere colocalizado a otros operadores conforme a la capacidad de la torre establecida en la letra d) del artículo 116 bis F de la referida ley. En caso que más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. 


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación. 


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo.


El presente artículo será aplicable frente a toda negativa negativa para la colocalización por parte de un concesionario cuando se trate de torres de más de doce metros salvo que conforme a la ley no estén sujetas a la obligación de colocalizar antenas y sistemas radiantes de otro concesionario.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3 de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo.  Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la condición de territorio urbano saturado de torres soporte de antenas y sistemas radiantes.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que se realizó un reordenamiento de los incisos del texto aprobado por el Honorable Senado.


Se pretende establecer un orden que facilite que se llegue a un acuerdo y se utilice el mecanismo de la controversia ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones y ante el árbitro arbitrador como una segunda etapa porque siempre desincentiva y perjudica al entrante. 


En el inciso primero se establece que el nuevo entrante deberá siempre verificar si existe una torre donde se pueda colocalizar y acogiendo las proposiciones presentadas se propone que este artículo se aplicará a todos aquellos casos en que pueda surgir una controversia de colocalización. Se deja neutro este artículo.


Se elimina la referencia a la autorización de colocalización.


El inciso segundo, autoriza a cambiar una torre para los efectos de colocalizar, por lo que se consideró apropiado otorgar al incumbente la posibilidad de modificar su torre para recibir al entrante y se establecen los documentos que se deben presentar ante la Dirección de Obras.


En el inciso tercero, se baja el plazo de 30 a 15 días, que tiene el incumbente para pronunciarse sobre la solicitud de colocalización.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se debe modificar la conjunción “y” para argumentar razones técnicas por “o” por cuanto hay torres existentes que no han sido autorizadas con condiciones de colocalización.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que se establece “y” porque el argumento siempre debe ser técnico, que no tiene capacidad, por haber colocalizado, por haber cumplido, porque no se levantó la torre con más capacidad.


En el inciso cuarto, se incorporan las áreas sensibles a los casos en que no se puede negar la colocalización o no se pueden aducir razones técnicas, lo que supone fortalecer la obligación de colocalización. No se puede negar cuando se trate de estructuras superiores a 30 metros, cuando se emplacen en las zonas sensibles, en las zonas de propagación radioeléctrica restringidas y en los territorios saturados, a menos que se hubiere colocalizado a otros operadores conforme a la capacidad de la torre establecida en la letra d) del artículo 116 bis F. 


En consecuencia, si se trata de una torre de hasta 18 metros, se colocaliza a uno, si es más de 30 metros a 3 concesionarios.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó la razón por la cual se incorporan las zonas sensibles ya  que la idea es sacar las torres.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que el inciso siguiente regula las controversias que se produzcan por los pagos, que se deben resolver ante el árbitro arbitrador. La regla general será que las partes traten de llegar a un acuerdo en relación al precio y cuando no sea posible se recurra al árbitro arbitrador que cuenta con los conceptos económicos de costo que se consideraban en el texto aprobado por el Honorable Senado.


Esto se aplica cuando tiene que fallar el árbitro arbitrador, cuando hay pleno acuerdo las partes pagarán el precio que estimen conveniente.


Respecto del inciso noveno que señala que mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio de los derechos que confiere este artículo, expresó que es una norma nueva y se acogió del texto aprobado en la Honorable Cámara de Diputados.


En relación a la aplicación de este artículo, explicó  que se aplicará ante la negativa de colocalización a menos que conforme a la ley el concesionario tenga una torre que no esté sujeta a obligaciones de colocalización.


En el último inciso se precisa la redacción del reglamento que se debe dictar en esta materia que debe establecer la forma de aplicación de esta ley tratándose de ciertas antenas.


Se generaron dudas en los casos en que se superpongan distintas calidades en una zona, puede ser territorio saturado y a la vez, zona de propagación radioeléctrica restringida y en ambos casos se fortalece la colocalización, sin embargo, prima la zona de propagación radioeléctrica restringida.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que se elimina un párrafo del artículo 19 bis que establecía “que haya sido autorizada con las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F, de la Ley General de Urbanismo y Construcción”. De esta forma, se impone una exigencia a todos los operadores sin distinguir que se haya dado cumplimiento a las exigencias para zonas sensibles y saturadas.


El sentido de este artículo cambia en forma radical, se impone una exigencia de colocalización con efecto retroactivo para todos los casos sin excepción, a pesar de haber exigido previamente el cumplimiento de ciertos requisitos para la instalación de las torres.


En su opinión, lo más relevante es mantener la exigencia contenida en el párrafo que se propone eliminar.


El Honorable Diputado señor Cristián Monckeberg recordó que en las zonas sensibles se pretendía sacar las torres instaladas y con esta proposición se dejarían en la medida en que se puedan colocalizar, es decir, se agregarán más antenas en los lugares en que se suponía que se eliminarían, por lo que solicitó una explicación en esta materia.


Luego, en relación a las zonas sensibles señaló que las normas de distanciamiento propuestas pueden ser excesivas y contraproducentes, porque mientras más lejos esté la antena se producen más efectos dañinos a la salud al intentar la comunicación.


Finalmente, consultó cuáles son los intereses intercalarios.


El Honorable Diputado señor Hales consultó qué significa la colocalización neutra en términos prácticos. En seguida, expresó que este artículo contiene un principio clave de la definición de la ley y el mito de las empresas existentes en cuanto a que la colocalización sea un abuso, una injusticia contra la empresa dominante, se ha diluido, por lo que propuso que se intente promover la colocalización.


Finalmente, solicitó una aclaración en cuanto al lugar en que se instalarán estas torres nuevas con un acuerdo de colocalización.


El Honorable Senador señor Chahuán propuso revisar este concepto de zonas sensibles que será dinámico, es razonable que se obligue a colocalizar, sin embargo, debe considerarse que además ya se les obligó a incurrir en costos para la mimetización.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó una explicación en relación al párrafo que se refiere al cumplimiento de las condiciones de colocalización establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F.


En esa norma se debatió la retroactividad y en el Honorable Senado se pretendió obviar para evitar la judicialización de esta iniciativa legal y los problemas de constitucionalidad que se pudieran presentar. Con este fin, se pretendió establecer un procedimiento que obligue a las empresas a colocalizar y que las empresas tuvieran más facilidades para la instalación de antenas de menor altura, en especial las microceldas, que pueden mejorar el servicio en cuanto a la densidad.


Recordó que durante el análisis de las zonas sensibles la decisión adoptada dice relación con la credibilidad de la ciudadanía respecto del daño posible de las torres instaladas en determinadas zonas. Las personas entienden que en cualquier lugar que se instalen generan daños a la salud, a pesar de no existir ningún informe que así lo determine, como tampoco ningún estudio que lo deseche. 


En esta materia, se pretendió entregar la señal de que en las zonas sensibles no se instalarían antenas y las existentes serían removidas dentro de un plazo, con lo cual no se puede aprobar esta norma que establece la instalación de estas estructuras mayores de 30 metros en zonas sensibles con obligación de colocalizar. 


Siempre se pretendió sacar las torres de las zonas sensibles y no entregar facilidades para que se instalen algunas. La única excepción es que la propia institución lo solicite por razones propias de servicio, como es el caso de los hospitales.


Finalmente, anunció que rechazará todas las normas que signifiquen una excepción a este principio, sin perjuicio de reconocer las limitaciones que supone la declaración de zonas sensibles.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la idea es fortalecer la colocalización, eliminar la cantidad de estructuras, que produce efectos más allá del entorno urbanístico, el deterioro del patrimonio de los vecinos y excluir barreras de entrada a esta actividad.


Luego, expresó que la eliminación del primer párrafo dice relación con la necesidad del operador de verificar si existe una estructura instalada, sin distinguir si está instalada para ser colocalizada y en el inciso tercero pretende forzar la colocalización.


En relación a las zonas sensibles manifestó que lo óptimo es reducir la cantidad de torres y la potencia de las emisiones. Esta materia se relaciona con el artículo transitorio y se consideró reforzar la norma aprobada en el Honorable Senado y establecer condiciones para que no se instalen más en estas zonas y generar los incentivos para eliminar la cantidad de estructuras y antenas en las zonas sensibles, sin embargo, con la proposición en discusión lo anterior se revierte.


Por último, consultó si se buscará forzar la colocalización y ceder en las áreas sensibles.


El Honorable Diputado señor Pérez expresó que las mayores preocupaciones de la comunidad son las zonas saturadas, las zonas sensibles y las zonas de propagación restringida, por lo que se debe dejar claramente establecido qué norma se aplicará a las zonas sensibles, no pueden existir dudas en esta materia.


Qué sucede con las torres de 18 metros de altura, en cuanto al distanciamiento y con las que están instaladas y no cumplen con aquellas normas. En ese caso, se podría señalar que se mantendrían con la obligación de colocalizar con lo cual se modifica una estructura existente o se le agregan antenas, sin que exista la posibilidad de que cuente con la altura que establece la ley o el distanciamiento mínimo de 50 metros de la norma.


La comunidad está expectante por la forma en que se resolverá esta situación. 


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que subyace la discusión más importante que es la colocalización, el establecimiento de zonas saturadas, que tampoco resulta obligatoria en la proposición del Ejecutivo y las zonas sensibles que es un área de exclusión de torres, para poder alejar las estructuras por los grados de emisión de estas zonas, no obstante, Chile es uno de los países con más restricción de emisión.


Qué pasa en la comuna de Santiago en que están ubicados diversos colegios, jardines infantiles, consultorios, hogares de ancianos, en que se superponen, con lo cual en algunas partes no podrían instalarse antenas y por ende, quedarían sin comunicación. 


Si en las zonas sensibles el distanciamiento es de 120 metros con una altura de 30 metros, se abarca un radio de 30 metros, con lo cual se llenaría la ciudad de monopostes que no se podrían prohibir y es más complejo.


Si en las zonas sensibles se dejan las torres existentes y se colocaliza se podría otorgar el servicio de telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que es un tema muy complejo de determinar, primero se debe establecer un servicio de telefonía, e Internet de calidad, con mayor acceso y a bajo costo, resguardar la salud de las personas, la calidad urbanística de las ciudades y no establecer barreras de entrada a esta actividad económica.


En su opinión, la protección de la salud estaría resuelto porque se establecen las exigencias más altas a nivel internacional. Por su parte, en el tema urbanístico se presentan los mayores problemas.


La colocalización significará menos torres y más o igual número de antenas. Sacar todas las antenas instaladas en las zonas sensibles va a generar un debilitamiento en el servicio de las telecomunicaciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó que la colocalización significará más antenas y menos torres, no obstante, la percepción de la comunidad es no tener torres cerca de sus propiedades, con lo cual lo negativo es una estructura cerca, no el número de antenas que tiene una torre.


La protección a la salud se logra con el establecimiento de estándares muy superiores a los países desarrollados.


El hecho de no aceptar la colocalización en áreas sensibles va a significar un desconocimiento de la libre competencia, se atentará contra la calidad del servicio y con la igualdad, porque muchos no tendrán la oportunidad de acceder a la tecnología por los precios. Los valores son altos en comparación a la media internacional, porque existe un oligopolio, por lo que es importante determinar si se permitirá la libre competencia.


La colocalización asegura la libre competencia y da satisfacción al clamor de la comunidad que no quiere más torres en su entorno.


Si se retiran todas las antenas, diversas comunas quedarán sin servicio de telecomunicaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que hay diversos bienes jurídicos que se pretende proteger; el entorno urbano, la incomodidad de los vecinos cuando se les instala una torre en las cercanías, se deben regular las emisiones, la necesidad de contar con un sistema de telecomunicaciones e Internet inalámbrico y asegurar la libre competencia con nuevos entrantes.


Se debe hacer un esfuerzo por compatibilizar los elementos anteriores, sin sobredimensionar ninguno de ellos.


En el Honorable Senado, se intentó salir de la colocalización obligatoria por los problemas jurídicos que puede presentar y se estableció un mecanismo en virtud del cual todas las antenas que se instalen cumpliendo con los requisitos actuales van a tener la obligación de colocalizar. 


Cuando se elimina la frase aludida en el artículo 19, bis, inciso primero, se hace retroactiva la aplicación de la ley.


Se debe entender que cualquiera que pretenda instalar una torre debe analizar, en primer lugar, si se puede colocalizar, va a existir una torre y si fue aprobada con las condiciones de colocalización estará obligado a hacerlo, a menos que pueda esgrimir razones técnicas y de cumplimiento con la colocalización.


En seguida, señaló que se estableció que las nuevas torres no se pueden instalar en zonas sensibles, sin embargo, cumpliéndose los estándares de emisión no se puede prohibir que se instalen donde hay torres. El problema se soluciona por la vía de las emisiones y la decisión que se adoptará con las torres cuando se analice el artículo 5º transitorio.


Puede existir una contradicción entre el artículo 19 bis, que permita instalar un sistema radiante en una torre ya existente en un colegio con la prohibición de instalar torres y sistemas radiantes.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, expresó que si se considera que las torres altas son tan dañinas para la salud, deberían ubicarse al interior de los establecimientos educacionales y jardines infantiles, puesto que son los lugares en que menos tiempo permanecen los niños y deberían instalarse lo más lejos posible de las casas. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, aclaró que este artículo no es de fondo puesto que es procedimental e instrumental, porque el resto de la iniciativa legal establece en diversos artículos las torres que están obligadas a colocalizar.


Por colocalización neutra, se debe entender que el artículo 19 bis, se aplicará a todos los casos en que existe obligación de colocalización de acuerdo a la ley.


Los artículos 116 bis F, 116 bis G y disposiciones transitorias, son los que indican los casos en que se debe colocalizar. En la mayoría de los casos se trata de las torres nuevas, que se instalen después de publicada la ley. Sin embargo, dependiendo de lo que se defina en los artículos 4º y 5º transitorios, podrían referirse a torres ya instaladas, que se entiende como colocalización retroactiva.


Los cambios propuestos señalan cuándo se pueden excusar de la colocalización, que corresponde a cuando ha cumplido con la colocalización, cuando es una torre en condiciones de armonización, cuando es una torre intervenida y transformada en objeto de arte.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que la eliminación de la frase, ya referida, en el inciso primero cambia todo el sentido al artículo. 


En consecuencia, anunció su voto en contra de esta proposición.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que en caso que no exista un principio de buena fe por parte de los operadores y en especial de los que tienen el carácter de oligopólicos, la colocalización será una utopía, basta con la existencia de un compromiso cruzado de colocalización respecto de las obras de infraestructura de cada uno de los operadores para bloquear a los nuevos entrantes.


Se estableció como una norma de excepción que las antenas de más de 12 metros de altura y menores a 18 metros pudieran entrar con un procedimiento simplificado existiendo un compromiso por colocalizar.


Se debe establecer una garantía en esta materia.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que el impacto urbano es la defensa del patrimonio más valioso de la familia popular y de clase media que es la vivienda propia, que con la instalación de estas estructuras bajan en forma inmediata su valor en 25%. 


Las torres no se instalan con facilidad en los sectores de altos ingresos.


Esta ley no permitirá colocalizar en las torres existentes.


De los términos de la ley da la impresión que incentiva a la colocalización, sin embargo, las diversas excepciones establecidas la hacen de muy difícil aplicación. 


En consecuencia, propuso que todos los concesionarios deberán colocalizar y si se elimina sólo la frase en el inciso primero no se cambian las condiciones de colocalización en el parque existente de torres.


En su opinión, se aprobará una ley que otorgará una apariencia reguladora de lo que ha sucedido y sólo se aplicará en el futuro.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la eliminación de esa frase es obvia, porque es necesario establecer cuántas torres existen con la autorización de colocalización, por lo tanto, esa eliminación obliga a usar la infraestructura existente para colocalizar.


Explicó que su proposición pretende forzar la competencia.


En relación a las zonas sensibles, expresó que se pretende establecer una menor potencia en las emisiones que se logra con la norma aprobada en el Honorable Senado y existe la duda si el hecho de introducir más antenas en las estructuras existentes en las zonas sensibles provocará un impacto potencial sobre esas torres.


El criterio que se había adoptado era sacar las antenas de las zonas sensibles y el Ejecutivo ha señalado que es imposible o significará la proliferación de antenas de menor tamaño.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que se debería establecer que el requirente para instalarse debe tener presente siempre la obligación de solicitar la colocalización. Se debe analizar cuál es el radio en que se pretende instalar la torre para buscar la compatibilidad con una torre ya instalada.


El fundamento de esta proposición es evitar la proliferación de antenas.


La obligación de colocalizar no existirá cuando se trate de torres de menos de 12 metros de altura, las que están colocalizadas, las mimetizadas y las que constituyan una contribución a la arquitectura o entorno urbano por tratarse de un objeto de arte.


Se debe considerar que la altura de la torre no se puede aumentar en forma indiscriminada para permitir la colocalización. La altura se puede aumentar cumpliendo con la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tratándose de zonas saturadas el operador entrante si no puede colocalizar deberá entrar mimetizado.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que se considera zona saturada cuando se encuentran instaladas más de 2 torres y el nuevo operador debe colocalizarse en algunas de las torres existentes o entrar mimetizado, en cuyo caso las demás torres también tienen que mimetizarse.


El planteamiento del Ejecutivo fue buscar las cargas económicas, de tal manera que existan los incentivos para la colocalización, la mimetización y la instalación de antenas de baja altura.


La opción de mimetización considera la consulta a los vecinos o el pago de una compensación, además, pueden plantear alternativas de mejoramiento del entorno y en caso que no exista acuerdo resuelve la Dirección de Obras Municipales o el Concejo Municipal, con lo cual existe una importante participación ciudadana en esta materia.


Esta norma se debe analizar en conjunto con el artículo 116 bis I y con el artículo 4º transitorio.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que tratándose de torres nuevas, cuando una tercera quiere ingresar gatilla la declaración de zona saturada y el nuevo operador puede entrar con su sistema radiante colocalizado o con una torre mimetizada.


Otra situación se regula en el artículo 4º transitorio y en ese caso los operadores existentes tienen que mimetizarse o compensar o eximirse de esas obligaciones si acuerdan juntarse todos en una torre. Esta situación se produce cuando hay más de 3 operadores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, manifestó sus dudas en cuanto a la exigencia de mimetizar que se establece para los operadores existentes en la zona saturada, que se instalaron para colocalizar, sin embargo, no pueden colocalizar a un nuevo operador, que entrará mimetizado y que determinará que los operadores existentes se mimeticen, puesto que los operadores actuales instalaron sus estructuras de acuerdo a la ley vigente. En consecuencia, establecer esta obligación implica otorgar efecto retroactivo a la aplicación de esta norma.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que la situación anterior se produce porque el nuevo operador tiene la facultad de elegir, por lo que propuso establecer en forma inequívoca el orden de priorización. En primer lugar, si existe una torre que se construyó con condiciones de colocalización debe instalarse ahí.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el proyecto de ley busca varios objetivos, como disminuir la instalación de torres y que en el futuro se instalen las menos posibles, se deben regular las zonas saturadas y el operador entrante se debe colocalizar.


Cuando se declara una zona saturada es porque no se pueden instalar más torres y se debe obligar a la colocalización, con ello se permite la entrada a nuevos operadores al mercado.


El Honorable Diputado señor Hasbún hizo presente que si existen las zonas saturadas no se debería establecer la opción de mimetizar, sólo se debe considerar la colocalización.


Si se quiere contar con menos torres soporte de antenas, se debe optar por la colocalización, el hecho de permitir la instalación de torres mimetizadas implica una contradicción porque se instalarán nuevas torres en zonas saturadas.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si se considera la consulta a los vecinos cuando se aumenta la altura de una torre de 15 a 30 metros para colocalizar.


Se explicó que hay una restricción que impide que se suba la altura de la torre en forma indefinida y tiene que ver con los distanciamientos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 116 bis E, sólo se puede aumentar la altura de la torre hasta un 30% de su altura, respetando siempre las rasantes.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que están correlacionados los artículos 19 bis, 116 bis I y los artículos 4º y 5º transitorios. La nueva proposición del Ejecutivo respeta el parque existente de torres instaladas y no establece la colocalización para los lugares en que existen verdaderos enjambres de torres, no se determina el retiro de ninguna torre. La proliferación de antenas de baja altura implica un daño al barrio desde el punto de vista patrimonial en las zonas urbanas.


Si se mantiene el parque de torres no resulta lógico la dictación de una ley que no regule esta materia, por lo que propuso que se considere esta situación en el artículo 19 bis.


Por su parte, el artículo 4º transitorio se remite al artículo 116 bis F que permite mimetizar o compensar con mejoramientos para el entorno urbano, con lo cual tampoco se pronuncia en relación al parque de torres existentes. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que se establece que la instalación de una nueva torre tiene que colocalizarse, mimetizarse o compensar a la comunidad con obras que tienen un determinado valor equivalente al 30% del costo de la instalación de la torre y de los sistemas radiantes. En el Honorable Senado se optó por compensar en favor de la comunidad en lugar de establecer pagos en dinero.


En el artículo 4º transitorio, en las zonas saturadas de torres se otorgan las opciones de mimetizar o compensar o colocalizar. 


El Honorable Senador señor Letelier señaló que cuando se trata de una zona saturada no debería haber compensación para la comunidad, se debe reducir la cantidad de torres o se mimetizan. 


En su opinión, el impacto urbano es menor cuando hay dos torres mimetizadas.


Las torres de 12 metros de altura tienen que estar mimetizadas.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que la norma aprobada por el Honorable Senado permite intervenir el parque de antenas existentes y hacerse cargo de situaciones críticas, como son los enjambres. El proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados no significaba ningún cambio para los lugares en que existieran tres torres instaladas, que después se mantendrían y además con más antenas, que es la colocalización retroactiva.


El texto aprobado por el Honorable Senado estableció que en los casos en que están instaladas tres torres, el nuevo operador deberá mimetizar o compensar, a elección de los vecinos, o colocalizar, con lo cual se logra el objetivo de bajar el parque de antenas. 


También se quiso evitar los enjambres de antenas hacia al futuro y solucionar los existentes, lo que se realizó con la creación de la figura de las zonas saturadas y hay que considerar dos situaciones; puede ser que las torres que están ahí, que son dos y que no tengan más capacidad y por eso se estableció la posibilidad de que entre mimetizado.


Expresó que es razonable el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Pizarro, en el sentido de que si existe capacidad disponible, primero debería entrar colocalizado con un sistema radiante y la segunda alternativa sería la instalación de una torre mimetizada.


Aclaró que cuando se estableció la alternativa de que en la zona saturada se pueda entrar mimetizado era para no colocar una barrera de entrada. Existe consenso de que no aumente el número de torres y para ello el Ejecutivo propuso la consulta a los operadores existentes y éstos deberán acceder si hay capacidad técnica, en especial, tratándose de operadores de infraestructura, cuyo negocio es la aceptación de nuevos entrantes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, recordó que cuando se aprobó esa norma se estimó que la colocalización reduce antenas, pero también tiene costos urbanísticos porque supone la instalación de estructuras de mayor altura. La colocalización no es infinita, por lo que se intentó solucionar esta situación con la figura de la mimetización, aunque pueda parecer contradictorio que en una zona saturada de antenas se pueda instalar otra.


Si se considera el impacto urbano se debe considerar que para los vecinos es preferible tener una torre mimetizada en lugar de una estructura colocalizada. Por otra parte, los vecinos tienen la facultad de elegir una compensación.


En este mercado hay 3 operadores y se desconoce cuántos serán en el futuro, por lo que en una zona en que las estructuras están colocalizadas y no hay opción de instalarse el mal menor para este nuevo operador es la entrada mimetizada.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que el artículo 19 bis en el inciso primero, establece que se “deberá verificar”, con lo cual  la opción de colocalizar es la primera prioridad.


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que en la actualidad no existen los operadores de infraestructura, sólo han adquirido el 3% de la infraestructura existente. El problema actual son las zonas saturadas en que se presenta una contradicción por cuanto si se permite que se puedan mimetizar aumentará el número de torres y la comunidad no quiere más torres.


No se puede pensar en retirar las antenas, pero la solicitud de la comunidad es que no se instalen más torres y se debe cuidar la calidad de vida de las personas.


La única solución es intentar la colocalización para evitar la proliferación de nuevas torres.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que los vecinos no son consultados puesto que resuelve el Concejo Municipal y de acuerdo al artículo 4º transitorio, se podrán instalar más torres y antenas.


El Honorable Diputado señor Latorre manifestó que la preocupación inicial para regular esta materia era el resguardo a la salud de las personas, sin embargo, ese riesgo se encuentra acotado y se estudió la forma de resolver los demás problemas que emanan de la instalación de las torres.


Lo único que no puede ocurrir es que la exigencia de colocalización o, la no exigencia de colocalización, se transforme en una barrera de entrada a este mercado. Técnicamente, la colocalización también tiene un límite, luego, si no es posible, el nuevo operador deberá mimetizarse o compensar a los vecinos.


Los artículos 19 bis y 4º y 5º transitorios, no son independientes, están directamente vinculados, se debe optar por un concepto para resolver esta materia.


El tema urbanístico es muy importante, pero no se deben desatender las demás materias.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, explicó que el artículo 116 bis I, está aprobado y establece que en las zonas saturadas los nuevos operadores sólo pueden entrar colocalizados o mimetizados.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que mediante esta iniciativa legal se pretenden equilibrar dos bienes jurídicos, la existencia de un mercado fluido sin barreras de entrada y la protección del entorno urbanístico.


Las zonas sensibles tienen establecidas un máximo de las emisiones, por lo tanto, la regla general debe ser colocalizar siempre incluyendo las torres existentes.


Se debe resguardar que la colocalización no se transforme en una barrera de entrada.


La instalación de una torre mimetizada es mucho más onerosa que colocalizar y la compensación a la comunidad puede generar un desincentivo a colocalizar, porque puede ser más barato construir una ciclovía, una plaza o una sede social. 


El Honorable Diputado señor Hasbún recordó que se ha señalado que el objetivo de esta iniciativa legal es considerar las necesidades de las personas y éstas han expresado que no quieren más torres cerca de sus viviendas. Al declarar una zona saturada, igualmente se seguirán instalando torres y antenas, por lo que se contradice con el concepto de zona saturada.


El Honorable Diputado señor Pérez consultó al Ejecutivo la definición exacta desde el punto de vista técnico de zonas saturas.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió que las zonas saturadas de infraestructura se producen cuando hay dos o más antenas en un radio de 100 metros para cada una de ellas o la suma del perímetro total de la superposición de las torres instaladas.


La medida anterior está considerada en el artículo 19 bis.


Agregó que el Ejecutivo no está de acuerdo con la colocalización obligatoria, hay que respetar varios principios, la tecnología evoluciona y la telefonía móvil requiere un conjunto de antenas en una torre; la Internet móvil, 3G, requiere otras antenas y la licitación de la tecnología 4G implica la necesidad de otras antenas, para un mismo concesionario.


A fines del año en curso, se otorgarán nuevas concesiones a 3 operadores, que necesitarán instalar nuevos sistemas radiantes. Esta situación no se visualizaba cuando se inició la discusión de esta iniciativa legal.


En general, la mayor preocupación de la comunidad es la salud y la instalación de nuevos sistemas radiantes durante las noches, por lo tanto, la colocalización por sí sola no resuelve el problema y en caso de no permitirse la entrada de torres mimetizadas se producirá una barrera de entrada.


Los actuales operadores tendrán muchas razones técnicas para impedir la colocalización y se impedirá la entrada de nuevos operadores y se va a favorecer el monopolio con los operadores existentes.


Al establecerse una carga económica para el nuevo entrante, en el sentido de exigirle la mimetización, los operadores existentes también deben mimetizarse.


Al mismo tiempo, se incentiva la existencia de los operadores de infraestructura que son neutros y cuyo negocio es colocalizar.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que es imposible imponer todos los criterios a la vez, por lo que propuso priorizar los principios que se deben proteger. Agregó que se ha reunido con diversas juntas de vecinos afectadas por la instalación de estas torres y no existe un criterio común en cuanto a la instalación de menos torres de mayor altura o mimetizadas, aunque el riesgo a la salud de la comunidad esté resuelto al establecerse los estándares más exigentes a nivel mundial.


Si se pretende contar con un sistema de comunicaciones de alta calidad, con los menores precios, proteger la salud de las personas, reguardar el entorno urbanístico y el valor económico de las propiedades y la competencia de las empresas sin establecer barreras de entrada, se debe buscar la fórmula para converger estas prioridades. 


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se debe definir un criterio en relación a la posibilidad de establecer la colocalización obligatoria retroactiva y futura. La tendencia mayoritaria explicitada por la Honorable Cámara de Diputados es la colocalización retroactiva, por el contrario, en el Honorable Senado se acordó el máximo de colocalización en el futuro y no establecer la colocalización retroactiva.


El artículo 116 bis F establece que el solicitante sólo podrá instalar torres mimetizas cuando hay zonas saturadas y después establece la posibilidad de colocalizar. En este artículo se debería establecer la obligatoriedad de la colocalización futura y cuando no sea posible colocalizar se podría mimetizar.


El Honorable Diputado señor Latorre compartió la proposición formulada por el Honorable Senador señor Pizarro haciendo presente que en la Honorable Cámara de Diputados se entendió que la colocalización resolvía de mejor manera el problema urbanístico, protegía el valor económico de las propiedades ante la proliferación de torres y la competencia entre las empresas, sin embargo, la colocalización también tiene un límite.


Exigir la colocalización puede ser un obstáculo para las mismas empresas, además, debe considerarse la existencia del operador de infraestructura, que busca promover la industria de la infraestructura, prestando servicios a todas las empresas de telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la colocalización es preferible para todas las zonas, en especial para las saturadas. La regla general debe ser la colocalización porque es racional y positivo para la comunidad, se debe verificar si existe el espacio para colocalizar y generar el incentivo para colocalizar.


En las zonas saturadas, existe un impacto urbano y la colocalización debe forzarse. La colocalización obligatoria es preferible para el impacto urbano, mejorará la tecnología, puesto que la actual es muy arcaica, con un monoposte se podría abarcar a varios operadores y por ende, el servicio de telecomunicaciones que se entregará será superior. 


Los operadores actuales no quieren competencia.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que la negativa a colocalizar debe ser resuelta por la Subsecretaría de Telecomunicaciones porque se trata de una materia técnica.


Siempre existe la obligación de verificar si hay torres y se debe pedir la autorización para colocalizar.


En caso que exista una y se quiere hacer una torre artística o mimetizada, siempre el primer criterio debe ser la colocalización.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que en el texto aprobado por el Honorable Senado se hace referencia al artículo 116 bis F, y debe entenderse que es para el futuro, en caso que se elimine la referencia el efecto es que si existe una torre que no fue aprobada con estas exigencias se aplicará el efecto retroactivo.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que esta norma es permanente, en consecuencia, la primera obligación para instalar una antena es solicitar la colocalización y luego seguir el procedimiento ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones. 


El Honorable Senador señor Letelier explicó que se verifica y se solicita la colocalización, sin embargo, en la referencia del texto aprobado se establecen dos tipos de torres; las que fueron autorizadas para colocalizar y las existentes. Luego, se pretende imponer el criterio de la colocalización a la torre existente y en caso que por razones técnicas no lo permitan, se debe seguir con el otro procedimiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, precisó que esa diferencia implica que no está obligado a colocalizar el operador que haya instalado antes de la vigencia de esta ley y no se ubique en una zona saturada.


Al eliminar la frase “que haya sido instalada en condiciones de colocalización” obligaría a colocalizar a quien en la actualidad tiene una torre. La proposición del Honorable Senador señor Letelier es para obligar a colocalizar, aun cuando, no haya saturación, si hay una estructura no es necesario instalar otra.


De esta forma, se producirá el efecto de aplicación retroactiva sin que exista una razón como zona saturada que lo justifique, sino que por el solo hecho de haber una torre que técnicamente permite la colocalización, se debe colocalizar.


Esta propuesta es para un operador entrante.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que la proposición del Honorable Senador señor Letelier, apunta a eliminar del artículo 19 bis la referencia al artículo 116 bis F, letra d), que establece las condiciones en que se aprueba el proyecto de torre.


Esta referencia contiene las exigencias mínimas para cualquier instalación que se apruebe de acuerdo a las nuevas normas.


En seguida, el señor Senador manifestó sus dudas en relación a que la eliminación de esta referencia  produzca de inmediato el efecto de obligar a las torres existentes a que cumplan con estas normas. Si eso se pretende, lo mejor será establecer un artículo transitorio que señale que todas las torres existentes de más de 12 metros van a permitir la colocalización y las torres de más de 30 metros tienen que recibir a 3 operadores.


El problema no es eliminar la letra d) del artículo 116 bis F, de la referencia del artículo 19 bis, sino que hay que establecer en forma explícita que las torres existentes se deben adaptar a esta regulación y se debe fijar un plazo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, expresó que la imposición de la colocalización dificulta la competencia, la incorporación de nuevos entrantes y calidad del servicio, por lo que se entiende la necesidad de establecerla en las zonas saturadas y de propagación radioeléctrica restringida.


Con la normativa que permite la instalación de una segunda torre antes de crear una zona saturada se apunta a que existan más formas de instalarse en una zona, por lo que el Ejecutivo no está de acuerdo en la colocalización obligatoria en todos los lugares.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en la necesidad de eliminar la referencia porque si es posible la colocalización se debe incentivar y si se puede hacer en una torre no se entiende para que se necesita otra, cuál es el incentivo de generar más infraestructura de la necesaria.


Esta obligación va a forzar a que el operador instalado abra un espacio, siempre que técnicamente se pueda, cuál sería la razón para descartar la infraestructura existente y generar un impacto urbano indeseado.


No hay ninguna racionalidad económica en la construcción de otra torre, es más caro para la ciudad, para el operador.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que el artículo 19 bis, establece un procedimiento en caso que hubiera conflicto en situaciones de colocalización. 


Los conflictos se presentan cuando se autoriza una nueva torre con esas condiciones en las zonas de propagación restringida en que existe la obligación de colocalizar.


Lo anterior es la esencia del artículo.


En caso de eliminar la referencia al artículo 116 bis F, letra d), se interpretará como una obligación retroactiva.


El Ejecutivo no está de acuerdo con la aplicación retreoactiva de la norma.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se debe mantener la referencia al artículo 116 bis, F, letra d), desde el punto de vista del requirente, porque debe estar obligado a solicitar la colocalización si antes se ha instalado un operador con la condición de colocalizar porque realizó una inversión más cuantiosa y es lógico que el operador entrante debe solicitarlo, porque sería absurdo que existiendo una torre en condiciones de colocalizarse, el nuevo entrante no quisiera hacerlo, con lo cual deja al operador con una inversión realizada.


Desde el punto de vista de los operadores actuales que no han sido autorizados con esta condición, hay una razón, puede ser muy económico para la sociedad, para el nuevo operador entrante, pero al que está instalado no se lo puede obligar a colocalizar a menos que se trate de una zona saturada.


Los problemas se presentarán tanto, para el operador existente, como para el que quiere entrar, por lo que es lógico referirse a una torre aprobada en esas condiciones.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que exigir la colocalización en todos los lugares atenta contra la libre competencia, no sólo se debe proteger a los nuevos entrantes, sino que a los operadores existentes.


Pretender establecer la colocalización en forma genérica es muy peligroso y significa influir directamente en las decisiones de mercado, que es muy complejo y puede determinar que la ley no se pueda aplicar. Hay que ser cuidadoso en la redacción de los artículos.


Con la identificación de las zonas protegidas y el otorgamiento de un tratamiento diferente se protege a la comunidad.


El Honorable Diputado señor Hales propuso establecer un artículo que exija y obligue a los actuales operadores instalados en bienes nacionales de uso público a colocalizar. La mayoría de las torres están instaladas en propiedades privadas, sin embargo, el establecimiento de esta norma sería una señal positiva.


El Honorable Diputado señor Hernández expresó que si las zonas saturadas, preferentes y sensibles disminuyen a la mitad con la colocalización se producirá un gran impacto en el entorno urbano. 


El Honorable Diputado señor Hasbún expresó que el planteamiento del Ejecutivo en relación a las áreas sensibles es la colocalización, por lo tanto, si en las zonas protegidas se exigirá la colocalización no será necesario abarcarlo al ámbito general.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que se trataría de una norma transitoria porque se aplicaría a los operadores instalados en bienes nacionales de uso público que deberán colocalizarse para disminuir torres.  


El nuevo entrante en una zona saturada tendrá que colocalizarse, si se trata de una zona sensible, como una plaza ubicada al lado de un colegio tendrá que colocalizarse y si la zona no es saturada como tampoco sensible, tendrá que tener la aprobación de la municipalidad respectiva para instalarse.


Cuando se otorga la autorización para construir en un bien nacional de uso público se debe respetar. La Comisión no pretende establecer la expropiación.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con el artículo 19 bis y el planteamiento del Honorable Senador señor Letelier debería consignarse en una norma transitoria.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que de acuerdo al artículo 19 bis, si se pretende instalar una torre y ya existe una, que técnicamente lo acepte, aún cuando, no esté construida con las nuevas normas, ese operador no estará obligado a aceptar, por lo tanto, se instalan 2 torres.


La sugerencia de que el artículo transitorio exprese que todas las torres existentes se adecuen a las normas en forma retroactiva, significará que no todas las torres existentes sean requeridas para una colocalización, con lo cual se obligará a que algunas torres tengan que adecuar la estructura sin que sea necesario.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que el régimen permanente considera la existencia de una torre, la diferencia con la proposición del Honorable Senador señor Letelier, apunta a que haya una antena incluso en donde hay algunas actualmente instaladas y eso va a generar un gran problema.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que la existencia de una o más torres es una herramienta para colocalizar en una. Si el operador entrante no tiene ninguna alternativa, el operador actual va a demorar la instalación y va a entorpecer la competencia.


Hay que terminar con la creencia de que el activo es muy valioso, muchos operadores se encuentran en un proceso de compartir la infraestructura.


Si la ley fuerza a que se colocalice en una antena y no se permite la instalación de una segunda, será un procedimiento más lento. Instalar antenas es más caro que colocalizar y el incentivo natural es a colocalizar.


Si hay alternativas, el operador entrante tiene más posibilidades de negociar y le conviene al operador que está instalado.


La ley impulsa la colocalización y el operador instalado se dará cuenta porque le baja el costo.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que se debe resolver qué pasará con las torres existentes, que no cumplen con las condiciones para la colocalización, para ello se sugiere la dictación de una norma transitoria que se aplicará en forma retroactiva.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que no puede quedar entregada la exigencia de colocalización a la voluntad del operador instalado, se debe pedir la colocalización y en caso que no se pida, no se puede obligar a que se readecúe la infraestructura.


Tiene que haber un procedimiento.


No se entiende que se establezca la exigencia por ley, para readecuar las torres porque a lo mejor nunca se pide la colocalización.


La eliminación que se propone es para que siempre se prevean las condiciones para la colocalización.


El Honorable Diputado señor Hales reiteró su planteamiento en que hay una diferencia de enfoque, el Honorable Senado apuntó a la eliminación de antenas, y por el contrario, en la Honorable Cámara de Diputados se privilegió la colocalización.


Se debe considerar alguna acción retroactiva respecto de las antenas instaladas, no sólo como consecuencia de las emisiones. No resulta entendible que no se considere algún tipo de ordenamiento retroactivo respecto de las estructuras instaladas en el espacio público.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se considere una norma especial para las zonas rurales, que son distintas en el valle central que está más poblado, e incluir esta diferencia en el artículo 19 bis, se deben generar los mecanismos muy similares para las consultas a la comunidad.


Respecto de este artículo propuso generar las condiciones para forzar la colocalización sin hacerlo obligatorio, asegurando que en las zonas saturadas y sensibles siempre opere la colocalización.


Agregó que no se está estableciendo el uso de la tecnología, a diferencia de lo que sucede en otros países en que se legisla en relación a la tecnología que se debe usar y si así se hiciere la discusión relativa a la colocalización estaría superada.


En el artículo 19 bis, se pretende lograr un comportamiento más racional para que no exista sobre inversión en infraestructura, no es lógico que por conflictos entre los actores que no son capaces de autoregularse, la ciudad tenga que soportar el exceso de la infraestructura. Si existe una torre que permite la colocalización se deben generar los incentivos, porque no se puede obligar. 


En seguida, señaló que los artículos 4º y 5º transitorios, se refieren a la eliminación o reducción del número de las antenas, en base a los conceptos de zonas saturadas y zonas sensibles.


El Honorable Diputado señor Hasbún señaló que se puede insistir en la colocalización, sin embargo, no se ha realizado en forma voluntaria por lo que es difícil pensar que se producirá en forma obligatoria. 


Se debe buscar una señal clara en el sentido de que esta iniciativa legal pretende que no existan tantas estructuras.


El Honorable Diputado señor Hernández solicitó información en relación a cuántas torres afectan las normas relativas a las zonas saturadas y sensibles, porque puede suceder que mediante las normas transitorias se cumpla uno de los objetivos de esta iniciativa legal.


En relación a las zonas rurales, señaló que se debe ser muy cuidadoso porque las mismas comunidades solicitan a las empresas de telefonía móvil la instalación de torres para tener comunicación.


En cuanto al artículo 5º transitorio, expresó que la eliminación de las torres limita el avance tecnológico del país y podría significar problemas de falta de comunicación. Se deben reducir las torres, sin embargo, con la colocalización obligatoria y resguardando un mínimo de 50 metros se cumplen los objetivos.


El ideal sería contar con una sola estructura colocalizada, no obstante, como no es posible se debe conformar un acuerdo.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, informó que son 2.000 torres en total considerando las zonas sensibles y saturadas, lo que equivale a prácticamente un 40% de las estructuras instaladas.


Explicó que el inciso primero regula al requirente, a la empresa que pretende instalar una torre o iniciar servicios en un lugar determinado y se señala que debe consultar a las torres autorizadas después de la entrada en vigencia de esta ley en condiciones de colocalización, a aquellos operadores que se ubican en zonas saturadas y a los que estén en zonas declaradas de propagación eléctrica restringida.


Estos tres casos derivan de normas permanentes.


El inciso segundo establece que el operador requerido se debe pronunciar dentro del plazo de 15 días y se facilita que el requerido pueda modificar algunas condiciones de la torre para aceptar la colocalización.


El inciso tercero se refiere a la negativa del operador requerido y señala las razones por las cuales se puede negar la colocalización que son: cuando la torre no se trata de aquellas señaladas en el inciso primero, no está en territorio saturado ni en zonas de propagación radioeléctrica restringida. Cuando cumplió con la obligación porque se trata de una torre obligada a colocalizar de acuerdo al artículo 116 bis F, letra d), sin embargo, ya cumplió de acuerdo a la altura de la torre y la nueva torre sea mimetizada y no tiene obligación de colocalización y cuando se trate de aquellas constitutivas de un objeto de arte.


La norma relativa a las razones técnicas para oponerse requiere que se demuestre que la instalación de la antena afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utiliza la respectiva torre.


Siempre hay que considerar que cuando la Subsecretaría de Telecomunicaciones evalúe, tiene que hacerlo no sólo con los sistemas radiantes instalados, sino que puede haber un proceso de modificación de concesión en curso que supone que el dueño de la torre va a instalar otra antena.


No se puede argumentar la razón técnica cuando la torre sea mayor de 30 metros, cuando se ubique en las zonas de propagación radioeléctrica restringida en los territorios urbanos saturados y en esos casos se podría ampliar la capacidad de la torre conforme al inciso anterior.


Ante la negativa, se recurre a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para que resuelva y se deben acompañar los antecedentes técnicos que permitan evaluar la capacidad de la torre.


Cuando se falla a favor del requerido se tiene que permitir la colocalización, la resolución debe establecer los plazos de ejecución de las obras, de inicio de servicios, en este caso cuando se prende la antena, para lo cual se ha fijado un estándar para evitar que no se quede el cupo pedido y la antena no se instale.


El Honorable Diputado señor Hales preguntó si la consulta referida en el inciso primero dice relación a las antenas nuevas.


La respuesta fue afirmativa.


El Honorable Senador señor Letelier consultó cuáles son los incentivos para evitar la instalación de una segunda torre.



El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que este artículo no se refiere a las zonas sensibles porque no se pueden instalar nuevas en esas zonas. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que los incentivos para la segunda instalación están en los demás artículos de la iniciativa legal. Las torres de más de 12 metros de altura tienen diversas restricciones, lo lógico es que el nuevo entrante deberá preguntar a todas las ya instaladas.


Luego, en relación a los incisos sexto y séptimo, se explicó que se refieren a la situación en que se ha resuelto la solicitud de colocalización a favor del requirente y surge una discrepancia en cuanto al precio a pagar por esa colocalización y el proyecto de ley señala que esa controversia se someta a un árbitro arbitrador.


Se señala la forma de proceder a su nombramiento y se detallan los costos que debe considerar el árbitro al momento de fallar.


Se establece una prohibición de señalar en los contratos de arriendo por los terrenos donde se ubican las torres algún tipo de impedimento para colocalizar y se considera la dictación de un reglamento que tendrá por objeto regular las condiciones del ejercicio del derecho ante la Subsecretaría.


Finalmente, el artículo contiene definiciones de las antenas y de zonas radioeléctricas restringidas cuya declaración primará sobre la de territorio saturado, porque tratándose de las primeras corresponde la colocalización obligatoria y no todo el sistema de opciones que señala el artículo 4º transitorio.


Se establece el ámbito del reglamento que tiene por objeto que la Subsecretaría de Telecomunicaciones defina cómo se aplicarán estas normas a las antenas que no son de telefonía móvil, sino que corresponden a otros tipos de servicios.


El Honorable Senador señor Letelier propuso establecer las definiciones en otra norma, porque el artículo 19 bis es de procedimiento.


En seguida, solicitó votación separada para la referencia a la letra d) del artículo 116 bis F contenida en este artículo, en consideración a que la nueva proposición relativa al artículo 4º transitorio, difiere de lo acordado en la sesión anterior en relación a la colocalización obligatoria en las zonas saturadas y en las áreas sensibles.


Se informó que la Ley General de Telecomunicaciones no tiene un artículo de definiciones, sin embargo, como esta iniciativa legal modifica dos cuerpos legales diversos no hay una norma general que se aplique, o es una materia de urbanismo o de telecomunicaciones.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que las definiciones se ubiquen en artículos separados y se debe analizar si se establecen en la Ley General de Telecomunicaciones o se agrega un nuevo artículo a esta iniciativa legal.


Luego, señaló que la norma en discusión obliga para el futuro a colocalizar cada vez que exista una antena construida con esa característica. 


Si se pretende establecer en este artículo 19 bis, que no es transitorio, que cada vez que se instale un operador obligue al existente a colocalizar, se estaría estableciendo la colocalización obligatoria para todos y con ello se instalarán unas estructuras enormes en todos los lugares y desde ese punto de vista se presentaría no sólo un problema de retroactividad, que no tendría otra justificación, además, sería un problema de constitucionalidad y una mala solución para las ciudades.


Recordó que en la sesión anterior de esta Comisión se analizó que no se podía negar la colocalización en caso que existieren soluciones tecnológicas disponibles, con lo cual el rechazo se pudiera justificar por cualquier razón. La tecnología ha avanzado y los sistemas radiantes son de menor tamaño con lo cual es factible colocalizar. 


De esta forma, la ley quedará abierta para la incorporación de nuevas tecnologías.


En consecuencia, propuso someter a votación este artículo y luego en forma separada la frase indicada por el Honorable Senador señor Letelier, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. 


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del  derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que este artículo regula los mecanismos de resolución de conflictos que se pueden suscitar producto de una solicitud de colocalización. En primer lugar dispone respecto del requirente, en qué casos éste deberá presentar una solicitud de colocalización. Esos casos están referidos a la circunstancia de existir en el lugar torres con obligación de colocalización que serán 3:


a) Torres emplazadas después de la entrada en vigencia de esta ley y que hayan sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) Torres emplazadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley o posteriores a ello que se encuentren en territorios saturados conforme al artículo 116 bis I, es decir, donde existen dos o más torres.


c) Torres emplazadas en zonas que la Subsecretaría declare de propagación eléctrica restringida cualquiera fuera la fecha en que se hubieren emplazado.


La regla general es que la obligación de colocalización existirá respecto de torres emplazadas después de la publicación de esta ley con sólo dos excepciones permanentes que dicen relación con situaciones en las que se justifica una mayor regulación. Así, en los territorios saturados el impacto urbanístico es mucho mayor de admitirse una nueva torre, por ello el artículo 116 bis I ha señalado coherentemente que en dichos lugares, la primera opción es ingresar colocalizado y sólo si existen razones técnicas que lo justifiquen y además no habiendo soluciones tecnológicas disponibles se puede instalar una nueva torre mimetizada. El segundo caso se refiere a zonas donde es clave asegurar que no existirán barreras de entrada al mercado de nuevos operadores, pues de no poder ingresar a ellas, no podría otorgarse adecuadamente el servicio respectivo.


Enseguida, la norma pretende otorgar todas las facilidades para que el requerido acepte la solución y por ello se le permite alterar y cambiar la torre e incluso readecuar los sistemas radiantes adoptando nuevas tecnologías que le permitan generar capacidad estructural para admitir nuevos sistemas radiantes. Si el requerido acepta la colocalización entonces, salvo que existiera controversia en el precio a pagar, no es necesario recurrir a la regulación que sigue en este precepto 


A continuación, el artículo regula qué pasa cuando el requerido dice que no a la solicitud de colocalización. En este caso el requirente podrá recurrir a la Subtel a efectos que ésta determina si la negativa es o no justificada. Es importante señalar que acá se han incorporado dos elementos que tienen por objeto cautelar que las solicitudes de colocalización sean serias y concretas y que no generen solicitudes especulativas tendientes a obstruir la entrada de otros actores por ejemplo o a generar costos de transacción a los incumbentes. Entonces se establece que el reclamo ante Subtel debe venir acompañado de los antecedentes técnicos respecto del servicio que quiere prestar y los sistemas que pretende colocalizar, ello también para permitir que se puedan evaluar las soluciones tecnológicas disponibles. Además, se prescribe que de resolverse en favor del reclamante, es decir, el requirente de colocalización, éste deberá instalar  y operar sus sistemas radiantes y antenas dentro de un plazo determinado. De esta manera se pretende evitar que quede capacidad capturada y no utilizada.   


La norma también precisa cuáles son las causales que el requerido podría legítimamente esgrimir para su negativa. Determinar si ellas se configuran en los hechos o no será tarea de Subtel. Estas causales de negativa son:


1. Cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo. Esto se refiere principalmente a torres emplazadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley y que no se encuentren en las dos situaciones excepcionales antes descritas. 


2. Cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley. Esto es, cuando ya se hubiere colocalizado a 3 concesionarios si la torre es de más de 30 metros o a uno si la torre mide más de 12 y menos de 30 metros.


3. Cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización. En este punto cabe recordar que las torres mimetizadas no se encuentran sujetas a la obligación de colocalización que se desprende del artículo 116 bis F letra d). Esa es la regla general. Excepcionalmente, aquellas torres mimetizadas entre 12 y 18 metros que se hayan autorizado conforme al procedimiento simplificado del artículo 116 bis G sí están sujetas a obligación de colocalización. Entonces, los concesionarios que tuvieren este tipo de torres no podrían negarse por esta causal, sin perjuicio que puedan hacerlo por no tener mayor capacidad conforme a la causal de razones técnicas que se establecen más adelante.


4. Cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad. Esto se refiere a las torres que cumplen los requisitos para constituir un objeto de arte conforme al artículo 116 bis F.


5. Cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento.


En relación a la última causal, de razones técnicas, la norma además señala que ella no procederá si existen soluciones tecnológicas que permitan reemplazar los sistemas radiantes y antenas por otras más pequeñas por ejemplo o multifrecuencia para generar capacidad estructural para dar cabida a otros concesionarios. En estos casos, es el requirente quien debe solventar los costos de los ajustes que haya que hacer.


La Subsecretaría entonces resolverá la controversia y si da lugar a la colocalización el requerido debe permitir desde ese momento la colocalización, sin perjuicio que pudiere existir desacuerdo en cuanto al precio a pagar por ella. 


Si existe desacuerdo en el precio el artículo mantiene la redacción del Honorable Senado en cuanto a que se podrá recurrir a un árbitro arbitrador. Se ha incorporado si una referencia general a la tasa de descuento que corresponda, que podría variar dependiendo de si el responsable de la torre es o no operador de infraestructura no integrado con el servicio de telecomunicaciones o un concesionario del servicio de telecomunicaciones. 


El resto del artículo ha mantenido básicamente los términos aprobados por el Honorable Senado, sólo precisándose en su inciso penúltimo que el reglamento a dictar dice relación con el procedimiento de reclamo ante la Subtel. Además, se ha perfeccionado la redacción relativa al otro reglamento que contempla este artículo y que dice relación con aquél que determinará cómo se aplicarán a los concesionarios con torres soportantes y sistemas radiantes que sirvan para otorgar servicios distintos a los servicios públicos de telecomunicaciones, como son por ejemplo los concesionarios de radiodifusión sonora o televisiva. En este punto, es importante recordar que esta ley tiene por objeto regular principalmente las antenas y torres soportantes que tienen que ver con telefonía móvil y también la transmisión de datos móvil.  Ello se expresa también en el artículo 116 bis E, el que contiene un inciso que tiene por objeto excluir de la aplicación de la ley de urbanismo y construcciones a las antenas y torres de radioaficionados, bomberos u organismos que presten servicios de utilidad pública que cuentan con autorización de servicios limitados de telecomunicaciones.


Por último, se ha precisado en este artículo que la declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida prima sobre la de territorio saturado, pues en la primera la obligación de colocalización puede ser aún más intensa por la característica estratégica de dicho emplazamiento.


- En votación este artículo fue aprobado, con enmiendas,  por 8 votos a favor y 1 en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán,  Pizarro, Prokurica y Novoa y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez. Votó en contra el Honorable Diputado señor Hales.


- En votación la frase “y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcción”, fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Novoa y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez; con la abstención del Honorable Senador señor Letelier y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Hales.

ARTÍCULO 5º (Cámara de Diputados)


El artículo 5º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, crea un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, suprimió este artículo.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión del artículo 5º.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por la Honorable Cámara de Diputados, sin enmiendas, como artículo 3º de este proyecto de ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º transitorio (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, introdujo el siguiente artículo 2º transitorio:


“Artículo 2°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones contará con un plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación del reglamento referido en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Tele-comunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7° de esta ley deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.”

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, sin enmiendas.

Artículo 3º transitorio (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, introdujo el siguiente artículo 3º transitorio:


“Artículo 3°.- Mientras una municipalidad no ejerza la potestad conferida en el artículo segundo de esta ley, la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones se entenderá permitida en la totalidad de los bienes nacionales de uso público que administra.


Si transcurrido un año desde la entrada en vigencia de esta ley, no se dicta la ordenanza señalada en el aludido artículo segundo, se aplicará a la instalación de torres soporte de antenas de servicios de telecomunicaciones lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con la salvedad de que el titular del derecho allí establecido será cualquier persona jurídica.”


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente: 

“Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


Vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahúan, Girardi, Novoa, Pizarro y Prokurica y Honorables Diputados señores Hales, Hernández, Hasbún, Latorre y Pérez, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, sin enmiendas.

Artículo 4º transitorio (Senado)


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 4º transitorio:


“Artículo 4°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no mimetizadas en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán acogerse al régimen establecido en el presente artículo pudiendo optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 116 bis F; o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado conforme a lo señalado en la letra f) del artículo 116 bis F.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso quinto del presente artículo. Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por este régimen, a la misma Dirección de Obras, un certificado emitido por Correos de Chile que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de mimetización o de mejoramiento del espacio público propuestas. Dicha comunicación deberá incluir el  valor de reemplazo de la torre. Los propietarios podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva, debiendo optar por una obra de mejoramiento del espacio público o por la mimetización de la torre, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el porcentaje a que se refiere la letra f) del artículo 116 bis F, calculado sobre la base del valor de reemplazo de la torre o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de mimetización mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


No quedarán obligados a someterse al régimen establecido en las letras a) y b) anteriores aquellos concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que, encontrándose dentro de un territorio urbano saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, o en bienes nacionales de uso público, voluntariamente se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. En caso que un concesionario opte por llevar a cabo las obras a que hace referencia este párrafo, dispondrá de un plazo de 12 meses, contado desde la fecha de aprobación de la presente ley, para que dichas obras se encuentren terminadas, situación que deberá ser certificada por la  Dirección de Obras Municipales respectiva.


En todos los casos, el interesado deberá además acompañar a la correspondiente Dirección de Obras lo dispuesto en la letra g) del artículo 116 bis F.


Tratándose de estructuras ya emplazadas en territorios urbanos saturados que además sean zonas declaradas de propagación radioeléctrica restringida, los concesionarios que las hubieren instalado podrán optar entre lo señalado en el inciso quinto y lo señalado en la letra a) del presente artículo, debiendo cumplir siempre con lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de esta ley, conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


En discusión esta norma se presentaron las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún, para sustituirlo por el siguiente:


“Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de más de doce metros de altura, emplazadas en las áreas sensibles de protección a que se refiere el artículo 116 bis E inciso 6º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes a que se refiere el artículo 166 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, deberán otorgar colocalización para las nuevas antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a favor de operadores que no cuenten con infraestructura en dichos lugares, debiendo cumplir siempre con lo dispuesto en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Con todo, cuando la infraestructura existente sea de propiedad de concesionarios de servicio público o intermedios de telecomunicaciones y se encuentren en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, a que se refiere el artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, podrán librarse de otorgar colocalización a otros concesionarios, si cumplen copulativamente con las siguientes obligaciones:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, adoptando cualquiera de los diseños de los sistemas de soporte que se encuentren incluidos en el catálogo o nómina a que se refiere la letra e) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; y


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado conforme a lo señalado en la letra f) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si optará por liberarse de la obligación de colocalizar de conformidad con el inciso anterior del inciso quinto del presente artículo. Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por liberarse de la obligación de colocalizar asumiendo las obligaciones aludidas en el inciso anterior, a la misma Dirección de Obras un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios y/o ocupantes de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de mimetización y de mejoramiento del espacio público propuestas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre. Los propietarios podrán formular al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la notificación respectiva. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el porcentaje a que se refiere la letra f) del artículo 116 bis F, calculado sobre la base del valor de reemplazo de la torre o diseños de mimetización alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de mejoramiento o diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios y/o ocupantes según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios y/o ocupantes, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento y de mimetización mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


En todos los casos, el interesado deberá además acompañar a la correspondiente Dirección de Obras lo dispuesto en la letra g) del artículo 116 bis F.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley N° 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de esta ley, conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.”.


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para eliminar, en el inciso quinto del artículo incorporado por el Honorable Senado, luego de la expresión “voluntariamente” y antes de la frase ”para cuyos efectos” precedida por una coma (,) el siguiente párrafo: “se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones,” e intercalar el siguiente párrafo nuevo: “hubiesen colocalizado antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, de terceros concesionarios no relacionados,”.


En discusión este artículo el Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán acogerse al régimen establecido en el presente artículo pudiendo optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 10 por ciento del valor de reemplazo de la torre; o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 40 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso séptimo del presente artículo.


Con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días, deberá presentar, si hubiere optado por este régimen, a la misma Dirección de Obras un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público propuestas, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según corresponda, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, según fuere la propuesta formulada, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 40 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.

El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contados desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación de la infraestructura de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los párrafos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Consejo Municipal. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales.


No quedarán obligados a someterse al régimen establecido en las letras a) y b) anteriores aquellos concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que, encontrándose dentro de un territorio urbano saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, voluntariamente se hubiesen agrupado o colocalizado en una sola estructura soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. Dicha infraestructura además estará abierta a otros concesionarios. En todo caso, si por la capacidad técnica de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes no pudieren colocalizarse a todos los concesionarios emplazados en dicho territorio, o no pudiere colocalizarse nuevas antenas o sistemas radiantes podrá emplazarse una estructura adicional, previo Informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.  En caso que un concesionario opte por llevar a cabo las obras a que hace referencia este párrafo, dispondrá de un plazo de 12 meses, contado desde la fecha de aprobación de la presente ley, para que dichas obras se encuentren terminadas, situación que deberá ser certificada por la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Para el cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, los concesionarios involucrados presentarán conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes un aviso de Instalación que adjunte documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis f de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al N° 7 del artículo 8º de la Ley N° 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso duocédimo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I y se emplazara una nueva torre conforme a su inciso tercero, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7o de la ley N° 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación.”.

El Honorable Diputado señor Hales manifestó su oposición al artículo incorporado por el Honorable Senado puesto que permite la instalación de nuevas antenas en las zonas saturadas, porque la definición contenida en el artículo 116 bis I, que este artículo transitorio incluye, permite instalar nuevas antenas en zonas saturadas si existen compensaciones y si se trata de la instalación de torres mimetizadas. 


No se resuelven los problemas que causan a los vecinos la instalación de estas estructuras por el hecho de contar con más ornamentos en el espacio público.


El Ejecutivo explicó que su propuesta parte de la base del texto aprobado por el Honorable Senado introduciendo dos modificaciones: la primera, dice relación con el aumento o con gravar las alternativas a) y b), que suponían la mimetización o el pago de una compensación hasta por el 30% del valor de la torre, subiendo a un 40% y en el caso de la mimetización, como es difícil valorarla, se optó por establecer un sistema más simple que consiste en establecer una compensación en obras equivalentes al 10% del valor de la torre.


El valor de la torre mimetizada cuesta entre 30 a 80% más que una torre normal.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que esto desnaturaliza el acuerdo alcanzado con anterioridad, el hecho de establecer un valor deja sin efecto la existencia de las zonas saturadas, porque se facilita la instalación de más antenas.


El criterio es que en las zonas saturadas no pueden instalarse más soportes y no pagar valores equivalentes. El principio rector es que no pueden haber más estructuras en las zonas saturadas y con esta proposición la excepción pasa a ser la regla general.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que esta proposición pretende que si se tiene que instalar una torre en una zona saturada los incentivos tienen que ser para obligar a colocalizar y para ello las alternativas tienen que ser más caras que colocalizar.


Los incentivos tienen que ser potentes para que los operadores se vean obligados a colocalizar y se deberían elevar más los porcentajes.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, aclaró que este artículo se refiere a los operadores actualmente instalados. 


El Honorable Diputado señor Hales precisó que esta norma también se refiere al concesionario nuevo, porque le entrega la oportunidad en el artículo 116 bis I. Se abre la oportunidad de instalar torres nuevas, porque la definición de zona saturada es para torres nuevas, lo que contradice el principio de la ley, no es una norma para tener menos antenas en las zonas afectadas, no es un incentivo a la colocalización, sino que para instalar torres nuevas en zonas saturadas. 


Son las condiciones para instalar nuevas antenas en zonas saturadas y se produce el problema de que esta nueva ley que no afectará al parque de antenas existente, porque no se colocalizará en forma obligatoria y además se permitirá la instalación de nuevas antenas en las zonas saturadas.


El hecho de contar con más equipamiento o la instalación de torres mimetizadas, no disminuye el deterioro comercial que ha provocado la instalación de antenas en zonas saturadas.


La proposición en análisis es contraria al espíritu de la discusión de este proyecto de ley.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que se ha planteado que esta proposición sólo debería apuntar a la colocalización de las torres existentes en las zonas saturadas. No debería existir una opción distinta a la colocalización, por lo que solicitó al Ejecutivo una aclaración en esta materia.


Se señaló que hay varias normas que se conjugan y la intención es que todo esté relacionado. El artículo 116 bis I considera la existencia de dos antenas antiguas y puede tratar de ingresar un nuevo operador, que deberá hacerlo colocalizado y eventualmente mimetizado, en cuyo caso podrían haber 3 antenas.


El artículo 116 bis I, se refiere al nuevo operador.


El artículo 4º transitorio, tiene por objeto regular con el operador actual ya instalado, así lo establece el primer inciso. Se trata de 3 concesionarios y en los lugares de enjambre se pretende reducir el número de torres y llevarlos a un sistema en que todos se junten en una torre que no es lo mismo que colocalizar.


Esto debe hacerse sobre la base de los incentivos y está la opción de mimetizar o de compensar. Puede suceder que existan dos torres y excepcionalmente puede entrar una tercera torre mimetizada y en ese caso cuando entra el tercer operador, los operadores existentes quedarán sujetos a la aplicación del artículo 4º transitorio. 


Cuando se discutió el artículo 116 bis I, se señaló que se debía tratar de empatar, es decir, si un operador tuvo que entrar mimetizado por obligación de la ley, corresponde que los dos que estaban en el lugar queden sujetos a la misma carga.


Cuando son dos operadores persiste la regla general de la colocalización como primera opción. Se está regulando que en el caso que llegue un tercero mimetizado los dos anteriores tienen que sujetarse a las normas establecidas en el artículo 4º transitorio.


Señaló que cuando entre en vigencia esta iniciativa legal en las zonas saturadas se tiene que producir la colocalización o el otro procedimiento. 


Si hay dos operadores y entra un tercero, bajo un sistema que es más caro, obliga a los dos anteriores a someterse a este régimen, no es que esté estableciendo una excepción.


Estas normas incentivan a la colocalización no obligan a ello. Los incentivos puede que no sean suficientes para que una empresa decida colocalizar.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que en otros países los operadores se autorregulan, por el contrario, en Chile, hay dificultad para compartir la infraestructura y se pretende forzarlos a compartirla y no tener una inversión irracional.


El sistema de incentivos propuestos en este proyecto de ley no aseguran que se reduzca la infraestructura instalada, lo más seguro es que siga creciendo y es muy difícil de aceptar el crecimiento de infraestructura en zonas saturadas.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó que en las zonas saturadas y sensibles debe existir obligación retroactiva porque es la única forma de entregar una señal a la comunidad.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el problema se presenta con un operador que no tiene torre ni antena y pretende obligar a los otros a colocalizar.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que este artículo fue mal redactado en el Honorable Senado porque se debió decir que los operadores ubicados en una determinada zona “deberán colocalizarse” y luego establecer si existe una alternativa distinta a la colocalización para los operadores existentes.


En lugares donde hay 3, 4 o 5 operadores deben instalarse en una sola torre.


El Honorable Senador señor Letelier propuso fijar los incentivos más estrictos para que se cumpla el objetivo. En las situaciones extremas que no hayan condiciones técnicas no se trata de establecer barreras de entrada para los demás operadores.


En las zonas saturadas el criterio debe ser que los operadores existentes colocalicen.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que es necesario determinar si es correcto imponer esa obligación en una torre, en dos torres o si se establece que en algún caso la solución no sea la colocalización sino que la mimetización o la compensación a la comunidad.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que se partió de la base que no se podía establecer la obligación de colocalizar, con efecto retroactivo, porque se judicializaba el proceso, por ello se han buscado soluciones para que los operadores decidan colocalizar.


Es necesario determinar si los incentivos son suficientes y en su opinión deberían ser mayores.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que es necesario considerar que la imposición de mayores obligaciones para los operadores va a significar un encarecimiento de las tarifas de telefonía.


Para el futuro, el nuevo entrante debe revisar si hay torres en las que se pueda instalar, si esto se establece sin cambiar los criterios, en una zona saturada los concesionarios deberán colocalizarse en una torre sin son 3 y en dos torres sin son más de 3.


Si por alguna razón calificada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, no es posible se fija una fórmula que en el fondo siempre se puedan señalar las opciones que existen y pudiera suceder que la opción de no colocalizarse es muy onerosa. De otra forma, a los operadores ya instalados se les están cambiando las normas, se los obliga a sacar sus estructuras, ponerse de acuerdo entre varios, lo que jurídicamente puede causar problemas.


En consecuencia, señaló que es partidario de entregar opciones sin cambiar los criterios implícitos.


La norma transitoria es correcta, en el sentido de que un nuevo entrante que gatilla la zona saturada, implica que los dos actuales operadores tienen que colocalizarse. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que se ha considerado la posibilidad de establecer rangos considerando una evolución tecnológica futura que permita disminuir el tamaño de los sistemas radiantes o establecer multifrecuencias.


Tratándose de torres existentes y cuando no es posible colocalizar, se autoriza por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones la mantención de la segunda torre.


Luego, manifestó la necesidad de contar con una opción para evitar los juicios por la constitucionalidad del artículo que no sólo implica obligar a recibir a otro operador, sino que sacar una torre.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, propuso que en el caso que no exista acuerdo entre los operadores existentes o cuando no es técnicamente posible colocalizar, todos estarán obligados a recurrir a determinadas opciones. En caso de no haber acuerdo entre las partes la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá intervenir para ordenar esta materia.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones debería considerar la situación que se produce con un nuevo operador que viene a saturar una zona, en circunstancias que técnicamente puede instalarse en la cercanía.


El Honorable Diputado señor Hales solicitó que se elimine la posibilidad de instalar nuevas antenas en las zonas saturadas porque la tecnología puede resolver la comunicación.


El Honorable Diputado señor Hasbún solicitó rebajar el plazo de 12 a 6 meses.


Se explicó que el plazo es para ejecutar la obra.


Posteriormente, el Ejecutivo formuló una nueva proposición, del siguiente tenor:


“Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones.  Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones  conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.”.


Se explicó que se acordó reordenar esta norma para que la primera opción sea que los concesionarios emplazados en una zona saturada se junten todos en una misma torre, cuando ello no es posible se proceda en conformidad a las letras a) y b), que contemplan un incremento del costo, tanto en la compensación como en la mimetización, para llegar a un 40% del valor de reemplazo de la torre.


En el inciso noveno, se agregó una frase para considerar la realidad dinámica de esta actividad y se podría pensar que surge la obligación para el operador que ya está emplazado cada vez que un nuevo operador quisiera entrar a la zona saturada. 


En el inciso décimo primero, se considera la norma que se aplica a las torres antiguas que están emplazadas en una zona saturada que se declare en el futuro y cuando ello suceda, en conformidad al artículo 19 bis se aplicará para las dos torres ubicadas en esa zona el artículo 4º transitorio.


La declaración de zona saturada puede implicar tanto que el nuevo entrante lo haga colocalizado en una torre antigua o lo haga con una torre mimetizada si hay razones técnicas fundadas que impidan colocalizar.


Se consideró preferible establecer que la obligación surja cuando se declare el territorio saturado porque emplazar una tercera torre es una situación de hecho, en cambio, la declaración de zona saturada es un acto administrativo que tiene fecha cierta, con lo cual la obligación para las torres antiguas será desde la declaración de zona saturada.


No tiene sentido de que existiendo una torre que admitió a un tercero colocalizado se le obligue a mimetizar, instalarse todos en una torre o a compensar.


Se agregó un último inciso que señala que en la declaración de zonas saturadas futuras los plazos se contarán desde dicha declaración.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, consultó si las torres emplazadas mimetizadas y un tercero quiere emplazarse, transformando esa zona en saturada obliga a las existentes a colocalizarse.


La respuesta fue negativa.


El Honorable Diputado señor Hales solicitó dejar constancia que este artículo autoriza la instalación de nuevas antenas en una zona saturada declarada por esta misma ley.


El Honorable Diputado señor Pérez consultó qué sucederá en los casos de las zonas saturadas en que están instaladas entre 5 y 7 torres, que tampoco cumplen con las normas de distanciamiento.


Se respondió que los concesionarios deberían instalarse en una sola torre, en caso que no sea posible, porque son muchos concesionarios con sistemas radiantes, podría permanecer una estructura adicional que queda abierta a nuevos concesionarios. Si esto no sucede, todos los operadores tendrán que mimetizarse o compensar, lo que es mucho más caro.


El nuevo operador debe entrar colocalizado, sin perjuicio de que se debe considerar que el mercado nacional tiene un número limitado de operadores de telecomunicaciones.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, anunció que esta norma va a significar que un número importante de torres, van a desaparecer. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, reiteró que la norma indica que deben colocalizarse en una o dos torres, si no hay acuerdo todos deberán compensar en un valor equivalente al 40% de la torre. En consecuencia, lo más razonable es colocalizar en una sola torre que será de gran altura.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que se busca la colocalización obligatoria como regla general y para ello se genera un mecanismo de incentivo que sean verdaderos desincentivos para no colocalizar.


En seguida, propuso incorporar la frase “si existieren soluciones tecnológicas disponibles” para forzar la colocalización y aumentar el porcentaje destinado a la compensación de 40% a 50% del valor de la torre, para que se impulse a la colocalización y de esta forma, en algunos lugares en que hay 5 torres instaladas, lograr que desaparezcan 3 y queden sólo 2. Sin embargo, se debe tener presente que esto puede significar la existencia de torres de mayor altura que generan un impacto urbano en la ciudad.


La comunidad va a preferir contar con estructuras mimetizadas que con colocalización obligatoria.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó este artículo señalando que tiene por objeto resolver las situaciones que se producen con los llamados bosques o enjambres de torres, que se denominan territorios saturados. En el caso de este artículo el territorio saturado se refiere al lugar donde existen más de dos torres ya emplazadas, es decir, de tres torres hacia arriba. Para determinar lo anterior se considera un radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. Este territorio saturado, al igual que ocurre con aquel definido en el artículo 116 bis I, es declarado por Subtel, sobre la base de la información con que cuente respecto a la infraestructura instalada. Para lo anterior, Subtel oficiará a las direcciones de obras a fin que éstas entreguen esta información pues éstas cuentan con los correspondientes avisos de instalación.


Para lo anterior, se establece un sistema de incentivos a los concesionarios para que ellos reduzcan el parque de antenas en estos lugares. Para lo anterior señala que la primera opción es que los concesionarios se agrupen en una sola torre, eliminando las demás del territorio saturado. Para incentivar que ello ocurra se otorgan facilidades para reemplazar la torre que acogerá a todos por otra con un procedimiento expedito que consiste en que deberán dar aviso de instalación, al que se acompañan los antecedentes que se establecen para las torres de reemplazo en el artículo 116 bis F y además se les exime de pagar compensación o incurrir en los costos de mimetización de la torre que posean.


Si los concesionarios no ejercen esta opción entonces se establece una regulación más estricta para las torres emplazadas, que supone que los concesionarios deben hacerse cargo del impacto que genera la instalación de varias torres en un radio reducido. Ella consiste en compensar con una obra en beneficio de la comunidad, tal como ocurre con las torres nuevas conforme al artículo 116 bis F letra f) o bien, en mimetizar la torre. Para estos dos casos, se ha estimado pertinente aumentar la carga regulatoria a un 50% del valor de la torre tratándose de la obra de compensación o cuando se opte por mimetizar, se complemente esta acción con una compensación equivalente al 20% del valor de reemplazo de la torre.


La concesionaria definirá qué hará en relación a su torre y de ello debe informar a los vecinos que se ubiquen en el territorio saturado a fin que éstos puedan proponer diseños alternativos de mimetización u otras obras de compensación, según fuere la propuesta realizada por la empresa. Este artículo en términos generales replica el procedimiento de consulta ciudadana que se estableció en el artículo 116 bis F. 


Entonces acá existen 3 posibles cursos de acción para el concesionario, que serán de su definición, que aseguran que esta normativa en ningún caso tiene efecto expropiatorio, sino sólo constituye una regulación de su actividad económica o limitaciones que derivan de la función social de su propiedad.


Ahora bien, dado que la instalación de torres es una actividad continua, el parque de torres va cambiando constantemente. Por lo anterior, la norma se pone en la situación de qué ocurre con las torres ya instaladas en el lugar cuando se genera un territorio saturado por aplicación del artículo 116 bis I . Hay que recordar que dicho artículo regula al entrante, al que pretende instalar la torre y no al que ya está allí instalado. Este último es regulado por el artículo 19 bis, que le impone la obligación de colocalizar salvo que acredite que existen razones técnicas que justifiquen la negativa y siempre que no existan soluciones técnicas disponibles para generar capacidad estructural en la torre.  Entonces, si finalmente no debe colocalizar el requirente de colocalización le tendrá que pedir al otro y si éste también logra excusarse va a tener que instalarse con una torre nueva mimetizada, lo que es una medida de mayor costo que simplemente colocalizarse. Por lo anterior, surge en este caso para los dos requeridos que se excusaron de colocalizar la obligación de cumplir con el artículo 4º transitorio, debiendo entonces  agruparse en una sola torre o de lo contrario podrán optar por mimetizar o compensar a la comunidad. Esta medida es indispensable para asegurar que no existan barreras de entrada significativas para nuevos operadores al mercado móvil. En el caso que se tenga que aplicar entonces el artículo 4º transitorio, el plazo para informar a la Dirección de Obras sobre la opción que tomará el concesionario y el plazo para tener finalizadas las obras que correspondan se contará desde la declaración de territorio saturado por parte de Subtel.


Si el concesionario requerido de colocalización accede a ella o es obligado a colocalizar por Subtel entonces no tendrá que ejercer las opciones antes descritas, pues no tiene sentido imponerle la obligación, por ejemplo, de mimetizar la torre o bien agruparse con otros en una sola torre pues ello sería un desincentivo a la colocalización.


En una materia distinta, el artículo 4º transitorio también regula el proceso de ajuste a las exigencias que la ley impone a las torres que están emplazadas en lugares que sean declarados de interés turístico conforme a la ley N° 20.423. Hay que recordar que el artículo 116 bis F señala que las torres de más de 12 metros emplazadas en estas zonas deberán ser armonizadas con el entorno urbano. Para que ello ocurra el concesionario tendrá un plazo de 12 meses y podrá acreditar que cumple si la torre es de aquellas consideradas en el catálogo de diseño de torres que definirá el Ministerio de Vivienda y si no está en el catálogo deberá presentar los antecedentes que permitan a la Dirección de Obras definir si la torre cumple con características de mimetización suficientes.


A continuación la norma también regula un aspecto que se relaciona con las torres emplazadas cerca de las áreas sensibles. En este punto se ha mantenido la redacción aprobada por el Honorable Senado que dispone que los concesionarios deberán acreditar ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones que la emisión de las antenas y sistemas radiantes instalados en dichas torres no sobrepasa la norma de emisión vigente o aquella que se dicte en aplicación del artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones que fue aprobado por ambas Cámaras. Para lo anterior existirá un plazo de 120 días y el certificado debe venir de una empresa seria, especialista en mediciones de este tipo. Con el objeto de asegurar que la empresa certificadora reúne estas características, ellas deberán estar en un registro que abrirá la Subtel y al que se ingresará sólo si se cumplen con una serie de condiciones que garanticen que la empresa cuenta con profesionales calificados, experiencia, equipamiento adecuado para hacer las mediciones conforme a los protocolos o estándares que fije la Subsecretaría. 


Por último, en esta norma se ha clarificado la redacción respecto a los efectos que se producen en caso de incumplimiento a la misma. En este sentido se establece que ello dará lugar al retiro de la torre objeto del incumplimiento.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, manifestó su temor a que dicha proposición pueda generar un encarecimiento del servicio de comunicaciones, además, es muy difícil abordar todas las situaciones en una ley que abre distintas opciones y el proceso de participación ciudadano es adecuado.


En seguida, sometió a votación el texto de este artículo, con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Letelier y en forma separada el aumento de 40% a 50%.


El Honorable Diputado señor Hernández señaló que la modificación propuesta relativa a aumentar el porcentaje de compensación de 40% a 50%, puede ser un incentivo para que las empresas se colocalicen, sin embargo, esta medida puede significar un mayor costo para los usuarios.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la industria de las telecomunicaciones se desarrolló en el país en forma desregulada y no es posible que el costo lo sigan asumiendo las ciudades. 


- En votación este artículo, fue aprobado con modificaciones, con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier, Novoa, Pizarro y Prokurica y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández, Latorre y Pérez y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Hales.


En votación separada se determinó si se aumentaba el monto de la compensación de 40 a 50% del valor de reemplazo de la torre.


- En votación esta proposición, votaron por aumentar el porcentaje a 50%, el Honorable Senador señor Letelier y los Honorables Diputados señores Hasbún, Hernández y Pérez. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro y el Honorable Diputado señor Latorre; votó en contra el Honorable Diputado señor Hales.


Votaron a favor de mantener el porcentaje en 40% del valor de la torre, los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica.


Repetida reglamentariamente la votación se aprobó elevar el porcentaje a 50% con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún Hernández y Pérez. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Latorre y votaron en contra los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y el Honorable Diputado señor Hales.

Artículo 5º transitorio (Senado)


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 5º transitorio:


“Artículo 5°.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley general de Urbanismo y Construcciones o dentro del radio indicado en el mismo precepto, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de los distanciamientos establecidos en el referido inciso sexto de ese artículo.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación de este artículo.


En discusión esta norma se presentaron las siguientes proposiciones:


- Del Honorable Diputado señor Patricio Hales, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes dispondrán de un plazo de 120 días para presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y publicar la primera oferta de facilidades de colocalización señalada en el artículo 19 bis de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones.”.


- Del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Quedaran exentos del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso anterior aquellos concesionarios de servicios públicos o intermedios de comunicaciones, respecto de aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura en que voluntariamente hubieren colocalizado  efectivamente las antenas o sistemas radiantes de un concesionario que no se encontrare con anterioridad en dicho lugar, para cuyos efectos deberán acompañar a la correspondiente Dirección de Obras el documento a que se refiere la letra d) del artículo 116 bis F. Para estos efectos se utilizará el mismo procedimiento establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con la salvedad de que si no resulta técnicamente factible la colocalización, los concesionarios de servicios públicos o intermedios de telecomunicaciones requeridos deberán verificar el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero precedente.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, señaló que el retiro de las torres podría provocar grandes problemas a las comunicaciones, no hay claridad en cuanto al número de zonas sensibles, no hay catastro de jardines infantiles, hogares de adultos mayores y de otros lugares.


No hay controversia en relación a la prohibición de instalar nuevas torres en zonas sensibles ni en el perímetro, el problema se presenta con la norma transitoria que obligaría a mover un gran número de torres.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que lo ideal es sacar las torres, que es posible que todas las estructuras se ubiquen en una sola torre o que se alejen en distancia.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó someter a votación este artículo que fue rechazado por la Honorable Cámara de Diputados.


El Ejecutivo ha intentado buscar una fórmula que permita mantener el criterio que refleja la sensibilidad ciudadana, puesto que en esta materia se van a presentar problemas con la opinión pública, que no dice relación con las emisiones, sino con la presencia de las torres.


En su opinión, se deben entregar dos señales; la primera, que en las zonas sensibles se solicite el retiro de todas las antenas mayores de 12 metros y que en el círculo más reducido de 50 metros no puede haber ninguna torre mayor a 12 metros. Si las torres son mayores de 12 metros se produce la multiplicación por 4 que indica el perímetro en el cual no pueden haber torres.


En segundo lugar, se debe reducir el primer anillo, para que el perímetro sea de 40 metros, hacer un segundo radio donde exista la posibilidad de instalar antenas menores de 25 metros. Ese segundo radio debería ser de 100 metros porque es coherente con la multiplicación por 4 y promover la instalación de antenas de menor altura.


Las antenas que tienen que salir de este sector deberían tener la obligación de colocalizarse fuera de los 100 metros porque en ese lugar hay otras torres. Así no se pierde la comunicación.


El Honorable Senador señor Chahuán solicitó conocer la opinión del Ejecutivo en esta materia, haciendo presente que considera complejo lo propuesto por el Honorable Senador señor Pizarro porque se desconoce el número de zonas sensibles en comunas emblemáticas del país. Algunos han sostenido que deberían retirarse más de 2.000 torres, por lo que es importante conocer los impactos de estas normas.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que el primer argumento que se esgrime para rechazar este artículo es que el retiro de las torres en las zonas sensibles corresponde al retiro masivo de torres y antenas que podrían generar un colapso en el costo y en las telecomunicaciones. Sin embargo, si se consideran las instaladas en las zonas sensibles y saturadas la cifra es menor, no es el 40% del parque de antenas.


Las zonas saturadas son más que las zonas sensibles, con lo cual son menos de 2.000 antenas que es necesario retirar.


El Honorable Diputado señor Hasbún propuso una colocalización retroactiva, obligatoria, que es la única forma de asegurar que no sigan aumentando las torres. En las zonas saturadas y sensibles, las personas requieren una señal en el sentido de que no se instalarán nuevas estructuras.


En consecuencia, se debe buscar un acuerdo pensando no sólo en la señal que se debe dar a la comunidad, sino que no caer en el juego del mundo ideal, que no existe.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, informó que el Ejecutivo considera que hay que cumplir con dos objetivos; uno, es la entrega de la señal de disminución del parque de antenas ubicadas cerca de las zonas sensibles, sin perjuicio de que el tema de la salud está resuelto por el artículo 7º del proyecto de ley y el distanciamiento no tiene relación con la protección a la salud, sin embargo, se debe dar una señal pública de disminuir el número de torres sin que el artículo 116 bis E, constituya una barrera de entrada.


Las zonas sensibles son más complejas que las zonas saturadas por la dispersión geográfica y por el número de áreas que son sensibles. Las zonas saturadas son más fáciles de ubicar, basta con la información de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, sin perjuicio de que algunos enjambres pueden estar cerca de una zona sensible.


Se ha estimado que las zonas sensibles podrían comprometer a 2.000 torres, no hay certeza, la Subsecretaría de Telecomunicaciones no tiene la obligación de contar con registro de hospitales, jardines infantiles, hogares de ancianos. Estas zonas son muy dispersas y si no es posible la entrada de un operador nuevo, la colocalización retroactiva pierde sentido porque no podrá prestar servicio en esa área.


En consecuencia, se propone que la aplicación retroactiva que implique el retiro de las torres se aplique a una distancia de los establecimientos de 40 metros y regiría el mismo sistema que en las normas permanentes.


Luego, entre los 40 y 80 metros de distancia con los establecimientos de las zonas sensibles, sólo se podrían aceptar torres de 25 metros de altura y sobre ese radio, más allá de los 80 metros y hasta los 120 metros, la existencia en esa franja de la obligación de colocalización. De esta forma, las torres existentes tienen que quedar con un acceso abierto.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, expresó que hay muy pocas antenas menores a 12 metros.


Se explicó que hay muy pocas porque el sistema radiante se instala a contar del metro 9, las antenas no pueden estar a ras de suelo. En 12 metros sólo cabe un sistema radiante, con lo cual no es muy efectivo para la empresa, sin embargo, la real alternativa es la antena instalada en infraestructura preexistente.


Agregó que en muchos establecimientos es de interés de éstos contar con una antena, que normalmente excede los 12 metros y la aplicación de esta norma va a implicar retirar la estructura. Esta norma es una restricción severa.


Una opción es sacar las antenas de más de 12 metros lo que implica el retiro de la mayoría de las instaladas, hay muy pocas de menos de esa altura y después el radio se va agrandando. La otra posibilidad es obligar a colocalizar, con lo cual salen torres.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que a lo mejor se podrían juntar las zonas sensibles con las saturadas y fijar un criterio único de colocalización que es reducir la infraestructura excesiva.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que si en las zonas sensibles no se realiza el retiro de las torres se va a producir un gran desconcierto en la opinión pública y será muy difícil intentar explicar esta situación. 


El hecho de colocalizar va a significar que las estructuras serán de mayor tamaño y eso no será comprendido, la comunidad no quiere estructuras enormes en las cercanías de las zonas sensibles, por lo que es necesario conciliar esta realidad con la prestación de un servicio, cuidado a la salud, evitar la judicialización y la única forma sería permitir la instalación de antenas de menos de 12 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Hales señaló que esta norma se refiere al retiro de las antenas en las zonas sensibles, sin embargo, no se pueden sacar todas las antenas y no se entiende la dictación de una nueva ley que no ordena el retiro en las zonas sensibles.


Se deben retirar de acuerdo a la definición de zonas saturadas o como lo propone este artículo.


El Ejecutivo formuló la siguiente proposición para este artículo 5º, tomando como base el artículo 5º transitorio aprobado por el Honorable Senado:


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura,  debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que en esta materia se han planteado diversos objetivos tales como el retiro de torres en las zonas sensibles, asegurar la competencia en este mercado sin que existan barreras de entrada para nuevos operadores en estas zonas, para lo cual se propone la colocalización obligatoria y el temor a un retiro indiscriminado de torres que podría afectar la calidad de servicio en los lugares en que están emplazadas, puesto que cada torre forma parte de una red.


La proposición del Ejecutivo intenta resolver los temas indicados estableciendo tres círculos desde las zonas sensibles. El primer círculo, supone el retiro de torres de más de 12 metros de altura; el segundo, permite la mantención de torres de hasta 25 metros de altura y el tercer círculo, que considera las torres emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros desde el establecimiento de la zona sensible quedarán obligadas a colocalizar a los nuevos entrantes.


Este artículo se establece en el contexto de la discusión acerca del principio precautorio que esta ley adopta respecto de las antenas y sus emisiones. Con este propósito se incorporó en el articulado permanente, específicamente en el artículo 116 bis E, la prohibición de instalar torres de más de doce metros a una distancia menor a 4 veces la altura de la torre con un mínimo de 50 metros. Posteriormente, y en el entendido que no había razón para establecer una discriminación entre torres antiguas y nuevas a efectos de la aplicación de este principio precautorio, se estableció extender la aplicación de esta prohibición a todas las torres cualquiera fuera la época de su emplazamiento.


Sin embargo, ha sido discutido largamente que la norma aprobada por el Honorable Senado genera dos dificultades. Implica por un lado un impacto no totalmente ponderable para la red de telecomunicaciones pues impone a los concesionarios ajustarse a la normativa vigente dentro de un plazo de un año respecto de un gran número de torres. En este punto se ha hecho presente que no se puede considerar cada torre como una individualidad sino como parte de una red que funciona integradamente. Por lo anterior, se ha requerido contemplar algún mecanismo que permita reducir el impacto de la norma en los servicios.


Asimismo se ha buscado que la prohibición permanente que contempla el artículo 116 bis E no signifique una barrera de entrada al mercado para nuevos actores, pues dada la dispersión geográfica de las áreas sensibles, el no poder instalarse en ellas podría significar que éstos podrían no ser capaces de otorgar un servicio con una calidad como la que demanda la regulación sectorial.


Teniendo en cuenta estos 3 elementos –principio precautorio, necesidad de reducir el impacto de la norma en la calidad de servicio y consideraciones de libre competencia- se propuso como alternativa al texto aprobado en el Honorable Senado una norma que contemplara 3 anillos. El primer anillo, que se extiende desde el establecimiento pertinente hasta los 40 metros de distancia en el que los concesionarios deberán ajustarse a la normativa que estará vigente una vez publicada la ley y que consiste que en esos lugares las torres deben tener una altura no mayor a 12 metros. Para lo anterior, se da un plazo de 12 meses, a fin que las empresas adecuen las torres o si desean hacer este ajuste, retiren las mismas. Un segundo anillo comprende desde los 40 metros y hasta los 80 metros de distancia desde el establecimiento donde las torres deberán respetar el máximo de altura que será de 25 metros. Por último, un tercer anillo que va desde el metro 80 y hasta los 120 metros de distancia desde el establecimiento donde no hay límite de altura de torre pero sí obligación de colocalización. Lo anterior, sin perjuicio que en todo momento, los concesionarios deberán cumplir individualmente y agrupados, según corresponda, con el límite de emisión que se encuentre vigente.  En este último caso, dado que se ha establecido obligación de colocalización, se hace aplicable el procedimiento de reclamo del artículo 19 bis, en caso de negativa a la colocalización. 


La Comisión en este punto acordó incorporar una enmienda a este modelo, estableciendo que en el segundo anillo las torres también estarán abiertas a la colocalización de manera obligatoria. 


Dado lo anterior, el Ejecutivo precisa que el procedimiento del artículo 19 bis también deberá ser aplicable a la negativa a colocalización que se haga respecto de las torres ubicadas en el segundo anillo. Por lo anterior, la referencia que se hace al artículo 19 bis en el inciso que regula la materia está referido a los dos casos regulados en él.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, precisó que cuando se señala que algunos establecimientos podrán instalar antenas para fines propios no son torres de telecomunicaciones, sino que se trata de antenas para comunicarse con las ambulancias y para otros fines propios. Distinta es la situación de los arriendos a empresas de telecomunicaciones que han efectuado algunos de estos establecimientos, para la instalación de torres soporte de antenas que deberán retirarse.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que para los efectos de la historia de la ley es importante señalar que la principal preocupación de la comunidad en relación a los daños a la salud queda resuelto por las normas de emisión y no por la determinación de las zonas sensibles.

En seguida, recordó que el tema de las zonas sensibles fue incorporado durante la discusión en el Honorable Senado por el Honorable Senador señor Girardi porque en otras legislaciones se establecen estas áreas y se consideró adecuado entregar una señal para que en aquellos lugares en que hay ancianos, niños, personas enfermas, se adopte una especial preocupación.


El Honorable Diputado señor Hasbún manifestó su preocupación por el hecho de que en aquellos lugares en que las distancias son iguales o menores a 40 metros, no se va a permitir la competencia, las empresas entrantes no tendrán opción en esos lugares, lo mismo ocurrirá en las zonas de menos de 80 metros, por lo que propuso establecer la colocalización obligatoria en el rango entre 40 y 80 metros de distancia de los establecimientos ubicados en las zonas sensibles.


En el rango entre 40 y 80 metros es posible instalar torres de 25 metros que permiten la colocalización obligatoria a otros concesionarios.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que se estableció un acuerdo inicial de zona de exclusión de 300 metros de las zonas sensibles. El criterio de las normas de campo electromagnético son riesgos aceptables para el daño a la salud, no está determinado que no haya riesgo, por lo que se estableció un criterio precautorio para los establecimientos considerados en las zonas sensibles.


Las normas internacionales consideran una especial preocupación por las zonas sensibles, hay países que han establecido distanciamientos de 300 metros.


En su opinión, esta iniciativa legal regula en forma rigurosa la competencia en la industria de las telecomunicaciones y la protección a la salud de las personas no va a significar una traba para el desarrollo de la tecnología.


El Honorable Diputado señor Hales expresó que esta iniciativa legal es muy adecuada para el futuro, no obstante, es muy peligrosa para la realidad actual, el artículo 4º transitorio permite instalar nuevas antenas en zonas saturadas y en las zonas sensibles la peor señal será que no se van a retirar las torres, a pesar de que existen alternativas para instalarlas en otros lugares sin perjudicar las comunicaciones.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su conformidad con la proposición del Ejecutivo expresando que puede constituir una transición razonable para los operadores y permite entregar una señal en el sentido de que en las zonas sensibles se eliminan las torres.


Asimismo, concordó con la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Hasbún, en el sentido de establecer la colocalización para las torres ubicadas en el área comprendida entre 40 y 80 metros de los establecimientos de las zonas sensibles, lo que puede contribuir a despejar la preocupación de la opinión pública en cuanto a las torres ya instaladas en esos lugares.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, compartió la proposición del Honorable Diputado señor Hasbún, en orden a establecer la colocalización en la distancia entre 40 y 80 metros de los establecimientos o áreas sensibles, para generar el retiro de torres y forzar la instalación de estructuras de menor altura.


El Honorable Diputado señor Latorre solicitó un pronunciamiento al Ejecutivo en relación a los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Prokurica, en el sentido de si existe acuerdo en que la limitación del nivel de radiación resuelve el problema de salud y analizar si la proposición del Ejecutivo constituye un intento de mejor solución.


Se debe adoptar una solución para determinar si esta iniciativa legal cautela el tema de la radiación hacia la población, tiene que existir una convicción en relación al daño a la salud.


Durante la discusión en la Honorable Cámara de Diputados nunca se dio por resuelto el tema de la radiación, siempre se señaló que esta ley lo resolvería por la modificación de las estructuras de las torres.


En esta iniciativa legal se pretendía recoger una serie de materias, como las radiaciones, la pérdida del valor patrimonial de una propiedad, cuando se instala una torre en las proximidades, la afectación del urbanismo de la ciudad, entre otros.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la ciencia no tiene convicción en relación a los impactos de salud, sólo existen algunas informaciones, por lo tanto, el criterio ha sido adoptar una actitud precautoria y la mantención de las zonas sensibles es fundamental junto con la norma de emisión.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, informó que se entrevistó con los comisionados de la Unión Europea encargados de esta materia y desde el punto de vista de los ingenieros a cargo de la instalación de los sistemas radiantes y que certifican la calidad de los equipos como de los equipos médicos de la Unión Europea que tienen una dedicación a este tema la opinión es que no existe ningún antecedente de que provoquen daños a la salud. Se ha señalado que el teléfono celular puede emitir 40 veces más que las antenas.


Asimismo, existe una asociación europea que determina cuáles son los agentes cancerígenos y se establece que las emisiones de radio están en listas que eventualmente podrían producir cáncer en la misma categoría que el café.


Es muy difícil probar un hecho negativo, sin embargo, existe un hecho cierto que es el temor de la comunidad por la presencia de estas torres y antenas, lo cual puede significar que se esté reaccionando ante un temor humano que a lo mejor no es fundado, sin embargo, es un elemento que se debe considerar.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que las normas no son técnicas sino que implican una decisión política, establecen un riesgo aceptable de enfermar o morir, a partir de un determinado nivel de exposición o compuesto. El hecho de que exista una norma implica la existencia de un daño potencial que dependerá de la dosis que tenga la persona que será de tiempo, exposición e intensidad de la exposición.


En consecuencia, validó la existencia de una zona sensible y la segunda discusión debe determinar el nivel precautorio adicional en consideración a esta zona en que se encuentran personas en etapa de formación, personas enfermas, etc. 


En su opinión, no pueden instalarse torres dentro de 40 metros de distancia a una zona sensible, aunque sean de 10 metros de altura.


El Honorable Diputado señor Montes expresó que hay distintos estudios de la Unión Europea que establecen que la presencia de torres y antenas provocan una descomposición celular en períodos largos, es decir, no es un problema de corto plazo, lo que se suma a otros factores de descomposición por la onda electromagnética que tiene otro origen y que explicaría el aumento del cáncer en la población.


La norma de emisión es una medida adecuada en esta materia y se debe fiscalizar su cumplimiento. 


Junto con lo anterior, se debe considerar el cambio tecnológico para disminuir el tamaño de las antenas porque las de menor altura generan menos potencia y menos riesgo para la salud. La política oficial del Ejecutivo debe ser incentivar la instalación de estructuras más bajas.


Asimismo, se debe considerar la existencia del Fondo establecido en la ley para efectuar un seguimiento en esta materia, la onda electromagnética es un problema real. No es casualidad que en algunos estados de Estados Unidos esté prohibido el uso de teléfonos celulares para los niños menores de 14 años.


Los estudios en esta materia tienen que generar obligaciones, si se demuestra que hay daños para la salud, se deben adoptar las medidas adecuadas.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, señaló que esta ley siempre estará en proceso de revisión y para ello se consideran los modelos de los 5 países más exigentes de la OECD y si aparece algún antecedente y los países adoptan una medida más cuidadosa, Chile estará obligado a lo mismo, seguirá la misma pauta.


Para los efectos de protección de la salud de la población, lo más sabio es estar dentro de los países más cautos y efectuar revisiones permanentes de la normativa, para lo cual la Subsecretaría de Telecomunicaciones fiscalizará y además se creará la Superintendencia que tendrá competencia en estas materias.


La comunidad está asustada y se deben entregar todas las señales en la ley en el sentido de definir las zonas sensibles y comunicar la preocupación en esta materia.


- En votación este artículo con la modificación del Honorable Diputado señor Hasbún,  fue aprobado por 7 votos a favor de los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier, Novoa, Pizarro y Prokurica y los Honorables Diputados señores Hasbún y Latorre, dos votos en contra de los Honorables Diputados señores Hales y Pérez y con la abstención del Honorable Diputado señor Hernández.


Las proposiciones presentadas fueron retiradas por sus autores.

- - - - - - - - -

Proposición relativa a las zonas rurales


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se considere una norma especial para las zonas rurales, que son distintas en el valle central que está más poblado.


Propuso que en las zonas rurales donde hay juntas de vecinos y una determinada densidad poblacional cuando se requiera instalar una antena se consulte a la comunidad en relación a su ubicación. En caso de no existir acuerdo con la comunidad se instalará en el lugar propuesto por la empresa concesionaria.


Hay muchas comunidades rurales que cuentan con juntas de vecinos activas que indicarán un lugar para la instalación de las torres, sin que se impida el desarrollo de la industria.


En su opinión, es necesario distinguir dos situaciones; la primera, relativa a la obligación de las empresas de entregar un servicio de calidad donde deben operar, no donde pueden operar y la segunda, es la necesidad de efectuar una consulta a las comunidades rurales relativas a la ubicación de una torre.


La división entre zonas rurales y urbanas, obedece a una definición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en virtud de la cual se consideran zonas urbanas las localidades con 2.500 habitantes, por lo tanto, las comunidades con menos habitantes no son caceríos y tienen el derecho a ser consultadas.


El Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones  ha suscitado conflictos cuando las empresas no han consultado a las comunidades.


El sentido de esta proposición es la existencia de un procedimiento de consulta e información simplificado a la comunidad reducido, para que dentro del plazo de 30 días, se pronuncie en relación a la ubicación de la torre soporte de antena. En caso que no se pronuncie no entregando la respuesta dentro del plazo señalado se instalará en el lugar propuesto por la empresa respectiva.  Por otra parte, cabe considerar que no se otorga el derecho a oponerse a la instalación.


Hizo presente que se trata, normalmente, de comunidades rurales que cuentan con servicio de telefonía y esta proposición sólo constituye una señal a dichas comunidades en el sentido de que serán consultadas. 


El texto de la proposición es el siguiente:


Agréguese al inciso segundo del artículo 116 bis H:


“Con todo, en el caso de las zonas rurales donde exista una junta de vecinos y hubieren más de cinco propietarios de inmuebles distintos ubicados en el radio de 500 metros medido desde el lugar donde se pretende emplazar una nueva torre de más de 12 metros, se deberá dar cumplimiento a lo establecido en la letra e) del artículo 116 bis F para los efectos que dichos propietarios formulen observaciones a la propuesta que formula el concesionario.”.


El señor Senador explicó que en este caso no se puede rechazar la instalación de antenas, sólo se trata de un proceso de consulta.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que la zona que representa tiene diversas localidades rurales y no se ha logrado hasta la fecha que las empresas de telecomunicaciones instalen telefonía e Internet en esos lugares, con lo cual si además, se establece esta nueva exigencia será más difícil contar con comunicación en el futuro.


Hay distintas realidades en el país y las empresas de telecomunicaciones no están interesadas en instalarse en las zonas rurales, la comunicación en estas zonas se ha logrado a través de los programas de gobierno de telefonía rural.


El planteamiento del Honorable Senador señor Letelier da cuenta de un problema real en el sentido de que se afecta la estética de las zonas rurales con la instalación de las torres, sin embargo, con estas nuevas exigencias será más difícil contar con telefonía e Internet en esas zonas.


Si se pretende incorporar esta norma se debería, al mismo tiempo, establecer una disposición que sea un contrapeso que obligue a todas las empresas a entregar cobertura en las zonas rurales.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que en la discusión en la Honorable Cámara de Diputados se incorporó una franja de 500 metros para evitar que las torres se instalen en los límites urbanos.


En relación a la proposición del Honorable Senador señor Letelier, manifestó que esta norma se debe acotar a las localidades muy pequeñas con más de 500 personas, que cuentan con una junta de vecinos para efectuar un procedimiento de consulta en relación a la ubicación de la torre, lo que se estima plausible dentro del contexto de respetar la opinión de los ciudadanos. 


El Honorable Diputado señor Latorre recordó que el Ejecutivo expresó que esta ley se aplicaría tanto a las zonas urbanas como rurales y se formularon reparos en el sentido de que muchas normas son impracticables en las zonas rurales.


No obstante lo anterior, se han determinado lugares en las zonas rurales en los cuales no se pueden instalar torres.


La iniciativa legal en estudio se aplicará tanto a las zonas rurales como urbanas, con la excepción relativa a la franja de 500 metros contiguas al límite urbano. 


La norma propuesta constituye una restricción a la posibilidad de instalar estas torres en zonas rurales que cuenten con juntas de vecinos. Agregó que no tiene inconveniente en efectuar las consultas que procedan en las zonas rurales para las materias que las afectan, sin embargo, esta proposición no es práctica.


El Honorable Diputado señor Hernández manifestó su opinión señalando, en relación a las zonas rurales, que se debe ser muy cuidadoso porque las mismas comunidades solicitan a las empresas de telefonía móvil la instalación de torres para tener comunicación.


El Honorable Diputado señor Latorre presentó un texto alternativo que contiene una proposición suscrita en conjunto con la Honorable Diputada señora Alejandra Sepúlveda.


No obstante lo anterior, hizo presente que no es partidario de establecer mayores exigencias para la instalación de torres soporte de antenas en zonas rurales no concentradas.


- Proposición de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y del señor Juan Carlos Latorre, para agregar el siguiente artículo 116 bis J, nuevo:


“Artículo 116 bis J.- En el caso de las zonas rurales donde exista una junta de vecinos y hubieren más de cinco propietarios de inmuebles distintos a aquel donde se emplazará una nueva torre de más de 12 metros ubicados dentro del radio de 500 metros medido desde el lugar donde se pretende emplazar ésta, los concesionarios deberán acompañar al aviso de instalación un Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación del aviso, a la junta de vecinos respectiva y a dichos propietarios. La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación, su altura y características. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a la Dirección de Obras respectiva, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones acerca del proyecto de instalación de la torre y su sujeción a la normativa vigente hasta quince días después de practicada la comunicación respectiva. Si los propietarios no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la propuesta formulada por la concesionaria. De presentarse observaciones, éstas serán puestas en conocimiento de la concesionaria dentro del plazo de 5 días a fin que ésta dé respuesta a las observaciones formuladas junto con el correspondiente aviso de instalación.”.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que comprende la buena intención de la proposición formulada, sin embargo, se debe facilitar al máximo la instalación de torres soporte de antenas en las zonas rurales del país para contar con un adecuado servicio de comunicaciones, por lo que se manifestó contrario a establecer mayores trabas.


- Sometida a votación la idea de legislar en esta materia, fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Hasbún y Hernández y con los votos a favor del Honorable Senador señor Letelier y del Honorable Diputado señor Latorre. 

- - - - - -
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación.

ARTÍCULO 1°


Contemplar como tal el artículo 1º del Honorable Senado, en lo que respecta a agregar, en la letra b) de ese artículo,  los artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I, los que fueron aprobados con enmiendas, quedando redactados en los siguientes términos:

Artículos 116 bis F, 116 bis G y 116 bis I 


“Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a)  de este artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones.En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la torre se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. 


La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo, indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial. 


Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada. 


Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un Comité de Expertos convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos designados por éste, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente nombrados por el Consejo y un representante de este último organismo nominado por su Presidente, quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra e) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.”.


(Aprobado por 10 votos a favor, con excepción de la letra i) que fue aprobada por 9 votos a favor y 1 en contra.)

“Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, que reúnan las condiciones de diseño y construcción previstas en la letra b) del precepto anterior, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. La correspondiente solicitud de permiso de instalación, deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios a que se refiere la letra e) del artículo 116  bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.

La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso dentro del plazo para dicho efecto o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero del presente precepto deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde  se adhieran o adosen.


Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.”.


(Aprobado por 10 votos a favor.)


“Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación. 


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.


Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.”.


(Aprobado por 9 votos a favor y 1 en contra.)

ARTÍCULO 2º


Consultar como artículo 2º el texto aprobado por el Honorable Senado, con enmiendas, en lo que se refiere a la incorporación en el numeral 4) de este artículo, del artículo 19 bis, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. 


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del  derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.


Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


(En votación separada se aprobó por 9 votos a favor y 1 abstención, la frase “y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”, que se encuentra en el inciso primero de este artículo.) 

(En votación este artículo fue aprobado por 9 votos a favor y 1 voto en contra.)

ARTÍCULO 3º


Contemplar como artículo 3º, el texto del artículo 5º aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, sin enmiendas, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo 3º.- Créase un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículos 2º y 3º


Consultar como tales los textos aprobados por el Honorable Senado, sin enmiendas, en el segundo trámite constitucional:


“Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación de los reglamentos referidos en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)


“Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


(Aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta.)

Artículos 4º y 5º


Contemplar como tales los textos aprobados por el Honorable Senado, que fueron modificados, quedando redactados en los siguientes términos:


“Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones.  Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones  conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.”.


(Aprobado por 9 votos a favor y 1 en contra).


“Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, sujetos a la obligación de colocalizar a otros concesionarios, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.


(Aprobado por 7 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención.)

- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que regula la instalación de antena emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de 1976, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el epígrafe del Capítulo II del Título III por el siguiente:

“De la ejecución de obras de urbanización, edificación e instalaciones complementarias”.

b) Agréganse los siguientes artículos 116 bis E, 116 bis F, 116 bis G, 116 bis H y 116 bis I:


“Artículo 116 bis E.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones podrán instalarse en áreas urbanas y rurales, debiendo en ambos casos sujetarse a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 116 bis F, 116 bis G, 116 bis H y 116 bis I de esta ley, según sea el caso.


Para estos efectos, se entenderá que las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones corresponden al conjunto específico de elementos soportantes de una antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones. Por su parte, la antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones corresponde a aquel dispositivo a que se refiere el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Tratándose de los permisos de instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se soliciten en áreas de riesgo, además de cumplir con los requisitos que se indican en esta ley, se deberá acompañar a la respectiva solicitud un estudio fundado, elaborado por un profesional especialista y validado por el organismo competente, que determine las acciones que deberán ejecutarse para la adecuada utilización de las mismas, conforme a lo dispuesto en la Ordenanza General de esta ley. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción de la torre por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad respectiva y, en todo caso, dentro del plazo de 12 meses contado desde la fecha de la solicitud del permiso o del aviso de instalación, cuando correspondiere.


Tratándose de áreas de protección, la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones será autorizada debiendo darse siempre cumplimiento a lo establecido en la ley N° 19.300, en los casos que así corresponda. En caso de zonas declaradas de interés turístico conforme al N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 se aplicará el régimen establecido en los artículos siguientes, según corresponda.


No podrán instalarse antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en aquellas zonas urbanas saturadas de sistemas radiantes de telecomunicaciones conforme al artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones, mientras dicha calificación se encuentre vigente.

Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios urbanos donde existan torres de alta tensión, ni hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, ni en sitios ubicados a una distancia menor a cuatro veces la altura de la torre de los deslindes de estos establecimientos, con un mínimo de 50 metros de distancia, salvo que se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refieren los artículos 116 bis G y 116 bis H de esta ley o sean requeridas por dichos establecimientos para sus fines propios.


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, la altura de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones se medirá desde el suelo natural, salvo que se instalen sobre edificios de más de 5 pisos.


Lo dispuesto en este artículo no será exigible para las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de los servicios de aficionados a las telecomunicaciones ni al cuerpo de bomberos u organismos que presten servicios de utilidad pública respecto de estas mismas torres instaladas en virtud de una concesión de servicios limitados de telecomunicaciones. Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes instaladas en aplicación de la presente norma no podrán compartir su infraestructura con otros concesionarios salvo que reúnan los mismos requisitos establecidos en ésta.


Artículo 116 bis F.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, instalada por concesionarios, requerirá permiso de instalación de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Con todo, las municipalidades deberán determinar mediante ordenanza dictada conforme con el artículo 65 letra k) de la ley Nº 18.695, las zonas de los bienes municipales o nacionales de uso público que administran, donde preferentemente se tendrá derecho de uso para el emplazamiento de torres soporte de antenas de más de doce metros. Dicha ordenanza establecerá las tarifas que la municipalidad respectiva podrá cobrar por el mencionado derecho de uso. Lo anterior, sin perjuicio del pago de los derechos que las municipalidades cobren en el ejercicio de sus atribuciones conforme al artículo 130 de la presente ley.


La instalación de tales torres en las zonas preferentes se regirá por la presente disposición con la salvedad que en estos casos no será necesaria la autorización municipal a que se refiere la letra a)  de este artículo. 


Las instalaciones a que se refiere el presente artículo deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 116 bis E, con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de la presente ley y, en caso de emplazarse en áreas urbanas, les será aplicable, adicionalmente, el régimen de rasantes que establezca el plan regulador respectivo, o en su defecto la Ordenanza General de esta ley.


Quedarán exentas del cumplimiento de las normas sobre distanciamientos a que se refiere el inciso anterior aquellas instalaciones de estructuras que, con el solo objetivo de colocalizar una nueva antena o sistema radiante de otro operador, deban modificar su altura. Para tales efectos, dichas instalaciones podrán sobrepasar las rasantes, siempre que dicha modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


A la solicitud de permiso de instalación a que se refiere este artículo se deberán acompañar los siguientes antecedentes:


a) Solicitud de instalación, suscrita por el propietario o propietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones.En caso de que el permiso se solicite para la instalación de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en bienes nacionales de uso público o en bienes fiscales administrados por municipalidades, será necesario además de la solicitud por parte del operador, de autorización de la Municipalidad respectiva.


b) Proyecto firmado por un profesional competente en el que se incluyan los planos de la instalación de la torre, los cuales deberán graficar el cumplimiento de los distanciamientos mínimos y las rasantes a que se refiere este artículo. Dicho plano deberá ser firmado por el propietario o copropietarios del inmueble donde se efectuará la instalación y por el concesionario responsable de la misma o su representante legal. Asimismo, el proyecto deberá acompañar una memoria explicativa que indique las medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan. Tal memoria explicativa no será requerida cuando el diseño de la torre se encuentre entre aquellos incluidos en el catálogo o nómina que al efecto haya dictado el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que podrá considerar las características urbanas y naturales de las distintas regiones del país.


c) Presupuesto del costo total del proyecto, considerando, entre otros, estructuras, sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, equipos, sala de equipos, sistemas anexos y rentas por arriendos.


d) Proyecto de cálculo estructural de la torre, incluidas sus fundaciones, con su respectiva memoria de cálculo y planos de estructura, que señale la capacidad de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, elaborado y suscrito por un profesional competente. El proyecto deberá acreditar que la capacidad de soporte antes señalada permitirá la colocalización de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de, a lo menos, otro concesionario en las mismas condiciones si la infraestructura fuera menor de 30 metros o tres cuando se trate de estructuras de más de 30 metros.


e) Certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la comunicación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos treinta días a la presentación de la solicitud, a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área ubicada al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre y un radio equivalente a dos veces la altura de la misma, incluidas sus antenas y sistemas radiantes. Los inmuebles que se encuentren en la situación antes descrita deberán singularizarse en un plano autorizado ante Notario. 


La comunicación deberá incluir el proyecto de instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, indicando la ubicación exacta de la instalación y su altura, así como la propuesta del diseño a adoptar para minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y una reseña de la propuesta de obra u obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere la letra f) de este artículo, indicando alternativas priorizadas para el caso que no exista pronunciamiento de los propietarios a que se refiere este literal. Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre. Para los efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá cumplida la obligación de comunicación al propietario del inmueble por el solo hecho de haberse remitido la referida carta certificada al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial. 


Los mismos antecedentes incluidos en la comunicación a que hace referencia el párrafo anterior deberán ser puestos en conocimiento de la comunidad por medio de una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región con una anticipación de, a lo menos, 15 días a la presentación de la solicitud.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación  o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.


Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes acerca del proyecto de instalación de la torre hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar sea por una obra de compensación o por una torre armonizada con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia el primer párrafo de esta letra. Dentro del mismo plazo dicha mayoría conforme a la opción realizada podrá proponer sea obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por el monto equivalente al porcentaje a que se refiere la letra f) del presente artículo, o diseños de torres alternativos a los propuestos por el solicitante, que cumplan con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la torre sobre el entorno en que se emplazará, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina a que se refiere la letra b) de este artículo. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere el presente literal o no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, de acuerdo a la priorización realizada. 


Además, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de 30 días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero del mismo artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios, a través de la Dirección de Obras, aprobando la propuesta del solicitante o de los propietarios, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una. Para efectos de lo dispuesto en este párrafo, el Concejo, una vez al año, deberá elaborar un listado que indique los tipos de obras de mejoramiento que serán susceptibles de financiamiento por parte de los interesados.


f) Propuesta escrita de obra u obras de mejoramiento del espacio público ubicado al interior de la circunferencia que tiene por centro el eje vertical de la torre hasta un radio de doscientos cincuenta metros a la redonda del lugar donde se emplazará la misma. La propuesta deberá referirse a obras relacionadas con la implementación o habilitación de servicios de telecomunicaciones, el mejoramiento de áreas verdes, pavimentos, ciclo vías, luminarias, ornato u otras, por un monto equivalente al treinta por ciento del costo total de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, tomando como referencia el presupuesto a que se refiere la letra c) de este artículo. Las obras de mejoramiento mencionadas precedentemente deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se otorgue el respectivo permiso de instalación de la torre. Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales, debiendo en este caso renovarse la garantía a que se refiere el párrafo siguiente. En caso de que la propuesta aprobada por el Concejo Municipal consista en la prestación de servicios de telecomunicaciones, tales servicios deberán ser otorgados en forma permanente mientras se encuentre instalada la torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones correspondiente.


Para garantizar el fiel cumplimiento de las obras de mejoramiento del espacio público a que se refiere esta letra, el solicitante deberá rendir una caución a favor de la Municipalidad respectiva, la cual podrá consistir indistintamente en una boleta bancaria o póliza de seguro por el monto de la obra de que se trate. La garantía debe otorgarse por el plazo de ejecución de la obra. Las instituciones bancarias o aseguradoras que hubieren emitido el respectivo documento de garantía pagarán los valores garantizados con el solo mérito del certificado que otorgue el Director de Obras Municipales, en el sentido de que las obras no se han ejecutado y que el plazo correspondiente se encuentra vencido. En este último caso, dichos valores deberán igualmente destinarse a las obras de mejoramiento anteriormente mencionadas.


g) Certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura total de la torre que se pretende emplazar, incluidas sus antenas y sistemas radiantes, no constituyen peligro para la navegación aérea. Estos antecedentes de ubicación geográfica deben coincidir con los del certificado a que se refieren la letra h) y siguientes.


h) Certificado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que acredite el hecho de haber sido presentada una solicitud de otorgamiento o modificación de concesión de un servicio de telecomunicaciones, cuyo proyecto técnico establezca que los sistemas y equipos respectivos se emplazarán en la torre cuyo permiso de instalación se solicita. En caso que el permiso sea solicitado por un concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones que provea de estos servicios de infraestructura sólo se requerirá que sea presentada una copia del decreto en virtud del cual se le otorgó su concesión o una certificación efectuada por la Subsecretaría de encontrarse en tramitación el otorgamiento de la respectiva concesión.


i) Certificado de línea oficial e informaciones previas.


En caso de que la solicitud establecida en este artículo involucre torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones comprendidas dentro del catálogo a que se refiere la letra b) del presente artículo, la solicitud de permiso sólo deberá cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b), salvo memoria explicativa, d), salvo en lo relativo a la obligación de colocalización, e) y f) sólo en cuanto a la comunicación para efectos de la opción a que se refiere el primer literal, g) y h) anteriores. A este mismo régimen estarán sometidas aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes financiadas por la respectiva concesionaria que constituyan una contribución a la arquitectura y al entorno urbano por tratarse de un objeto de arte para la ciudad certificado por un Comité de Expertos convocado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes integrado por dos miembros del Colegio de Arquitectos designados por éste, dos artistas de reconocida trayectoria en el ámbito artístico pertinente nombrados por el Consejo y un representante de este último organismo nominado por su Presidente, quien tendrá voto dirimente.


Las torres que estén instaladas y las que se pretenda emplazar en zonas declaradas de interés turístico a que se refiere el N° 7) del artículo 8° de la ley N° 20.423 deberán reunir las condiciones de diseño y construcción establecidas en la letra b) del presente artículo o estar comprendidas en el catálogo a que se refiere el mismo literal. Asimismo, en caso de tratarse de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se instalen en reemplazo de otras torres, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones, deberán cumplir con los requisitos establecidos en las letras a), b) con excepción de la memoria explicativa, d), g), y h) del presente artículo. En tanto, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones que se intervengan o emplacen en reemplazo de otras torres, con el propósito de realizar un objeto de arte urbano certificado por la misma instancia señalada en el inciso anterior sólo requerirán de aviso de instalación, siempre que su modificación no supere el treinta por ciento de la altura total de la torre soporte original.


La Dirección de Obras Municipales respectiva, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra e) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las Obras Provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. De persistir el silencio se entenderá por ese solo hecho otorgado el permiso por la Dirección de Obras Municipales. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, aplicándose para tales efectos lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118.


El permiso de instalación se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión. Los costos relacionados con el retiro de las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, una vez expirado los plazos de los permisos, serán de cargo de cada operador, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 124, en lo que fuere pertinente.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Los propietarios de los inmuebles emplazados en el radio a que se refiere la letra e) del presente artículo que fueren contribuyentes de impuesto territorial podrán solicitar una retasación del avalúo fiscal de sus propiedades para obtener una disminución de contribuciones, salvo que la instalación de la torre soporte de antenas o un sistema radiante que constituye el factor que disminuye considerablemente el valor de la propiedad le sea imputable al propietario u ocupante. Lo anterior, de acuerdo al artículo 10, letra e), de la ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial.


Artículo 116 bis G.- Toda torre soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, que reúnan las condiciones de diseño y construcción previstas en la letra b) del precepto anterior, requerirá permiso de instalación del Director de Obras Municipales conforme a lo dispuesto en este artículo.


Las instalaciones a que se refiere el inciso anterior deberán cumplir con las normas dispuestas en el artículo 116 bis E y con los distanciamientos establecidos en la Ordenanza General de esta ley. La correspondiente solicitud de permiso de instalación, deberá estar acompañada de los antecedentes señalados en las letras a), b), h) e i) del artículo 116 bis F de la presente ley. Además, el solicitante deberá presentar un comprobante de correos que acredite haberse enviado con una antelación no menor a 15 días una comunicación a los propietarios a que se refiere la letra e) del artículo 116  bis F que informe a éstos de su solicitud y en particular de las características de la torre a instalar y su diseño. La mayoría simple de los propietarios podrá solicitar a la Dirección de Obras, dentro del plazo de 15 días, un diseño alternativo para la torre, siempre que éste se encontrare en la nómina a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F, la que en definitiva resolverá.

La Dirección de Obras Municipales respectiva deberá pronunciarse en la misma forma y dentro del mismo plazo señalado en el artículo 116 bis F, con la excepción de que en estos casos no se podrá denegar el permiso, aun cuando la torre se emplace en un territorio saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones. Si no hubiere pronunciamiento por escrito del permiso dentro del plazo para dicho efecto o éste fuere denegado, se aplicará lo dispuesto en el referido artículo.


El permiso de instalación de soporte de antenas y sistemas radiantes se otorgará al concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones. Identificará claramente al beneficiario; la localización de las instalaciones autorizadas, y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión.


El Director de Obras, una vez instalada la torre, deberá verificar que la instalación se ejecutó conforme al permiso otorgado y procederá a efectuar la recepción, si fuere procedente.


Aquellas torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de tres y hasta doce metros que no reúnan las condiciones descritas en el inciso primero del presente precepto deberán sujetarse íntegramente a lo dispuesto en el artículo anterior. 


Tanto a las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refiere este artículo, que se adosen o adhieran a una edificación preexistente, como a los postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética o mobiliario urbano en cualquier altura, no les será exigible el permiso que se contempla en el inciso primero del presente artículo, debiendo cumplir sólo con el aviso de instalación establecido en el artículo 116 bis H. Dichas estructuras deberán cumplir condiciones de armonización con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde  se adhieran o adosen.


Sin perjuicio de lo antes señalado, las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de hasta 18 metros que cumplan con las condiciones de armonización con la arquitectura y el entorno urbano y diseñadas para colocalizar antenas y sistemas radiantes de terceros concesionarios que provean a la comunidad servicio telefónico móvil o de transmisión de datos, se regirán por lo dispuesto en el presente artículo, debiendo acompañar, además de los antecedentes señalados en dicho artículo, los dispuestos en la letra d) del artículo anterior y el acuerdo de colocalización respectivo.


Artículo 116 bis H.- Las torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de tres o menos metros de altura, incluidos en ello sus antenas y sistemas radiantes, requerirán de aviso de instalación a la Dirección de Obras Municipales conforme a los requisitos establecidos en la Ordenanza General de esta ley.


Al mismo aviso estará sujeta la instalación de aquellas estructuras porta antenas que se levanten sobre edificios de más de cinco pisos y aquellas que se pretenda instalar en zonas rurales, cualquiera fuese su tamaño.


La instalación de antenas y sistemas radiantes en una torre ya construida producto de la autorización para colocalizar otorgada por el concesionario en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 bis F no requerirá permiso o aviso alguno de la Dirección de Obras Municipales respectiva.


Artículo 116 bis I.- Se entenderá que un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando un concesionario pretenda instalar una torre nueva dentro del radio de cien metros a la redonda donde ya existieren dos o más torres de doce metros o más, medido éste desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes. En este caso, el solicitante deberá proceder conforme a los incisos siguientes. La declaración de territorio saturado a que se refiere este inciso se efectuará por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, teniendo como antecedente las estructuras existentes en el respectivo territorio, al momento de emitir un pronunciamiento conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones o durante la tramitación de una solicitud de concesión o su modificación. 


En caso que por declaración de un territorio urbano, como saturado de instalación de estructuras de soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones, se deba instalar una o más antenas o sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones en condiciones de colocalización se requerirá aviso de instalación el que deberá acompañar el acuerdo o autorización de colocalización del propietario de la respectiva torre o copia de la resolución favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones al concesionario requerido, o del laudo arbitral, según corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.


Sólo cuando conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones la Subsecretaría hubiere determinado que la negativa a la colocalización es fundada por parte del concesionario requerido, se podrán instalar de manera excepcional torres soporte de antenas de más de doce metros en estos territorios, siempre que reúnan las condiciones de armonización con el entorno urbano o la arquitectura del lugar donde se emplaza, y conforme al procedimiento y requisitos señalados en los artículos anteriores.


Este régimen también será aplicable a la franja de 500 metros contigua al límite entre una zona urbana y rural determinado en el instrumento de planificación territorial que corresponda.

c) Agrégase al artículo 130 el siguiente numeral:

“10. Permiso de instalación de 

 torre soporte de antenas y

       



sistemas radiantes de 

       



transmisión de 

       



telecomunicaciones.........          .....5% del

                                                              



presupuesto de la 

                                                              



instalación.”.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Sustitúyese el artículo 7º por el siguiente:


“Artículo 7º.- Corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictar la normativa tendiente a que todos los equipos y redes que, para la transmisión de servicios de telecomunicaciones, generen ondas electromagnéticas, cualquiera sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros ni a equipos o sistemas electromagnéticos o interrupciones en su funcionamiento. Por su parte, corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente dictar las normas de calidad ambiental o de emisión relacionadas con dichas ondas electromagnéticas, conforme a la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. En el procedimiento respectivo se considerarán, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Los límites de densidad de potencia que se establezcan deberán ser iguales o menores al promedio simple de los cinco estándares más rigurosos establecidos en los países que integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.


b) Las antenas de las estaciones base o fijas, correspondientes a los servicios de telecomunicaciones, deberán instalarse y operarse de manera tal que la intensidad de campo eléctrico o la densidad de potencia, medida en los puntos a los cuales tengan libre acceso las personas en general, no excedan de un determinado valor. Asimismo, se deberán determinar límites especiales de densidad de potencia o intensidad de campo eléctrico, en los casos de establecimientos hospitalarios, asilos de ancianos, salas cuna, jardines infantiles y establecimientos educacionales.


c) Consulta al Ministerio de Salud.


d) Análisis de la necesidad de señalética de seguridad.


e) Análisis de la necesidad de establecer zonas de seguridad.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace podrá, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, declarar una determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones, cuando la densidad de potencia exceda los límites que determine la normativa técnica dictada al efecto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace deberá mantener en su sitio web un sistema de información que le permita a la ciudadanía conocer los procesos de autorizaciones en curso, los catastros de las antenas y sistemas radiantes autorizados, así como los niveles de exposición a campos electromagnéticos en las cercanías de dichos sistemas y las empresas certificadoras que realizan dichas mediciones y los protocolos utilizados. Asimismo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace llevará a cabo la fiscalización del cumplimiento de la normativa a que se refiere el inciso primero del presente artículo, estableciendo para ello los protocolos de medición utilizados en dicha función, para lo cual considerará los estándares que sobre la materia hubiere adoptado la Unión Europea. Esta última función podrá ser ejercida mediante la contratación de empresas independientes.


La declaración de determinada zona geográfica como zona saturada de sistemas radiantes de telecomunicaciones obligará a la Subsecretaría o al organismo que la reemplace a la elaboración de un plan de mitigación que permita reducir, en las zonas saturadas, en el plazo de un año, la radiación a los niveles permitidos, para lo cual requerirá a las empresas involucradas propuestas de medidas y plazos, resolviendo en definitiva con o sin estos antecedentes. La Subsecretaría revisará periódicamente los límites de exposición en las zonas saturadas según lo disponga el plan de mitigación.


Las infracciones a las instrucciones emanadas de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en materia de emisiones electromagnéticas serán sancionadas de conformidad al procedimiento dispuesto en el Título VII, con multas que podrán variar entre 100 y 10.000 UTM.”.


2) Modifícase el artículo 14, del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “esta ley”, el siguiente texto: “, con excepción de aquellas modificaciones que consistan en la instalación, operación y explotación de un sistema radiante y equipos asociados sin previo emplazamiento de una torre, utilizando como soporte edificaciones preexistentes, postes de alumbrado público o eléctrico, elementos publicitarios, señalética, o mobiliario urbano; y sin modificar la zona de servicio, frecuencias, ancho de banda y potencias ya autorizadas, casos en los cuales la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría o el organismo que la reemplace”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo y noveno:


“No se admitirá a trámite la solicitud de otorgamiento o modificación de concesión que considere la ubicación de sistemas radiantes dentro de una zona declarada como saturada, de conformidad con el artículo 7º, o que de instalarse implicaría la declaración de una zona como tal, mientras que respecto de aquellas que se pretenda instalar en áreas de protección a que se refiere la ley Nº 19.300 podrá admitirse tal solicitud, previa aprobación del sistema de evaluación de impacto ambiental.


Las solicitudes a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo que digan relación con la instalación, operación y explotación de un sistema radiante deberán ser acompañadas de un diagrama de radiación de las antenas correspondientes.”.


3) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 15, el número “10” por “30”.


4) Incorpórase el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- Todo concesionario de servicio público e intermedio de telecomunicaciones, antes de proceder a la instalación de sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberá verificar si existe infraestructura de soporte de otro concesionario o empresa autorizada en operación, en la que sea factible emplazar dichas antenas o sistemas radiantes y que haya sido autorizada en las condiciones establecidas en la letra d) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Con todo, tratándose de territorios saturados de infraestructura señalados en el artículo 116 bis I y zonas declaradas de propagación eléctrica restringida, dicho concesionario deberá proceder conforme al presente artículo respecto de las torres en ellos instaladas cualquiera fuera la época de su emplazamiento. De existir tal infraestructura, deberá solicitar al titular respectivo autorización para proceder a la colocalización. 


El concesionario requerido se pronunciará respecto de la solicitud dentro de los quince días siguientes al requerimiento. Para lo anterior, el concesionario requerido podrá reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo el permitir la colocalización de nuevos concesionarios. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y además acompañar el respectivo acuerdo de colocalización. La autorización concedida al concesionario requirente comprenderá el derecho a emplazar todos los equipos e instalaciones de soporte y operación de las antenas o sistemas de que se trate, así como el derecho a acceder a dichos equipos e instalaciones a fin de asegurar su correcto funcionamiento.


El concesionario requerido podrá negar la autorización cuando la torre no se encontrare comprendida en los casos señalados en el inciso primero del presente artículo, cuando ya hubiere cumplido con la obligación de colocalización de conformidad a la ley, cuando la solicitud diga relación con torres armonizadas con el entorno urbano y no estén sujetas a condiciones de colocalización, cuando se tratare de aquellas constitutivas de un objeto de arte para la ciudad o, por último, cuando existan razones técnicas que demuestren que la instalación de otras antenas y sistemas radiantes afecta gravemente el normal funcionamiento de los servicios que utilizan la respectiva infraestructura de soporte o aquellos que se encuentran pendientes de autorización y que se instalarían sobre la misma estructura, a la fecha del requerimiento. Con todo, el concesionario no podrá negar la autorización a un operador argumentando razones técnicas si existieren soluciones técnológicas disponibles cuando la estructura sea mayor de 30 metros ni cuando la torre se pretenda emplazar en aquellas zonas que la Subsecretaría declare como zonas de propagación radioeléctrica restringida, o en territorios urbanos saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes, casos en los cuales, podrá ampliarse la capacidad de la torre o reemplazarla con tal objeto conforme al inciso octavo del artículo 116 bis F. Cuando el titular de la torre sea una empresa no concesionaria de servicios de telecomunicaciones, no podrá negar la autorización, sino sólo por causa de ya haber cedido el uso de la torre, conforme con su capacidad estructural declarada.

 
En caso que el concesionario requerido se negare a una solicitud de colocalización, el concesionario requirente podrá recurrir a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme con el artículo 28 bis, debiendo acompañar los antecedentes relativos a los requerimientos técnicos asociados a la solicitud de colocalización. Cuando más de un operador solicite dicha autorización, se preferirá según la fecha en que se hubiere formulado la solicitud. 


Resuelta a favor del requirente la controversia, el requerido deberá permitir de inmediato la colocalización. El inicio del servicio asociado a la solicitud de colocalización deberá realizarse dentro del plazo que señale el respectivo proyecto técnico, el que en todo caso no podrá ser superior a 90 días.


En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente. Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.


Se tendrá por no escrita cualquier cláusula o estipulación del instrumento por el  que se otorgue el uso de predios de cualquier tipo para el emplazamiento de torres, que impida o tienda a impedir que el titular de ellas celebre acuerdos de colocalización con distintos operadores de telecomunicaciones o que opere en subsidio lo dispuesto en este artículo.


Mediante un reglamento se regularán y establecerán las condiciones del ejercicio del  derecho que confiere este artículo para recurrir ante la Subsecretaría.



Para todos los efectos se entenderá por antena y sistema radiante de transmisión de telecomunicaciones a aquel dispositivo diseñado para emitir ondas radioeléctricas que puede estar constituido por uno o varios elementos radiadores y elementos anexos así definido en un reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de acuerdo a la tecnología, naturaleza y uso de la misma. Dicho reglamento, con informe fundado de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, determinará la forma y condiciones en que las antenas y sistemas radiantes y sus torres soportantes que no sean de aquellas a que se refiere la letra b) del artículo 3º de la Ley General de Telecomunicaciones quedarán sujetas a las normas que regulan su emplazamiento establecidas en Ley General de Urbanismo y Construcciones, y en el presente artículo. Asimismo, se entenderá por zona de propagación radioeléctrica restringida aquella en que por su conformación geográfica no tenga sustituto técnico equivalente para cubrir el territorio al que se pretende prestar servicio. La declaración de una zona como de propagación radioeléctrica restringida primará sobre la de territorio saturado.”.


5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 36 bis, a continuación del vocablo “artículos”, la expresión “19 bis,”.


Artículo 3º.- Créase un fondo concursable para el desarrollo de investigaciones primarias y secundarias sobre el impacto de la operación de sistemas radiantes de telecomunicaciones, y en particular de la emisión de ondas electromagnéticas asociada, con el objeto de apoyar la adopción de políticas públicas, principalmente en el estudio de los impactos sobre la salud de las personas, y también en el ámbito urbanístico y ambiental.


El fondo estará constituido con los recursos que para tales fines perciba la Subsecretaría de Telecomunicaciones producto de donaciones y aportes de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas. Ello es sin perjuicio de los aportes de que dispone esta Subsecretaría, con cargo a los recursos que anualmente se le asignen en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


El fondo será administrado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, para cuyos efectos la Subsecretaría de Telecomunicaciones le transferirá anualmente los aportes respectivos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Toda solicitud de otorgamiento, renovación o modificación de una concesión o permiso de telecomunicaciones que se encuentre en trámite ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones al momento de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se regirá por la ley vigente al momento de su presentación. Las modificaciones de concesiones, permisos o autorizaciones de servicios de telecomunicaciones que se deriven de la aplicación de los artículos siguientes se sujetarán a las normas especiales que al efecto dicte la Subsecretaría de Telecomunicaciones dentro del plazo de 30 días a contar de la publicación de la presente ley.


Artículo 2°.- Para los efectos de la dictación de los reglamentos referidos en el número 4) del artículo 2° de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones tendrá un plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A ese mismo plazo estará sujeta la dictación de la resolución del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que define el catálogo de diseños de antenas a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


El procedimiento para la dictación de las normas a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones deberá iniciarse dentro del plazo de 120 días desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el organismo que la reemplace contará con un plazo de 12 meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones de más de doce metros de altura no armonizadas con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan en territorios urbanos o en bienes nacionales de uso público, saturados de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones deberán agruparse en una sola estructura. Dicha infraestructura, además, estará abierta a otros concesionarios.


Para lo anterior, el o los concesionarios podrán reemplazar la torre ya instalada por una nueva, siempre y cuando dicho reemplazo tenga por objeto exclusivo cumplir con el propósito de colocalización. En tal caso, la nueva torre deberá cumplir con los requisitos establecidos en el inciso octavo del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. De concurrir razones técnicas fundadas que impidieren la colocalización en una sola estructura y no habiendo soluciones tecnológicas disponibles podrá permanecer una estructura adicional, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que también deberá estar abierta a otros concesionarios.


Si no existiere acuerdo entre los concesionarios para proceder de conformidad a los incisos anteriores, éstos deberán optar entre las siguientes alternativas:


a) Minimizar el impacto urbanístico y arquitectónico de la obra, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del artículo 116 bis F compensando a la vez con una obra u obras de mejoramiento del espacio público por el equivalente al 20 por ciento del valor de reemplazo de la torre, o


b) Realizar obra u obras de mejoramiento del espacio público por un monto no inferior al 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre.


Para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el concesionario deberá, dentro de un plazo de 90 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, informar a la Dirección de Obras respectiva si se someterá al régimen del inciso primero o del inciso anterior del presente artículo.


Si los concesionarios se colocalizaren conforme al inciso primero presentarán dentro del plazo de 120 días contado desde el vencimiento del plazo para el informe al que alude el inciso anterior, conjuntamente, a través de un representante común o un concesionario de servicios intermedios que provea infraestructura, identificando en todo caso al responsable de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, un aviso de instalación que adjunte los documentos a que se refieren las letras a), b) salvo memoria, d), g) y h) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El plazo para realizar las obras asociadas a este aviso, en todo caso, no podrá superar los doce meses contados desde la publicación de esta ley.


De procederse conforme a las letras a) o b) del presente artículo, con posterioridad a la información antes señalada y dentro del plazo de 90 días siguientes, deberá presentar, a la Dirección de Obras correspondiente un certificado emitido por Correos de Chile, que acredite la notificación por carta certificada, enviada con una antelación de al menos quince días a la junta de vecinos respectiva y a los propietarios de todos los inmuebles que se encuentren comprendidos total o parcialmente en el área definida como territorio saturado, respecto de las medidas de diseño o de mejoramiento del espacio público que propone, priorizando alternativas. Dicha comunicación deberá incluir el valor de reemplazo de la torre.


Los propietarios podrán formular a través de la respectiva Dirección de Obras al Concejo Municipal, por escrito, y previo informe de la junta de vecinos respectiva, las observaciones que estimen convenientes respecto de la propuesta hasta treinta días corridos después de practicada la comunicación respectiva, debiendo optar por alguna de las obras de mejoramiento del espacio público o por alguno de los diseños de torres propuestos, según fuera la alternativa propuesta, para lo cual se requerirá de la mayoría simple de los propietarios a que hace referencia este párrafo. Dentro del mismo plazo dicha mayoría podrá proponer, obras de mejoramiento del espacio público alternativas a las propuestas por el solicitante, hasta por un 50 por ciento del valor de reemplazo de la torre o diseños alternativos a los propuestos por el solicitante que cumplan con el objetivo de armonizar la estructura con el entorno urbano y con la arquitectura del lugar donde se emplazan, siempre y cuando estos diseños se encuentren dentro de la nómina de diseños a que se refiere la letra b) del artículo 116 bis F y hasta por el mismo valor antes indicado. Si los propietarios no se pronunciaren sobre la opción a que se refiere este inciso o no formularen observaciones, la Dirección de Obras certificará tal hecho y se tendrá por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el concesionario, de acuerdo a la priorización realizada.


El Concejo Municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la respectiva propuesta de obra de compensación o la modificación del diseño de la torre, conforme a las observaciones que haya recibido de los propietarios según lo dispuesto en el párrafo anterior, aprobando la propuesta del concesionario o de los propietarios, debiendo adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro de un plazo de veinte días corridos contado desde el vencimiento del término para formular tales observaciones. Los acuerdos adoptados por el Concejo en esta materia, deberán ser certificados por el Secretario Municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras, luego de lo cual la concesionaria estará autorizada a realizar las obras de mejoramiento o de adecuación del diseño de la torre, según corresponda. Vencido el plazo que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del Concejo Municipal, se tendrán por rechazadas tales observaciones y por aprobada la obra de mejoramiento o el diseño de torre propuesto por el interesado, o el o la primera de la lista si la propuesta acompañada comprendiera más de una.


Cuando corresponda realizar las obras de mejoramiento o de armonización con el entorno urbano mencionadas en los incisos anteriores, ellas deberán encontrarse terminadas dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha del pronunciamiento del Concejo Municipal o de la certificación realizada por la Dirección de Obras cuando no existieren observaciones.  Este plazo podrá prorrogarse por una sola vez, y por un máximo de seis meses, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados ante la Dirección de Obras Municipales. Realizadas las obras definidas en los incisos anteriores, se entenderán cumplidas las obligaciones establecidas en el presente artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo un territorio urbano se encuentra saturado de instalación de estructuras de torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones cuando existan más de dos de dichas estructuras dentro del radio de cien metros a la redonda medido desde el eje vertical de cualquiera de las torres preexistentes y será así declarado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Si el territorio urbano fuera declarado como saturado en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 bis I, el régimen establecido en el presente artículo también les será aplicable a las torres ya instaladas en él. Se exceptuarán de lo anterior aquellos concesionarios cuyas torres hubieren colocalizado a otros operadores voluntariamente o en cumplimiento de lo resuelto por la Subsecretaría de Telecomunicaciones  conforme al artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


En el caso de torres soporte de antenas instaladas en zonas de interés turístico de conformidad al Nº 7 del artículo 8º de la ley Nº 20.423, el concesionario deberá ajustar la torre soporte de antenas de que se trate en el plazo establecido en el inciso sexto del presente artículo a fin que ésta reúna las condiciones señaladas en la letra b) del artículo 116 bis F. El concesionario podrá acreditar que ya ha cumplido dicha obligación por encontrarse la respectiva torre soporte de antenas dentro del catálogo a que se refiere el artículo 116 bis F, letra b) o si no se encontrare en éste, por reunir ésta condiciones de armonización con el entorno urbano que la Dirección de Obras considere suficientes, pronunciamiento que deberá emitir en el plazo de 15 días. Frente a la falta de pronunciamiento en el plazo indicado será aplicable lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


En el caso de torres de más de doce metros ya instaladas en los establecimientos o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E o dentro del radio indicado en el mismo precepto, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado dichas torres soporte de antenas y sistemas radiantes deberán presentar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 120 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, un certificado emitido por una empresa registrada para estos efectos en dicha Subsecretaría, que acredite que la densidad de potencia de su sistema radiante no excede los límites de la norma a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.168 o la que se encontrara vigente.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá, dentro del plazo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley conformar el registro a que alude el presente precepto.


El incumplimiento de las normas contempladas en este artículo habilitará a la respectiva Dirección de Obras a disponer el retiro de la instalación, lo que deberá informarse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En el caso que se declare un territorio saturado conforme al artículo 116 bis I de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el plazo de 90 días a que se refiere el inciso cuarto del presente artículo y el de doce meses establecido en el inciso quinto se contará desde la notificación de la correspondiente declaración.


Artículo 5º.- Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que directamente o por su encargo hubieren emplazado torres o soporte de antenas y sistemas radiantes de más de doce metros en los establecimiento o áreas a que se refiere el inciso sexto del artículo 116 bis E de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o a una distancia igual o menor a 40 metros de tales establecimientos, dispondrán de un plazo de doce meses para verificar el cumplimiento de este distanciamiento.


A una distancia mayor a 40 y menor a 80 metros de los establecimientos o áreas indicadas en el inciso anterior, sólo se permitirán torres soporte de antenas y sistemas radiantes de hasta 25 metros de altura, sujetos a la obligación de colocalizar a otros concesionarios, debiendo ajustarse el concesionario a esta disposición en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley. Por su parte, las torres ya emplazadas a una distancia mayor a 80 metros y hasta 120 metros quedarán sujetas a la obligación de colocalización, aplicándose en la especie lo establecido en el artículo 19 bis de la Ley General de Telecomunicaciones para el caso que el concesionario requerido se negare a proceder a ello.”.

- - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de octubre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Baldo Prokurica Prokurica y Hosain Sabag Castillo (Jorge Pizarro Soto) y de los Honorables Diputados señores René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández y Juan Carlos Latorre Carmona; 7 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 10 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Baldo Prokurica Prokurica), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 14 de noviembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García); 16 y 30 de noviembre; 12 de diciembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Patricio Hales Dib, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García) y 14 de diciembre de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel (Guido Girardi Lavín), Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica y de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Juan Carlos Latorre Carmona y Leopoldo Pérez Lahsen (René Manuel García García).


Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE EXTIENDE LOS PLAZOS DE LOS SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA PARA ADECUARSE A LA NORMATIVA EN MATERIA DE CONCESIONES

(8031-19)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Chahín, Farías, García, Hales, Hasbún, Latorre, Lorenzini, Rincón, Torres y la Honorable Diputada señora Goic, con urgencia calificada de “suma”, el 3 de enero de 2012.

- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el articulo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentícimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Ampliar los plazos para efectuar la adecuación normativa de los servicios de radiodifusión comunitaria a los requisitos establecidos por la ley Nº 20.433, que crea los Servicios Comunitarios y Ciudadanos de Radiodifusión de Libre Recepción, y regula su concesión, modificación y funcionamiento.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley Nº 20.433, de 4 de mayo de 2010, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana.


- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


- Decreto Supremo Nº 126, de 1998, que aprueba el Reglamento de Radiodifusión Sonora.


- Decreto Supremo Nº 23, de 21 de junio de 2011, que modifica el reglamento de radiodifusión sonora, decreto supremo Nº 126, de 1997.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El presente proyecto de ley tiene por objetivo ampliar los plazos para efectuar la adecuación normativa de los servicios de radiodifusión comunitarias a los requisitos establecidos por la ley N° 20.433.


Los autores de la moción fundamentan su propuesta señalando que la ley N° 20.433 crea los Servidos de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana regulando la concesión, modificación y funcionamiento de tales servicios.


Dicha norma establece en su artículo 1º transitorio que un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, que deberá llevar también la firma del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, regulará los demás aspectos necesarios para la ejecución de la ley. Dicho reglamento debería dictarse en el plazo de 120 días contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Sin perjuicio de lo anterior, el reglamento, si bien fue dictado dentro de plazo, no se publicó sino el 30 de mayo de 2011, esto es vencidos ya los 120 días dispuestos para ello por el legislador, considerando que la publicación de la ley tuvo lugar el 4 de mayo de 2010.


Con todo, la ley Nº 20.433 no estableció un procedimiento para que las concesionarias del servicio de radiodifusión de mínima cobertura se acogieran al nuevo régimen legal, el que hubo de ser desarrollado reglamentariamente a través de la modificación del Decreto Supremo N° 126, de 1998, que aprueba el Reglamento de Radiodifusión Sonora, ocurrida por Decreto Supremo N° 23 de 21 de junio de 2011. Con ello, en la práctica, se redujo en un mes el ya corto plazo de 180 días establecido en el artículo 2° transitorio de la ley Nº 20.433 para acreditar el cumplimiento de los requisitos que ella establece para acogerse al régimen regulado en la misma, plazo que se cumpliría, de no mediar modificación legal, el próximo 14 de febrero de 2012.


Por otra parte, la citada ley Nº 20.433 no se pronunció expresamente acerca del mantenimiento de la subsistencia de las concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura que, no pudiendo ser llamadas a renovación por haberse eliminado dicha categoría legal, impidió que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones convocara a nuevos concursos para dicha categoría de servicios radiales. Sin embargo, pueden acogerse al nuevo régimen de los servicios comunitarios y ciudadanos al tenor de su disposición 2ª transitoria, ya que durante este proceso, como consecuencia de la imposibilidad de renovar el permiso de concesión, deberían cesar temporalmente en sus transmisiones una vez expirado el término de su vigencia. 


En Chile existen más de 300 Radios Comunitarias, de las cuales aproximadamente un 20% ha realizado la adecuación legal que establece esta norma. Esto significará que el 30 de noviembre de 2011 caducará el permiso de funcionamiento de un gran número de radios comunitarias, lo que significará, en la práctica, que estas radios sigan funcionando en la clandestinidad, con la consecuente imposibilidad práctica de fiscalizar por parte del Ministerio respectivo.


Por tanto, en atención a la relevancia que tienen estos medios de comunicación para la comunidad por los servicios que prestan y a la tardanza en la dictación del reglamento que fijaría el inicio del plazo para efectuar las adecuaciones legales a las radioemisoras, es que se hace necesario ampliar el plazo establecido por la ley, de manera que sea posible a las radioemisoras comunitarias efectuar las adecuaciones legales correspondientes y seguir funcionando en beneficio de la comunidad. Es decir, atendida la complejidad del proceso y  a los plazos requeridos para llenar el vacío legal existente en cuanto al procedimiento de despeje del segmento espectral reservado a los nuevos servicios radiales y de migración de las concesionarias de mínima cobertura a que la ley Nº 20.433 reconoció el derecho a acogerse a los mismos, parece razonable replantearse los plazos que las radioemisoras tienen para adecuarse a la misma ley, atendida la labor social que dichas emisoras cumplen en la comunidad.


Con la finalidad antes indicada, los autores de la moción proponen extender el plazo para que las radioemisoras comunitarias se puedan adecuar a los requisitos establecidos por la ley Nº 20.433.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Esta iniciativa legal se encuentra estructurada en un artículo único que mediante dos numerales,  modifica el artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.


El Nº 1, amplía de 180 días a un año, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el plazo para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos para el funcionamiento de los Servicios de Radiodifusión Comunitaria.


El Nº 2, incorpora los siguientes incisos tercero y cuarto:


El inciso tercero establece la permanencia de los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la ley:


a. Hasta que se resuelva la correspondiente solicitud para acogerse a la misma; 


b. Hasta la fecha de expiración de la respectiva concesión, cuando siendo ésta última posterior a la solicitud para acogerse a la ley, se hubiere desestimado esta última;


c. En caso de que no se hubiere presentado solicitud para acogerse a la presente ley, las concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura expirarán en la fecha de vencimiento del plazo máximo para presentar dicha solicitud. Lo anterior, salvo que el plazo por el cual fueron otorgadas venciera con posterioridad a dicha oportunidad, en cuyo caso la concesión permanecerá vigente hasta el término del período respectivo, y 


d. En los casos en que el plazo de duración se hubiere extinguido después de entrar en vigencia la ley N° 20.433 y se encontraran en proceso de renovación sin resolución definitiva de parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Finalmente, el inciso tercero señala que lo dispuesto en el inciso anterior deberá entenderse sin perjuicio de las demás causales de extinción o caducidad que establece la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que este proyecto de ley tiene por finalidad resolver la ausencia de normas para regular el período de transición de las concesiones de radiodifusión de mínima cobertura a radios comunitarias, en conformidad a la ley Nº 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria cuidadana, durante el período de extinción de las radios de mínima cobertura, lo que significó que muchos concesionarios quedaron en la incertidumbre puesto que se encontraban en proceso sea de renovación de sus concesiones, con concursos ya convocados o con concesiones que debían concursarse en un período próximo.


Como consecuencia de lo anterior, se solicitó un pronunciamiento a la Contraloría General de la República porque al desaparecer la categoría de mínima cobertura las concesionarias quedaban en una situación incierta.


Lo anterior se produjo, en parte, porque la Subsecretaría de Telecomunicaciones no pudo llamar a concurso después de la entrada en vigencia de la ley Nº 20.433 y algunas concesionarias no pudieron postular a la renovación de la concesión pese a tener una especie  de derecho preferente para convertirse en radios comunitarias. La demora se debió, en parte, a la elaboración y tramitación del Reglamento respectivo y con ello quedaron diversas concesiones en una situación de indefensión jurídica.


Junto con lo anterior, cabe considerar que para postular a una concesión de radio comunitaria muchas de estas radios debieron efectuar transferencias de concesiones, como es el caso de las municipalidades, y como están agrupadas en forma precaria fue necesario realizar una importante labor de capacitación.


Por otra parte, la transmisión sin tener la concesión constituye un ilícito penal, por lo que resulta imperativo ampliar el plazo de 180 días que vence el próximo 14 de febrero a 365 días, para acreditar el cumplimiento de los requisitos necesarios para que las concesiones de radiodifusión de mínima cobertura se puedan mantener vigentes o iniciar un proceso de renovación de acuerdo a la ley Nº 20.433.


El artículo único de esta iniciativa legal en su número 2 considera 4 literales que se refieren a los diversos estados en que podría encontrarse un concesionario a la fecha de la dictación de la ley Nº 20.433, que creó una nueva categoría y otorgó a aquellos que detentaban concesiones de radios de mínima cobertura un derecho para acogerse a esta nueva categoría, con lo cual se puede entender que tienen un derecho preferente y se otorgó un plazo de 180 días contado desde la dictación del Reglamento.


Mientras no se resuelve la solicitud de acogerse a la nueva ley podría haber estado el concurso de mínima cobertura abierto y la Contraloría General de la República señaló que como no existe la categoría no se puede renovar u otorgar una concesión, por lo tanto, esas concesiones caducan, sin embargo, es necesario regular en forma adecuada su vigencia hasta el plazo para acogerse a la nueva categoría.


Esta normativa intenta evitar que estas radios durante el período de ajuste caigan en la ilicitud.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, sintetizó que esta iniciativa legal se refiere a los casos en que se ha presentado la solicitud hasta su resolución; hasta la expiración de la respectiva concesión cuando la solicitud hubiere sido rechazada; en caso que no se hubiere presentado una solicitud será hasta que venza el plazo para presentarla y para los casos en que se hubiere extinguido y se encontrare en proceso de renovación sin resolución definitiva, lo que implica que se hubiere abierto un concurso de mínima cobertura, un proceso de renovación de esa concesión y se dictó la ley.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, precisó que la ley señala que para postular a la obtención de una radio comunitaria se tiene que contar con una concesión, por lo que resulta muy importante saber hasta dónde persiste el derecho para que puedan acogerse a la nueva ley.


En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Prokurica.

- - - - - - - - - 


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general y en particular: 

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.433, que Crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, en los términos siguientes:


1. Sustitúyese en el inciso segundo, la primera vez que aparece, la expresión "180 días" por "365 días".


2. Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Los concesionarios de radiodifusión sonora de mínima cobertura vigentes a la fecha de publicación de la presente ley permanecerán vigentes:


a. Hasta que se resuelva la correspondiente solicitud para acogerse a la misma; 


b. Hasta la fecha de expiración de la respectiva concesión, cuando siendo ésta última posterior a la solicitud para acogerse a la ley, se hubiere desestimado esta última;


c. En caso de que no se hubiere presentado solicitud para acogerse a la presente ley, las concesiones de radiodifusión sonora de mínima cobertura expirarán en la fecha de vencimiento del plazo máximo para presentar dicha solicitud. Lo anterior, salvo que el plazo por el cual fueron otorgadas venciera con posterioridad a dicha oportunidad, en cuyo caso la concesión permanecerá vigente hasta el término del período respectivo, y 


d. En los casos en que el plazo de duración se hubiere extinguido después de entrar en vigencia la ley N° 20.433 y se encontraran en proceso de renovación sin resolución definitiva de parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Lo dispuesto en el inciso anterior deberá entenderse sin perjuicio de las demás causales de extinción o caducidad que establece la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 10 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva (Francisco Chahuán Chahuán) y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2012.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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